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Organización y redacción del informe 

El informe fue redactado con los insumos remitidos en esta oportunidad por los siguientes organismos:

· Organismos participantes:

a) Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y culto

· Dirección General de Derechos Humanos

b) Del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación:

· Secretaría de Trabajo

· Secretaría de Empleo

· Secretaría de Seguridad Social

· Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales

· Oficina de Violencia Laboral

· Coordinación de Equidad de Género e Igualdad de Oportunidades en el Trabajo (CEGIOT).

Comisiones Interministeriales bajo la órbita del Ministerio de Trabajo:

· Comisión Nacional para la Erradicación del trabajo infantil (CONAETI)

· Comisión para el Trabajo con Igualdad de Oportunidades (CTIO)

 
Organismos descentralizados:

· Superintendencia de Riesgos del Trabajo

c) Del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios:

· Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda

d) Del Ministerio de Desarrollo Social: 

· Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI)

· Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia (SENAF)

e) Del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación:

· Secretaría de Justicia: 

-Dirección Nacional de Promoción y Fortalecimiento para el Acceso a la Justicia

-Oficina de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de Trata 

-Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata.

· Secretaría de Derechos Humanos de la Nación: 

-Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos en materia de Derechos Humanos;  

-Dirección de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Secretaría de Derechos Humanos.

-Registro de Información de Personas Menores Extraviadas

· Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI)

f) Instituto Nacional De Estadísticas y Censos (INDEC)

g) Comisión Nacional de la Mujer (CNM)

Se decidió dar respuesta a las múltiples cuestiones abordadas bajo los artículos previstos en el Pacto Internacional a través de un punteo temático, el cual vuelve a ser mencionado al momento de su abordaje.

Por último, el informe que se adjunta contiene varios Anexos. Los mismos dan cuenta de diversa información estadística solicitada por el Comité. Son mencionados al momento correspondiente y se encuentran ordenados numéricamente al final de la presentación. 
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I.
Información general

· Recopilación de datos estadísticos. 

· Cambios en la metodología de elaboración de índices.

· Acceso público a la información.

· Acceso a la Justicia. 

· Acceso a la Justicia de parte de sectores vulnerables de la sociedad

· Ratificación del Protocolo Facultativo.

· Recopilación de datos estadísticos. 

· Cambios en la metodología de elaboración de índices.

Actualmente el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) lleva adelante más de cien programas estadísticos que utilizan distintas metodologías con diferente grado de cobertura geográfica y periodicidad. Puede obtenerse información útil al respecto en el sitio oficial del Organismo, la cual se encuentra disponible para todos los usuarios y en todo momento: www.indec.gov.ar.

Para obtener la información requerida se sugiere ingresar a cada uno de los “temas” ubicados en la columna a la izquierda e ingresar en la pestaña “metodología”. Se incluye a continuación la ruta de acceso a los contenidos que abordan los cambios metodológicos en la elaboración del Índice de Precios al Consumidor y la información relativa a la Encuesta Permanente de Hogares:

a) Ruta de acceso: http://www.indec.gov.ar/principal.asp?id_tema=10 

b) A partir del tercer trimestre de 2009, en las bases de microdatos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) los usuarios van a encontrar cambios en la presentación de los archivos, así como también algunos aspectos novedosos resultantes de la aplicación de innovaciones metodológicas desarrolladas por los equipos de trabajo de la Dirección de Metodología Estadística y la Dirección de Encuesta Permanente de Hogares. 

Las definiciones de las categorías conceptuales no fueron modificadas. Tratándose en todos los casos de innovaciones en el tratamiento de la información recolectada, ellas resultan aplicables a la totalidad de la serie de datos producidos desde la instalación de la modalidad continua en la EPH de manera tal que los usuarios disponen de la información procesada con las nuevas modalidades para la totalidad de la serie a partir del tercer trimestre de 2003, lo que permitirá empalmes y/o comparaciones por un período suficientemente prolongado. 

Para generar esta metodología se consultó a un grupo de expertos que aportaron su conocimiento y experiencia para el mejoramiento de nuestra producción estadística
. 

En el siguiente link: http://www.indec.gov.ar/principal.asp?id_tema=9556 se pueden encontrar los documentos de Presentación de innovaciones en la EPHP, además de la Metodología Nº 15: Ponderación de la muestra y tratamiento de valores faltantes en las variables de ingreso en la EPH.  Se pueden encontrar documentos auxiliares en el link: 

http://www.indec.mecon.ar/principal.asp?id_tema=9661 

En cuanto al formato, la información se puede encontrar en formatos, DBF, SPSS y STATA, las bases están etiquetadas con variables y valores: 

http://www.indec.mecon.ar/principal.asp?id_tema=10086 

Además desde el 2011 se pueden consultar con REDATAM (para público no especializado en manejo de Software).

En lo que se refiere a comparabilidad de series, en la web están disponibles por un lado, los detalles de los cambios e identificación de los valores imputados en las bases micro http://www.indec.mecon.ar/nuevaweb/cuadros/4/EPH_disenoreg_09.pdf, como también las dos series de bases: BUA 2003-2007 Base Usuaria Amplia EPH (Base de datos para procesamiento a medida del usuario), y Microdatos 2003 a la actualidad.

· Acceso público a la información. Disponibilidad de la información estadística.

Respecto de la disponibilidad de la información estadística y el acceso a ella por el público en general, se ofrece un servicio permanente a los usuarios del sector público y privado nacional e internacional a través del Centro Estadístico de Servicios (CES) poniendo a su disposición una amplia gama de productos y servicios de información: 

a) Sala de consultas

Atiende al público brindándole asistencia personalizada. Se nutre del fondo documental de la biblioteca y de las publicaciones del INDEC, y cuenta con acceso en línea al banco de datos de Comercio Exterior. 

b) Biblioteca

Especializada en estadística, cuenta con un valioso fondo documental nacional y extranjero. Además de poseer todo el material elaborado por el INDEC, dispone de colecciones históricas de principios del siglo XVI, anuarios estadísticos de organismos internacionales y regionales; censos de población de distintos países; revistas nacionales y extranjeras editadas por cámaras empresariales, centros de investigación, organismos gubernamentales e instituciones académicas.

c) Página web 

Creada como medio de difusión de estadísticas y comunicación institucional; en ella pueden consultarse los indicadores de coyuntura y la información de carácter estructural con sus respectivas metodologías y series históricas.

d) Correo electrónico

indecweb@indec.mecon.gov.ar 

e) Nueva Plataforma comunicacional multimedia

Con motivo de la realización del Censo 2010 se ha sumado un sitio web específico, una plataforma comunicacional multimedia con toda la información referida al Censo. Esta es: http:// www.censo2010.indec.gov.ar

f) Centro de Atención Remota

Responde las consultas telefónicas y de correos electrónicos informando y orientando al usuario sobre el material disponible en el INDEC, o bien derivándolo a otras fuentes de información.

g) Ventas

En nuestro punto de ventas se pueden obtener las publicaciones impresas del INDEC, productos electrónicos y fotocopias e impresiones. El Departamento de Comercialización se encarga, además, de la distribución de las publicaciones a los suscriptores y a los organismos con los que el INDEC mantiene relaciones de intercambio de información. 

e) Trabajos especiales

Canaliza las demandas de información que no encuentran respuesta en los datos publicados en formatos estandarizados, por lo que requieren procesos específicos que deben ajustarse a las necesidades del usuario.

g) Oficina de Prensa Institucional

Ofrece asesoramiento orientado a la comunicación periodística a través de atención telefónica, correo electrónico, informes de prensa y atención personalizada.

h) Atención a la comunidad educativa

Es un programa destinado a los educadores y alumnos que deseen conocer los productos y servicios que ofrece el Instituto. El INDEC recibe visitas de los establecimientos educativos de todo el país. 

· Acceso a la Justicia 

· Acceso a la justicia de parte de sectores vulnerables de la sociedad

La responsabilidad primaria de la Dirección Nacional de Promoción y Fortalecimiento para el Acceso a la Justicia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, es promover, facilitar y fortalecer el acceso a la justicia por parte de las personas, como así también impulsar las actividades relacionadas con los programas jurídicos y sociales de atención comunitaria. La norma establece asimismo que deberá atender el tratamiento de las demandas de los ciudadanos mediante acciones que permitan su satisfacción, en el marco de las competencias asignadas
.

Vale resaltar la importancia fundamental del concepto mismo de acceso a la justicia en tanto se la considera la herramienta capaz de englobar todas las perspectivas posibles en la lucha por la operatividad de todos los derechos constitucionalmente consagrados.

La importancia del acceso a la justicia como derecho fundamental es que por medio de éste se da contenido material a la igualdad formal mediante la exigibilidad de otros derechos y la resolución de conflictos entre particulares o entre particulares y el Estado. Es por ello que el acceso a la justicia es concebido como una suerte de “derecho bisagra”, en cuanto permite otorgarle contenido a los distintos derechos, económicos, sociales y culturales, exhortando al Estado para reclamar por su cumplimiento y así garantizar la igualdad y la no discriminación.

En lo que refiere al acceso a la justicia como derecho, implica considerar que el Estado no sólo tiene la obligación de reconocer los derechos de las personas sino también la obligación positiva de remover los factores económicos, sociales y culturales que impiden a los sectores vulnerables acceder a la justicia y a los bienes elementales, lo que también conduce a redimensionar el alcance de la noción misma de acceso a la justicia y de las políticas públicas que en consecuencia se diseñan e implementan.

En primer término, a través de la Dirección, se concibió una actuación estatal directa, es decir en el mismo lugar donde conviven los sectores vulnerables y existen las dificultades, y no en el centro de las urbes, de modo de eliminar las barreras económicas, sociales y culturales que implican trasladarse, reducir el impacto negativo de la intermediación y consolidar procesos de consenso directo con los habitantes. Por este motivo, gran parte de los Centros de Acceso a la Justicia se encuentran ubicados en villas y asentamientos precarios y generalmente constituyen la única presencia estatal establecida de manera permanente en estos barrios. 

En segundo lugar, se instrumentaron mecanismos tendientes a la ruptura de la compartimentación de la actuación estatal
. A menudo sucede que en estos sectores las problemáticas de un mismo consultante son múltiples y variadas y, por ejemplo, una misma persona puede sufrir un problema de salud propio o familiar, pero también problemas ligados al derecho de familia (violencia de género, percepción de cuota alimentaria, etc.),  problemas de vivienda, problemas laborales, por mencionar algunos. Por este motivo, el accionar de los Centros de Acceso a la Justicia no se reduce a brindar solamente respuestas a aquellos conflictos de naturaleza jurídica, sino que recepta la problemática en su conjunto, y por ello se ha instrumentado un sistema de asistencia y acompañamiento de los consultantes en la gestión de sus problemáticas ante cada uno de los organismos con competencias o recursos destinados a dar respuesta a esas necesidades.

De este modo, toda la actividad desplegada por el consultante se centraliza en los Centros de Acceso a la Justicia, aún cuando paralelamente se desarrollen gestiones ante diferentes áreas estatales (que pueden ser ministerios, organismos descentralizados, de la misma o de diferentes jurisdicciones). En este orden de ideas, se dimensiona la importancia de realizar convenios con todas las áreas de gobierno cuyas políticas tengan incidencia sobre estos sectores o de gestionar mancomunadamente con distintos organismos del Estado que incluyen el traslado de los habitantes al lugar de recepción de los trámites o, mejor aún, el traslado de los organismos a estos barrios.

En tercer lugar, y en conexión con lo anterior, se planteó la necesidad de romper con ciertas prácticas bastante difundidas en el Estado consistentes en trasladar el problema al consultante, como si todos los derechos no tuvieran como correlato una obligación estatal tendiente a su efectividad. 

En lo que refiere a lo estrictamente jurídico, la existencia de  condicionamientos sociales y económicos así como diversas fallas institucionales, hacen que los sectores vulnerables de la población se posicionen de manera desigual en lo relativo a la tutela efectiva de sus derechos, configurando una situación de clara inequidad frente al ordenamiento jurídico que tiene altos costos individuales y también colectivos. En este contexto, seguir trasladando a los particulares el problema real de la efectividad de sus derechos, con todas las capacidades que ello requiere, implica reproducir una matriz socialmente injusta, que afecta sustancialmente la legitimidad del Estado. 

Se adoptó entonces una actitud derivada de la asunción de las necesidades de los habitantes, y los derechos que las revisten, como obligaciones cuyo cumplimiento suponen actos positivos y responsables de parte del Estado de modo contribuir de manera eficaz y efectiva a su solución.

Por último, se comenzó a reconocer francamente la importancia de la opinión de los habitantes de los barrios más pobres respecto del diseño y la instrumentación de políticas públicas en esos lugares. Escuchar, por primera vez en muchos años, las necesidades, las ideas y las propuestas de los vecinos para empezar a pensar una estrategia de intervención estatal que los contemple. Ello junto con un diagnóstico profundo de las organizaciones existentes en cada una de las villas, que permita capitalizar el aprendizaje de lo que han venido haciendo, de sus éxitos y fracasos como experiencia digna de ser considerada, por un lado, y de lo interesante de considerarlos como potenciales aliados en un proceso de transformación profunda.

La actitud de apertura en relación a las perspectivas y saberes de estos sectores también se orienta a reconstruir la articulación entre Estado y sociedad y a resignificar lo público desde una visión de conjunto, como espacio de construcción colectiva, en el que todos los actores puedan constituirse en un núcleo de participación en el proceso de la agenda pública y  el diseño de políticas.

· Centros de Acceso a la Justicia (CAJ)

Actualmente, existen 23 CAJ permanentes y 8 itinerantes, cuya apertura y localización se ha realizado en distintas fases y respondiendo a distintos criterios:

•
Centros de Acceso a la Justicia ubicados en distintos barrios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su mayoría compuestos por población de de clase media y media baja, cuya apertura se realizó entre los años 1990 y 1995. Los mismos se encuentran ubicados en La Boca, Caballito, Liniers, Montserrat. En el año en curso se realizó de apertura del CAJ de All Boys, ubicado en el barrio de Floresta.

•
Centros de Acceso a la Justicia ubicados en diversas villas de emergencia de la Ciudad de Buenos Aires, compuestos en su mayoría por población en situación de vulnerabilidad, cuya apertura se realizó en la actual gestión y bajo una nueva concepción sobre la dinámica de  intervención del Estado en estos sectores. Existen Centros Villa Soldati, Villa 31 de Retiro, Villa 1.11.14 de Bajo Flores, Villa 21/24 y  Villa 26 de Barracas, Villa 19 (Barrio INTA), Villa 20 y Lugano I y II. 

•
Oficinas Multipuertas ubicadas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cuya apertura se realizó de manera conjunta con el Poder Judicial de la Nación con el objetivo de ofrecer a la comunidad la prestación de servicios de orientación y derivación frente a problemáticas tanto jurídicas como sociales, estimulando la labor coordinada con los Centros  de  Acceso a la Justicia y fomentando la utilización de los métodos alternativos de resolución de conflictos.  Los mismos se encuentran ubicados uno en  la zona de Tribunales (Cámara Civíl, Lavalle 1220) y  otro en  la zona de los Tribunales de Retiro  (Inmigrantes 1950).

•
Centros de Acceso a la Justicia ubicados en el interior del país, cuya apertura se ha realizado con miras a federalizar el alcance de la política. En el período 2010-2011, se realizó la apertura de Centros de Acceso a la Justicia en Santa Fe y Rosario (Provincia de Santa Fe), Córdoba (Provincia de Córdoba), Río Gallegos (Provincia de Santa Cruz), San Salvador de Jujuy  y Palpalá (Provincia de Jujuy), San Martín y Mercedes (Provincia de Buenos Aires). 

•
Centros de Acceso a la Justicia itinerantes efectivizados durante el año 2010, los cuales funcionan en diversos barrios de la Ciudad de Buenos Aires una vez a la semana, brindando la misma atención que se ofrece en los CAJ permanentes; de esta manera, se logra maximizar los recursos existentes e incrementar los beneficiarios de nuestras políticas. Estos Centros están ubicados en Tierra Amarilla (Barracas), Floresta, Mataderos, Quilmes, Villa 3, Barrio Fátima, Piletones y La Carbonilla. 

Todos los CAJ son integrados por abogados, psicólogos, trabajadores sociales, administrativos  e incluso, a partir de un convenio suscripto con el Ministerio de Trabajo en el marco del “Programa Jóvenes con Más y Mejor Empleo”, con voluntarios de entre 18 y 24 años rentados pertenecientes a los mismos barrios donde funcionan los Centros.

En los CAJ se brinda asesoramiento jurídico, asistencia psico-social, derivación institucional, mediación comunitaria y, recientemente, a partir de un convenio firmado con la Asociación de Abogados de Buenos Aires (AABA), el patrocinio jurídico gratuito de aquellos casos que así lo requieren. Asimismo, por la forma en que entendemos el acceso a la justicia y por la estrategia de intervención mencionada, los CAJ no son simplemente eso; en ellos se realiza un abordaje interdisciplinario de las problemáticas, estructurado e implementado en base a la realización de convenios con diversas instituciones así como de acuerdos de cooperación intra e interministeriales, que se traducen en una acción unificada y altamente efectiva del Estado en estos barrios.

La expresión concreta de este abordaje es el desarrollo de manera estable de procedimientos conjuntos con diversas instituciones a través de los Centros de Acceso a la Justicia en los mismos barrios. Estos “operativos” incluyen, en otros:

- La gestión de trámites para la obtención del Documento Único para nacionales ante el Registro Nacional de las Personas (RENAPER) y para inmigrantes ante la Dirección Nacional de Migraciones (DNM).

- La gestión de certificados de antecedentes penales ante el Registro Nacional de Reincidencia.

- El otorgamiento de pensiones no contributivas en coordinación con la Comisión Nacional de Pensiones.

-El otorgamiento de la Asignación Universal por Hijo (o asignación por embarazo) y la asistencia en materia jubilatoria ante el ANSES.

- El arribo de camiones sanitarios (que brindan un servicio odontológico, ginecológico y de medicina clínica y preventiva en general) y la difusión y ejecución del Plan Nacer en articulación con el Ministerio de Salud de la Nación.

 -El acceso a la infraestructura gratuita como la TV DIGITAL (que incluye además de los canales de aire, contenidos educativos, infantiles, deportivos y cinematográficos) con el Ministerio de Planificación Federal.

- La entrega de material educativo y pedagógico a través del Ministerio de Educación de la Nación.

- La asistencia o contención de liberados o sus familias con la Dirección Nacional de Readaptación Social de este Ministerio.

 - El abordaje de casos de denuncias, reclamos y gestiones con Defensa del Consumidor, la Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos  Aires y con las Oficinas de Atención al Habitante de la Defensoría General de la Ciudad de Buenos Aires según corresponda; y el abordaje de casos de violencia institucional efectuado con la Defensoría General de la Nación.

- El tratamiento de casos de Violencia con el Programa de Victimas contra la Violencia y la línea 137.

- Difusión y capacitación en relación a las políticas sobre violencia de género y trata de personas, difundiendo los medios por los cuales la comunidad puede tener acceso a la Oficina de Rescate.

- Difusión y capacitación respecto a las actividades del Registro Nacional de Empresas de Trabajadores de Control de Admisión y Permanencia (RENCAP), brindándose información y asesoramiento sobre aspectos normativos, su alcance y especial impacto en los jóvenes.

· Patrocinio Jurídico Gratuito. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y Asociación de Abogados de Buenos Aires (AABA).

En idéntico sentido, merecen destacarse los avances logrados en una de las áreas estrictamente vinculada al acceso a la justicia que es el Patrocinio Jurídico, una condición sine qua non para garantizar el ejercicio de este derecho. Resulta menester aclarar que hasta este año inclusive, los CAJ brindaban asesoramiento jurídico y realizaban mediaciones comunitarias, mientras aquellos casos que sólo podían resolverse judicialmente, eran derivados a los programas de patrocinio jurídico gratuito existentes. Al respecto, cabe destacar que en la medida en que muchas veces los casos judicializables suponen montos pequeños, suelen carecer de interés para la mayoría de los abogados, de modo que los sectores vulnerables ven dificultado el acceso a un abogado que los patrocine, lo que se traduce en una nueva injusticia.

La experiencia de derivación a programas de servicio de patrocinio jurídico gratuito no arrojó resultados satisfactorios, desnudando las dificultades existentes en orden al efectivo acceso a la justicia: la distancia existente unida a la imposibilidad de trasladarse hasta el centro de la ciudad donde se encuentran dichos patrocinios obstaba a la atención de la demanda, el horario acotado, la enorme cantidad de casos atendidos por esos servicios y la despersonalización en la atención fueron algunas de las dificultades que debieron enfrentarse, y que redundaron en que en muchos casos el proceso de abordaje de las diferentes problemáticas se frustrara en la mitad de camino en atención a la carencia de patrocinio letrado.

En virtud de ello, con fecha 12 de mayo de 2011 se firmó un convenio entre el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y, la Asociación de Abogados de Buenos Aires (AABA) que tuvo por objeto la conformación de un servicio de patrocinio jurídico. El mismo se configuró teniendo en cuenta aquellos aspectos considerados más disvaliosos en los patrocinios jurídicos ya existentes, buscando evitar dichas prácticas. Por tal motivo, la atención de las personas y sus demandas quedó concentrada en los Centros de Acceso a la Justicia evitando que la misma deba trasladarse al centro de la ciudad y que los abogados de la AABA puedan realizar una tarea jurídica eficaz dedicando a ella tiempo completo. El abogado del CAJ, luego de mantener una entrevista con el consultante y de evaluar que la solución viable es judicial,  remite el caso al abogado de la AABA, quien se ocupa de redactar la demanda, la que una vez finalizada es enviada al abogado del CAJ para que sea suscripta por el consultante, y  luego es remitida al abogado de la AABA quien tiene a su cargo el inicio y prosecución del expediente judicial respectivo. Toda la información es volcada en el programa Lex Doctor, de modo que el abogado del CAJ pueda acceder al trámite judicial, tener un conocimiento acabado de la causa e informar a la persona el estado actual de las actuaciones, en las que es parte.

Merced a esta dinámica de trabajo, en lugares como las villas o los pequeños asentamientos, los CAJ “puertas afuera” se han ido constituyendo en una referencia para los vecinos y en la cara visible del Estado y, “puertas adentro”, se han ido perfilando como una especie de articuladores de las políticas públicas del Gobierno Nacional, una instancia para garantizar la llegada de aquéllas a los sectores vulnerables y para neutralizar la acción retardadora de los resabios de la burocracia.

· “Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo”. Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.
Por otra parte, en el marco del “Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo”, se firmó un convenio con el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, a fin de que jóvenes pertenecientes a los barrios donde están ubicados los CAJ, puedan incorporarse y desempeñar tareas en ellos, a modo de entrenamiento para el trabajo en el sector público. Las acciones de entrenamiento previstas en el mencionado convenio se orientan a generar en estos jóvenes una experiencia de valor pedagógico como resultado de un conjunto de acciones formativas. En el mismo sentido, el Proyecto de Entrenamiento prevé la formación de estos jóvenes a fin de que puedan desempeñarse como Promotores/Facilitadores del Acceso a la Justicia, con capacidad para difundir y gestionar las diversas actividades desarrolladas por los CAJ, facilitar el acceso a la justicia a sus pares (como instancia previa al asesoramiento que se brinda desde los Centros), así como proyectar, planificar e implementar actividades comunitarias en cada uno de los barrios, entre otras prácticas que complementen su formación. 

Lo cierto es que, en la instancia de avance en que se encuentra este proyecto,  plantea diversas oportunidades de desarrollo; de hecho, en la primera fase se incorporaron jóvenes que en su totalidad viven en las villas donde funcionan Centros de Acceso a la Justicia, lo que ha sido una experiencia novedosa para ellos que ahora trabajan y trabajan en el Estado y, fundamentalmente, para los responsables de los Centros quienes ahora cuentan en los equipos de trabajo con jóvenes que, al vivir allí, conocen profundamente el barrio y las realidades y necesidades de los vecinos, lo que les permite ampliar la perspectiva de trabajo, posicionarse aún mejor y desarrollar actividades que de otra manera quizás no podrían realizarse. Pero también, lo más importante, es que brinda al Estado la oportunidad de incidir positivamente en la vida de estos jóvenes, de ampliar sus experiencias, de permitirles integrarse en pie de igualdad al proceso en desarrollo. En este sentido, para aprovechar al máximo las potencialidades de estos jóvenes, se ha puesto a su disposición un espacio donde ellos pueden aprender, donde la aspiración es brindarles las herramientas para que puedan sentirse capaces de acceder y disponer de los mecanismos jurídicos básicos para la defensa de sus propios derechos y los de sus pares, estando en condiciones de colaborar activamente en la mejora en la calidad de vida de la gente de su propio barrio
. 

Con el desarrollo de estas actividades y la extensión de este programa a todos los CAJ del país, se aspira a generar un esquema organizado de intervención con jóvenes que cuenten con una formación lo más sólida posible, con un nivel de organización y estructuración de sus prácticas que permita elaborar líneas de acción anuales para garantizar la llegada a los barrios humildes de la política de acceso a la justicia y las demás políticas del Gobierno, capacitados para desarrollar todas las actividades previas a la judicialización o cualquier otra intervención estatal (intercambios telegráficos, acopio de documentación para trámites, derivación a organismos estatales, etc.), como un acción complementaria a la profundización de la política de acceso a la justicia. 

· Elaboración y difusión de materiales sobre derechos en barrios de pocos recursos. 

El hecho de reconocer y valorar la opinión de los habitantes de los barrios más pobres respecto de sus problemáticas, sus necesidades, sus ideas sobre el Estado, la justicia y los derechos ha servido para comenzar a generar y desarrollar una estrategia de difusión y un mensaje que tenga conexión con la realidad de estos sectores, que genere identificación y empatía y que verdaderamente sirva para dotarlos de “herramientas” que les permitan mejorar sustancialmente su calidad de vida.

Al respecto uno de los obstáculos para el acceso a la justicia, es el gran desconocimiento sobre los derechos, los procedimientos, instituciones, lugares y personas a quienes recurrir para reclamar o exigir su vigencia, el lenguaje legal y todo lo vinculado al sistema del Estado. Obviamente, esta situación, sumada a otras cuestiones tales como desconfianza y miedo, impactan negativamente en las decisiones de estos sectores de acudir a  algún  ámbito en busca de información y asesoramiento. En este contexto, se dimensiona la importancia de desarrollar una política de difusión de derechos y alfabetización jurídica orientada a revertir esta situación.

No obstante, creemos que no puede plantearse para población en situación de vulnerabilidad una propuesta de difusión de derechos en formato convencional, que contenga una noción de justicia y de derechos planteados desde lo estrictamente jurídico,  ya que en estos contextos,  ambas ideas o son desconocidas y difusas o están negativamente cargadas de contenido, filtradas por experiencias y  representaciones sociales vinculadas a una serie de frustraciones,  impedimentos y barreras de acceso que denotan profundas contradicciones derivadas del nexo existente entre pobreza, exclusión y acceso a la justicia.  En gran medida, en estos sectores, la noción de justicia es vivida como algo ajeno, lejano, como la “justicia de ellos”, en vez de como “nuestra justicia”. 

En ese sentido, la estrategia de difusión apunta a presentar a la justicia, el acceso a la justicia y los derechos en general, desde la propia subjetividad de los sectores vulnerables, planteando casos o retratando historias donde se evidencian derechos vulnerados así como formas de resolución de los mismos. 

En consecuencia, el trabajo que se ha desarrollado avanza invirtiendo el proceso, cargando de contenido al concepto de justicia y comprometiéndola con la realidad de estos sectores, de modo de promover el aprendizaje desde el propio contexto, historia y cultura, como proceso simultáneo a la incorporación de conocimientos sistematizados sobre los derechos, la ley y la justicia.

A fin de garantizar la llegada del mensaje, se ha seleccionado una combinación de medios masivos y alternativos de comunicación, fundamentalmente audiovisuales. En este marco, se encuentra en desarrollo una serie televisiva, generada a partir de un convenio con Canal Encuentro, denominada “Construyendo Justicia”, nombre que refleja en parte lo planteado anteriormente. Es decir, el “construyendo” remite, justamente, a invertir el proceso, retratando historias donde claramente hay derechos vulnerados y, desde allí, plantear lo que la gente entiende por justicia y derechos para luego contrastarlos o emparentarlos con las nociones y conceptos establecidos.

El desarrollo de este tipo de contenidos es de gran utilidad, no sólo en materia de comunicación sino también respecto del método de construcción colectiva del discurso, ya que habilita a que sean los mismos habitantes del barrio los que se apropien de la experiencia y la desarrollen multiplicándola. Esto favorece el fortalecimiento de los lazos de solidaridad en el barrio, y permite el mejoramiento progresivo de las condiciones de vida. Ello, en dos momentos: la elaboración y filmación del programa en los barrios y con los propios protagonistas, como actividad independiente y fundadora, y luego, con los capítulos terminados como herramienta de debate y convocatoria para organizarse y capacitarse en pos de la obtención de soluciones concretas a problemas concretos. 

La generación de contenidos de esta naturaleza, ofrece diversas oportunidades de desarrollo. Primero, porque más allá de la difusión que la serie puede tener en el canal Encuentro y de su importancia en términos de acceso a información y concientización, estos capítulos servirán como disparadores de trabajo en actividades como charlas, talleres y jornadas vinculadas con procesos de alfabetización jurídica; sirven como parte de un proceso de sensibilización previo al abordaje conceptual, de forma tal que hablar justicia, acceso a la justicia y derechos no sea una actividad que se reduzca a la mera transmisión y aprendizaje de conceptos, sino a la construcción dialéctica de conocimiento, desde la práctica y desde el intercambio. 

En idéntico sentido, otra modalidad que se ha adoptado es la participación de abogados, psicólogos y trabajadores sociales en diversas radios, fundamentalmente comunitarias y en algunos casos con el formato de una columna semanal, donde se plantean problemáticas concretas así como vías de resolución de las mismas e información de utilidad para la gente, por ejemplo respecto los derechos de los inmigrantes, derechos del trabajador, casos de violencia de género, etc. 

Finalmente, resta puntualizar que del total de 23 Centros, 18 fueron inaugurados durante el año 2010  y 2011 y el resultado global de la gestión, muestra resultados contundentes. Aún a poco tiempo de haber sido inaugurados, durante el año 2010 y el primer semestre de 2011, en los CAJ se atendieron 76.425 consultas y se realizaron, en el mismo período, 5.334 mediaciones comunitarias
. En la segunda mitad de este año, se prevén nuevas inauguraciones, muchos de ellos en Centros Integradores Comunitarios (CIC) del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.

Ver Adjunto I. Convenios del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación otros con Ministerios y organismos Públicos.
· Acceso a la justicia de los trabajadores

· Programa Asistir. Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación.

El Programa Asistir es llevado a cabo por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación que ofrece asesoramiento jurídico gratuito en las demandas de competencia de la Justicia Nacional del Trabajo, y como instancia previa (obligatoria) de los reclamos que se tramiten en el SECLO (Dirección del Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria). 

Está conformado por un cuerpo de 21 profesionales abogados que atiende consultas de los trabajadores en general, entre los cuales obviamente se incluyen a personas en situación de vulnerabilidad.  Desde una perspectiva de atención socio-asistencial, el plantel cuenta con dos (2) psicólogos que intervienen en casos que superan la contención jurídica, quienes trabajan junto al personal letrado y administrativo para entrenarlos en el manejo de estas situaciones y en las relaciones profesionales. Este programa Tiene como objetivos generales:

-Asesorar jurídicamente a los trabajadores, del sector privado, con problemas de empleo o derivados del mismo.
-Patrocinar judicial y/o extrajudicialmente a los trabajadores.

-Preservar el ámbito de aplicación, del Servicio Jurídico Gratuito, a las cuestiones laborales que se presenten en tanto el empleador tenga domicilio registrado en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

-Garantizar la gratuidad del Programa para los trabajadores en todas las instancias en que sea pertinente actuar.

En lo que respecta a los datos cuantitativos, en el año 2010 (proyectado el mes de diciembre), se atendieron 10.032  personas, de las cuales 4.860  fueron nuevas consultas. Del total de consultas atendidas, 5.005 fueron de asesoramiento y las  5.027  restantes con intercambio telegráfico.

En lo que respecta a la situación de los consultantes, puede ofrecerse el siguiente resumen:

Un dato significativo es que del total de 10.032 consultas, 6.897 personas se encontraban debidamente registradas, mientras que  2.559 aparecían en la condición de “no registradas”  y  576 en condición “irregular”, mientras que 5.602  correspondieron a varones y  4.430 a mujeres.

Ver adjunto II. Relativa a información estadística específica del Programa de la Referencia. 

· Acceso a la justicia de pueblos originarios

Con el fin de garantizar la existencia y el acceso de las Comunidades y Pueblos Originarios del país a las salvaguardias adecuadas para proteger sus derechos económicos, sociales y culturales, el INSTITUTO NACIONAL DE ASUNTOS INDÍGENAS (en adelante INAI)
, viene instaurando mecanismos especiales, a saber:

1.Garantía de Acceso a la Justicia de los Pueblos y Comunidades Indígenas

Mediante una Resolución del INAI se creó el Programa de Fortalecimiento Comunitario y Acceso a la Justicia, mediante el cual se otorgan subsidios a las Comunidades y Organizaciones Territoriales Indígenas orientados a:

· Garantizar el acceso a la justicia de Comunidades en particular, generando Proyectos de Fortalecimiento particularizados.
· Implementación de Servicios Jurídicos Permanentes destinados a sufragar los gastos de contratación de Equipos de Asesoramiento Jurídico y Promotores Jurídicos Indígenas

· Promover el fortalecimiento interno de las Comunidades y Organizaciones a través de Proyectos de Fortalecimiento Organizativo que viabilizan la generación de ámbitos de capacitación de derechos, asambleas, difusión de actividades, etc.  

2.Ejecución de la Ley N° 26.160/26.554 

Se encuentra vigente la Ley N° 26.160 de Emergencia de la Propiedad Comunitaria Indígena y su prórroga – la ley 26.554-. Con ellas se generan las condiciones para la evaluación de las herramientas apropiadas para la regularización dominial de las tierras de ocupación tradicional indígena. 

La Ley estableció la Emergencia en materia de Posesión y Propiedad de la Tierra que actualmente ocupan las Comunidades Indígenas, suspendiendo los desalojos por un lapso de 4 años, y ordenando el inicio del Relevamiento de estos territorios en todo el país, labor a realizarse por el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas -INAI-, creándose un Fondo Especial a tal fin. La ley es de orden público.

La Ley N° 26.554 sancionada el 18 de Noviembre de 2009 prorrogó el plazo de la Emergencia y del Relevamiento hasta el 23 de noviembre de 2013.

La Ley Nº 26.160 –mediante su artículo Tercero-, ordena al INAI la realización del “relevamiento técnico-jurídico-catastral de la situación dominial de las tierras ocupadas por las comunidades indígenas” , indicando al respecto que para cumplir este objetivo deberá promover “las acciones que fueren menester con el Consejo de Participación Indígena, los Institutos Aborígenes Provinciales, Universidades Nacionales, Entidades Nacionales, Provinciales y Municipales, organizaciones Indígenas y Organizaciones no Gubernamentales”.

El Decreto Reglamentario del Poder Ejecutivo Nacional Nº 1122/07, dispone asimismo en su artículo segundo “Desígnase al INSTITUTO NACIONAL DE ASUNTOS INDÍGENAS, organismo descentralizado dependiente del MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL, como autoridad de aplicación de la Ley Nº 26.160.”, indicando en el Artículo Tercero de su Anexo I –“Reglamentación de la Ley Nº 26160”-, que “El INSTITUTO NACIONAL DE ASUNTOS INDÍGENAS aprobará los programas que fueren menester para la correcta implementación del relevamiento técnico-jurídico-catastral de la situación dominial de las tierras ocupadas por las comunidades indígenas originarias del país, para la instrumentación del reconocimiento constitucional de la posesión y propiedad comunitaria.-Los citados programas deberán garantizar la cosmovisión y pautas culturales de cada pueblo, y la participación del Consejo de Participación Indígena en la elaboración y ejecución de los mismos, en orden a asegurar el derecho constitucional a participar en la gestión de los intereses que los afecten.- El INSTITUTO NACIONAL DE ASUNTOS INDÍGENAS realizará el relevamiento técnico-jurídico- catastral de la situación dominial de las tierras ocupadas por las comunidades registradas en el Registro Nacional de Comunidades indígenas (Re.Na.C.I.) y/u organismos provinciales competentes.- Con respecto a las comunidades preexistentes contempladas en el artículo 1º que ejerzan posesión actual, tradicional y pública, el INSTITUTO NACIONAL DE ASUNTOS INDÍGENAS resolverá su incorporación al relevamiento mencionado, previa consulta y participación del Consejo de Participación Indígena“. 

Así facultado, en fecha 25 de octubre de 2007 el Instituto Nacional dictó la Resolución Nº 587/07 (publicada en el Boletín Oficial de fecha 31 de octubre de 2007). Cabe destacar que el cumplimiento de esta normativa se desarrolla en el marco de los compromisos contraídos por el Estado Nacional mediante la ratificación y depósito del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo y por el cual se obliga a "(...) tomar las medidas que sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión."

En un mismo sentido, cabe destacar que la Constitución Nacional, establece, en su Artículo 75, Inciso 17, "(...) reconocer la posesión y propiedad comunitaria de las tierras que tradicionalmente ocupan (...)" las Comunidades Indígenas del país "(...) y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano, ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos."

3.Proyecto de Ley de Instrumentación de la Propiedad Comunitaria Indígena

Vinculado con la cuestión de salvaguardia de derechos territoriales, el Decreto N° 700/10 crea una Comisión De Análisis E Instrumentación De La Propiedad Comunitaria Indígena, con el objetivo de:

-Elevar al Poder Ejecutivo Nacional una propuesta normativa para instrumentar un procedimiento que efectivice la garantía constitucional del reconocimiento de la posesión y propiedad comunitaria indígena.

-Evaluar la implementación del Relevamiento Territorial de Comunidades Indígenas en el marco de las Leyes Nº 26.160 y Nº 26.554 (de Emergencia en materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan las comunidades indígenas originarias del país). 

-Elaborar iniciativas tendientes a unificar u homogeneizar el régimen legal y de criterios de inscripción de las Comunidades Indígenas en todas las jurisdicciones.

Con la efectiva participación indígena, de representantes de los gobiernos provinciales y de organismos del Estado Nacional, se elaboró un proyecto de Ley que define los alcances de la Propiedad Comunitaria Indígena y que establece un mecanismo de instrumentación, el cual fue oportunamente elevado a la Secretaría Legal y Técnica de la Presidencia para su consideración y evaluación. 

4.Articulación del INAI en el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales

El INAI se encuentra desarrollando una eficaz articulación con otras áreas del Gobierno Nacional con competencia en la temática vinculada a los pueblos originarios, generando las condiciones adecuadas para la efectivización de la consulta indígena. 

Asimismo, el Instituto Nacional comenzó un proceso de descentralización efectiva en cada una de las provincias en las que se encuentran asentadas las Comunidades, con el objeto de:

-canalizar las demandas de los Pueblos y Comunidades en materias específicas; especialmente en cuanto a las tierras indígenas. A la vez que se promueve la articulación territorial de políticas sociales integrales 

-dinamizar la organización y representación indígena en el territorio y promover la participación en ámbitos de decisión de las cuestiones que involucran directamente a los Pueblos y Comunidades

-promover activamente el proceso de reivindicación histórica y cultural de los pueblos originarios argentinos en la historia y cultura nacional.

-promover la intervención preliminar mediante mecanismos de Mediación y constitución de Mesas de Diálogo/Mesas de Participación y Consulta  

Para esto se ha avanzado en la constitución y fortalecimiento de oficinas pertenecientes al Instituto (o dependencias dentro de los Centros de Referencia Territorial creados por el Ministerio de Desarrollo Social), distribuidas por todo el territorio nacional.

·  Acceso a la justicia de personas con discapacidad

En la órbita de la Secretaría de justicia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos d la Nación fue recientemente creado por Decreto 1375/11 el "Programa Nacional de Asistencia para las personas con discapacidad en sus relaciones con la administración de justicia". La finalidad del Programa es facilitar la comunicación y la obtención de la información necesaria de las personas con discapacidad para el acceso a la justicia.

Dicho programa contribuye a la efectiva aplicación de la Ley N° 26.378 que aprobó la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad. El  artículo 13 del mencionado instrumento dispone, entre otras cosas, que los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a acceder a la justicia en iguales condiciones que los demás. Asimismo, se dispone que los Estados Parte promoverán la capacitación adecuada de los que trabajan en la administración de justicia.   

· Ratificación del Protocolo Facultativo

En relación a la ratificación del Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se informa al Comité que la Argentina suscribió el mencionado Protocolo Facultativo en septiembre de 2009, luego fue aprobado por el Honorable Congreso de la Nación mediante ley 26.663 y recientemente la Sra. Presidenta de la Nación ha firmado el instrumento de ratificación, por lo que el trámite será completado al realizar el depósito del mencionado instrumento ante el Secretario General de Naciones Unidas en los próximos días.           



Artículo 1
Derecho de libre determinación



-Derechos de los pueblos originarios. Avances.




-Fortalecimiento de ámbitos de participación, consulta y toma de decisión



- Derecho de Consulta y actividades extractivas que afectan intereses comunitarios

· Derechos de los pueblos originarios. Avances.

· Proceso de transformación institucional profundo

En relación con los avances logrados por el Estado Parte en la aplicación de los derechos de los pueblos indígenas de conformidad con el artículo 75 de la Constitución Nacional, cabe indicar que el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas, inició en el curso del año 2010 un proceso de transformación institucional profundo. 

El eje de esta transformación es dejar atrás una concepción organizativa desintegrada y particularista, instaurando y generalizando una visión diferente donde los pueblos y comunidades dejan de ser destinatarios de programas aislados para ser protagonistas de un proyecto nacional que los incluye como sujetos de derecho.

El reconocimiento formalizado en el artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional en el año 1994, obliga al Estado Nacional a redefinir su rol y requiere por tanto un INAI comprometido con los temas clave específicos de la problemática que afecta a los pueblos originarios argentinos, en forma articulada con los Gobiernos Provinciales atento a la organización federal de nuestro Estado.

La transformación entonces se basa en resignificar la misión del INAI, no ya como receptor de la integralidad de los reclamos indígenas, sino como promotor y canalizador de políticas públicas generando ámbitos de discusión, participación y consulta interculturales adecuados para arribar a soluciones superadoras y comprensivas de la pluriculturalidad.

· Creación de la Dirección de Afirmación de Derechos Indígenas
Para ello, mediante Decreto del Poder Ejecutivo N° 702/10 se ha creado la Dirección de Afirmación de Derechos Indígenas en el ámbito del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas. 

Esta Dirección viene a complementar la estructura organizativa del Instituto (creada mediante Decreto N° 410/06), compuesta originalmente por dos Direcciones (la Dirección de Tierras y Registro Nacional de Comunidades Indígena, y la Dirección de Desarrollo de Comunidades Indígenas).

El objetivo prioritario de esta Dirección se vincula directamente con la promoción de mayor participación de los Pueblos Indígenas en los procesos generadores de políticas públicas que los afecten, impulsando entre las comunidades el pleno ejercicio de sus derechos a través del conocimiento de los mismos y de las herramientas para ejercerlos. 

Cabe destacar –en relación con la integración de la nueva Dirección-, que encabeza la misma una representante del Pueblo Kolla, habiéndose incorporado asimismo a dicha Dirección representantes indígenas designados a partir de pautas de regionalización del territorio a fin de facilitar el contacto con las diferentes provincias y las respectivas Comunidades. 

· Equipos de Comunicadores Indígenas

Con idéntica finalidad se avanzó en la consolidación de Equipos de Comunicadores Indígenas, encargados de mantener un contacto permanente con los miembros de las diversas Comunidades, colaborando activamente tanto en la transmisión de inquietudes y consultas como en el análisis crítico de las problemáticas que atraviesan las familias y Comunidades en su devenir cotidiano. 

· Campañas de Documentación (Decretos N° 90/09 y N° 92/10)

Mediante el Decreto N° 90/09 del Poder Ejecutivo Nacional se constituyó un Régimen Administrativo para la Inscripción de Nacimientos de Niños no inscriptos o en trámite a la fecha de entrada en vigencia de la ley Nº 26.413, siendo el objetivo del mencionado Régimen establecer un procedimiento administrativo y expedito destinado a regularizar la situación documental de menores de Cero a Doce años.

Al momento de colaborar desde el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas en las campañas de documentación generadas con el objeto de implementar el mencionado Decreto se constató la existencia de miembros de Comunidades de edades superiores a las previstas (mayores de 12 años hasta adultos) que se encontraban en idéntica situación de indocumentación, por lo que se propició la inclusión del tema en el Decreto de prórroga N° 92/10, contemplándose la situación de miembros adultos de Comunidades Indígenas.

· Fortalecimiento de ámbitos de participación, consulta y toma de decisión

En esta dirección se avanzó considerablemente, procurando integrar en instancias no sólo de participación, sino también de decisión a representantes de los Pueblos y Comunidades, fortaleciendo los ámbitos organizativos ya existentes, mediante, por ejemplo, el dictado de la Resolución INAI N° 113/11 a través de la cual se aprobó el Reglamento de Funcionamiento del Consejo de Participación Indígena, elaborado a partir de un proceso netamente participativo con los delegados vigentes del mencionado Consejo.

Asimismo, el INAI fue facilitador de la integración de nuevas instancias de participación, revalorizando un espacio integrado por más de treinta y cinco organizaciones territoriales indígenas que nuclean a un número significativo de más de 1000 Comunidades registradas en el país, denominado Encuentro Nacional de Organizaciones Territoriales de Pueblos Originarios –ENOTPO-. En la citada Organización se encuentran representados en forma directa en la Comisión los pueblos Kolla, Guaraní, Chané, Tastil, Diaguita Calchaquí, Mbya Guaraní, Tonokote, Comechingón, Charrúa, Mocoví, Toba, Mapuche y Mapuche Tehuelche.

Con el objetivo de garantizar la participación efectiva de los Pueblos Indígenas en la adopción de decisiones sobre las cuestiones que los afectan, el INAI dialoga y articula en forma permanente y simultánea con los representantes indígenas del Consejo de Participación Indígena y del Encuentro Nacional de Organizaciones Territoriales de Pueblos Originarios, para el diseño y ejecución de las políticas públicas indígenas. 

Por otro lado, se puede destacar que la Comisión de Análisis e Instrumentación de la Propiedad Comunitaria Indígena mencionada en el punto anterior, se encuentra integrada por delegados del Consejo de Participación Indígena y delegados del Encuentro Nacional de Organizaciones Territoriales de Pueblos Originarios.

· El derecho de Consulta y las actividades extractivas que afectan intereses comunitarios

En el marco de las políticas implementadas desde el Estado Nacional en la temática, el 20 de mayo de 2010 la Presidenta de la Nación hizo anuncios fundamentales en lo relativo al derecho de Consulta y Participación de los Pueblos y Comunidades. 

Congruentemente, el INAI creó mediante Resolución N° 249/10  la COMISIÓN DE ANÁLISIS E INSTRUMENTACIÓN DEL DERECHO A LA CONSULTA Y LA PARTICIPACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS, cuyo objetivo es crear una propuesta de carácter normativo tendiente a instrumentar un procedimiento que efectivice la garantía constitucional del derecho a la consulta y la participación de los pueblos indígenas en la gestión referida a los intereses que los afecten, definiendo su alcance y características.  

Cabe recordar que estos derechos se encuentran incluidos entre los normados por el artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional (“…Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten…”), habiendo sido previamente regulados en detalle a través de de las previsiones contenidas en el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (oportunamente aprobado mediante Ley N° 24.071). 

En lo que hace a la aplicación de estos derechos por parte de los estrados judiciales, y en vinculación directa con las actividades extractivas que pudieran llegar a afectar a las Comunidades dentro de su territorio, cabe destacar el dictado de un reciente fallo correspondiente a la provincia del Neuquén (autos caratulados: “PETROLERA PIEDRA DEL AGUILA SA c/ CURRUHUINCA VICTORINO Y OTROS S/ ACCION DE AMPARO”), tramitado por ante el Juzgado de Primera Instancia N° 2 en lo Civil, Comercial, Especial de Procesos Ejecutivos, Laboral y de Minería de la II Circunscripción Judicial con asiento en la ciudad de Cutral Có.

En la sentencia que resolviera la cuestión, el tribunal interviniente dispuso: 

“…La consagración del derecho de participación implica que las comunidades indígenas siempre deberán ser consultadas cuando se pretendan adoptar medidas legislativas o administrativas que puedan afectarlas, ya sea en forma directa como indirecta
. Según la doctrina más especializada, esta garantía esta integrada por: a) el derecho a la información y consulta: que debe ser amplia, previa, obligatoria, de buena fe, con libre expresión de los pueblos indígenas y con respeto a sus instituciones y prácticas ancestrales; b) derecho a impedir la realización de cualquier iniciativa que no haya sido precedida de esa información y consulta: asignándole a esta última el carácter de "dictamen sui generis obligatorio" cuya ausencia determina que las decisiones que se dicten sean insanablemente nulas; c) derecho a obtener beneficios económicos en caso de que ello resulte de la explotación de recursos naturales, o de otras actividades turísticas, rurales, industriales, o de cualquier índole y d) derecho a controlar la ejecución, implementación y evaluación de las actividades desplegadas y que puedan afectar sus intereses: lo que se traduce en una consulta permanente, a lo largo de todas las etapas, para lo cual deben proporcionarse los medios económicos necesarios para que dicho control sea efectivo (cfme. HUALPA, E. R., "Sin despojos. Derecho a la participación mapuche-tehuelche", ENDEPA, Resistencia, 2003, p. 29).-

…En consideración de lo expuesto hasta aquí, concluyo que a partir del reconocimiento como Comunidad de la accionada, debió el Estado Provincial y la Empresa Petrolera Piedra del Aguila S.A. retomar las negociaciones para llegar a un acuerdo que satisficiera los derechos de consulta y participación que constitucionalmente han sido garantizados a los pueblos originarios para casos como el de autos.-

…A mayor abundamiento, creo pertinente citar aquí un reciente precedente de nuestro Máximo Tribunal Provincial en el que se sentó que “el derecho de consulta de los pueblos indígenas es, en esencia, un derecho fundamental de carácter colectivo, por el que el Estado está obligado a instaurar procedimientos de buena fe destinados a recoger el parecer libre e informado de dichas comunidades, cuando se avizoren acciones gubernamentales, ya sean legislativas o administrativas, susceptibles de afectarles directamente, a fin de establecer los acuerdos o medidas que sean meritorios…”

A fin de viabilizar las instancias de participación y consulta, desde las diferentes áreas del Instituto Nacional se promueve la constitución de Mesas de Diálogo, Participación y Trabajo ante casos concretos, generando ámbitos de diálogo y toma de decisión tanto con organismos estatales, como con empresas privadas, compañías, particulares, etc.  

· Declaración de los Pueblos Originarios en el marco del Consejo Federal de Derechos Humanos
Asimismo, es dable tener presente que en la reunión extraordinaria del Consejo Federal de Derechos Humanos -que reúne periódicamente las Autoridades Competentes en materia de Derechos Humanos Nacionales y Provinciales-, que se celebró los días 3 y 4 de junio de 2010 en la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación sita en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se adoptó la Declaración de los Pueblos Originarios. 

Esta Declaración hace un llamamiento para profundizar la aplicación de las políticas públicas con enfoque de derechos humanos, propiciar la aplicación de las normas relativas a los pueblos originarios, profundizar la articulación entre los organismos provinciales y federales en cuanto a los logros institucionales en cada jurisdicción, reconocer a los pueblos originarios para actuar en defensa de sus derechos, y finalmente, establecer la importancia que tendría la participación de las áreas de derechos humanos provinciales en la Comisión de Análisis e Instrumentación de la Propiedad Comunitaria Indígena. 

Ver adjunto III. Declaración de los Pueblos Originarios.


-
Artículo 2, párrafo 2
No discriminación



-Datos estadísticos sobre pueblos originarios





-Información sobre población afroargentina (datos estadísticos y sobre no discriminación)

· Datos estadísticos disponibles sobre la situación socioeconómica de los pueblos originarios

· Encuesta Complementaria de Pueblos Indígenas 2004-2005
En cuanto a la situación socioeconómica de los pueblos originarios, cabe destacarse que en la página Web del INDEC se encuentran publicados algunos indicadores identificados en la ECPI (Encuesta Complementaria de Pueblos Indígenas 2004-2005)
. Tales datos son comprensivos de la población que se reconoce perteneciente y/o descendiente en primera generación de un pueblo originario.

Con la siguiente información se puede realizar un análisis de la situación socioeconómica de los pueblos indígenas por región muestral: 

•
Características Generales (Población por sexo; área urbana y rural; Población por edad) 

•
Características Educativas (condición de asistencia, máximo nivel de instrucción, asistencia, etc). 

Por ejemplo: se encuentra el cuadro de Población de 10 años o más y la tasa de alfabetismo por pueblo indígena y región muestral.

	Población de 10 años o más y tasa de alfabetismo por pueblo indígena y región muestral. Años 2004-2005

	Pueblo indígena
	Región muestral (1)
	Población de 10 años o más

	
	
	

	
	
	

	
	
	

	 
	 
	 

	Atacama
	Total del país
	2.167

	 
	Jujuy
	1.971

	Ava guaraní
	Total del país
	15.728

	 
	Jujuy y Salta
	12.444

	 
	Corrientes, Entre Ríos, Misiones y Santa Fe
	281

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	2.501

	Aymara
	Total del país
	3.189

	Chané
	Total del país
	...

	 
	Salta
	1.400

	Charrúa
	Total del país
	...

	 
	Entre Ríos
	565

	Chorote
	Total del país
	1.842

	 
	Salta
	1.408

	Chulupí
	Total del país
	422

	 
	Formosa y Salta
	315

	Comechingón
	Total del país
	9.007

	 
	Córdoba
	4.226

	Diaguita/ Diaguita calchaquí
	Total del país
	25.754

	 
	Jujuy, Salta y Tucumán
	11.613

	 
	Catamarca, Córdoba, La Rioja, Santa Fe y Santiago del Estero
	4.962

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	5.349

	Guaraní
	Total del país
	18.450

	 
	Jujuy y Salta
	5.222

	 
	Corrientes, Entre Ríos, Misiones y Santa Fe
	1.946

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	8.028

	Huarpe
	Total del país
	12.183

	 
	Mendoza, San Juan y San Luis
	10.487

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	1.022

	Kolla
	Total del país
	53.156

	 
	Jujuy y Salta
	39.104

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	8.727

	Lule
	Total del país
	844

	Maimará
	Total del país
	...

	 
	Jujuy
	123

	Mapuche
	Total del país
	90.147

	 
	Chubut, Neuquén, Río Negro, Santa Cruz y Tierra del Fuego
	61.744

	 
	La Pampa y Resto de la Provincia de Buenos Aires
	16.260

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	8.433

	Mbyá guaraní
	Total del país
	5.955

	 
	Misiones
	2.498

	Mocoví
	Total del país
	11.580

	 
	Chaco y Santa Fe
	8.675

	Omaguaca
	Total del país
	1.372

	 
	Jujuy
	1.196

	Ona
	Total del país
	494

	 
	Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur
	253

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	92

	Pampa
	Total del país
	1.247

	Pilagá
	Total del país
	3.205

	 
	Formosa
	2.723

	Quechua
	Total del país
	...

	 
	Jujuy y Salta
	442

	Querandí
	Total del país
	619

	Rankulche
	Total del país
	8.105

	 
	La Pampa
	3.789

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	1.195

	Sanavirón
	Total del país
	...

	 
	Córdoba
	512

	Tapiete
	Total del país
	...

	 
	Salta
	307

	Tehuelche
	Total del país
	8.505

	 
	Chubut y Santa Cruz
	3.514

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	1.449

	Toba
	Total del país
	49.783

	 
	Chaco , Formosa y Santa Fe
	32.457

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	11.575

	Tonocote
	Total del país
	3.752

	Tupí guaraní
	Total del país
	12.788

	 
	Jujuy y Salta
	4.568

	 
	Corrientes, Entre Ríos, Misiones y Santa Fe
	166

	 
	Ciudad de Buenos Aires y 24 Partidos del Gran Buenos Aires
	6.979

	Wichí
	Total del país
	27.358

	 
	Chaco, Formosa y Salta
	24.248

	 
	 
	 

	(1) Región muestral integrada por la o las provincias consignadas.
	 

	(2) Tasa neta de alfabetismo: muestra la incidencia del alfabetismo en la población de 10 años y más. Es el cociente entre la cantidad de personas de 10 años y más que saben leer y escribir en castellano/español y el total de población de 10 años y más por cien.

	 
	 
	 

	(..) Dato estimado a partir de una muestra con CV superior al 25%.
	 

	 ...  Dato no disponible a la fecha de presentación de los resultados.
	 

	 
	 
	 

	Nota: datos definitivos
	 
	 

	La población de cada pueblo indígena corresponde a la población que se reconoce perteneciente y/o descendiente en primera generación de ese pueblo.
	 

	 
	 
	 

	Fuente: INDEC. Encuesta Complementaria de Pueblos Indígenas (ECPI) 2004-2005 
- Complementaria del Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2001.
	 

	 
	 
	 


Los datos de la ECPI no permiten el cálculo de la esperanza de vida.

Los datos censales resultantes del Censo 2010 sobre las temáticas de pueblos originarios, estarán disponibles cuando el Instituto publique los resultados del cuestionario ampliado (cuestionario A), en el cual constan dichos datos. La fecha estimada para esa publicación es diciembre 2011.

· Estadísticas Educativas del Ministerio de Educación de la Nación

Asimismo, respecto de este tema, el Ministerio de Educación ha aportado la siguiente información:

1. Tasas de alfabetización de pueblos indígenas, así como programas y políticas educativas del Estado para luchas contra la discriminación que puedan sufrir estas comunidades. 

Niveles de escolaridad y egreso: Matrícula indígena e indicadores de rendimiento de alumnos/as pertenecientes a Pueblos Indígenas

Matrícula indígena y/o hablante de lenguas indígenas de Educación Común, por jurisdicción y año, en valores absolutos.

	 
	AÑO 2004
	AÑO 2005
	AÑO 2006
	AÑO 2007
	AÑO 2008
	AÑO 2009

	 TOTAL
	75.306
	75.889
	81.163
	83.975
	80.967
	82.850

	Buenos Aires                                      
	3.993
	512
	2.375
	5.766
	5.048
	5.973

	Catamarca                                         
	524
	114
	133
	51
	196
	144

	Chaco                                             
	13.908
	14.610
	13.963
	16.317
	-
	15.188

	Chubut                                            
	3.842
	3.842
	3.487
	3.634
	2.889
	3.132

	Ciudad de Buenos Aires                            
	391
	104
	505
	1.785
	1.017
	1.164

	Córdoba                                           
	424
	151
	45
	44
	211
	338

	Corrientes                                        
	27
	610
	1.488
	2.568
	617
	1.122

	Entre Ríos                                        
	1
	3
	54
	64
	40
	16

	Formosa                                           
	12.179
	13.154
	13.603
	13.843
	15.445
	14.727

	Jujuy                                             
	5.801
	5.352
	7.433
	7.996
	4.687
	6.437

	La Pampa                                          
	39
	77
	61
	98
	215
	203

	La Rioja                                          
	51
	-
	222
	27
	24
	105

	Mendoza                                           
	694
	1.970
	1.517
	668
	824
	1.065

	Misiones                                          
	1.403
	1.830
	3.147
	1.791
	2.120
	2.728

	Neuquén                                           
	4.036
	2.884
	2.829
	2.975
	2.625
	2.892

	Río Negro                                         
	1.607
	1.134
	1.167
	2.102
	1.534
	1.220

	Salta                                             
	20.773
	21.479
	20.324
	20.048
	20.430
	18.446

	San Juan                                          
	768
	768
	358
	692
	316
	537

	San Luis                                          
	4
	16
	70
	206
	10
	128

	Santa Cruz                                        
	8
	9
	21
	22
	45
	17

	Santa Fe                                          
	4.371
	5.740
	7.029
	2.187
	3.908
	2.684

	Santiago Del Estero                               
	296
	1.207
	1.149
	1.015
	928
	2.208

	Tierra del Fuego                                  
	-
	-
	3
	28
	23
	8

	Tucumán                                           
	166
	323
	180
	48
	725
	2.368


Fuente: Elaboración propia (Modalidad EIB – DNGE, ME) en base a RAE-DINIECE 2004 a 2009.

Nota: téngase en cuenta que hasta el año 2004 la pregunta específica en Cuadernillo RA DINIECE hacía referencia a alumnos aborígenes. Es a partir del 2005 que cambia esa denominación, haciendo referencia a ‘matrícula indígena y/o hablante de lenguas indígenas’.

Matrícula indígena y/o hablante de lenguas indígenas de Educación Común, en el nivel inicial, por jurisdicción y año, en valores absolutos.

	 TOTAL
	AÑO 2004
	AÑO 2005
	AÑO 2006
	AÑO 2007
	AÑO 2008
	AÑO 2009

	
	10.746
	8.766
	10.485
	10.473
	11.330
	11.763

	Buenos Aires                                      
	2.236
	150
	674
	442
	778
	482

	Catamarca                                         
	-
	-
	-
	-
	-
	-

	Chaco                                             
	1.342
	1.507
	1.537
	1.714
	1.897
	2.073

	Chubut                                            
	255
	255
	466
	364
	563
	432

	Ciudad de Buenos Aires                            
	-
	61
	119
	784
	77
	305

	Córdoba                                           
	123
	42
	-
	-
	69
	21

	Corrientes                                        
	-
	60
	103
	320
	83
	104

	Entre Ríos                                        
	-
	-
	-
	-
	23
	1

	Formosa                                           
	1.129
	1.538
	1.818
	2.012
	1.999
	2.216

	Jujuy                                             
	739
	511
	730
	846
	462
	670

	La Pampa                                          
	-
	-
	2
	-
	4
	7

	La Rioja                                          
	-
	-
	2
	8
	0
	-

	Mendoza                                           
	76
	85
	125
	17
	158
	76

	Misiones                                          
	227
	276
	490
	259
	408
	378

	Neuquén                                           
	502
	358
	382
	326
	316
	451

	Río Negro                                         
	63
	35
	39
	79
	214
	108

	Salta                                             
	3.271
	3.360
	3.137
	2.949
	3.114
	3.375

	San Juan                                          
	2
	2
	17
	85
	185
	147

	San Luis                                          
	-
	-
	
	33
	0
	24

	Santa Cruz                                        
	1
	2
	5
	4
	3
	3

	Santa Fe                                          
	406
	442
	760
	155
	609
	441

	Santiago Del Estero                               
	296
	40
	43
	75
	136
	156

	Tierra Del Fuego                                  
	-
	-
	-
	1
	4
	-

	Tucumán                                           
	78
	42
	36
	
	228
	293


 Matrícula indígena y/o hablante de lenguas indígenas de Educación Común, en el nivel primario / EGB 1 y 2, por jurisdicción y año, en valores absolutos.

	
	AÑO 2004
	AÑO 2005
	AÑO 2006
	AÑO 2007
	AÑO 2008
	AÑO 2009

	TOTAL
	49.783
	47.780
	53.037
	55.032
	53.890
	52.352

	Buenos Aires                                      
	860
	231
	1.140
	3.283
	3.428
	4.736

	Catamarca                                         
	66
	55
	64
	7
	81
	45

	Chaco                                             
	10.685
	10.014
	10.524
	12.408
	12.606
	10.232

	Chubut                                            
	2.358
	2.358
	1.815
	1.776
	1.482
	1.590

	Ciudad de Buenos Aires                            
	388
	37
	350
	892
	794
	821

	Córdoba                                           
	22
	62
	2
	0
	56
	111

	Corrientes                                        
	27
	550
	526
	1.108
	512
	625

	Entre Ríos                                        
	0
	3
	0
	19
	9
	13

	Formosa                                           
	9.500
	9.568
	9.771
	9.972
	10.676
	9.670

	Jujuy                                             
	3.627
	2.752
	4.759
	5.319
	2.441
	3.168

	La Pampa                                          
	29
	33
	16
	36
	40
	40

	La Rioja                                          
	37
	-
	56
	19
	24
	21

	Mendoza                                           
	483
	578
	973
	274
	517
	566

	Misiones                                          
	896
	1.277
	2.159
	1.197
	1.554
	1.976

	Neuquén                                           
	3.075
	1.956
	1.923
	2.023
	1.846
	1.961

	Río Negro                                         
	1.275
	959
	753
	966
	979
	938

	Salta                                             
	13.745
	14.032
	12.675
	12.913
	13.138
	11.271

	San Juan                                          
	24
	24
	300
	515
	42
	230

	San Luis                                          
	3
	15
	68
	84
	10
	104

	Santa Cruz                                        
	5
	5
	5
	5
	31
	9

	Santa Fe                                          
	2.610
	2.436
	4.195
	1.524
	2.551
	1.563

	Santiago Del Estero                               
	0
	604
	902
	663
	645
	1.752

	Tierra Del Fuego                                  
	-
	-
	2
	25
	17
	6

	Tucumán                                           
	68
	231
	59
	4
	411
	904


Matrícula indígena y/o hablante de lenguas indígenas de Educación Común, en el nivel secundario / EGB3 / Polimodal, por jurisdicción y año, en valores absolutos.

	
	AÑO 2004
	AÑO 2005
	AÑO 2006
	AÑO 2007
	AÑO 2008
	AÑO 2009

	TOTAL
	13.397
	15.189
	16.673
	16.182
	14.481
	15.684

	Buenos Aires                                      
	897
	131
	561
	2001
	752
	665

	Catamarca                                         
	33
	59
	69
	44
	80
	53

	Chaco                                             
	1799
	2275
	1.769
	2080
	2.300
	2.522

	Chubut                                            
	1229
	1229
	965
	1205
	609
	711

	Ciudad de Buenos Aires                            
	1
	4
	33
	102
	75
	34

	Córdoba                                           
	242
	7
	3
	0
	14
	89

	Corrientes                                        
	0
	0
	859
	173
	22
	360

	Entre Ríos                                        
	1
	0
	54
	45
	2
	-

	Formosa                                           
	1495
	2016
	1.985
	1821
	2.735
	2.734

	Jujuy                                             
	1435
	2089
	1.627
	1456
	1.619
	1.598

	La Pampa                                          
	10
	44
	38
	49
	156
	126

	La Rioja                                          
	14
	
	164
	0
	0
	82

	Mendoza                                           
	135
	422
	415
	365
	144
	415

	Misiones                                          
	189
	277
	498
	325
	154
	363

	Neuquén                                           
	459
	538
	493
	529
	378
	444

	Río Negro                                         
	269
	140
	375
	1055
	314
	120

	Salta                                             
	3740
	4057
	4.437
	4088
	4.128
	3.689

	San Juan                                          
	279
	279
	41
	73
	46
	53

	San Luis                                          
	1
	1
	2
	89
	0
	-

	Santa Cruz                                        
	2
	2
	11
	13
	11
	5

	Santa Fe                                          
	1147
	1006
	2.066
	482
	738
	656

	Santiago Del Estero                               
	0
	563
	170
	185
	116
	189

	Tierra Del Fuego                                  
	-
	-
	1
	2
	2
	2

	Tucumán                                           
	20
	50
	37
	0
	86
	774


Matrícula indígena y/o hablante de lenguas indígenas de Educación Común, en el nivel superior no universitario, por jurisdicción y año, en valores absolutos.

	 
	AÑO 2004
	AÑO 2005
	AÑO 2006
	AÑO 2007
	AÑO 2008
	AÑO 2009

	TOTAL
	1.380
	4.154
	968
	2.288
	1.266
	3.051

	Buenos Aires                                      
	-
	-
	-
	40
	90
	90

	Catamarca                                         
	425
	-
	-
	
	35
	46

	Chaco                                             
	82
	814
	133
	115
	287
	361

	Chubut                                            
	-
	-
	241
	289
	235
	399

	Ciudad de Buenos Aires                            
	2
	2
	3
	7
	71
	4

	Córdoba                                           
	37
	40
	40
	44
	72
	117

	Corrientes                                        
	-
	-
	-
	967
	0
	33

	Entre Ríos                                        
	-
	-
	-
	
	6
	2

	Formosa                                           
	55
	32
	29
	38
	35
	107

	Jujuy                                             
	-
	-
	317
	375
	165
	1.001

	La Pampa                                          
	-
	-
	5
	13
	15
	30

	La Rioja                                          
	-
	-
	-
	-
	0
	2

	Mendoza                                           
	-
	885
	4
	12
	5
	8

	Misiones                                          
	91
	-
	-
	10
	4
	11

	Neuquén                                           
	-
	32
	31
	97
	85
	36

	Río Negro                                         
	-
	-
	-
	2
	27
	54

	Salta                                             
	17
	30
	75
	98
	50
	111

	San Juan                                          
	463
	463
	-
	19
	43
	107

	San Luis                                          
	-
	-
	-
	-
	0
	-

	Santa Cruz                                        
	-
	-
	-
	-
	0
	-

	Santa Fe                                          
	208
	1.856
	8
	26
	10
	24

	Santiago Del Estero                               
	-
	-
	34
	92
	31
	111

	Tierra Del Fuego                                  
	-
	-
	-
	-
	0
	.

	Tucumán                                           
	-
	-
	48
	44
	-
	397


Fuente: Elaboración propia (Modalidad EIB – DNGE, ME) en base a RAE-DINIECE 2004 a 2009.

Nota: téngase en cuenta que hasta el año 2004 la pregunta específica en Cuadernillo RA DINIECE hacía referencia a alumnos aborígenes. Es a partir del 2005 que cambia esa denominación, haciendo referencia a ‘matrícula indígena y/o hablante de lenguas indígenas’.

Poder aprehender la realidad con la que se trabaja es fundamental a fin de proyectar la direccionalidad de cualquier política. Para la Modalidad de EIB esta necesidad se vuelve hoy una prioridad, más aún si se tiene en cuenta el tratamiento limitado que se le ha dado históricamente a los sujetos indígenas en las estadísticas educativas oficiales. 

La imprecisión y ausencia de indicadores específicos han contribuido a traducir en datos la misma invisibilización por la que las propias comunidades debieron atravesar, en un sistema educativo que a lo largo de la historia tendió al ocultamiento de las diferencias culturales.

· Relevamiento de Escuelas Rurales (RER)

Cabe señalar que desde el 2006, se ha comenzado a revertir esta tendencia. Pueden mencionarse a modo de ejemplo, la inclusión del díptico ‘Orientaciones para responder a la matrícula indígena’ en la distribución del cuadernillo RAE-DINIECE y la inclusión de indicadores específicos en el relevamiento de escuelas rurales (RER – PROMER).

El RER, a diferencia del RAE, es un cuestionario administrado por un encuestador: si bien subsiste el problema de que se indaga sobre la situación de otras personas distintas del responderte, la interlocución con la persona que administra el RER permite desglosar una serie de interrogantes que, en su conjunto, potencialmente permiten una aproximación más completa a una información que habitualmente es poco registrada.  Finalmente, el Relevamiento de Escuelas Rurales (RER), constituye un instrumento fundamental dado que un número significativo de la población indígena vive en el ámbito rural (201.741, según datos Censo 2001). Este relevamiento se realizó en varias etapas: 

2006: RER I (1200 escuelas)

2007: RER II (5391 escuelas) y III (2570 escuelas)

2008: RER III, segunda etapa (4142 escuelas)

2009: RER IV (3700 escuelas)
 

En principio, el RER proporciona una definición conceptual importante, ya que se propone relevar, por un lado, la realidad cultural y lingüística en que se inserta la escuela; y por otro, la diversidad lingüística y cultural dentro del establecimiento. Respecto del primer eje, se especifica que se trata de relevar el contexto sociolingüístico de las comunidades, preguntándose en principio si hay población indígena o hablante de lenguas indígenas en comunidades, reservas o parajes cercanos a la escuela. Esta definición es coherente con el RA, aplicándose las reflexiones ya mencionadas respecto de los criterios conceptuales. 

Una información importante que surge del Relevamiento de Escuelas Rurales refiere a la cantidad de alumnos indígenas matriculados en los establecimientos relevados, junto con los indicadores de repitencia, abandono y egreso de esta población. En primer lugar puede decirse que, considerando los distintos años en que se efectuaron los relevamientos (2006-2009) a nivel de establecimiento, encontramos 42.452 alumnos indígenas asistiendo a escuelas rurales. Esto representa el 4% de la matrícula rural (994.328) y la participación es mayor en las regiones Sur, NEA y NOA, con el 10, 8 y 6% respectivamente 
De los alumnos indígenas matriculados, la amplia mayoría corresponde al nivel primario (74%), y en un número significativamente menor al nivel Inicial (15%) y al Secundario (11%), como puede verse el Cuadro 9. Esta diferencia de matrícula entre el nivel primario y secundario seguramente dé cuenta de una caracterización diferencial de los alumnos que forman parte de cada nivel, siendo los alumnos que permanecen en el nivel secundario aquellos que posiblemente posean mejores condiciones para permanecer dentro del sistema educativo.

Considerando la totalidad de alumnos matriculados, el mayor porcentaje se encuentran en la región NEA (44%) con 18.689 alumnos, seguida por el NOA (38%) 16.249 alumnos, la región Sur (13%) 5.533 y por último, con valores más reducidos, la región Centro y Cuyo con el 2% (con 1.016 y 965 alumnos matriculados respectivamente) (Cuadro 1). 

A nivel provincial, pueden observarse importantes diferencias al interior de cada una de las Regiones. De aquellas con mayor participación en la matrícula, en el NEA los mayores pesos se dan en las provincias de Formosa y Chaco (9.890 y 7.749 alumnos respectivamente). En el NOA, las provincias de Salta y Jujuy son las que aportan la mayor cantidad de alumnos matriculados indígenas (11.503 y 2.595). En la región del Sur, las provincias de Neuquén, Río Negro y Chubut son las preponderantes, con 2.212, 2.029 y 1.263 alumnos matriculados respectivamente.

Cuadro 1. Alumnos indígenas matriculados por Nivel según Región y Provincia. (En valor absoluto).

	Región
	Provincia
	Nivel Inicial
	Nivel Primario
	Nivel secundario
	Total

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	

	Centro
	Buenos Aires
	119
	218
	30
	367

	
	Córdoba
	8
	45
	7
	60

	
	Entre Ríos
	0
	0
	0
	0

	
	Santa Fe
	87
	431
	71
	589

	Total Centro
	214
	694
	108
	1016

	Cuyo
	La Rioja
	6
	42
	0
	48

	
	Mendoza
	92
	632
	192
	916

	
	San Juan
	0
	0
	0
	0

	
	San Luis
	0
	1
	0
	1

	Total Cuyo
	98
	675
	192
	965

	Nea
	Corrientes
	0
	0
	0
	0

	
	Chaco
	955
	6105
	689
	7749

	
	Formosa
	1818
	7002
	1070
	9890

	
	Misiones
	194
	825
	31
	1050

	Total Nea
	2967
	13932
	1790
	18689

	Noa
	Catamarca
	13
	71
	17
	101

	
	Jujuy
	359
	2078
	158
	2595

	
	Salta
	1695
	8274
	1534
	11503

	
	Santiago del Estero
	20
	276
	4
	300

	
	Tucumán
	255
	1192
	303
	1750

	Total Noa
	2342
	11891
	2016
	16249

	Sur
	Chubut
	154
	870
	239
	1263

	
	La Pampa
	1
	15
	0
	16

	
	Neuquén
	339
	1754
	119
	2212

	
	Río Negro
	270
	1544
	215
	2029

	
	Santa Cruz
	6
	6
	1
	13

	
	Tierra del Fuego
	0
	0
	0
	0

	Total Sur
	770
	4189
	574
	5533

	Total general
	6391
	31381
	4680
	42452


Analizando los indicadores de rendimiento de los alumnos indígenas matriculados, podemos decir que la repitencia en el nivel primario es del 13%, el doble del valor que presenta la matrícula de educación común en establecimientos rurales (7%) según el mismo relevamiento. Esto podría indicar mayores dificultades de esta población en la escolaridad en el nivel primario.

En un análisis por región, encontramos una alta heterogeneidad al interior de las mismas. Como puede  verse en el Cuadro 2, la región del NEA muestra un indicador de repitencia entre los alumnos indígenas por encima del valor general (18%), mientras que las regiones Centro, Cuyo y Sur presentan un  valor menor a la mitad (alrededor del 6%).

El otro indicador a tener en cuenta es el porcentaje de abandono. En relación al indicador de repitencia, el porcentaje de alumnos que abandonaron en ese mismo año en el nivel primario es mucho menor. Tanto en relación a la matrícula indígena como a la matrícula rural general  representa el 2.1%, no presentando diferencias significativas entre regiones. De esta  manera, es mayor el porcentaje de alumnos indígenas del nivel primario que repite, que aquellos que abandonan, pudiéndose observar su retención dentro del sistema en este nivel educativo.

Cuadro 2. Alumnos indígenas que repitieron por nivel según Región. (En valor absoluto y porcentaje). 

	Región 
	Nivel Primario
	Nivel Secundario

	
	Matriculados
	Repitieron
	%
	Matriculados
	Repitieron
	%

	Centro
	694
	42
	6,1%
	108
	11
	10,2%

	Cuyo
	675
	44
	6,5%
	192
	18
	9,4%

	Nea
	13932
	2500
	17,9%
	1790
	143
	8,0%

	Noa
	11891
	1401
	11,8%
	2016
	144
	7,1%

	Sur
	4189
	250
	6,0%
	574
	45
	7,8%

	Total general
	31381
	4237
	13,5%
	4680
	361
	7,7%


.

Cuadro 3. Alumnos indígenas que abandonaron por nivel según Región. (En valor absoluto y porcentaje).

	Región
	Nivel Primario
	Nivel Secundario

	
	Matriculados
	Abandonaron
	%
	Matriculados
	Abandonaron
	%

	Centro
	694
	16
	2,3%
	108
	13
	12,0%

	Cuyo
	675
	0
	0,0%
	192
	20
	10,4%

	Nea
	13932
	359
	2,6%
	1790
	198
	11,1%

	Noa
	11891
	228
	1,9%
	2016
	86
	4,3%

	Sur
	4189
	45
	1,1%
	574
	22
	3,8%

	Total general
	31381
	648
	2,1%
	4680
	339
	7,2%


En relación al nivel secundario, el porcentaje de alumnos indígenas repetidores es del 8%, 1.7 puntos por encima del valor de la población rural, a diferencia del nivel primario donde la repitencia entre la población de alumnos indígenas y no indígenas rurales era significativa. Una segunda cuestión a señalar, es que la repitencia en el nivel secundario es significativamente menor a la del nivel primario entre los alumnos indígenas. Como se recordará, el grueso de la matrícula de esta población se presenta en el nivel primario, disminuyendo ampliamente su participación en la secundaria, lo que podría explicar un mejor desempeño escolar relativo de aquellos alumnos que acceden a dicho nivel.

Por otro lado, la heterogeneidad entre regiones es mucho menor que en el nivel primario, siendo las regiones de Centro y Cuyo las que presentan valores por encima del promedio general con el 10 y 9%.

En relación al indicador de abandono, al igual que el indicador de repitencia en el nivel secundario, se encuentra alrededor del 7%, 1.2 puntos por encima del valor de la población rural. En un análisis regional, las regiones del Centro, NEA y Cuyo presentan valores por encima del valor nacional con el 12, 11 y 10% respectivamente. 

En relación a los alumnos egresados según nivel
, se puede decir que los mismos representan 2.035 de nivel primario y 683 de secundario en el año de relevamiento considerado (Cuadro 4). Estos datos corresponden al 2% de los egresados (considerando en conjunto los niveles primario y secundario) en relación al total de los alumnos egresados en el ámbito rural. Cabe recordar que los alumnos indígenas constituyen el 4% de la matrícula rural, lo que podría implicar que la mitad de los alumnos que ingresan, logran egresar del nivel correspondiente.

Considerando el nivel primario en términos regionales, el NEA aporta el 49% de los egresados (999 alumnos), seguida por la región del NOA con el 27% (539), Sur 19% (388), y por último, Centro 4% (73) y Cuyo 2% (36). Teniendo en cuenta las regiones con mayor participación (NEA, NOA y Sur), dentro de la primera, las provincias del Chaco y Formosa son las que presentan los mayores volúmenes de egresados (489 y 472 alumnos). En la región NOA, los principales pesos están dados por las provincias de Salta, Tucumán y Jujuy con 341, 108 y 68 alumnos cada una. Por último, con respecto a la región Sur, Chubut, Neuquén y Río Negro representan 176, 131 y 81 casos respectivamente.

Cuadro 4. Alumnos indígenas egresados por nivel según Región y Provincia. (En valor absoluto).

	Región
	Provincia
	Alumnos indígenas egresados

	
	
	

	
	
	Primario 
	Secundario 

	Centro
	Buenos Aires
	18
	4

	
	Córdoba
	4
	2

	
	Entre Ríos
	0
	0

	
	Santa Fe
	51
	2

	Total Centro
	73
	8

	Cuyo
	La Rioja
	1
	1

	
	Mendoza
	35
	27

	
	San Juan
	0
	0

	
	San Luis
	0
	0

	Total Cuyo
	36
	28

	Nea
	Corrientes
	0
	0

	
	Chaco
	489
	230

	
	Formosa
	472
	55

	
	Misiones
	38
	6

	Total Nea
	999
	291

	Noa
	Catamarca
	7
	7

	
	Jujuy
	68
	23

	
	Salta
	341
	213

	
	Santiago del Estero
	15
	14

	
	Tucumán
	108
	40

	Total Noa
	539
	297

	Sur
	Chubut
	176
	25

	
	La Pampa
	0
	0

	
	Neuquén
	131
	0

	
	Río Negro
	81
	34

	
	Santa Cruz
	0
	0

	
	Tierra del Fuego
	0
	0

	Total Sur
	388
	59

	Total general
	2035
	683


Con respecto al nivel secundario, en términos regionales tanto el NEA como el NOA representan cada una el 43% de la cantidad de egresados del nivel. Del 14% restante, la mayor participación es de la región Sur con el 9%. De las regiones principales anteriormente mencionadas, en el NEA la provincia de Chaco es la que presenta la mayor participación, con 230 alumnos de los 291 de la región. Mientras que en el NOA la provincia de Salta representa 213 de los 297 alumnos egresados en el NOA.

· Acceso al empleo de pueblos indígenas

El Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, de la Organización Internacional del Trabajo del año 1989, aprobado por Ley Nº 24.071, en su artículo 2 establece que los “gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad”, estableciendo en el inciso c del mencionado artículo que dichas acciones deben contribuir “a eliminar las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida”.

El mencionado Convenio, en su Parte III y Parte IV establece agendas vinculadas al empleo, el trabajo y la formación profesional, comprometiendo a los gobiernos a asegurar la igualdad de oportunidades y trato en estas materias, dando cumplimiento a las respectivas legislaciones.

En este contexto la Secretaría de Empleo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad de la Nación ejecuta programas específicos para mejorar la situación de acceso al empleo y a la formación profesional de la población en general sin discriminación alguna.

Así diseña un marco de planificación para pueblos indígenas, que incluye acciones de expansión y consolidación del sistema de formación profesional, de la cobertura del acceso a estudios de terminalidad educativa, de mejora de la empleabilidad y del fortalecimiento del sistema de información y seguimiento.

Desde el año 2008 se viene realizando un proceso de consultas previas libres e informadas, con el objetivo de definir las demandas en materia de formación profesional y empleo, para lo cual estableció una serie de acciones:

· Reuniones de consulta y planificación con los referentes de los pueblos originarios: NOA: Tucumán, Salta, Jujuy, Catamarca y Santiago del Estero; en el NEA: Misiones, Chaco y Formosa; en Cuyo: Mendoza y San Juan y en la Patagonia: La Pampa, Rio Negro, Neuquén, Chubut, y Tierra del Fuego. 

· Coordinación de acciones territoriales con los pueblos originarios a los efectos de asegurar la inclusión de la población joven y adulta en cursos de formación para el trabajo, finalización de estudios primarios y secundarios, empleo rural registrado y proyectos productivos asociativos, entre otros.

· Articulación con instituciones públicas nacionales y provinciales y organizaciones no gubernamentales para la ejecución de acciones a nivel local.

· Acciones de comunicación y difusión para asegurar el acceso a la información y la participación de las comunidades, en las actividades previstas por los programas de empleo y formación.

Es importante mencionar que  en las oficinas de empleo, se incorporó a la plataforma  utilizada para la carga de las historias laborales, una consulta vinculada a los datos personales que permite identificar la pertenencia a algún pueblo originario.

Se trata de información declarativa y no exhaustiva; es decir que las personas deciden informar o no sobre su pertenencia a  algún pueblo originario, y que los datos son construidos sobre la base de personas que han sido entrevistadas en las oficinas municipales de empleo, con el objeto de realizar derivaciones  a prestaciones más pertinentes en el caso que corresponda (bilingüismo, etc.).

En base a esta incipiente información, de carácter declarativa, se detalla a continuación los datos vinculados a los programas de empleo y formación profesional, donde se han incorporado personas pertenecientes a pueblos indígenas de distintas comunidades y etnias:

[image: image1.emf]Personas por Programa según año de participación

PROVINCIA 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 TOTAL

Programa Jefes de Hogar 1.541            1.464            1.398            1.340            1.225            874                675                113                13                  1.572           

Seguro de Capacitación y Empleo 21                  304                459                766                2.322            2.157            2.965           

Jóvenes con Más y Mejor Trabajo 6                     142                482                976                1.091           

Otros programas nacionales de empleo 473                597                646                873                1.110            1.617            2.214            929                2.686           

Total general 1.541            1.933            1.994            1.985            2.134            2.312            2.947            3.805            3.638            5.154           

*Lostotalesnosonlasumadelasfilasnidelascolumnas,sinolacantidaddepersonasdistintasentodoelperíodo(filas)yentodoslosprogramas(columnas).Unamisma

persona puede participar en el mismo programa en distintos años y/o en distintos programas en el mismo año.
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PRESTACIONES 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 TOTAL

Formación Profesional 13                     52                     39                     51                     79                     125                   196                   429                   148                   853                  

Terminalidad Educativa 2                       43                     43                     85                     145                   177                   302                   541                   1.000               1.640              

Entrenamiento para el Trabajo -                   -                   -                   -                   10                     23                     76                     103                   346                   403                  

Inserción laboral asalariada -                   -                   -                   6                       11                     12                     17                     23                     25                     52                    

Enmprendimientos productivos 1                       63                     37                     38                     84                     98                     102                   47                     45                     177                  


Principales acciones del año 2011

· Desarrollo de un convenio marco con la Federación Wichí de Embarcación (Salta) para la asistencia técnica de 17 comunidades.

· Asistencia técnica y capacitación diversas  comunidades indígenas en el medio rural. 

· Desarrollo de Talleres de Formulación de Proyectos y Gestión administrativa de las Organizaciones Sociales Indígenas. 

· Adaptación de materiales de trabajo del Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo para ser utilizados en comunidades indígenas. 

· Entrega de 60  kits de  herramientas financiados  para alumnos indígenas en cursos de albañilería.

· 2 centros de formación instalados en Comunidades Indígenas de Embarcación (Salta). 

· Financiación de transporte (remoción de barreras) para la asistencia de comunidades dispersas a las acciones de capacitación desarrolladas en la localidad. 

· 20 comunidades indígenas capacitadas y asistidas técnicamente. 

· 8 Talleres de capacitación realizados en comunidades indígenas. 

· 1 Taller de sensibilización sobre derechos laborales en Machagai.

· Documentos de trabajo adaptados al contexto indígena. 

Actualmente se están desarrollando acciones con la comunidad Mbya Guaraní en Tamanduá (Misiones) para que las mujeres de esas comunidades realicen cursos de construcción y cestería.

También está proyectado extender el taller de derechos laborales a otras comunidades (los próximos se realizarían en Tartagal y Embarcación).

En cuanto a las comunidades Mapuches, desde el año 2009 se están apoyando y fortaleciendo acciones de certificación de estudios formales, de las cuales participan jóvenes y adultos en situación de vulnerabilidad de los parajes rurales Ñireco, Macho Negro de Laguna Blanca, Covunco Abajo, La Patagonia, Costa Catan Lil de Junín de los Andes, Chachín/ Hua Hum/ y Quechuquina de San Martín de los Andes, en el ciclo primario para adultos, en una experiencia de asistencia flexible.

También se facilita el traslado de docentes desde Zapala a zona montañosa, desde Junín de los Andes a Costa Catan Lil y desde San Martín de los Andes a Chachín/ Hua Hum/ Quechuquina.

Por otro lado, se promueve la asistencia de facilitadores para la implementación de estrategias de apoyo al proceso de enseñanza-aprendizaje y la entrega de material didáctico a las instituciones educativas.

Por último cabe mencionar en este sentido que la Secretaría de Empleo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación está diseñando un taller de equidad y no discriminación para ser desarrollado en el ámbito de las oficinas de empleo.

· Programas y políticas del Estado relacionadas con la comunidad afro argentina

· Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas (2010)

En cuanto a los datos e información actualizada sobre la población afroargentina en el país, cabe destacar que el Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas (2010) incorporó la temática a sus cuestionarios censales, acompañando un proyecto de país más inclusivo y popular, en cumplimiento de las recomendaciones internacionales para la ronda de Censo de Población y Viviendas 2010.

En efecto, la inclusión, por primera vez en la historia de nuestro país, de la variable étnico/racial dentro del cuestionario A (ampliado), constituyó una verdadera innovación.  
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La pregunta fue incluida dentro del bloque “hogar” y se apeló al auto-reconocimiento como afrodescendiente de alguno/s de los miembros del hogar.

La metodología de “anotación por observación” fue descartada ya que, por un lado, el color de la piel no determina la descendencia del encuestado y por otro, dicha metodología podría haber incrementado la omisión de respuestas en esta variable. 

Cabe destacar que las organizaciones del Movimiento Afro participaron en todo el proceso de diseño de la metodología. Desde la inclusión de la pregunta en el cuestionario hasta, en algunos casos, el desempeño de tareas como censista el día del operativo. 

Se capacitó a personas afrodescendientes dentro de la estructura censal y se dieron distintas charlas y conferencias con el objetivo de visibilizar la temática.

Asimismo se les otorgó un lugar de importancia en las producciones audiovisuales con el fin de combatir el prejuicio social imperante y de fomentar el auto-reconocimiento de todos y todas.

Los resultados del cuestionario ampliado a que se hace referencia al inicio de este acápite, serán publicados en diciembre de 2011 y permitirán conocer los lugares en los que se encuentran los hogares integrados con población afrodescendiente, como así también el estado de situación habitacional y sociodemográfica de esta población en particular. 

Dichos resultados permitirán también la realización de una encuesta específica sobre el tema, la que a su vez proporcionará información vital para el desarrollo de políticas públicas focalizadas.

· Lucha contra la Discriminación. Programa “Afro descendientes”.

Dentro de este punto, cabe destacarse que el 1 de octubre de 2010 se creó dentro de la estructura del Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) el programa “Afro descendientes” con la finalidad de promover la cultura e identidad afro argentina y propender a la reducción de representaciones esteriotipantes y segregativas que existen en el imaginario colectivo.

Con la creación de este Programa, el INADI reconoce las demandas de la comunidad afro argentina brindándole un espacio en el Estado argentino. La concepción del programa es la de promover acciones afirmativas que garanticen la inclusión social y el reconocimiento del colectivo afro descendiente desarrollando políticas públicas que permitan visibilizar a la comunidad en cuestión en la sociedad argentina y garantizarle el ejercicio de una ciudadanía plena. 

En virtud de este objetivo, se promovieron diversas acciones de las cuales se destacan:

· Participación activa en campañas de sensibilización y capacitación sobre el Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010. 

Como se mencionó anteriormente, el Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas de 2010 (ver más arriba) incorporó a su cuestionario la consulta sobre población afro descendiente. En virtud de ello, se desarrollaron capacitaciones y campañas de sensibilización en conjunto con promotores de diversas organizaciones afro descendientes en asociaciones civiles, clubes de barrio y escuelas. 

La finalidad de las mencionadas capacitaciones fue la de brindar información sobre el Censo a la vez de orientar acerca del origen afro descendiente de la población argentina y difundir la importancia histórica de la inclusión de la pregunta en el cuestionario en relación a conocer datos reales sobre el colectivo en cuestión para impulsar futuras investigaciones que deseen profundizarlos.

· Participación en la Jornada: Trabajo y Cultura Afro en la Argentina organizada por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.

· Participación en el Día de la Lucha Mundial contra el Racismo, organizada en la Cancillería argentina, en conmemoración de la manifestación pacífica contra las leyes del apartheid realizada en Sharpeville, Sudáfrica que culminó con la matanza de 69 personas afro descendientes.

Asimismo, el Programa Afro-descendientes ha firmado varios convenios para la promoción de actividades culturales, sociales y educativas en pos de la reivindicación de los aportes afro a la construcción de la identidad nacional. Algunos de ellos son: 

· Convenio marco de Cooperación entre la Intendencia Municipal de Quilmes y el INADI.

· Convenio marco de cooperación entre el la Federación Bonaerense de entidades no gubernamentales y el INADI

Por último, cabe destacar los ya mencionados “spots” publicitarios, difundidos en medios de comunicación masivos: “Afroargentinos” y “censo 2010”, emitidos en canal 7 y canal 9. 


Artículo 3
Igualdad de derechos entre hombres y mujeres


-Políticas públicas contra la discriminación de las mujeres

· Políticas públicas contra la discriminación de las mujeres
La Argentina atraviesa al respecto un tiempo de grandes desafíos, donde la larga lucha de las mujeres se ha visto plasmada en avances legislativos, compromisos políticos y la construcción de una política pública integral, donde las Mujeres han tomado un creciente protagonismo.

Nuestro país ha tenido un reconocimiento en ocasión de la presentación del Informe País 2004-2007 ante el Comité de la CEDAW en 2010 en ocasión del 46º Período de Sesiones de dicho Comité. En este sentido, el Comité de CEDAW ha felicitado a nuestro país por las medidas, acciones y programas que han mejorado el status de nuestras mujeres en general y en particular de aquellas más postergadas, que han tenido la oportunidad de acceder como sujetos de derecho a programas de empleo, microcrédito, Asignación Universal por Hijo, así como, derechos previsionales en forma masiva.

· Instrumentos normativos de protección

Dentro del Sistema Interamericano de Protección de Derechos, la Argentina ratificó la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia hacia la Mujer, conocida como Convención de Belem do Pará, adoptada por la Asamblea de la OEA en 1994, que define la violencia contra la mujer como “cualquier acto o conducta basado en el género que cause muerte, daño, sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en la esfera pública como en la privada” y señala como obligación del Estado, la puesta en práctica de políticas activas dirigidas a modificar los patrones socioculturales de conducta que, basados en valores estereotipados y jerárquicos asociados a lo femenino y lo masculino, otorgan fundamento y exacerban la violencia contra las mujeres. Asimismo, la Argentina le otorgó jerarquía constitucional en 1994, junto a otros tratados de Derechos Humanos, a la Convención contra Toda Forma de Discriminación Hacia la Mujer (CEDAW).  

Puede señalarse como un importante avance, la ratificación del Protocolo Facultativo de la CEDAW en noviembre de 2006.
 El Protocolo habilita a las víctimas de discriminación y violencia de género o a sus representantes a llevar las causas ante el Comité de la CEDAW una vez agotadas las instancias nacionales. 

Por otra parte, la sanción de la Ley Nacional N° 26.485, de Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales en marzo de 2009, configura un avance fundamental hacia la  concreción de los derechos reconocidos por los Tratados Internacionales mencionados, puesto que incorpora explícitamente y amplía las definiciones aportadas por ellos. Al respecto, cabe señalar que esta Ley fue reglamentada mediante el Decreto 1011, en julio de 2010. La Secretaría de Derechos Humanos, a través de la Dirección Nacional de Asistencia Grupos en Situación del Vulnerabilidad, participó activamente en el proceso de reglamentación como parte integrante de la Mesa Interministerial que, conjuntamente con la Mesa de Organizaciones no Gubernamentales, realizaron sustantivos aportes al mismo.

· Violencia mediática contra las mujeres

Asimismo, la Ley Nro.26.485 introduce la violencia mediática contra las mujeres, definida en su Art.6 inc. f,) como “toda aquella publicación o difusión de mensajes o imágenes estereotipados a través de cualquier medio masivo de comunicación, que de manera directa o indirecta, promueva la explotación de las mujeres o sus imágenes, injurie, difame, discrimine, deshonre, humille o atente contra la dignidad de las mujeres, como así también, adolescentes y niñas en mensajes e imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de trato o constituya patrones socioculturales reproductores de desigualdad o generadores de violencia contra las mujeres.”  

La misma norma define la violencia simbólica (Art. 5.5) como la que a través de patrones estereotipados, mensajes, valores, iconos o signos trasmita y reproduzca dominación desigualdad y discriminación en las relaciones sociales, naturalizando la subordinación de la mujer en la sociedad. 

Asimismo, en la mencionada ley, se le asigna a la Secretaría de Medios de la Nación la responsabilidad de impulsar desde el Sistema Nacional de Medios la difusión de mensajes y campañas permanentes de sensibilización y concientización dirigidas a la población en general y en particular a las mujeres sobre el derecho de las mismas a vivir una vida libre de violencias. También, la de promover en los medios masivos de comunicación, el respeto por los derechos humanos de las mujeres y el tratamiento de la violencia desde la perspectiva de género, alentar la eliminación de sexismo en la información y proponer como tema de responsabilidad social empresaria, la difusión de campañas publicitarias para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres. Para estos fines también se brindará capacitación a profesionales de los medios masivos de comunicación en violencia contra las mujeres.

La Ley N° 26.522 de Medios Audiovisuales, de reciente sanción, prevé en su cuerpo normativo disposiciones específicas que complementan y refuerzan la inclusión de la perspectiva de género en los medios, así destacándose la incidencia en la educación, la presencia en los medios y la eliminación de los estereotipos de género, como  lo expresa  el articulado de la norma: Título I; Cap. I Art.1 apartado 8, que indica reforzar los programas de planes de estudios con un componente de género importante, en la educación oficial y no oficial para todos, y mejorar la capacidad de las mujeres para utilizar los medios informativos y la comunicación, con el fin de desarrollar en mujeres y niñas la capacidad de comprender y elaborar contenido TIC (Tecnología de Informática y Comunicación). Así como la presencia en los medios, en el apartado 9 inciso e): Promover una imagen equilibrada y variada de las mujeres y los hombres en los medios de comunicación”. En el Art. 3 inciso m): Promover la protección y salvaguarda de la igualdad entre hombres y mujeres, y el tratamiento plural, igualitario y no estereotipado, evitando toda discriminación por género u orientación sexual. En este artículo se menciona la intervención del Consejo Nacional de las Mujeres (CNM) como organismo de la Nación con el cual coordinar las políticas referidas a igualdad de género
.

· Observatorio  de la Discriminación en Radio y Televisión
Cabe destacar también el Observatorio de la Discriminación en Radio y Televisión constituido por la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual (AFSCA), el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) y el Consejo Nacional de las Mujeres (CNM). Su creación ha sido una excelente herramienta que puso una mirada exhaustiva sobre los medios audiovisuales de comunicación, con la intervención de la Autoridad Federal de Comunicación Audio Visual (AFDCAV), conjuntamente con el Consejo Nacional de las Mujeres y el INADI. Está en marcha desde marzo del 2007. 
El Observatorio cuenta con la participación de profesionales que intercambian conocimientos y experiencias en materia de discriminación, con el objeto de debatir y analizar esa temática en programas televisivos y radiales, promociones y publicidades. Este proyecto surgió a partir de la propuesta Nº208 del Plan Nacional contra la Discriminación, aprobado mediante el Decreto Nº1086/05, dictado en virtud de compromisos internacionales asumidos por nuestro país.

El Observatorio actúa por iniciativa propia en los casos en que lo considera pertinente, y/o por reclamos o denuncias realizadas ante cualquiera de los organismos intervinientes o ante el mismo Observatorio. Se analizan los contenidos objetados y se concluye si el material observado contiene o no un mensaje discriminatorio. Las conclusiones se comunican a las partes involucradas en la creación y difusión del contenido objetado, a los medios de comunicación social, a profesionales de la comunicación y a la sociedad en general.

Las producciones escritas por este Observatorio han sido reconocidas por el relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Expresión, Frank La Rue, y  por  académicas de renombre en el ámbito nacional. 

A partir de la producción de informes y de encuentros con responsables de programas y publicidades, el equipo del Observatorio advirtió la necesidad de incluir la perspectiva de género y de la diversidad cultural en las carreras de comunicación social, periodismo y publicidad. 

· El Observatorio Nacional de Violencia contra las Mujeres
El Observatorio Nacional de Violencia contra las Mujeres es una instancia política, técnica y científica, creada dentro del ámbito del Consejo Nacional de las Mujeres mediante la Ley Nº 26.485 de “Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales”. Su misión es desarrollar un sistema de información permanente que brinde insumos para el diseño, implementación y gestión de políticas públicas tendientes a la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres.

El Observatorio ha implementado un programa de monitoreo de la violencia mediática en las pautas publicitarias televisivas de los canales abiertos, a través de un convenio firmado entre el Consejo Nacional de las Mujeres y la Universidad Nacional de Quilmes. Este relevamiento consiste en la aplicación de un Índice de Violencia de Género en Publicidades Televisivas (IVGPT) constituido por un conjunto de indicadores que buscan captar la violencia simbólica ejercida contra las mujeres en las publicidades emitidas, en distintas franjas horarias, por las emisoras nacionales 7 (Televisión Pública), 2, 9, 11 y 13. 

Los resultados arrojados, pueden consultarse en la Página Web del Consejo Nacional de las Mujeres, y en principio es un valioso insumo para diagramar políticas públicas más activas que puedan ir combatiendo los estereotipos de género en los medios
.

· Otras iniciativas de promoción de derechos de las mujeres

Concurso Literario: Cuentos No sexistas: El CNM en el año 2010 firmó un Convenio de Cooperación con la ANSES para seguir trabajando a favor de las mujeres de todo el país, promoviendo su inclusión en el sistema previsional, y ampliando la oferta de mejores servicios desde el Estado. Asimismo, se propuso garantizar el acceso a otros derechos inherentes a toda ciudadana, que aun jubilada, sigue participando activamente de su comunidad. La ANSES y las UDAI en todo el territorio contarán con la posibilidad de coordinar acciones con nuestro Consejo a través de las Áreas Mujer de las Provincias.

En el marco del mencionado Convenio, el Consejo Nacional de las Mujeres junto a la Biblioteca Nacional, la Gerencia de Promoción y Desarrollo de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y la Comisión Nacional de Pensiones del Ministerio de Desarrollo Social están llevando adelante el “Concurso María Elena Walsh. De las abuelas a las/os niñas/os, cuentos infantiles no sexistas”.

Ciclo Televisivo de Difusión de Derechos de Mujeres por el Canal Encuentro “Se dice de mí” un ciclo  donde se muestra a las mujeres y su participación en la vida social, política, económica y cultural de nuestro país
.

La serie de trece capítulos -coproducida con el CNM y realizada por La Brújula Televisión- refleja la diversidad del rol de las mujeres en la actualidad y sus conquistas a lo largo de la historia. Se basa en las líneas de trabajo del Consejo y en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). Cada capítulo gira en torno a un tema central abordado a través de diferentes historias en formato documental, que permiten ilustrar las problemáticas que viven todas las mujeres; mujeres concretas, cuyas experiencias personales se vuelven sociales e invitan a pensar en los derechos hoy y en su historia
. 


Cabe mencionar que la totalidad de los ingresos por la conducción de la serie serán donados a las organizaciones que participan del programa. 

· Centro de Asistencia a Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos “Dr. Fernando Ulloa”. Ampliación de competencias.

Por otro lado, es importante señalar que mediante la Resolución 624/2011, publicada en el Boletín Oficial con fecha 12 de mayo de 2011, se formalizó la ampliación de las competencias del Centro de Asistencia a Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos “Dr. Fernando Ulloa”, que hasta entonces tenía por función la asistencia a víctimas del terrorismo de Estado, haciéndola extensiva a las víctimas de situaciones traumáticas por violaciones a sus derechos humanos, ocurridas en el marco del estado de derecho.

La existencia de este Centro, que funciona bajo la dependencia de la Dirección Nacional de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, pasa así a constituir un valioso recurso, potencialmente al servicio de la asistencia a víctimas y familiares de violencia de género, en tanto la misma es violatoria de los instrumentos internacionales específicos, cuyo cumplimiento debe garantizar el Estado Nacional. No obstante, en su etapa inicial asistirá a los afectados por graves delitos de orden público, entre ellos, a las mujeres y niños víctimas del delito de trata con fines de explotación sexual o a quienes resulten abusados por su condición de género por acción de funcionarios e instituciones del Estado.

· Programa de Género para la Población Penal
En relación con las mujeres que se encuentran privadas de su libertad, en cumplimiento de procesos o condenas penales, cabe destacar como un avance importante la creación del Programa de Género para la Población Penal, por Resolución N° 1203/10 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, uno de cuyos mandatos fue convocar a la constitución del Consejo Ejecutivo de Políticas Penitenciarias de Género, que comenzó a funcionar en julio del año 2010. 

Este Consejo tiene por finalidad revisar y diseñar las políticas penitenciarias del sistema federal
, incluyendo explícitamente la perspectiva de género. Se están abordando temas atinentes a la educación, salud y trabajo de las mujeres en las Unidades Penitenciarias, para establecer recomendaciones en pos de suprimir –entre otras- la carencia de reconocimiento de las capacidades y destrezas requeridas para el trabajo en la esfera productiva, y eliminar en este ámbito la incidencia de estereotipos que recaen en una división sexual del trabajo capacitando con énfasis a las mujeres en tareas domésticas y/o reproductivas, en detrimento de tareas más diversas y heterogéneas que les permitan hacer una elección sin forzamientos estereotipados. El Consejo está integrado por representantes de organizaciones no gubernamentales y del Estado nacional, entre quienes se encuentra la Dirección Nacional de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Secretaría de Derechos Humanos.
· Ley de Matrimonio Igualitario

Es necesario destacar también la sanción de la Ley N° 26.618 –conocida como Ley de Matrimonio Igualitario-, en julio de 2010, que coloca a la Argentina a la cabeza de los países de América Latina y entre los primeros del mundo en reconocer iguales derechos a las personas homosexuales y a las heterosexuales en lo relativo a la unión civil y a la capacidad de adopción de la pareja homosexual.

En el marco de las adecuaciones normativas que exige el cabal cumplimiento de esta ley, la Dirección Nacional de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad mencionada viene trabajando conjuntamente con la Dirección de Población del Ministerio del Interior y Ongs especializadas en el tema, en la redacción de un decreto reglamentario que contemple la inscripción de los hijos de  parejas constituidas por dos mujeres y nacidos antes de la sanción de la Ley N° 26.618.  Asimismo, se trabaja en la elaboración de una Guía de Buenas Prácticas de Filiación de hijos e hijas con dos madres. 

El decreto, cuya promulgación es inminente, posibilitará regularizar la situación que afecta a los niños de más de seiscientas parejas que pudieron contraer matrimonio en virtud de la ley de matrimonio igualitario, pero que aún no pueden inscribir a sus hijos como propios, en condiciones de igualdad con las parejas heterosexuales.

· Campaña Argentina por la equidad de género y contra la violencia “Otra Vida es Posible”

Esta campaña se propone sensibilizar a la población sobre esta gravísima problemática para que, promoviendo una activa participación de la sociedad, se asuma un compromiso colectivo para su transformación. “Otra vida es posible. Tenemos derecho a una vida sin violencia”, la iniciativa surge a fines de 2008 desde la Subsecretaría de Equidad y Calidad del Ministerio de Educación de la Nación y la Fundación Alicia Moreau de Justo, para sensibilizar a la población sobre la problemática de la desigualdad de género y la violencia contra las mujeres. Se implementa con financiamiento del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en Argentina (PNUD) mediante la articulación con el Consejo Nacional de las Mujeres, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y con diversas áreas del gobierno, organismos internacionales e instituciones de la sociedad civil
.

La campaña incluye tres componentes claves, desarrollados de forma independiente y estrechamente relacionados entre sí: 3 micros de radio y 3 de televisión, una página Web y un concurso para la producción de cortos audiovisuales, micros radiales, historietas, textos literarios y afiches.

Los micros de radio y televisión abordan diversos aspectos de la problemática y comenzaron a emitirse como campaña de bien público, a partir del 6 de Marzo de 2009, en el marco del Día Internacional de la Mujer. Destacan que la violencia no es natural sino una violación a los derechos humanos de las mujeres, a la vez que muestran sus distintas manifestaciones (física, psicológica, sexual y económica), y la dificultad de salir de esa situación (“romper el círculo”), llamando además la atención sobre el impacto en los niños y niñas. Su contenido es el resultado del trabajo conjunto de los equipos técnicos del proyecto, mientras que la producción estuvo a cargo de profesionales de la ETER Escuela de Comunicación, y del realizador Bruno Stagnaro
.

Por su parte, el concurso “Otra vida es posible” invita a producir micros radiales, cortos audiovisuales, afiches, historietas y textos literarios acerca de la violencia contra las mujeres. Podrán participar instituciones educativas, organizaciones comunitarias y/o grupos de personas en las diferentes categorías. Las bases y condiciones están disponibles en la página Web y asimismo se distribuirán en formato accesible a instituciones de todo el país.

· Campaña “260 Hombres contra el Machismo”
La campaña “260 Hombres contra el Machismo” es una campaña, impulsada por el CNM,  que tiene como fin fortalecer el compromiso de la sociedad para erradicar la violencia de género y evitar casos de femicidio. Fue una idea de la Fundación Buenos Aires Sida y Casa Abierta María Pueblo fuertemente apoyada tanto por el Ministerio de Desarrollo Social.

Así, el primer Ministro Nacional en sumarse a la agenda fue Carlos Tomada (titular del Ministerio de Trabajo), pero luego se le unieron el titular de Aerolíneas Argentinas, Mariano Recalde, y el Ministro de Economía, Amado Boudou, entre otros funcionarios.

La campaña es de concientización, sensibilización y difusión y se basa en que los propios funcionarios del Gobierno Nacional trabajen con otros grupos de hombres para llevar adelante iniciativas contra la violencia de género, como la de exhibir carteles con los nombres de las 260 mujeres asesinadas durante 2010 por violencia de género y cuyos casos trascendieron en los medios de comunicación. Tiene el objetivo de recordar los 260 femicidios que hubo en 2010 en la Argentina. 

· Observatorio sobre la Integración de la Mujer en las Fuerzas Armadas
Asimismo, cabe señalar las acciones llevadas a cabo por el Observatorio sobre la Integración de la Mujer en las Fuerzas Armadas, que tiene por objetivo realizar un seguimiento y evaluación de la inserción de la mujer en la carrera militar a efectos de instrumentar políticas que atiendan a una integración de las mujeres en las Fuerzas Armadas de la Argentina fundada en la equidad. Entre sus objetivos específicos se encuentra el análisis de las prácticas de segregación/integración actual de las mujeres en las distintas etapas de la formación militar, así como definir las pautas de intervención política hacía la protección y mejoramiento del desempeño y promoción de las mujeres militares, entre otros. 
El Observatorio tiene dos funciones básicas: 1) el diagnóstico, dedicado a la  producción y procesamiento de información reglamentaria,  estadística y cualitativa sobre la inserción de las  mujeres en la profesión militar; 2) la intervención, orientada a la formulación de pautas para el diseño de políticas tendientes a la institucionalización de las garantías de protección de la igualdad de oportunidades de las mujeres en todo lo que concierne a su carrera profesional.   

Una tercer función del observatorio derivada de sus funciones básicas será la de convertirse en una instancia de articulación entre las mujeres que integran las FFAA y el Ministerio de Defensa. Ello será reforzado con la instrumentación de mecanismos institucionales de comunicación. 

· Programa Consenso de Estado contra la Discriminación de Género. Hacia la igualdad real entre varones y mujeres
Asimismo, desde el INADI se está ejecutando el “Programa Consenso de Estado contra la Discriminación de Género. Hacia la igualdad real entre varones y mujeres”:
El mismo busca reducir la discriminación hacia las mujeres por motivos de sexo/género, promoviendo acuerdos de Estado en sus distintos niveles (nacional, provincial, municipal), poderes (ejecutivo, legislativo, judicial) y áreas, para avanzar hacia la igualdad real entre mujeres y varones en todo el país. Su principal característica es promover la articulación de políticas públicas, diseño y evaluación de manera participativa, partiendo de las demandas de la ciudadanía.

En cada provincia en que el Programa ha sido implementado, se han desarrollado Asambleas Participativas, basadas en una convocatoria amplia a la sociedad civil. Como resultado de tales debates, se han obtenido diagnósticos en cuatro temas centrales: Salud, Educación, Violencia/uso de la Ciudad, y Trabajo, abordados desde la perspectiva de género.

El programa se ejecutó en 6 provincias argentinas y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Se realizaron:

 -Actos de lanzamiento con la presencia de funcionarios/as locales y organizaciones de la sociedad civil. 

- Jornada de diagnóstico participativo con la presencia de alrededor de 80 a 100 mujeres de diversas organizaciones (de mujeres, D.D H.H, jóvenes, académicas, educativas etc.), 

En una segunda etapa, el programa se ejecutó en 8 provincias argentinas. El resultado de los diagnósticos, una vez compilados, fue publicado en un cuadernillo y presentados a las autoridades de gobierno locales.

Para el año 2011, se propone desarrollar una acción piloto, centrada en el nivel municipal en al menos 4 provincias, buscando como eje central la coordinación de las políticas locales destinadas a combatir la discriminación entre mujeres y varones y/o a mejorar/ asistir a las mujeres en cualquiera de los temas abordados (salud, educación, trabajo y violencia).

Asimismo, se llevaron a cabo diversos programas/actividades en relación al tema género que pueden resumirse en los siguientes:

-Participación en la Comisión Interinstitucional creada por la Ley N° 26.485 para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia hacia las Mujeres, que menciona al INADI como uno de los organismos involucrados (marzo a julio del 2010).

-Elaboración de Guía “Derechos Humanos y penalización del aborto en Argentina: un informe de situación”. La cartilla fue distribuida para las delegaciones del INADI (octubre-noviembre 2010).

-Elaboración documento informativo “La violencia contra las mujeres por motivo de género”. Compila los principales puntos de la nueva Ley de violencia y sistematiza información disponible a nivel del país. Se entregó a las Delegaciones del INADI. (Noviembre 2010).

- En ocasión del día Internacional de la No Violencia contra la Mujer – 25 de noviembre de 2010-  se llevó a cabo una Actividad de Sensibilización que contó con una campaña gráfica y un manual sobre la nueva ley de violencia contra la mujer.  

-A fin de dar respuestas adecuadas a las demandas que llegan telefónicamente al INADI por temas de violencia de género se desarrolló una Capacitación al personal del 0800 INADI para la atención de estos casos. Para ello, se implementó un Protocolo de Derivación para actuar en casos de llamados por Violencia hacia las Mujeres, que explicita paso a paso el procedimiento correcto. 

-Festival por el Día Internacional de la Salud de las Mujeres – mayo de 2011-. Actividad en conjunto con la Campaña Nacional por el Derecho al Aborto.  

-Encuentro Regional contra la Discriminación “Protección Integral de las Mujeres: Una política de Estado”. – junio 2011- Se trabajó en la temática de Violencia de Género y Salud sexual y Reproductiva. A través de un abordaje territorial, se intentó divisar las necesidades regionales y crear espacios de diálogos e intercambio entre delegados/as. 



Artículo 6
Derecho a trabajar 


-Información estadística sobre empleo en el sector informal. 



-Indicación sobre medidas adoptadas por el Estado para asegurar el acceso a los servicios básicos.



-Información sobre políticas de promoción del empleo (en especial grupos desfavorecidos).



-Información sobre medidas para asegurar igualdad de oportunidades a las mujeres.

La decisión del Gobierno Nacional desde 2003 fue jerarquizar al empleo colocándolo en el centro de las políticas públicas, situando al trabajo como articulador entre la esfera económica y la social, como fuente de dignidad de las personas, como factor básico de ciudadanía.  El eje de la política pública se orientó a la creación de empleo decente, es decir, productivo y protegido, con los beneficios que prevé la normativa laboral. De este modo, el trabajo fue considerado el núcleo central para la inclusión social, para la mejora de los ingresos, y el acceso a derechos. 

Para ello, no sólo fue necesaria la puesta en marcha de un conjunto de acciones y programas, sino también la recuperación y resignificación del rol del Estado definiendo y articulando las políticas económicas, laborales y sociales. En términos generales, los lineamientos del enfoque socio-económico desarrollado se podrían sintetizar en los siguientes pilares: 

· La instalación de un patrón de crecimiento orientado a la producción nacional y el empleo, a través de la definición de un conjunto coherente de políticas económicas y sociales (macroeconómicas, tipo de cambio, inversión pública en infraestructura básica y social, subsidios a la producción, políticas educativas y de ciencia y tecnología, entre otras) que permitieron recuperar y mejorar la competitividad del país.

· La implementación de políticas activas de ingresos y de promoción de la negociación colectiva, con el fin de incrementar el salario real y mejorar las condiciones laborales.

· La instrumentación de acciones dirigidas a mejorar las calificaciones de los trabajadores y a generar canales más eficientes para acceder a mejores oportunidades de empleo, a través de políticas de formación, capacitación e intermediación laboral. 

· La ampliación del alcance y la cobertura del sistema de protección social con el fin de garantizar prestaciones básicas y transferencia de ingresos especialmente a los grupos y sectores más vulnerables.

· La decisión de continuar y fortalecer estas políticas, a pesar de  un contexto de crisis global como la desatada a fines del año 2008, y de aplicar un conjunto de medidas económicas y laborales para preservar el empleo existente. 

En términos simplificados se podría describir el funcionamiento de este enfoque económico del siguiente modo: la fijación de un tipo de cambio competitivo, la realización de importantes inversiones públicas (en especial en infraestructura), y un conjunto de medidas tendientes a sostener el poder adquisitivo de los ingresos familiares expandieron y diversificaron la producción impulsada por el crecimiento de las exportaciones y por la sustitución de bienes importados. El patrón de crecimiento en marcha estimuló las economías regionales y se desarrollaron actividades demandantes de trabajo lo suficientemente diversificadas para permitir que el crecimiento y el desarrollo resultaran inclusivos para la mayoría de la población.

Esta dinámica sumada a una política activa de ingresos, de fomento de la negociación colectiva y de ampliación de la protección social colaboró, a través del aumento del consumo, a apuntalar el mercado interno. Este afianzamiento dio lugar a un crecimiento importante de la inversión y a una mejora de la productividad laboral. Simultáneamente, la aplicación de políticas de regularización laboral, inició un proceso de formalización del trabajo sin antecedentes en la historia reciente de nuestro país.

· Información estadística sobre empleo en el sector informal.

El empleo asalariado no registrado, se incrementó sistemáticamente desde 1980 hasta casi duplicarse al cabo de 24 años. En 2003 la tasa de empleo no registrado era casi del 50%, alcanzando su máximo histórico. Siete años después bajó al 34,1%. Aún es elevada, pero es la primera vez que se logra reducirla sistemáticamente y ello se consiguió a partir de la implementación del conjunto de políticas socio-económicas vigentes. 
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Evolución de la Tasa de Empleo no registrado /2003-2010

-15,6 p.p.


Entre las mujeres la reducción de la tasa de empleo no registrado fue muy importante. Entre el año 2003 y el 2010 la reducción fue de casi 18 puntos porcentuales. A pesar de eso, la tasa continúa siendo más elevada que la de los varones. 

La tasa de empleo no registrado también se redujo entre los jóvenes, grupo que siempre presenta mayores dificultades frente a la posibilidad de lograr una inserción laboral de calidad.  Entre el 2003 y el 2010 la proporción de jóvenes entre 18 y 29 años que tenía un trabajo no registrado se redujo un 25%. 

Se ha combatido la informalidad laboral a través de un modelo socio productivo que favorece su disminución y genera puestos de trabajo de calidad y con protección social, como así también con la inclusión de la problemática en la agenda pública, la simplificación de procedimientos para regularizar a los trabajadores y con la reinstalación y sustantiva ampliación del personal y la tecnología para las tareas de inspección, que se habían suspendido y desmantelado en la década de los ´90. 

La actividad fiscalizadora de estos siete años, instrumentada mediante el Plan Nacional de Regularización del Trabajo (PNRT) no tiene precedentes históricos: entre septiembre de 2003 y julio de 2011, 910.922 establecimientos fueron fiscalizados y 2.888.024 trabajadores fueron relevados.

La labor inspectiva sin duda contribuyó a la disminución de la tasa de empleo no registrado. En el segundo semestre del año 2003 el 49,9 por ciento del total de trabajadores no estaba debidamente registrado en el Sistema de la Seguridad, mientras que en el tercer trimestre de 2010 (última medición de la Encuesta Permanente de Hogares del INDEC a hoy) ese porcentaje se redujo al 36 por ciento. 

· Indicación sobre medidas adoptadas por el Estado para asegurar el acceso a los servicios básicos.

Uno de los ejes del modelo socio productivo ha sido la construcción de un sistema de protección social orientado a contener y asistir a una proporción mayor de la población.

Para ello, se ha incluido dentro del sistema a trabajadores informales, desocupados y a otros colectivos vulnerables, con la ampliación del sistema jubilatorio, la implementación de la Asignación Universal por Hijo (Decreto Presidencial Nº 1602/2009) y la asignación por embarazo para protección social (Decreto Presidencial Nº 446/2011)
. 

Se han otorgado 6,6 millones de nuevos beneficios, lo que implica un crecimiento del 60% desde que asumió este Gobierno; y con respecto a los años ´90 casi se duplicó la cantidad de prestaciones que se distribuían en la población. 

En la actualidad el 83% de los menores de 18 años está cubierto por el sistema de protección social, mientras que en 1997 sólo lo estaba el 37%. Esto se produjo fundamentalmente por la decisión política que se tuvo desde un principio y se sostuvo durante todos estos años, de generar más trabajo registrado que incluye el pago de asignaciones familiares, y la ampliación del sistema a través de la Asignación Universal por Hijo.  

Asimismo cabe destacar que el sistema de salud público en la Argentina  cubre a todos los trabajadores y a la población en general dado que es universal.

·  Programa Jefes de Hogar
La crisis política, económica y social de los años 2001/2002 en nuestro país, determinó la necesidad de diseñar e implementar el Programa Jefes de Hogar para asegu​rar un ingreso mensual a todas las personas desocupadas con hijos menores a cargo. Dado el contexto y la extraordinaria magni​tud que alcanzó el Programa, con más de dos millones de personas cubiertas en mayo del año 2003, se constituyó en la política social de contención más importante de la historia argentina. 

Durante los primeros meses del segundo semestre del año 2003, la Secretaría de Empleo centró sus esfuerzos en la administración responsable del mencionado Programa y se propuso como horizonte una salida progresiva del mismo, orientándolo hacia otras políticas socio laborales superadoras de aquella.

La instauración de un modelo de crecimiento y desarrollo económico basado en la inclusión social con eje en el trabajo decente; la restitución de las funciones indelegables del Ministerio de Trabajo, Empelo y Seguridad Social de la Nación en materia de política laboral, de empleo y de seguridad social; la recuperación del diálogo con los actores representativos del mundo de la producción y del trabajo; el diseño y puesta en marcha de políticas sociales destinadas a los sectores de mayor vulnerabilidad social; el fortalecimiento de la articulación interjurisdiccional; la expansión del sistema de protección social -entre otras medidas instrumentadas por el gobierno nacional-, generaron un escenario propicio y crearon oportunidades sociolaborales para la población en general y los beneficiarios del Programa Jefes de Hogar en particular, quienes accedieron progresivamente a prestaciones más adecuadas a sus necesidades sociolaborales y familiares.
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PROGRAMA JEFES DE HOGAR -Evoluciónanual de beneficiarios


En este contexto, entre los años 2003 y 2009 el Programa Jefes de Hogar se redujo notablemente. Cabe mencionar tres instrumentos específicos que permitieron ordenar las políticas desarrolladas por el Estado Nacional:      
El trabajo conjunto a nivel nacional del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTEySS)  con el Ministerio de Desarrollo Social dio origen al Decreto Nro. 1506/04, que permitió identificar con mayor precisión las necesidades sociolaborales y familiares de las personas cubiertas por el Programa, promoviendo su inclusión en esquemas de prestaciones más adecuadas a sus perfiles. Esta medida produjo que el 22% de las personas cubiertas por el Programa optaran por su traspaso al Programa Familias por la Inclusión Social, aumentando el ingreso de la ayuda económica y cubriendo aspectos vinculados a la atención de la salud y concurrencia escolar de los niños y adolescentes de esos hogares. 

En igual sentido, el Decreto Nro. 336/06 instituyó un sistema de protección al desempleo de base no contributiva para aquellos trabajadores desocupados cubiertos por el Programa que buscaban activamente un empleo, prestación a la que adhirió el 11% de los desocupados cubiertos por el Programa desde el año 2006, abarcando el 7% de la población total atendida desde mayo de 2003.

El gráfico siguiente muestra el impacto que la nueva concepción de la política pública en general y la económica, laboral, de empleo y social en particular, tuvieron sobre el Programa. En efecto, casi un tercio de los trabajadores desocupados cubiertos por el Programa Jefes de Hogar se incorporó al mercado de trabajo, obteniendo un empleo de calidad. 
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PROGRAMA JEFES DE HOGAR -Motivos de desvinculación de beneficiarios del Programa

Cantidad de personas que participaron del Programa entre 2003 y 2010

2.099.000


Por último, el Decreto Nº 1602 del año 2009 creó la Asignación Universal por Hijo que actualmente alcanza a más de tres millones seiscientos mil niños y adolescentes, de entre 0 y 18 años de edad. Asimismo, mediante Decreto Presidencial Nº 446/2011 comienza a regir la Asignación Universal por Embarazo para Protección Social, para las mujeres embarazadas que se encuentran desocupadas, empleadas domesticas o en la economía informal, desde el tercer mes de gestación.

Las mencionadas asignaciones amplían las bases del sistema de protección social argentino, permitiendo de esta manera articular de manera eficiente las políticas orientadas a la protección social y las políticas activas de empleo desarrolladas por la Secretaría de Empleo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación
.   

· Políticas de promoción del Empleo 

Es también durante los primeros tiempos de la actual gestión del gobierno nacional que simultáneamente se diseñó, promovió y consolidó un modelo transformador de los planes sociales en políticas activas de empleo, direccionadas a brindar prestaciones de calidad a la población desocupada y a aquellos ocupados en situación de alta vulnerabilidad ocupacional (trabajadores precarios, informales, de baja calificación y salarios). 

Esta reingeniería de la política de empleo fue concebida en el marco del diálogo social y el fortalecimiento de las instituciones públicas y privadas vinculadas a la producción y al trabajo.

Es en este marco global que la Secretaría de Empleo del Ministerio de TEySS, instituyó un conjunto de herramientas de políticas activas de protección al desempleo y prestaciones orientadas a: (i) mejorar la empleabilidad de los trabajadores (desocupados y ocupados), (ii) asistirlos en los procesos de inserción y reinserción laboral, (iii) orientarlos en la búsqueda de empleo y (iv) contribuir en el sostenimiento del empleo ante situaciones de crisis coyunturales. 

1-El soporte institucional a las políticas activas de empleo

Las herramientas de políticas activas se articulan en el seno de un entramado institucional que integra a diversas áreas de los tres niveles de gobierno con los actores sectoriales, los ámbitos educativos, científicos y tecnológicos y la sociedad civil a través de sus organizaciones sociales. Esta constituye una visión estratégica basada en perspectivas de asunción de compromisos mutuos para dar respuestas a los problemas y desafíos que presenta la estructura ocupacional y el mercado de trabajo de nuestro país. 

En este sentido y desde el inicio de la actual gestión, se instrumentaron mecanismos de fortalecimiento institucional, apoyando técnica y financieramente a las instituciones aliadas en la construcción de un modelo de crecimiento y desarrollo con expansión del empleo de calidad para lograr mayores niveles de inclusión sociolaboral.

· La Red de Servicios de Empleo

Hasta el año 2005, la puesta en marcha de un sistema público de servicios de empleo descentralizado en los municipios, no presenta antecedentes relevantes en nuestro país. Es a partir de aquel año que la Secretaría de Empleo del MTEySS instituye y consolida en todo el territorio nacional, un sistema de servicios públicos de empleo destinado a unir el conjunto de herramientas de políticas activas de empleo y las oportunidades de trabajo originadas en el sector privado de la economía, con las personas desocupadas o con aquellas que buscan mejorar su situación laboral. 

Para ello, la Secretaría de Empleo convoca a los gobiernos locales de todo el país a un trabajo conjunto para fortalecer sus áreas de empleo, dotándolas de equipamiento informático y mobiliario, transferencia de tecnología para la intermediación laboral, financiamiento provisorio y capacitación de sus recursos humanos y asistencia técnica permanente. 

· Oficinas de Empleo 

Entre el año 2005 y diciembre de 2010, se promovió la creación y/o el fortalecimiento de Oficinas de Empleo en 424 gobiernos locales, encontrándose para ese período, en pleno funcionamiento, 341 oficinas distribuidas en todo el país.
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REDDE SERVICIOS DE EMPLEO -Municipios con Oficinas de Empleo funcionando por año

Coberturaterritorial: 324 Municipios en 23  provincias (22 capitales)

Cobertura poblacional: 76% de los habitantes del país

Personas atendidas:737.506


· Consolidación de la Red de Formación Continua

Es una finalidad de la política pública encarada por el MTEySS desde el año 2003, involucrar estratégicamente a las organizaciones empresariales, sindicales, instituciones de formación profesional, oficinas de empleo y organizaciones sociales, en la construcción y aplicación de un marco de referencia para la mejora continua con miras a darle sustentabilidad a la creación de empleos de calidad.

En este sentido, el Ministerio citado junto con el Instituto Argentino de Normalización y Certificación-IRAM-, acordaron establecer mecanismos de cooperación permanente para promover la calidad de los servicios involucrados en las políticas de empleo y formación profesional. 

Para ello, se desarrollaron referenciales y normas de desempeño que constituyen herramientas destinadas a fortalecer y ampliar las capacidades de las Instituciones de Formación Profesional (IFPs), redundando en una mejora de la calidad de las prestaciones para las personas destinatarias de las acciones de formación y empleo.

 Entre el año 2005 y la actualidad:

· Se desarrollaron estrategias de difusión y sensibilización de los distintos actores sobre modelos de gestión de calidad para las IFPs

· Se aplicaron referenciales de calidad y se precalificaron diversas IFPs

· Se promovió el desarrollo de Planes de Mejora Institucional en las IFPs precalificadas

· Se propició la certificación de IFPs

· Se desarrollaron y aplicaron diseños curriculares y materiales didácticos basados en competencias laborales

· Se realizaron acciones de formación de docentes y directivos en el sistema de gestión de calidad
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Por su parte, la integración de un contexto productivo que vincule la demanda tecnológica y organizacional de los sectores con la demanda de calificaciones de ellas derivadas y las posibilidades de satisfacer los requerimientos de la población trabajadora, necesita de instancias de diálogo y consenso que se constituyan en el soporte legitimador de las acciones impulsadas por el Estado Nacional en materia de formación profesional.

Así, los Consejos Sectoriales se erigen como la instancia de máxima expresión de institucionalización de un sector de actividad y constituyen los espacios de consenso en materia de formación profesional para el trabajo. Convocados desde el Estado Nacional, estos actores analizan, evalúan y proponen las estrategias que los sectores de actividad requieren para mejorar, generar y/o reconocer las calificaciones de sus trabajadores.

Se constituyeron consejos en los siguientes sectores de actividad:

· Naval

· Metalúrgico y Metalmecánica (Consejo Sindical)

· Indumentaria y Textil

· Forestal e Industria de la madera

· Automotriz

· Alimentación

· Construcción

· Incremento del Trabajo Registrado

La cantidad de trabajadores que hoy tienen un trabajo registrado, legal, con protección social es la más alta de los últimos 36 años; y es un 75% superior respecto de las personas que estaban en esta condición antes de la implementación de este patrón productivo. 

El incremento del trabajo registrado que se logró los últimos 7 años es el más alto desde 1974 y dos tercios de los puestos que se crearon fueron en empresas del sector privado formal. Sólo en la industria, el comercio y los servicios, se crearon casi 140 mil nuevas empresas que representa un 39% más de las que había cuando comenzó la gestión del actual Gobierno. 

En estos últimos siete años se ha alcanzado una creación record de puestos de trabajo. Se ha creado un promedio de 500 mil puestos por año, casi triplicando la cantidad anual de nuevos ocupados que se generaron desde el reinicio de la democracia en 1983 y con la convertibilidad; y cuatro veces más que en el período de apertura y desregulación económica del último Gobierno militar.

Como ya fue mencionado anteriormente, se ha combatido la informalidad laboral a través de un modelo socio productivo que favorece su disminución y genera puestos de trabajo de calidad y con protección social y con la inclusión de la problemática en la agenda pública, la simplificación de procedimientos para regularizar a los trabajadores y con la reinstalación y sustantiva ampliación del personal y la tecnología para las tareas de inspección, que se habían suspendido y desmantelado en la década de los ´90. 

· Políticas de promoción del empleo (en especial mujeres, jóvenes, personas con discapacidades).

2-Políticas Activas de Protección al desempleo y promoción del empleo

En el marco de una salida ordenada de los programas de asistencia y contención, la Secretaría de Empleo redireccionó paulatina y sistemáticamente su accionar hacia la recuperación de políticas activas destinadas a los trabajadores desocupados, con énfasis en aquellos más vulnerables. En ese sentido, durante el año 2006, se instituyó el Seguro de Capacitación y Empleo y posteriormente en 2008, el Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo
. 

Ambas políticas de base no contributiva, prevén la inclusión de los trabajadores desocupados en un conjunto de servicios de apoyo a la búsqueda activa y la asistencia en procesos de mejora de la empleabilidad e inserción laboral, con una fuerte participación de las Oficinas de Empleo municipales y las organizaciones sociales. 

A) Seguro de Capacitación y Empleo:

En una primera etapa fueron destinatarios del Seguro de Capacitación y Empleo las personas cubiertas por el Programa Jefes de Hogar que buscaban activamente empleo. Con posterioridad, el Seguro de Capacitación y Empleo se amplió a otros colectivos de trabajadores desocupados entre los que se cuentan: i) los padres o madres de niños detectados en situación de trabajo, ii) las personas privadas de su libertad o que están incorporadas a medidas de tratamiento en el medio libre en virtud de disposición judicial -ambas en jurisdicción provincial, nacional y federal-, iii) los beneficiarios del seguro por desempleo de base contributiva que finalizaron la percepción de las prestaciones hasta junio de 2010, y recientemente iv) las personas cubiertas por el Programa de Empleo Comunitario.

[image: image8.emf]20.803 

75.226 

103.018 

132.954 

164.154 

2006 2007 2008 2009 2010

SEGURO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO -Cantidad de personas cubiertas por año

61,4%proviene del Programa Jefes de Hogar

25,2%  proviene de otros programas de empleo 

13,4% se incorporó luego de finalizar la prestación contributiva por desempleo 


B) Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo:

Por su parte, el Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo, destinado a jóvenes desocupados de entre 18 y 24 años de edad, con bajos niveles educativos, procedentes de hogares de bajos ingresos y con escasa o nula experiencia laboral, atendió entre septiembre de 2008 y la actualidad a más de 160 mil jóvenes, que participan de prestaciones de mejora de la empleabilidad, de asistencia técnica y acompañamiento para el autoempleo, de inserción laboral asistida y de apoyo a la búsqueda de empleo.
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PROGRAMA JOVENES CON MAS Y MEJOR TRABAJO  -

Cantidad de jóvenes cubiertos por año

Participan 143 Municipios a través de sus Oficinas de Empleo 

en un total de 20 jurisdicciones provinciales del país.


C) Políticas de empleo y género:
1. Proyecto Políticas de Empleo para la Igualdad de Género, Raza/Etnia en los países del MERCOSUR y Chile: 

Este Proyecto, que tuvo como contraparte a OIT, constituyó una excelente oportunidad para que el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad de la Nación de la Argentina fortalezca sus capacidades para desarrollar y monitorear políticas de empleo con perspectiva en la igualdad de género y de raza/etnia.

En ese marco se trabajó con enfoques y metodologías que permitieron avanzar en la instalación o el fortalecimiento de la perspectiva de género en áreas sustantivas del Ministerio de Trabajo, en particular de la Secretaría de Empleo, poniendo énfasis en el enfoque que reconoce los múltiples ejes de diferencia que atraviesan a los sujetos destinatarios de las políticas y pueden ser objeto de privilegios o discriminación. 

Se trabajó con los equipos institucionales la transferencia de un enfoque que favorece la identificación y valoración de estas diferencias como atributos de las personas y con  estrategias concretas hacia distintos ejes de política de empleo, priorizados por el citado Ministerio.

A  partir del impulso dado por el Proyecto la Secretaría de Empleo desde los años 2009, 2010 y 2011 ha trabajado hacia:

 2. Red de Servicios Públicos de Empleo integrada por Oficinas Municipales de Empleo  (OE):

Tal como se expuso anteriormente, las oficinas municipales de empleo han sido fortalecidas desde la Dirección de Servicios de Empleo (DSE) de la Secretaría de Empleo del MTEySS. 

Estas oficinas constituyen espacios privilegiados para contribuir a remover estereotipos y restricciones de género en la oferta y la demanda de trabajo, en particular si se considera la preponderancia de mujeres entre su población atendida. 

En una primera etapa, se analizaron los instrumentos de trabajo empleados por la Secretaría de Empleo en el fortalecimiento a las Oficinas de empleo de la Red. Sobre la base de este análisis se definió la necesidad de desarrollar un Relevamiento de Buenas Prácticas en 230 oficinas de empleo municipales que suscribieron acuerdos con el MTEYSS.

 Se realizó una encuesta enfocada a los siguientes objetivos: i) obtener insumos para ajustar el diseño y la programación de instrumentos de trabajo; ii) detectar experiencias que constituyan un repertorio de buenas prácticas a intercambiar y promover entre las OE de la Red; iii) identificar necesidades de capacitación y asistencia técnica con relación a esta temática específica entre los equipos locales.

Se planificó y ejecutó en conjunto de oficinas de empleo y el apoyo del Programa de fortalecimiento en género de los Servicios de Empleo – BIRF/MTEySS-, un plan para identificar y revisar prácticas institucionales discriminatorias o sexistas por parte de las empresas, las instituciones de formación o de otras organizaciones e instituciones de su entorno. 

Asimismo, con la ayuda del Banco Mundial/BIRF, se revisaron los materiales utilizados en los talleres para la búsqueda de empleo (ABE) y la orientación laboral (OL) que utilizan las oficinas de empleo y se está publicando una Guía de equidad de género para el trabajo, para orientación de sus equipos profesionales.

3. Programa de Formación Permanente- Más y Mejor Trabajo para Jóvenes – BIRF/MTEySS
En el marco de su ejecución, el Programa prevé -entre otros- la capacitación de orientadores/as quienes, incorporado/as a las Oficinas de Empleo de la Red de Servicios Públicos de Empleo, serán responsables de la convocatoria, atención y derivación de los y las jóvenes de su población meta, hacia opciones de formación y empleo en dependencia o auto generado. 

Se ha incorporado un taller de equidad de género, como prestación con ayuda económica a la población cubierta por el Programa. 

4. Construcción y difusión de información desagregada por sexo, interpretada en términos de género, sobre el comportamiento del empleo, la estructura ocupacional y los impactos de las políticas de empleo

Se elaboró una propuesta de Observatorio de Género y Trabajo que culminó en la elaboración de un Boletín de Equidad de Género, disponible en la página web del MTEySS a cargo de su Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales, el que incluye información sobre la participación de varones y mujeres en políticas sustantivas de la Secretaría de Empleo
. 
5. Programa de Formación Sindical con perspectiva de género 

Esta acción se realiza por parte de distintas áreas del  MTEySS, en cooperación con la oficina de la Organización Internacional del Trabajo para Argentina (OIT), en el marco del Programa de Apoyo al Trabajo Decente de Argentina, con el objetivo de avanzar en la integración de la equidad de género como eje transversal de su Plan de Acción 2008 – 2011.

Se elaboró un material didáctico e informativo orientado a fortalecer a las organizaciones sindicales en sus capacidades de reconocimiento, defensa y promoción de la igualdad de oportunidades y de trato, en el plano del trabajo, la participación gremial y de la negociación colectiva. 

El mismo se utilizará como insumo para desarrollar acciones de formación sindical a las organizaciones gremiales asistidas, en el marco del Programa de Formación Sindical/MTEYSS.

6. Mayores incentivos ante la contratación de mujeres de cualquier edad.

Tanto en el Programa de Inserción Laboral como en las acciones de entrenamiento para el trabajo, se observa una mayor participación de varones, a pesar de haber equilibrio en la participación de varones y mujeres en la población total de los Programas.

Esto se debe a que social y culturalmente se han construido roles para las mujeres y para los varones que habilitan e inhabilitan la participación de unos/as u otros/as en determinados espacios, en este caso el mercado laboral.

Programa de Inserción Laboral (PIL):

El programa ofrece un incentivo económico a las empresas que contraten personal (beneficiarios/as del Seguro de Capacitación y Empleo y del Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo) bajo relación laboral, regida esta por la legislación correspondiente. 

El MTEySS deposita un monto fijo en la cuenta del/la beneficiario/a el cual será descontado del salario que le pague la empresa. Es decir, el Ministerio paga una parte del salario y la empresa está a cargo de la diferencia del mismo según convenio colectivo de trabajo aplicable. Luego, las contribuciones a la seguridad social son calculadas sobre la totalidad del salario.

La duración y el monto del beneficio varían según la edad y el género de las personas:
Menores de 45 años

          Varones                                                         Mujeres            

            $1000 (aporte del MTEySS)                                                 $1000           $1250  (aporte del MTEySS) 
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Empresa: Paga la diferencia  completando el sueldo según Convenio Colectivo de Trabajo.

7.Incorporación de la problemática de género en el planeamiento estratégico  de la Secretaría de Empleo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación:
Finalmente, se destaca que la Secretaría de Empleo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, ha incluido como un resultado a abordar o consolidar desde las distintas áreas, la disminución de brechas de disparidad de género en las prestaciones sustantivas de política de empleo y la integración de la perspectiva de género en la normativa de creación y regulatoria de programas y políticas.  

D) Políticas de Empleo y Discapacidad

Se detallan a continuación acciones en materia de empleo y discapacidad llevadas a a cabo por el MTEySS:

· Promover la Igualdad de Oportunidades para el Empleo 
Este programa se creó para reemplazar al Programa de Empleo Comunitario para Personas con Discapacidad. Su objetivo es asistir a los trabajadores desocupados con discapacidad en el desarrollo de su proyecto ocupacional, a través de su participación en actividades que les permitan mejorar sus competencias, habilidades y destrezas laborales, insertarse en empleos de calidad y/o desarrollar emprendimientos independientes.

Se implementa a través de dos líneas de acción: 

Línea Nº 1: Actividades asociativas de interés comunitario.

· La inclusión se realiza a través de proyectos formulados y ejecutados por organismos públicos o entidades privadas sin fines de lucro. 
Línea Nº 2: Actividades de apoyo a la inserción laboral.
Se instrumenta en forma articulada con otros programas o acciones del MTEySS y promoverá la inclusión de los participantes en distintas prestaciones.
· Formación Especial y Asistencia Técnica para el Trabajo de las Personas con Discapacidad

Permite mejorar las condiciones de empleo e incrementar competencias a través de proyectos de capacitación, así como también promover y  facilitar la búsqueda de empleo u ocupación de personas con discapacidad.

· Apoyo Económico a los Emprendimientos para Personas con Discapacidad.

Tiene como objetivo promover, asesorar y asistir a los beneficiarios en el plan de negocios y en la presentación de los proyectos. 
Se desarrollan talleres con los organismos públicos que articulan en la temática y con los beneficiarios que deseen presentar proyectos. 

· Inserción Laboral para Trabajadores con Discapacidad.

Se promueve el empleo formal de los trabajadores con discapacidad en empresas privadas o públicas, a través del otorgamiento de beneficios económicos abonados a los trabajadores que el empleador descuenta de las remuneraciones a percibir.

· Entrenamiento Laboral para Trabajadores con Discapacidad

Se propicia el desarrollo de habilidades y destrezas en puestos de trabajo del mundo laboral competitivo, a través del entrenamiento en lugares efectivos donde se desarrollan tareas laborales, ya sea en ámbitos públicos o privados.

· Apoyo económico a los Talleres Protegidos de Producción

Se brinda asistencia a pesonas con discapacidad a través de la incorporación en los talleres protegidos de producción (TPP), que incluye un beneficio económico en contraparte de las actividades de entrenamiento, formación y elaboración de productos y servicios que realizan.

· Área de Discapacidad de las Oficinas de Empleo

Se favorece la inserción laboral de las personas con discapacidad en el sector privado y público en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires. 

· Terminalidad Educativa para Personas con Discapacidad

Se promueve la iniciación y/o finalización de los estudios formales incompletos de los trabajadores con discapacidad, para mejorar su empleabilidad.

· Cumplimiento de adjudicación de pequeños negocios en los Edificios de los Organismos de la Administración Pública Nacional.

Se promueve la inserción laboral de personas con discapacidades en reparticiones públicas y entidades privadas que brindan servicios públicos, como por ejemplo, la instalación de puestos de expendio de comestibles y bebidas (quioscos).

3-Las líneas de acción estratégica

En el marco del nuevo modelo de políticas de empleo -superador de los programas asistenciales y de contención-, a partir del año 2003, la Secretaría de Empleo del MTEySS, diseñó un conjunto de herramientas específicas tendientes a abordar las problemáticas vinculadas al empleo desde una doble perspectiva:

-el reconocimiento de las características que fue asumiendo progresivamente el contexto socioeconómico, productivo, laboral e institucional del país. 

-las necesidades y demandas de los trabajadores desocupados y ocupados, asociadas al mantenimiento y/o mejora de sus condiciones de empleabilidad.

En este sentido, pueden reconocerse tres grandes líneas de acción estratégica, a saber:

1- Aquellas que incluyen un conjunto de prestaciones que tienen por objeto contribuir a mejorar la empleabilidad de los trabajadores desocupados y ocupados con un efecto ponderado en el aumento de sus posibilidades de inserción laboral y/o mejora de las condiciones laborales, respectivamente. 

-Entre las prestaciones de esta estrategia, se destacan los servicios de formación profesional en diversas especialidades de los sectores productivos de la economía, acordados en el marco de los Planes Sectoriales y con las áreas de competencia de los gobiernos provinciales y locales. Entre el año 2003 y la actualidad, aumentó progresivamente la cantidad de personas que accedieron anualmente a esta prestación, mientras que en todo el período analizado (2003/2010) se capacitaron casi 500 mil trabajadores.
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competencias laborales 

+ 19.692

Se diseñaron y registraron 264 normasde competencias laborales

Se capacitaron 817 evaluadores

Total de trabajadores certificadosen competencias laborales 53.154


- En igual sentido, desde el año 2003 se incrementó la participación anual de personas que ingresaron al sistema educativo formal para la terminación de estudios primarios y/o secundarios, en el marco de los convenios suscriptos entre el MTEySS y los Ministerios de Educación provinciales, a fin de promover la certificación y acreditación de estudios formales. Entre 2003 y la actualidad, más de 550 mil trabajadores ocupados y desocupados retornaron al sistema educativo haciendo efectivo el derecho de acceso a la educación y a mejorar sus oportunidades de empleo en condiciones más favorables.

-Por otra parte, se promovieron acuerdos de cooperación y asistencia con diversos sectores de actividad para el desarrollo de propuestas que mejoren, generen y/o reconozcan las calificaciones laborales de sus trabajadores. Mediante la instrumentación de procesos de evaluación y certificación orientados por normas de competencia laboral, se contribuyó al reconocimiento sectorial de las calificaciones laborales de alrededor de 52 mil trabajadores en 27 sectores de actividad.
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-Asimismo, como parte de las acciones formativas incluidas en esta estrategia, se encuentran las prácticas calificantes para trabajadores desocupados que se desarrollan en ambientes de trabajo real. Los trabajadores adquieren experiencia laboral en empresas del sector privado, en organismos del sector público y más recientemente en instituciones sin fines de lucro. Entre el año 2007 y el año 2010, un total de 53 mil trabajadores participaron de estas acciones en más de 3 mil empresas y 500 organismos públicos entre los que se destacan gobiernos locales, provinciales y universidades nacionales.


2- Otra línea de acción estratégica está compuesta por el conjunto de políticas que intervienen de modo directo en la incorporación de trabajadores desocupados al empleo formal asalariado o en modalidades de trabajo independiente o asociativo. 

(i) Las acciones de promoción del empleo asalariado tienen por objeto fomentar la inserción laboral en el sector público y privado de quienes se encuentran cubiertos por el Seguro de Capacitación y Empleo, por el Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo y por otros Programas Nacionales de Empleo, bajo distintas modalidades de contratación de acuerdo a las normativas laborales vigentes. Esta línea de política constituye una modalidad de incentivo a la contratación de trabajadores desocupados  afectados por mayores niveles de vulnerabilidad. 

Durante el plazo de vigencia del convenio suscripto entre el MTEySS y el empleador, los trabajadores continúan percibiendo la prestación básica del Programa de origen y reciben de los empleadores la diferencia en dinero necesaria para alcanzar el salario establecido para la categoría correspondiente. La prestación dineraria a cargo del Ministerio y el plazo de vigencia del convenio, se incrementan en caso de la contratación de trabajadores mayores de 45 años o con capacidades diferentes.
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La evolución anual de personas en prestaciones de inserción laboral asalariada desde el año 2005, muestra un crecimiento constante que se aceleró notablemente durante el año 2009 duplicando los niveles del año 2008, situación que continúa profundizándose en 2010. En todo el período, más de 27 mil trabajadores desocupados se insertaron laboralmente a través de esta modalidad, con una muy alta participación de empresas y organismos públicos. 

4-EVALUACION DE LOS PROGRAMAS: 2011

En el marco del seguimiento y monitoreo del desarrollo de las acciones de empleo se han llevado a cabo algunas experiencias que se detallan a continuación.  El estudio es realizado anualmente, respecto de indicadores del desarrollo de acciones. 

Certificación de competencias laborales:

Después de un año, el 25% de los adultos que certifican sus competencias laborales, obtienen empleo registrado o mayores salarios. 

Entre enero de 2008 y abril de 2011, un total de 59.459 trabajadores certificaron competencias laborales. De ellos, 33.953 lo hicieron hasta febrero de 2010, fecha a partir de la cual se hizo el corte temporal dado que se debe evaluar la situación de esos trabajadores doce meses después (febrero de 2011 que coincide con el último período disponible del Sistema Integrado Previsional Argentino). 

Estos trabajadores fueron divididos en dos grupos: i) 26.806 que se encontraban ocupados registrados al momento de la certificación, sobre los cuales se evaluó su situación doce meses después en relación a la variación de los salarios y ii) 7.147 no ocupados como asalariados registrados al momento de la certificación, sobre los cuales se evaluó su eventual cambio de condición de actividad (si obtuvieron empleo registrado).

Del primer grupo se obtuvo como resultado que 15.688 (59%) trabajadores mantuvieron el empleo registrado y tuvieron aumento de salario. Del segundo grupo, 962 (13%) se insertaron laboralmente en un empleo registrado asalariado. 

Ambos grupos totalizan 16.650 trabajadores que certificaron competencias entre enero de 2008 y febrero de 2010 e incrementaron sus ingresos laborales u obtuvieron un empleo registrado.

Ingreso al sistema educativo formal:

Después de un año, no menos del 50% de los adultos que han certificado su educación básica, obtienen empleo registrado o mayores salarios y/o continúan capacitándose o realizan estudios superiores.

En noviembre de 2010, se presentaron los avances en relación a este indicador sobre la base de 11.847 trabajadores que certificaron niveles educativos entre los años 2007 y 2009, habiendo sido tal situación informada por los gobiernos provinciales durante el año 2009. 

Este indicador se actualizó junio de 2011 en virtud de la información brindada por las áreas educativas provinciales, elevando el denominador del indicador a un total de 19.199 beneficiarios. Entre éstos, un año después de la certificación el 25% se había incorporado a un empleo asalariado registrado y otro 21% continuaba capacitándose. 

Prácticas calificantes:

Después de un año, no menos del 50% de los jóvenes que participaron en prácticas calificantes, obtienen empleo registrado.

Entre noviembre de 2008 (primer período de finalización de prácticas laborales) y mayo de 2011, un total de 5.980 jóvenes del Programa finalizaron proyectos de entrenamiento para el trabajo. 

Para calcular el indicador y evaluar su situación un año después, el análisis se centró en quienes finalizaron proyectos de entrenamiento hasta marzo de 2010 que ascienden a 1.012 beneficiarios. De estos últimos se incorporaron al empleo registrado 446, arrojando una tasa de inserción laboral del 44%.

Igualdad de oportunidades y de ejercicio del derecho al trabajo para las mujeres

1) Comisión Para El Trabajo Con Igualdad De Oportunidades (CTIO)

CTIO – Comisión por el Trabajo con Igualdad de Oportunidades -  es un espacio de diálogo, consenso y construcción de propuestas entre representantes gubernamentales, sindicales, empresariales y de organizaciones sociales para promover la igualdad y la equidad de género en el mundo laboral, cuya presidencia tiene sede en el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación.

La CTIO fue creada mediante el Acta Acuerdo Nº 57 de fecha  28 de octubre de 1998 en la sede del citado Ministerio y por iniciativa de la OIT, entidad que mantiene permanente presencia. Su composición se amplió mediante una Nueva Acta Integración en el 2005 y tuvo una nueva actualización en marzo del 2009.

A partir del año 2010 esta Comisión cambió de denominación: en lugar de Comisión Tripartita de Igualdad de Trato y Oportunidades entre Varones y Mujeres en el Mundo Laboral (CTIO) pasa a denominarse Comisión para el Trabajo con Igualdad de Oportunidades (CTIO). De este modo se mantiene la sigla identificatoria pero se suprimen los términos “tripartita” y “varones y mujeres” a los fines de contemplar otras modalidades que pueda asumir el diálogo social como el cuatripartismo, con la incorporación del sector social y las nuevas identidades de género.

Para dar cuenta de las nuevas problemáticas de abordaje que implica la identidad cuatripartita y los nuevos sujetos destinatarios de las acciones, se ampliaron los objetivos originales:

· Promover el cumplimiento de los derechos laborales teniendo como objetivo el trabajo digno, combatiendo el trabajo no registrado y erradicando toda forma de explotación laboral, afirmando los Derechos Humanos fundamentales.

· Profundizar la democracia desde las políticas de igualdad de oportunidades en el trabajo y el empleo con perspectiva de género para promover la justicia social, alcanzado a toda la población en su diversidad étnico-cultural y erradicando toda forma de discriminación.

· Ejercer y promover el Diálogo Social como herramienta para el desarrollo y fortalecimiento de una sociedad democrática y participativa para la resolución de conflictos y la elaboración de propuestas de políticas públicas en los ámbitos laborales.

· Promover que el Estado sea garante de la no enajenación de las riquezas nacionales y recursos naturales, velando por que el empleo y la organización del sistema productivo se den en el marco de una economía sustentable.

· Contribuir a la eliminación de las inequidades de género en el ámbito laboral y velar por el cumplimiento de la normativa que garantiza la representación con equidad de género en los ámbitos sindicales, empresariales, de las organizaciones sociales y del Estado.

· Colaborar en los procesos de formación y sensibilización acerca de las problemáticas que atañen a la igualdad de oportunidades en el mundo laboral, promoviendo los accesos equitativos a los bienes culturales, sociales, políticos, económicos y técnicos de la comunidad desde procesos de comunicación democráticos y plurales.

· Fortalecer la participación de los actores sociales en la elaboración de planes de acción que contribuyan a valorizar la economía del cuidado.
· Impulsar la constitución de Comisiones provinciales y municipales fortaleciendo el carácter federal de nuestro país.
· Comprometer a todos los sectores involucrados en el trabajo a promover la inclusión laboral de las franjas más vulnerables de la población económicamente activa.

· Impulsar políticas de protección a la industria nacional, y especialmente a las Pequeñas y Medianas Empresas, que fomenten el desarrollo tecnológico y la conciencia de los intereses de lo gremial empresario.

· Consolidación Del Dialogo Social Mediante Una Red Federal:

La tarea que desarrolla la CTIO del Ministerio de Trabajo de la Nación, se dirige hacia la visibilización y sensibilización acerca del enfoque de la igualdad de género, estableciendo una red federal de mesas de diálogo social entre los sectores implicados en su accionar para debatir y elevar propuesta de las relaciones de trabajo y fortaleciendo los derechos en los espacios de mayor vulnerabilidad.

· CTIO provinciales 

Durante el período 2007 al primer semestre de 2011 se han creado diez (10) CTIO provinciales: Santa Fe; Santiago del Estero; La Rioja; Jujuy, Corrientes, Tucumán, Catamarca, Buenos Aires, Mendoza y Entre Ríos; y catorce CTIO municipales. De este modo se establece una Red Federal de CTIO con nodos que replican el accionar de la CTIO Nacional y aportan desde la diversidad regional a las propuestas de trabajo generales.

El carácter federal de estos espacios colectivos donde se discuten las problemáticas que atañen a los derechos de los trabajadores y las trabajadoras en nuestro país, permite construir una mirada atenta a la diversidad. Se persigue la consolidación de las CTIO provinciales existentes y la generación de las condiciones para la creación de nuevas comisiones.

· Acciones de la CTIO

Durante el período 2007 – 2010 se han abordado problemáticas vinculadas a las responsabilidades familiares compartidas, el trabajo doméstico y la explotación laboral, en consonancia con su tratamiento en el seno de la Organización Internacional del Trabajo. 

La CTIO ha impulsado espacios de debate al interior de las reuniones plenarias llevada por la misma para el tratamiento de las responsabilidades familiares compartidas en el marco de la corresponsabilidad social.

Reflexionando sobre el rol que compete a las empresas ha iniciado un trabajo articulado con el área de responsabilidad social empresaria del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación.

Asimismo, ha generado también debates al interior de su sector sindical propiciando la realización de jornadas acerca de esta problemática.  

En este sentido, se resalta la importancia de la negociación colectiva. Las cláusulas específicas logradas en los convenios colectivos han mejorado aspectos clave que hacen a la conciliación entre el trabajo y la familia (ampliación de los subsidios por guardería y nuevas modalidades de prestaciones como por ejemplo reintegro por babysitter etc.).  

En materia del cuidado de la niñez, la CTIO junto con el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación y la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia-SENAF- promueve Centros de Desarrollo Infantil para hijos/as de trabajadores insertos en el sector de la economía informal y/o social, bajo lo dispuesto por la Ley Nº 26.233.  El desarrollo autosustentable de estos centros requieren de una articulación de los sectores involucrados: gubernamental, empleador, sindical y organizaciones de la sociedad civil.

La CTIO desarrolla actividades de sensibilización y formación a nivel nacional, provincial y municipal. Pueden citarse: 

-Talleres sobre igualdad de oportunidades entre varones y mujeres en el trabajo

-Talleres de concientización sobre Responsabilidades Familiares compartidas

-Producción de materiales sobre género, trabajo y familia.

-Elaboración de soportes comunicacionales para difundir estas problemáticas (boletín digital plurales; sitio web).

Se han elaborado los siguientes materiales de formación y difusión:

-Serie Igualdad de Oportunidades:

1. Equidad de Género y Políticas Públicas

2. Derechos Laborales

3. Trabajo y Familia

4. Trabajo Doméstico, ¿responsabilidad de las mujeres?

-Boletín Digital Plurales Hacia un Acceso Igualitario al Mundo del Trabajo. Ediciones 1, 2 y 3 y Edición Especial Día Internacional de la Mujer trabajadora.

-Desarrollo de mesas y jornadas debate. Tratamiento de la temática con expertas en el tema. Presentación del libro Trabajo Decente y Corresponsabilidad de los Cuidados en Argentina de Carina Lupica, consultora de OIT.

En el marco del Plan de Acción 2010, en materia de trabajo doméstico se ha propuesto la realización de una serie de encuentros regionales, apoyados por la OIT y la Fundación Friederich Ebert, con la finalidad de fortalecer el diálogo social entre los distintos sectores de las provincias participantes.   

La visibilización acerca de los componentes constitutivos del trabajo doméstico en nuestro país, como así también su puesta en valor, constituyen objetivos primordiales de estos encuentros regionales.

 Por ello, resulta imprescindible la construcción de un espacio entre los sectores involucrados (sindicatos de trabajadores/as domésticos/as; sindicatos de amas de casa y áreas de gobierno específicas) que permita potenciar las acciones conjuntas tendientes a construir herramientas que inscriban al servicio doméstico en los marcos del trabajo decente.

A modo de ejemplo pueden mencionarse los encuentros regionales de las CTIO provinciales de las zonas noroeste, noreste y centro argentinos, durante el año 2010, en los que han participado representantes en las mesas cuatripartitas de diálogo social.

Finalmente, la CTIO trabaja junto con la Coordinación de Equidad e Igualdad de Género y Oportunidades en el Trabajo, la Oficina de Violencia Laboral y la Secretaría de Empleo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, en proyectos tendientes a promover la equidad de género diseñando dispositivos de transversalización de esta perspectiva que se refleje así en las políticas publicas laborales.

· Coordinación de equidad e igualdad de género y oportunidades en el trabajo (CEGIOT)

Concordantemente con lo anteriormente expuesto, el MTEySS creó la Coordinación de Equidad e Igualdad de Género y Oportunidades en el Trabajo con el objetivo de trasversalizar el enfoque de género hacia las distintas áreas del mismo y de este modo, garantizar su inclusión en las distintas políticas laborales llevadas por el organismo. Esta Coordinación lleva adelante las siguientes líneas de acción:

· Incorporación de la perspectiva de género en la negociación colectiva. 

Este modelo de cláusulas para el fomento de la equidad y la no discriminación abarcan múltiples aspectos: promoción de la participación femenina en las mesas de negociación, acceso y estabilidad en el empleo, igualdad salarial en trabajos de igual valor, formación y promoción profesional, violencia laboral y conciliación entre la vida laboral y familiar.  

Actividades: Elaboración de materiales de trabajo y difusión, talleres de sensibilización, asesoramiento para la elaboración de cláusulas.

Elaboración en conjunto con las áreas de empleo, formación sindical y la Comisión para el Trabajo con Igualdad para el Trabajo con Igualdad de Oportunidades (CTIO) y la asistencia de la OIT, de un manual de formación sindical con perspectiva de género destinado a dirigentes medios y delegados, a fin de brindar un instrumento de reflexión y debate para la elaboración de iniciativas para lograr la equidad y la igualdad en el plano laboral.

· Programa de formación en género para personal del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación:

Este programa permite incorporar esta perspectiva en las actividades de formación propuestas por la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, para la promoción laboral con el objetivo de fortalecer competencias de conducción y gestión.

La etapa inicial comprende al personal de las Gerencias de Empleo y Capacitación Laboral y de las Agencias Territoriales, priorizando la formación de las personas que conforman la estructura territorial que abarca todas las provincias argentinas.  

Debido a que las gerencias y agencias tienen a cargo la promoción y ejecución  de las políticas en el territorio, se consideró de gran importancia brindar elementos a sus equipos, para la identificación de situaciones de inequidad de género en los ámbitos provinciales y regionales, así como también para difundir y promover las acciones propuestas por los programas en marcha.

· Programa de formación para mujeres en oficios no tradicionales:

La Coordinación de Equidad de Género y Oportunidades de Trabajo, ha diseñado y puesto en marcha un programa de formación para mujeres en oficios no tradicionales para el género que atraviesa a todas las acciones de formación llevadas adelante por la Secretaría de Empleo del citado Ministerio. 

Sus objetivos son: 

· diversificar  las ofertas de formación para mujeres, en particular, a la población con menores calificaciones laborales;

· eliminar de barreras de acceso a la formación y al empleo basadas en los estereotipos de género;

· promover la inserción de las mujeres en ocupaciones más requeridas en el mercado y mejor remuneradas que las tradicionalmente femeninas.



Artículo 7
El derecho al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias



-Información sobre Trabajadores del servicio doméstico.



-Condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias en el sector informal de la economía.



-Situación de los trabajadores migrantes que se encuentran en situación irregular.



- Salud, Seguridad e Higiene del Trabajo.



- Inspecciones del trabajo. 



-Medidas contra el Trabajo Forzoso.



-Acoso sexual en el trabajo.

· Información sobre Trabajadores del servicio doméstico
	Distribución de los ocupados según categoría ocupacional y servicio doméstico por sexo


	Total Urbano - IV trimestre de 2010

	
	Población
	Dist. %

	Ocupados
	               15.377.588 
	100,0%

	Patrón
	                    642.648 
	4,2%

	Cuenta propia
	                 2.805.705 
	18,2%

	Trabajador fliar. Sin remuneración
	                    121.526 
	0,8%

	Obrero o empleado
	               11.807.707 
	76,8%

	Resto asalariados
	               10.746.613 
	91,0%

	Servicio Doméstico
	                 1.061.094 
	9,0%

	Varón
	                      17.267 
	1,6%

	Mujer
	                 1.043.827 
	98,4%

	Fuente: Dirección General de Estudios y Estadísticas Laborales, sobre datos de la EPH, INDEC.


Proyecto de ley sobre nuevo régimen de trabajo para personal de casas particulares:

El objetivo del proyecto de ley es poner en igualdad de condiciones al personal que se desempeña en casas particulares en relación al resto de los trabajadores, intentando saldar una vieja deuda con este sector vulnerable que involucra a cerca de 1 millón de trabajadores, en su mayoría mujeres.

El nuevo régimen incorpora los principios más importantes del Derecho del Trabajo y se adecua a las directivas de los convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y de los tratados y declaraciones internacionales sobre derechos humanos.

 Entre los puntos principales del nuevo régimen se establece que el empleado gozará de los beneficios de licencia por enfermedad, maternidad o accidentes inculpables, además de vacaciones pagas y asignaciones por maternidad. 

Se otorga estabilidad en el empleo y protección contra el despido arbitrario, y se fija la jornada laboral, limitando su duración diaria y semanal, tal como regula la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20744.

Además, las trabajadoras gozarán de cobertura de riesgos de trabajo, en tanto se permitirá el desempeño laboral de jóvenes de entre 16 y 18 años, siempre que esté garantizada la terminalidad educativa, es decir que se encuentre cursando el nivel secundario o que haya finalizado sus estudios.


Finalmente, se destaca que este proyecto consagra un nivel de protección mayor al Convenio recientemente adoptado por la OIT sobre las Trabajadores y Trabajadoras de Servicio Doméstico.

Se adjunta el citado proyecto como Adjunto IV.

Régimen especial de Seguridad Social para Empleados del Servicio Doméstico:

Creado por la Ley N° 25.239 de reforma tributaria en el año 1999 para los empleados que presten servicios dentro de la vida doméstica y que no importen para el dador de trabajo lucro o beneficio económico.  Este sistema se encuentra a cargo de la Administración Federal de Ingresos Públicos.

El régimen es aplicable siempre que trabajen un mínimo de seis horas semanales para la misma persona.  Con un valor fijo mensual un trabajador o trabajadora doméstica puede acceder a la cobertura de obra social y jubilación. 
El trámite es fácil y rápido, solo debe completar un formulario y pagar el importe correspondiente. Los trabajadores pueden consultar por internet los aportes realizados por sus empleadores. Se realizó una amplia campaña de concientización en los supermercados, colocando un stand con folletería informativa que permitió llegar directamente a las empleadas de casas particulares y a las amas de casa. La medida abarca a la fecha, a más de 450.000 trabajadores del servicio doméstico que se encuentran registrados

Programa de Profesionalización del Servicio doméstico

La Secretaría de Empleo del MTEySS implementa desde el año 2007, políticas integrales de empleo y formación profesional para la jerarquización del sector del servicio doméstico y la profesionalización de sus trabajadores/as, en su mayoría mujeres. También se realizan acciones de sensibilización y estrategias de promoción del trabajo registrado en el sector.

Esta es considerada por la Secretaría de Empleo una iniciativa a favor de la igualdad de derechos y oportunidades en el empleo, una política que contribuye a reparar inequidades fundadas en el género y la posición social.

Las acciones buscan mejorar la empleabilidad de las personas de grupos desfavorecidos y/o en condiciones de precariedad laboral, a través de la formación de calidad y en articulación con estrategias de orientación laboral y el apoyo a la búsqueda de empleo. 

Para ello, se suscriben acuerdos con instituciones y actores del mundo educativo y del trabajo para la provisión de ofertas de formación de calidad destinados a trabajadores en situación de pobreza, insertos en actividades de servicios a casas particulares, cuidados de personas, y otros servicios personales y sociales.

Cabe mencionar que estas acciones se abordan desde una perspectiva de equidad de género e incorporan los Principios y Derechos Fundamentales del Trabajo y el concepto de Trabajo Decente en los diseños y las prácticas formativas. 

En el marco del Programa MTEySS/OIT/CINTERFOR – FORMUJER (Fortalecimiento de la formación técnica de mujeres de bajos ingresos), se elaboraron dos manuales de formación de docentes: uno para el trayecto formativo para personal de casas particulares y otro, para el trayecto formativo cuidado y atención de personas. 

Los mismos incluyen propuestas didácticas para la capacitación de instituciones y de trabajadores en desarrollar las competencias laborales requeridas para el desempeño en el servicio a casas particulares y en el cuidado y atención de personas. 

Las competencias puestas en juego para ese campo ocupacional pueden vincularse a las requeridas en otras actividades profesionales, más jerarquizadas en el ámbito laboral, como por ejemplo:  

1. Servicios de limpieza doméstica e institucional. 

2. Atención y cuidado de personas. 

3. Servicios turísticos, gastronómicos y de salón. 

4. Servicios a espacios verdes. 

5. Servicios varios (textiles, estéticos, idiomas). 

Cabe mencionar que junto con los trayectos formativos se implementan estrategias articuladas, para generar un mejor impacto de la formación en la vida personal y laboral de los trabajadores: 

· Se articulan trayectos de formación profesional y de finalización de estudios primarios y secundarios (educación formal), en el marco de la promoción de una política de formación continua. 

· Se trabaja sobre la transversalización de la perspectiva de género, como metodología para poner en cuestión las relaciones de poder que se establecen entre los géneros, y para interpretar también otras causas de discriminación o exclusión social que potencian las de género como por ejemplo, la pobreza, la violencia o el racismo.

· Se incorpora en las propuestas de formación profesional la temática de la igualdad de género, para permitir la reflexión de los participantes, con el objetivo de lograr transformar las desiguales estructuras sociales e institucionales, con miras a la equidad de género y la igualdad de oportunidades. 

· Se implementan estrategias para la remoción de obstáculos o barreras que dificultan la participación y permanencia en los procesos de formación: apoyo para el cuidado de niños y niñas pequeños/as, pases para trasporte y acceso a la institución, adecuación de horarios a las posibilidades de las personas.

· Se establece como metodología el armado de un Proyecto Ocupacional, el que atraviesa toda la formación y facilita la construcción de recorridos personales, adecuados a intereses y perfiles diversos y a entornos de referencia variados.

· Se promueve el enfoque de competencias, donde cobran relevancia las habilidades y competencias generales relacionadas con la gestión, el trabajo en equipo, la resolución de problemas, el accionar en contextos de incertidumbre, entre otras.

Resta decir que en el período 2007-2010, se formaron en trayectos vinculados con el sector de servicios en casas particulares,  7.150 personas aproximadamente.

· Condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias en el sector informal de la         economía
En primer lugar, debe aclararse que toda la normativa que protege el trabajo en relación de dependencia, no efectúa distinción en materia de derechos respecto del trabajador del sector formal y el informal de la economía. No podría hacer tal distinción desde que el mandato constitucional del artículo 14 bis indica que el trabajo gozará la protección de las leyes.  

Es decir, concordantemente al concepto de Trabajo Decente de la Organización Internacional del Trabajo (reconocido por el art. 7º de la Ley Nº 25877 de Ordenamiento Laboral), en cuanto a trabajo ejercido en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad, todo trabajador en relación de dependencia tiene el derecho a que se registre su relación laboral y al goce de todos los derechos que en calidad de trabajador dependiente le reconocen las leyes.

Es decir, el registro laboral debe ser comprendido como un elemento más del trabajo decente que permite que el trabajador pueda ejercer sus derechos en plenitud, establecidos por la Ley Nº 20.744 (de contrato de trabajo), Ley Nº 23551 (asociaciones sindicales), Ley Nº 14250 (negociación colectiva) y Ley Nº 23546 (procedimiento para la negociación colectiva), Ley Nº 24557 (Riesgos del Trabajo), Ley Nº 24241 (Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones), Ley  Nº 24714 (asignaciones familiares), Leyes Nº  23660 y 23661 (obras sociales y seguro de salud y demás normas complementarias, reglamentarias y especiales.

La Ley de Contrato de Trabajo Nº 20744 en su artículo 52 prescribe la obligación del empleador de llevar un libro especial, registrado y rubricado en las mismas condiciones que se requieren para los libros de comercio, consignando los datos del contrato de trabajo.

Asimismo, el art. 7º de la Ley Nacional de Empleo Nº 24013 considera registrado al contrato de trabajo cuando el empleador inscribe al trabajador en dicho libro especial y afilia a sus trabajadores en los regímenes de seguridad social.

Por otra parte, la normativa sanciona al empleador que no cumpla con el registro de sus trabajadores estableciendo multas  (Ley Nº 24013, Nº 25323, Nº 25212 y procedimientos establecidos por la Administración Federal de Ingresos Públicos). 

Políticas de Ingresos: reactivación del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Movil.

Ya en el párrafo 206 del III Informe Argentino al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se informó que, luego de un largo período de inactividad, se puso en marcha el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo Vital y Móvil, organismo tripartito compuesto por representantes de los trabajadores, de los empleadores y del Estado. 

Se ha aumentado el Salario Mínimo Vital y Móvil, al comienzo por Decreto y luego, año tras año, a través del regular funcionamiento del mencionado Consejo tripartito del salario.  

La Resolución del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil SALARIO MINIMO, VITAL Y MOVIL (Resolución 2/2011) fija el mismo en un valor de pesos dos mil trescientos ($ 2300).

Fomento de la Negociación Colectiva:

Lo oportunamente informado en los párrafos 210 y siguientes del informe presentado en el año 2009 por el Gobierno Argentino al Comité (E/C.12/ARG/3, párrs. 210) se ampliará con información extraída de un estudio elaborado por la Dirección de Estudios de Relaciones del Trabajo de la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales del MTEySS denominado: “Comportamiento de la negociación colectiva durante 2010”.

Recordando lo aclarado anteriormente, no corresponde efectuar una discriminación de tipo legal en cuanto a derechos entre trabajador de la economía formal e informal (siendo absolutamente indispensable continuar trabajando para combatir el trabajo no registrado), y a los efectos de hablar de condiciones equitativas y satisfactorias de labor no podemos soslayar el rol de la negociación colectiva para el para el cumplimiento del art. 7º del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
El estudio mencionado muestra que en los primeros años desde que se instaló el actual patrón económico (2004/2006) las tasas de crecimiento fueron particularmente elevadas, superando el 60 % anual.  Desde entonces se siguió expandiendo el número de negociaciones acordadas anualmente aunque a una tasa menor.  En este sentido, se destaca que el total de convenios y acuerdos firmados acumulados desde el 2004 fue superior a 7000. 

[image: image11.emf]0

500

1000

1500

2000

2500

1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

Homologaciones

Registros


Además, el estudio muestra que se incrementó sistemáticamente la cantidad de trabajadores cubiertos por negociaciones colectivas: su número se expandió de 3 a 5 millones de asalariados entre el 2003 y 2010 en el sector privado no agrícola.

Sobre esto último remarca que deben considerase los trabajadores privados cuyos salarios vienen determinados por instancias plurales de negociación o de consulta a las partes en marcos diferentes al anterior y sobre todo, a los trabajadores del sector público cuyo salario también viene determinado por negociaciones colectivas reguladas por marcos legales específicos, que incluyen gran parte de los empleados de la administración pública en todos sus niveles (nacional, provincial y municipal)  y en diferentes servicios públicos, como salud y educación (la paritaria nacional y las diversas paritarias provinciales de los docentes son tal vez los mejores ejemplos al respecto). 

Realizando una estimación conservadora, el estudio concluye que el número de asalariados registrados del Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), que forman parte de alguna instancia determinación colectiva de salarios, supera los 6 millones.

En conjunto esto significa que los sectores cubiertos por la negociación colectiva constituyen una mayoría neta de los asalariados que, de acuerdo con estimaciones propias, asciende actualmente a bastante más de la mitad del total. 

El estudio muestra también como conclusión que la recuperación del empleo emerge como uno de los rasgos más notables del año  2010. La intervención estatal fue notoria en ese sentido: hacia agosto de 2010 el empleo registrado en el sector privado no agrícola había retomado los niveles previos a la crisis.

Es así como la negociación colectiva cumplió un rol fundamental, dado que continuó siendo el principal mecanismo de determinación salarial sobre un universo crecientemente asalariados cubiertos por ella.

Durante el 2010 se registraron 2038 convenios y acuerdos colectivos, superando en un 27 % el total de registros de 2009, continuando así con la dinámica ascendente de la negociación colectiva.  

Respecto el ámbito de negociación, el estudio indica que 1458 de las negociaciones fueron de empresa y 580 de actividad y aclara que la mayor participación de las negociaciones por actividad muestra el tipo de sistema relaciones laborales de la Argentina: muy centralizado a nivel de actividad. 

Finalmente, respecto de la negociación salarial el estudio especifica que el porcentaje de aumento acordado en el salario de la categoría inicial en las paritarias se ubicó entre el 25 y 30 %. Con los incrementos pactados, la totalidad de convenios contarán con salarios mínimos superiores a los $ 2100 (pesos).

Ampliación de la Protección Social

Reiterando lo expresado anteriormente, uno de los ejes del modelo socio productivo ha sido la construcción de un sistema de protección social orientado a contener y asistir a una proporción mayor de la población.  

Para ello, se ha incluido dentro del sistema a trabajadores informales, desocupados y a otros colectivos vulnerables, con la ampliación del sistema jubilatorio, la implementación de la Asignación Universal por Hijo (Decreto Presidencial Nº 1602/2009) y  la Asignación por Embarazo para Protección Social (Decreto Presidencial Nº 446/2011).  

· Situación de los trabajadores migrantes que se encuentran en situación irregular

Nueva política migratoria:

En el año 2004, la sanción de la nueva Ley de Migraciones 25.871 derogó la normativa del último gobierno de facto y estableció principios en el marco de la Constitución Nacional y de los tratados internacionales de derechos humanos. La reglamentación  de la Ley (Decreto 616/2010) consolidó el  enfoque de la política de no discriminación hacia los migrantes. 

La Argentina implementó dos programas especiales de normalización documentaria: uno, dirigido a inmigrantes extramercosur, y el “Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria (Patria Grande)” para los inmigrantes de países socios plenos y asociados al MERCOSUR, a través del cual se inscribieron para obtener su residencia legal 420.000 personas .

Una política migratoria que facilita el acceso a la residencia legal a los inmigrantes, es clave para obtener un empleo en condiciones dignas, tanto para los trabajadores que vienen hacia la Argentina, y para los ciudadanos argentinos que se desplazan por el territorio sudamericano.

 Por otra parte, esta orientación de política migratoria no sólo permite canalizar regularmente las migraciones, sino que a su vez, establece los cimientos para la construcción de una ciudadanía regional, que es un objetivo político mucho más ambicioso.

Desde el año 2003, el actual modelo productivo y la implementación de la nueva política migratoria, definieron un nuevo esquema que promovió una mejora progresiva y constante de las condiciones laborales de los inmigrantes sudamericanos. 

El fenómeno laboral más importante y novedoso que emerge durante el período analizado es la incorporación sistemática de trabajadores migrantes en empleos asalariados registrados, cubiertos con los mismos derechos y beneficios que establece la normativa para los trabajadores nativos. 

La inserción en el empleo registrado es un paso imprescindible para que los inmigrantes se integren a la sociedad argentina en condiciones de equidad, justicia e inclusión social.  Al mismo tiempo el acceso a la formalidad constituye una condición necesaria para que la inmigración no sea utilizada como un instrumento para precarizar las condiciones laborales de los trabajadores nativos y promover la competencia desleal entre las empresas. 

Se adjunta como ANEXO datos actualizados proporcionados por la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales: Proyecto “La migración laboral sudamericana en Argentina”, Capítulo V: “El trabajo de los inmigrantes en una etapa de recuperación del empleo y de ampliación de la integración sudamericana”.

Facilitación de la libre circulación de Trabajadores en el MERCOSUR

El día 1º de Junio de 2005 entra en vigencia el Acuerdo Multilateral de Seguridad Social del MERCOSUR, cuya función es facilitar el cómputo de aportes de los trabajadores que hayan realizado tareas en por lo menos dos países del bloque.  En la actualidad existen jubilados del MERCOSUR.  Este acuerdo constituye un paso muy importante con miras a lograr el objetivo de libre circulación de trabajadores previsto en el artículo 1º del Tratado de Asunción.
Asimismo, con miras a poder elaborar un plan regional de libre circulación de trabajadores del MERCOSUR, el Subgrupo de Trabajo Nº 10 (SGT 10)  realiza una serie de talleres al efecto de poder estudiar los obstáculos a este objetivo.

Durante los días 23 y 24 de Junio de 2008, se hace I Taller sobre Circulación de Trabajadores y la Integración Fronteriza en el MERCOSUR: Desafíos, Realidades y perspectivas.

También el 14 y 15 de Octubre de 2009, tiene lugar el II Taller sobre la Libre Circulación de Trabajadores y la Integración Fronteriza en el MERCOSUR, con énfasis en los temas de la Formación y Calificación Profesional y Certificación de Competencias.

Los días 14 y 15 de julio de 2011 se desarrolla el “III Taller para facilitar la Circulación de Trabajadores y Trabajadoras el MERCOSUR con énfasis en la zona de frontera”. 

Finalmente, se destaca que en el año 2010 se publica la primera edición de la Cartilla: “Como Trabajar en los países del MERCOSUR”, con el objetivo de divulgar y orientar acerca de las normas de trabajo y seguridad social vigentes en los países miembros y promover su periódica actualización.

Acerca de los trabajadores migrantes, si bien la Ley Nº 25871 prohíbe contratar trabajadores irregulares, el art. 56 deja aclarado que no se exime al empleador o dador del trabajo del cumplimiento de las obligaciones emergentes de la legislación laboral respecto del extranjero, cualquiera sea su condición migratoria.  Tampoco se afectarán los derechos adquiridos por los extranjeros, como consecuencia de los trabajos ya realizados, sin importar tal condición.

Es decir, la contratación de un trabajador migrante en condición de irregularidad, se considera un contrato de objeto prohibido en los términos del art. 40 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20744.  Ello significa que la prohibición se dirige al empleador sin sanción alguna al trabajador. Por eso, el art. 59 de la Ley 25871 prevé multas al empleador en caso de que infrinja la disposición del art. 55. 

· Salud, Seguridad e Higiene del Trabajo:

Aspecto Normativo:

La salud, seguridad e higiene del trabajo se rige principalmente por la Ley de Higiene y Seguridad Nº 19587, Decreto 351/79 y normas complementarias,  por la Ley de Riesgos del Trabajo Nº 24.557 y normas complementarias y convenios colectivos aplicables según corresponda al caso.

Se citan a continuación normas sobre la materia recientemente dictadas por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo
.

· Resolución SRT Nº 1642/09 “Comisión de Trabajo para Empresas con establecimientos que registran alta siniestralidad en la actividad de la construcción”: creación y ejecución de un subprograma que articula acciones entre la Resolución SRT Nº 559/09 y Resolución SRT Nº 552/01, mediante la creación de una comisión cuatripartita (UOCRA; CAC; UART; SRT) que controla, inspecciona, sugiere mejoras, monitorea y supervisa a las empresas constructoras con mayores índices de siniestralidad.

· Resolución SRT Nº 953/10: “Tareas ejecutadas en espacios confinados-criterios de seguridad”: mediante esta Resolución la Superintendencia de Riesgos del Trabajo (SRT) establece criterios de seguridad a contemplar en las tareas ejecutadas en espacios confinados.

· Resolución SRT Nº 550/11: “Etapas de demolición, excavación y ejecución de submuraciones-obras en construcción”: esta norma determina un mecanismo de intervención más eficiente para las diferentes etapas de demolición de edificaciones existentes, excavación para subsuelos y ejecución de submuraciones, con el fin de mejorar medidas de seguridad preventiva, correctiva y de control en las obras en construcción. 

· Resolución SRT Nº 299/11: “Provisión de Elementos de Protección Personal”, la cual establece que se adopten las reglamentaciones que procuren la provisión de elementos de protección personal confiable a los trabajadores y normaliza el registro de entrega.

· Resolución SRT Nº 301/11: “Trabajadores susceptibles al ruido”, determina que deben considerarse susceptibles al ruido a aquellos trabajadores cuyas audiometrías presenten una caída o descenso del umbral auditivo igual o mayor a 15DB en la frecuencia de 4000 HZ respecto de la audiometría basal (examen preocupacional normal).

· Incidencia de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales:

Según datos proporcionados por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, se informa que el índice de incidencia de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que expresa la cantidad de casos denunciados con motivo y/o en ocasión del empleo-incluidas enfermedades profesionales y excluidos los accidentes in itinere-, en un período de un año, por cada mil trabajadores expuestos, se viene reduciendo desde el año 2005, pasando de 69,0 para ese año, a 54,9 durante el año 2010, lo que marca una caída del orden del 20 %.

Por su parte, el índice de incidencia de fallecidos, que mide la cantidad de casos mortales por accidentes de trabajo y/o enfermedades profesionales (sin incluir in itinere) ocurridos en un año, por cada millón de trabajadores cubiertos, pasó de 88,3 en el 2005 a 61,6 durante el año 2010, evidenciando una reducción del orden del 30 %.

· Inspecciones de condiciones de salud, seguridad e higiene del trabajo:

Durante todo el período 2005-2010, la Superintendencia de Riesgos del Trabajo realizó más de 29.000 inspecciones.

En los últimos 3 años la Superintendencia de Riesgos del Trabajo duplicó el número de inspectores, alcanzando los estándares sugeridos por la Organización Internacional del Trabajo (OIT): un inspector cada 20000 trabajadores cubiertos.

Además de las actividades habituales de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, en materia de inspección y auditoría, se realizaron operativos especiales para atender a temas particulares:

-Participación en operativos especiales con el Ministerio de Trabajo de la Nación y AFIP sobre actividad agropecuaria, contra trabajo no registrado e inspección de las condiciones de trabajo en el sector agropecuario.

-Participación en el Plan Regional de Inspección del Trabajo del MERCOSUR: con el objetivo de proteger la salud de los trabajadores que se desplazan de un país a otro, se realizó un operativo especial en colaboración con inspectores de la República de Paraguay en zona de frontera, Clorinda-Puerto Falcón (Formosa), con participación de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo.

-Operativo especial para la medición de fosfina en el transporte de cereales en forma conjunta con el Sindicato de Choferes de Camiones de Bahía Blanca, Quequén y Granja Tres Arroyos

Por su parte, las inspecciones que realizan las Administradoras de Trabajo Locales (ATL) de cada provincia pasaron de 500 realizadas en el 2005 (primer año donde la Superintendencia de Riesgos de Trabajo comenzó a intercambiar información con las ATL), de 1719 en el 2006 a 22002 en todo el año 2010.

· Articulación entre la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y las provincias:

Además del intercambio de información antedicho, durante el año 2010 y el primer semestre del 2011, la Superintendencia de Riesgos del Trabajo destinó 12.000 horas para actividades de capacitación en las provincias, para los inspectores de las Administraciones Laborales Locales (ATL).

Se destaca que una matriz única de fiscalización permitirá homogeneizar los criterios inspectivos entre la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y las Provincias, aumentar la cantidad y calidad de información recolectada, integrar datos obtenidos y agilizar la consulta de antecedentes al crear un registro de inspecciones y auditorías.

“Programa de Regularización de las Condiciones de Salud y Seguridad en el Trabajo en Organismos Públicos”

Por Resolución  SRT 1068/2010 se crea el Programa de Regularización de las Condiciones de Salud y Seguridad en el Trabajo en Organismos Públicos.

El artículo segundo de esta norma fija como objetivos del mismo:

- Promover el Sistema de Riesgos del Trabajo en el ámbito de los Organismos Públicos.

- Reducir la siniestralidad laboral y adecuar las Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo en el ámbito de los Organismos Públicos.

- Promover la capacitación en materia de Salud, Seguridad y Medio Ambiente de Trabajo en los Organismos Públicos.

- Obtener el máximo nivel de cobertura de Riesgos del Trabajo para los trabajadores de los Organismos Públicos Nacionales, Provinciales y Municipales.

- Brindar colaboración y asistencia técnica al Estado Nacional, las Provincias y los Municipios, tendientes a fortalecer sus respectivas capacidades de gestión en las tareas de prevención de riesgos laborales y preservación de la salud y seguridad de los trabajadores que se desempeñan dentro de su órbita.

 Hasta el momento se han firmado convenios con el 80 % de los ministerios locales.

· Formación a distancia:

La Superintendencia de Riesgos del Trabajo firmó un convenio con la Organización Iberoamericana de la Seguridad Social y el Centro Iberoamericano de Estudio de la Seguridad Social, para formar a distancia (e-learning) a 8 mil trabajadores de organismos públicos. 

· Ventanilla Electrónica para Empleadores:

A través del servicio de "Sistema de Ventanilla Electrónica para Empleadores" implementado por Resolución SRT Nº 635/08 y modificado por Resolución SRT Nº 365/09  se facilita una comunicación efectiva entre empleadores, las Aseguradoras de Riesgos de Trabajo (ART) y la Superintendencia de Riesgos del Trabajo (SRT).

Participación activa de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo (SRT) en esquemas de normalización del Instituto Argentino de Normalización y Certificación (IRAM): 

La Superintendencia de Riesgos del Trabajo ha retomado el rol de participación que le correspondía en estas funciones, participando activamente en las siguientes Comisiones de Trabajo: 

1-Protección auditiva (Esquema 1 IRAM 4060 y 4125)

2-Protección Ocular (IRAM 3630)

3-Protección Respiratoria (IRAM 3618, 3627, 3646)

4-Señalización para obras en vía pública (Esquema A IRAM 10032)

5-Comisión de Seguridad en Grúas y Elementos de Izaje (IRAM 3928)

6-Comisión de Utilización de barquillas en hidrogrúas para elevación de personas (IRAM 3929)

7-Indumentaria de Protección (Esquema A IRAM 3859, 3904, 3906 parte 2)

· Articulación de políticas nacionales: 

La Superintendencia de Riesgos de Trabajo avanza en la firma de convenios de colaboración entre organismos del estado y mesas de trabajo conjunto con distintas dependencias del estado nacional y agencias gubernamentales, entre las cuales se encuentran: Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA), la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT), Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI), Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), Médicos de Fronteras y Administración Nacional de Puertos y ARN.

· Estrategia Argentina de Salud y Seguridad en el Trabajo 2011-2015:

Finalmente, se destaca que en el actual marco de profundos cambios políticos en materia de protección de los trabajadores en el que la salud y la dignidad laboral son temas prioritarios para el Gobierno, y en línea con las orientaciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Superintendencia de Riesgos del Trabajo recientemente elaboró la “Estrategia Argentina de Salud y Seguridad en el Trabajo 2011 y 2015”.

Dicha estrategia obtuvo el consenso de todos los actores involucrados para la implementación de políticas de acción conjunta: 

Sector trabajador: Confederación General del Trabajo (CGT), Central de los Trabajadores Argentinos (CTA)

Sector empleador (Unión Industrial Argentina(UIA), Confederación Argentina de la Mediana Empresa (CAME), Confederación General Empresaria de la República Argentina (CGE-RA), Unión de Aseguradoras de Riesgos del Trabajo (UART), organismos estatales y técnicos que integran el Consejo Federal del Trabajo y la Comisión permanente de Seguridad, Higiene y Medicina del Trabajo de la República Argentina.  

En este sentido, la política nacional de salud y seguridad en el trabajo tiene por objeto promover la mejora de las condiciones laborales con el fin de proteger la vida y preservar y mantener la integridad psicofísica de los trabajadores. 

Sus objetivos generales son:

-ampliar la cobertura del sistema de riesgos del trabajo a trabajadores no incluidos en el mismo;

-disminuir la litigiosidad fraudulenta y mejorar la calidad en las prestaciones médicas;

-expandir la cobertura preventiva;

-mejorar los sistemas de información y de registro de accidentes y enfermedades profesionales;

-incrementar la cooperación y la colaboración regional en materia de salud y seguridad en el trabajo.

Se adjunta como ANEXO la Estrategia Argentina de Salud y Seguridad en el Trabajo 2011-2015.

· Inspecciones en el Trabajo 

· Plan Nacional de Regularización del Trabajo (PNRT)

Tal como se expresó en el III Informe al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el párrafo 163, el Plan Nacional de Regularización del Trabajo (PNRT) fue lanzado en 2003, con el objetivo de incorporar al Sistema de Seguridad Social a los trabajadores excluidos luego de décadas de flexibilización laboral y de la retirada del Estado como contralor, en el marco de las políticas laborales que llegaron a su máximo desarrollo en los ´90, facilitando el incumplimiento de la normativa de trabajo y las formas de contratación, llevando a que el trabajo no registrado experimentara un crecimiento nunca alcanzado e inaceptable, tornándose una práctica común al interior en la relación empleador-trabajador. 

Bajo ese escenario nacieron también nuevos mecanismos de precarización como las pseudo cooperativas, agencias, empresas de servicios y modalidades de subcontratación dejando, a determinados sectores y actividades, en una situación de vulnerabilidad extrema llevando el índice de trabajo no registrado, en mayo de 2003, al 49,9%.
La circunstancia de la no registración tiene como correlato la exclusión de los trabajadores. No gozan de la protección de las normas laborales y de los beneficios de la seguridad social. Ello incide directamente en el bienestar general de la Nación, ya que no sólo perjudica a los trabajadores, sino que también pone en peligro el financiamiento de las prestaciones sociales y quiebra las reglas de la competencia leal entre las empresas.

Desde el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, se decidió reubicar, fortificadamente, al empleo como eje central de su política. En ese sentido, los planes, programas y acciones desarrollados por la Secretaría de Trabajo de dicho Ministerio se orientaron fundamentalmente a la Promoción del Trabajo Decente, entendiendo que un trabajo de calidad, debe ser realizado en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad humana. 

Por medio de las acciones fiscalizadoras, en sus distintas facetas: estrictamente inspectiva, educativa y sancionatoria, se procuró detectar los incumplimientos, en todo el territorio nacional, de las obligaciones, por parte de los empleadores, de declarar e ingresar aportes y contribuciones con destino a la Seguridad Social y de la obligación de solicitar la respectiva Clave de Alta Temprana (CAT) de sus trabajadores dependientes. 

Esta última, no es un fin en sí misma sino una herramienta con la que se persigue el objetivo de lograr el cumplimiento de las normas del derecho del trabajo, propiamente dicho y de la seguridad social.

La revalorización de todo el aparato inspectivo podría sintetizarse en:

-Fortalecimiento de Jefes y Delegados Regionales;

-Concientización de todos los agentes;

-Capacitación del  personal;

-Adquisición de vehículos. 

-Mejoramiento de la superficie de las oficinas de las Delegaciones y Direcciones Regionales;

-Desarrollo un aplicativo informático para dar soporte a la tarea fiscalizadora;
-Planificación previa de todas las acciones. 

Todo ello, sumado a la incorporación de personal llevando de 40 a 400 el número de inspectores que, en todo el país, a través de 38 delegaciones regionales del Ministerio de Trabajo de la Nación, realizan tareas de inteligencia previa para luego realizar los operativos de control indicados. Se aclara que se está refiriendo específicamente a inspectores de trabajo, excluyendo en esta cifra al personal administrativo, el cual eleva aún más el número de trabajadores involucrado en la inspección del trabajo.

Ello se tradujo en una clara recuperación de la presencia del citado Ministerio, consolidando una credibilidad de todos los actores sociales para el trabajo en conjunto. 
Coadyuvan a la tareas, la articulación de acciones de difusión (conferencias y encuentros con los actores sociales) y la fiscalización realizada por los inspectores pertenecientes a la estructura de inspección existente y personal técnico especializado del Ministerio de Trabajo de la Nación, de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) y de las administraciones provinciales del trabajo (por medio del Consejo Federal del Trabajo), organismos que actúan conjuntamente en la ejecución del Plan.

Ello así, desde el inicio del Plan se trabajó fuertemente en impulsar iniciativas vinculadas con las mejoras de los circuitos y procedimientos y con la utilización de las tecnologías en la actividad fiscalizadora. 

Asimismo se puso especial énfasis en lograr transparencia y eficiencia en la actividad inspectiva:  se establecieron nuevas y más precisas pautas en lo que se refiere a los procedimientos, lo que contribuye con una mejor planificación y propende a evitar la discrecionalidad del cuerpo de fiscalizadores. 

Si bien lograr un importante número de establecimientos fiscalizados y trabajadores relevados produce un impacto directo respecto de la presencia del Estado, se trabajó intensamente en la mejora cualitativa de la inspección a fin de lograr un aumento de la detección de trabajadores no registrados y a su vez mejorar las tasas de regularización, con motivo de la acción inspectiva.

En lo que respecta al cumplimiento de las apuestas estratégicas, la actividad fiscalizadora de estos siete años, instrumentada mediante el PNRT no tiene precedentes históricos: entre septiembre de 2003 y julio de 2011, 910.922 establecimientos fueron fiscalizados y 2.888.024 trabajadores fueron relevados.
La labor inspectiva sin duda contribuyó a la disminución de la tasa de empleo no registrado. En el segundo semestre del año 2003, el 49,9 por ciento del total de trabajadores no estaba debidamente registrado en el Sistema de la Seguridad, mientras que en el tercer trimestre de 2010 (última medición de la Encuesta Permanente de Hogares del INDEC a hoy) ese porcentaje se redujo al 36 por ciento. 

Incorporación de tecnología: Inspector digital

La incorporación del uso de netbooks por la totalidad de los inspectores en los relevamientos de trabajadores, impactó fuertemente en los procedimientos habituales de inspección y en la lucha contra el trabajo no registrado.

 Las computadoras permiten, a través de un software desarrollado íntegramente por personal informático del Ministerio de Trabajo de la Nación, tomar los datos de los empleadores inspeccionados y de los trabajadores relevados en el mismo momento y lugar de la inspección y consultar, vía conexión internet, en las bases de datos de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) verificando in situ y on line, su situación registral. 

De esta forma el inspector puede: 1) determinar en el acto los trabajadores que se encuentren sin registrar;  2) proceder a infraccionar al empleador 3) citarlo a la respectiva audiencia que le concede la ley para ejercer su derecho a defensa. 

Anteriormente, los inspectores relevaban la información en formularios de papel y luego en sede administrativa, se procedía a realizar el confronte que ahora se hace en el mismo lugar de la inspección. Luego de esto, se fijaba la audiencia y se notificaba mediante un agente del Ministerio o por correo.  Este proceso demoraba en promedio 40 días. 

Todos estos pasos ahora, conforme el actual sistema, se hacen en uno solo y el inspector verifica directamente en las bases de la seguridad social si los trabajadores se encontraban registrados.

La reducción del número de agentes que intervenían en el procesamiento de la información en las distintas etapas que hoy se realizan permitirá aumentar, previa capacitación específica, la cantidad de inspectores en la calle.

Certificación NORMA ISO 9001: 2008

El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social en el 2009 ha definido y aprobado su Política de Calidad en consonancia con la visión, misión, actividad y acciones del Organismo y asumiendo el compromiso de mejorar de modo continuo la calidad y efectividad de todos sus procesos de gestión. 

Ello se logra mediante la administración y asignación de sus recursos con eficiencia y eficacia para responder adecuadamente a las necesidades y requerimientos de los ciudadanos, mediante una metodología participativa, comprometida con la promoción del trabajo decente, los objetivos y políticas de la seguridad social, la responsabilidad social y  la protección del ambiente sociolaboral.

Del último año y medio a esta parte la Secretaría de Trabajo, a través de la Subsecretaría de Fiscalización del Trabajo y de la Seguridad Social encaró el desafío de llegar a la Certificación bajo normas ISO 9001 de los procedimientos de fiscalización del trabajo y de la seguridad social en todo el territorio nacional.

 La norma ISO 9001 es una norma internacional de gestión de la calidad aplicable a cualquier tipo de organización de cualquier sector o actividad. 

En junio de 2011 se obtiene la Certificación del Sistema bajo las normas Iso 9001: 2008. El proceso certificado involucra cerca de 1000 agentes, 36 Delegaciones Regionales, 11 Direcciones simples y 2 Direcciones Nacionales. 

La certificación obtenida significa afianzar los principios de transparencia, confiabilidad, seguridad y accesibilidad. Fortalecer de la utilización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TICs), simplificando los trámites y procesos.

Asimismo promover la capacitación y desarrollo continuado de las habilidades  y competencias del personal para producir una mayor valoración de la importancia de la calidad, de la mejora continua  y de la ética en el desempeño de las funciones. 

Otro punto importante es la comunicación eficaz a los ciudadanos y demás destinatarios sobre las acciones, planes, proyectos y servicios que presta el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.

La certificación obtenida permite lograr una mayor transparencia ante la sociedad. 

· Plan Regional de Inspección del Trabajo:

En el ámbito del  MERCOSUR, el Subgrupo de Trabajo 10 está trabajando en la ejecución del Plan Regional de Inspección del Trabajo (PRIT), aprobado por el Grupo Mercado Común por la Resolución N° 22/09.

Tal como se había informado en los párrafos 199 y siguientes del III Informe Argentino, este plan cuenta con líneas directrices las dos Decisiones del Consejo Mercado Común del MERCOSUR (que también surgieron del trabajo del Subgrupo de Trabajo 10), referidas a Condiciones mínimas del procedimiento de inspección (CMC/DEC/Nº32/06) y a Requisitos mínimos de perfil del inspector de trabajo (CMC/DEC/Nº33/06).

Recordando lo ya expresado el PRIT se estructura sobre dos dimensiones principales: la acción fiscalizadora y la formación del inspector del trabajo.

Resta señalar que en el marco del mismo se han realizado tres operativos de inspección conjunta, el primero fue en la frontera de Uruguaiana (Brasil) y Paso de los Libres ( Argentina), en el sector de trasporte de carga y el segundo en la frontera entre Uruguay y Brasil (Departamento de Artigas – República Oriental del Uruguay y Quarai – República Federativa del Brasil), en el sector económico rural y el tercero en la frontera de Clorinda (Argentina) y Puerto Falcón (Paraguay), en el sector de transporte de cargas por carretera.

· Medidas contra el Trabajo Forzoso: 

En cumplimiento de lo establecido por el Protocolo de Palermo, ratificado por la Argentina en agosto de 2002, se sancionó la Ley 26.364 (2008) de prevención y sanción de la trata de personas y asistencia a sus víctimas modificatoria del Código Penal Argentino. La modificación implicó tipificar como delito de competencia federal la trata de personas, con penas no excarcelables.

La República Argentina tiene ratificada la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, y el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes, por Tierra, Mar y Aire.

En materia de trata de niños, se encuentra ratificado el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía (2004) y la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores  (1994).

Asimismo, se encuentra en tratamiento en el Senado de la Nación una modificación a la ley 26.364 que implicaría aclarar el concepto de trata para evitar los actuales conflictos de interpretación de la norma en relación al consentimiento de la víctima mayor de 18 años.

A partir del dictado de la Ley Nº 26.364 se creó la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Víctimas del Delito de Trata de Personas, dentro del ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, encargada de la Asistencia Integral a las Víctimas hasta el momento de su declaración testimonial.

También a partir de ese momento, se le agregan facultades investigativas en la materia a la antes denominada Unidad Fiscal de Instrucción en Secuestros Extorsivos, pasando a denominarse Unidad Fiscal de Instrucción en Secuestros Extorsivos y Trata de Personas (UFASE), en el ámbito de la Procuración General de la Nación, la que trabaja conjuntamente con los fiscales federales, ayudándolos en la instrucción de los trámites sobre éste delito. Esta Unidad cuenta con facultades de realizar autónomamente investigaciones previas, ante la existencia indicios fehacientes de la posible comisión del delito en cuestión.

Luego de la declaración testimonial, se encuentra a disposición de la víctima la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, la cual asesora y acompaña a la misma, en la realización de los trámites que sean pertinentes según su voluntad, ya sea, el regreso a su lugar de origen, como la regularización de su situación migratoria (en caso de tratarse de un inmigrante).

Desde el año 2011, la Secretaría de Derechos Humanos, se constituye en querellante en todas las denuncias presentadas por posible comisión del delito en cuestión, en todo el territorio Nacional, siguiendo la misma línea de intención que la UFASE, esto es, ayudar en la investigación y que los responsables sean efectivamente condenados.

Por su parte, el MTEySS y la Administración Federal de Ingresos Públicos, a través de su fuerza inspectiva, en colaboración con los Ministerios y Secretarías de Trabajo Provinciales y las fuerzas de seguridad, realizan tareas de inteligencia, operativos conjuntos e inspecciones, que permiten la detección de la posible comisión del delito, dando un marco mucho más amplio de actuación al Estado, que el seguimiento, sólo por las denuncias de particulares.

Es dable destacar, que todos los organismos mencionados actúan de manera conjunta y organizada, existiendo Convenios de Cooperación y Colaboración y mesas de trabajo interinstitucionales, que tienen por objeto, reducir a la mínima expresión posible, las lagunas legales y de actuación, en miras de realizar una tarea completa y efectiva en todas las etapas de lucha contra el delito, ya sea en la acción respecto a las víctimas como a los victimarios del mismo.

Acciones del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación en materia de trata de personas:


Consecuentemente el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, sumó a sus tareas inspectivas la detección, para combatir hasta la erradicación, del Delito de Trata de Personas con fines de explotación laboral.

En aras de conseguir éste objetivo, se desarrollaron y desarrollan las siguientes acciones:
-Capacitación de los inspectores, a fin que puedan detectar y actuar rápida y efectivamente ante la detección de un posible caso de Trata de Personas o delito conexo. 

-Tareas de acción conjunta con: AFIP; Oficina de Rescate y Acompañamiento a las personas damnificadas por el delito de Trata de Personas, Dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; Secretaría de Derechos Humanos, Unidad Fiscal de Asistencia en Secuestros Extorsivos y Trata de Personas (UFASE), dependiente de la Procuración General de La Nación; Secretaría de Niñez, adolescencia y Familia (SENAF), dependiente del Ministerio de Desarrollo Social; Gendarmería Nacional; Policía Federal Argentina; Organismos de Gobierno y Fuerzas de Seguridad Provinciales.

-Tareas de Inteligencia previa, a fines de localizar posibles establecimientos o explotaciones que pudieran ser foco de la comisión del delito en cuestión.

-Participación en la Mesa Intergubernamental convocada por la Secretaria de Derechos Humanos, conformada por representantes de la Secretaria de Trabajo y de Empleo de éste Ministerio, AFIP, Oficina de Rescate y Acompañamiento a las personas damnificadas por el delito de trata, Unidad Fiscal de Asistencia en secuestros extorsivos y trata de personas, Secretaría de Derechos Humanos, Secretaria de Niñez, adolescencia y Familia.

Como resultado de las reuniones quincenales, que se vienen realizando desde principios de éste año, se ha logrado una tarea conjunta y sincronizada de todos los órganos de gobierno con competencias en la materia, arrojando como resultado una mejor calidad de inspección, detección de posibles casos y rescate de las víctimas, a través del arribo a pautas consensuadas de actuación general y resolviendo problemáticas de algún caso particular que se someta  a debate. 

También se analiza y debate acerca de los obstáculos que van siendo percibidos en el trabajo de campo y cuales son las soluciones más convenientes para su pronta resolución.

En la actualidad, en 35 inspecciones en las que se detectaron casos que podrían llegar a configurar delito de trata de personas se ha dado intervención al poder judicial.

Se adjunta copia de la sentencia condenatoria de uno de los delitos de trata dictada con fecha 5 de agosto de 2011 por el Tribunal Oral en lo Criminal Nº 2 de San Martín en la causa Nº 2537.

· Acoso sexual y violencia laboral

· Oficina de Asesoramiento sobre Violencia (OAVL)
En relación con la tipificación como delito del acoso sexual en el trabajo, el Ministerio de Trabajo de la Nación, en el marco de un ideario que rescata el trabajo digno y el respeto a los derechos humanos, ha creado la Oficina de Asesoramiento sobre Violencia (OAVL) por Resolución MTEySS N° 05/07, a la que le asigna funciones de asesoramiento, capacitación, divulgación, articulación institucional, entre otras, con la finalidad de promover políticas públicas orientadas a la prevención, difusión de la problemática e intervención ante situaciones de violencia laboral. 

La definición de Violencia Laboral adoptada por esta Oficina comprende: “toda acción, omisión o comportamiento, destinado a provocar, directa o indirectamente, daño físico, psicológico o moral a un trabajador o trabajadora, sea como amenaza o acción consumada. La misma incluye violencia de género, acoso psicológico, moral y sexual en el trabajo, y puede provenir tanto de niveles jerárquicos superiores, del mismo rango o inferiores.” En sus diversas manifestaciones implica siempre un abuso de poder y afecta en forma directa al trabajador o trabajadora damnificado así como también a su entorno directo y a la organización empleadora.

Ante consultas sobre violencia laboral, la Oficina  brindó asesoramiento legal y contención psicológica, intermediación en los casos en que esto fuere solicitado, firma de acuerdos de respeto mutuo, así como también se efectuaron derivaciones a diferentes ámbitos pertinentes. También realizó actividades de prevención, difundiendo la problemática en entidades gremiales, empresariales, gubernamentales y ONGs, tanto de nivel nacional como internacional.

 

Desde la perspectiva normativa, se destaca la ya mencionada Ley N° 26.485 de protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos que desarrollan sus Relaciones Interpersonales. La misma rige desde abril del año 2010, con ámbito de aplicación en todo el país.  Esta norma contempla entre las diversas modalidades o formas de violencia, aquella que se puede presentar en los ámbitos de trabajo público o privados y que se tipifican como violencia laboral.  Esta ley no tipifica específicamente como delito penal autónomo al acoso sexual en el trabajo. 

Por otra parte, en lo que respecta al empleo público no puede dejar de mencionarse la regulación del convenio colectivo con ámbito de aplicación en la Administración Pública Nacional (según los alcances detallados en su artículo 1º) cuyo artículo 124º trata específicamente el tema de la violencia laboral  incluyendo como forma de la misma al acoso sexual, considerándolo falta grave. 

Este convenio colectivo en su art. 125º crea la Comisión de Igualdad de Oportunidades y de Trato integrada por representantes del Estado Empleador y del sector sindical con el objetivo de promover el cumplimiento del principio de no discriminación, la igualdad de oportunidades y de trato y acciones tendientes a la prevención y erradicación de la violencia laboral.

Entre sus diversas funciones, se destaca la que le atribuye el art. 126º el cual prevé que la Comisión puede recibir denuncias en forma escrita e individualmente, observando las debidas garantías de confidencialidad, discreción, imparcialidad, celeridad y resguardo de la identidad de el/los afectado/s e impulsar su tratamiento y resolución por la autoridad administrativa competente.



Artículo 8



Derechos Sindicales




-Observaciones a la ley 23.551



-Derecho de huelga 

· Observaciones a la ley 23.551.

Cabe en primer lugar, realizar una observación a la pregunta que se efectúa: en la República Argentina, no existe ninguna limitación a la libertad sindical. Además, tampoco existe ninguna condena internacional en la materia, que amerite una afirmación de esta  naturaleza.
El Gobierno argentino, siempre ha sido recepticio a profundizar la libertad sindical, tomando la iniciativa en explorar los caminos que sean necesarios para lograr una mejor armonización de los intereses contrapuestos naturales, que se dan en toda “sociedad del trabajo” tal como lo ha hecho notar la Misión Exploratoria de Asistencia Técnica de la OIT sobre la aplicación de la normas internacionales del trabajo de la OIT  que tuvo lugar en la argentina en mayo del año pasado.



Precisamente, este  clima de diálogo social, se expresa en la evolución de las estadísticas sobre las organizaciones profesionales existentes en la Argentina tal como lo demuestra a continuación la información  que se brinda con datos estadísticos del 2009.

 En nuestro país hay actualmente un total de TRES MIL VEINTICINCO (3025) asociaciones sindicales de primer, segundo y tercer grado legalmente inscriptas.

De dicho total general MIL QUINIENTAS TREINTA Y CUATRO (1534) tienen personería gremial. Entre ellas, MIL CUATROCIENTOS CUARENTA Y DOS (1442) son Sindicatos o Uniones (primer grado); OCHENTA Y CINCO (85) Federaciones (segundo grado) y SIETE (7) son Confederaciones (tercer grado).

En este mismo sentido, de conformidad con los datos informados, a junio de 2009, por las propias asociaciones sindicales, considerando solamente las de primer grado, existen aproximadamente TRES MILLONES OCHOSCIENTOS VEINTISEIS MIL TRESCIENTOS SESENTA Y SEIS (3.826.366) trabajadores afiliados, es decir que más de un CUARENTA POR CIENTO (40%) de los trabajadores asalariados pertenecen a algún sindicato.

Por lo tanto, se niega enfáticamente que en nuestro país haya afectación alguna la libertad sindical.

Se adjunta ANEXO informe de la misión exploratoria de asistencia técnica de la OIT en Argentina realizada en  mayo 2010.

Sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación:

Nuestro ordenamiento constitucional establece que cualquier sentencia, aun cuando sea dictada por la Corte Suprema de Justicia, que declara la inconstitucionalidad de cualquier norma (por ejemplo, un artículo de una ley), su aplicación se restringe exclusivamente al caso concreto o causa judicial en la que fue dictada y no implica en modo alguno la derogación o invalidez de la norma en cuestión, la cual seguirá en plena vigencia mientras no sea derogada o modificada por el Poder Legislativo o Ejecutivo que resulte competente para hacerlo según el nivel de la norma que se trate (ley, decreto, etc.).
 

De esta manera el sistema garantiza el cumplimiento del principio de división de poderes, evitando que el Poder Judicial invada competencias que nuestra constitución nacional reservó a los otros Poderes. En este orden de ideas, el efecto de la sentencia en los casos concretos, se aplica solamente a la convocatoria a elecciones específicamente analizada, que fue realizada por la asociación sindical que interpuso el recurso judicial.

Además, los dos casos, en que se ha pronunciado la Corte, no inciden en las observaciones al sistema sindical argentino porque en el ámbito de administración pública – que es donde se han dado las dos situaciones- por  Resolución  del Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social Nº 255 se estableció que la personería gremial que se otorga a asociaciones sindicales representativas del sector público no desplazarán en el colectivo asignado a las personerías gremiales preexistentes.

Finalmente se recuerda al Comité que los dos casos sobre los que se ha pronunciado la Corte “Asociación trabajadores del Estado c/ Ministerio de Trabajo” y “Rossi Adrián c/ Estado Nacional y Otro”, son muy antiguos donde la discusión en primera y segunda instancia es anterior a la Resolución MTEYSS Nº 255/03 (B.O. 27 de octubre de 2003), por lo que si hubiere existido esta disposición administrativa al comienzo de las diferencias ni siquiera hubiera habido pleito.

· El derecho huelga 

Efectivamente, como lo sostiene el enunciado, en nuestro país rige ampliamente el derecho de huelga y  esta práctica incluye a los sindicatos con simple inscripción ya que la propia Ley Nº 23.551, establece claramente que cualquier tipo de sindicato – simplemente inscripto o con personería gremial- deberá contener en sus estatutos, el procedimiento para decretar medidas de acción directa. 

El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación en todo momento, ha sido receptivo  y ha participado en la solución de conflictos, cuyas  medidas de acción directa son propiciadas por sindicatos con simple inscripción y aún por conjuntos de trabajadores.

Además, la propia Constitución Argentina los habilita, ya que el vocablo “gremio” en el artículo 14 bis fue introducido como sinónimo de pluralidad de trabajadores, unidos por el hecho de pertenecer a la misma actividad, profesión o categoría y no con un significado limitado al sindicato o a la asociación sindical de trabajadores. 

Ello se refuerza con la reforma constitucional de 1994, que otorga jerarquía constitucional a un selecto grupo de tratados internacionales (art. 75, inc. 22, 2° párrafo, CN), entre los cuales cabe destacar el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), que a su vez contienen al Convenio N° 87 de la OIT. 

Por otra parte, la reforma acentuó la necesidad de que toda restricción al ejercicio de estos derechos provenga, como mínimo, de fuente legal (conforme art. 28 de la Constitución Nacional), resultando imposible a la reglamentación la alteración de esta garantía a través de la atribución de potestades legislativas, la elaboración de excepciones conceptuales o de enumeraciones extensas o abiertas de las actividades comprendidas en dicha categoría —de interpretación necesariamente restrictiva— o de injerencias que impliquen, en la práctica, menoscabo al ejercicio de este derecho derivado de la libertad sindical. 

Asimismo, el sistema se complementa con la protección amplia del artículo 47 de la Ley Nº 23.551, para las representaciones sindicales de los trabajadores – no importando la condición del gremio- que involucra el despido del representante sindical en caso de ocurrir por la Ley Nº 23.592 – ley antidiscriminatoria- que obliga a reinstalarlo en el puesto de trabajo.

El alcance de los "servicios mínimos" a los que no es aplicable el derecho de huelga
El art. 24 de la ley 25.877 incorpora la doctrina de la Comisión de Expertos y del Comité de Libertad Sindical de la OIT como fuentes propias del ordenamiento jurídico argentino en materia de huelga, a través de un reenvío expreso a “los criterios de los organismos de control de la OIT”, a los que luego menciona como “principios de la OIT”. 

Por lo tanto, no existen otros casos de regulación en materia de servicios esenciales que aquellos establecidos por los dictámenes de los órganos de control de la OIT, es decir,  cuando están en peligro la vida; la seguridad  y la salud de las personas.

Mediante dicho reenvío a la doctrina del Comité de Libertad Sindical y la Comisión de Expertos, entablan una relación de articulación o complementariedad entre normas — conforme a la tipología de relaciones entre fuentes de Martín Valverde, esto es, entre el mismo artículo 24 de la ley, los criterios o principios de los órganos de la OIT —también denominados por la doctrina internacional “recomendaciones”, “jurisprudencia” e incluso “normas”.

Por ello, es que el propio artículo 24 de la citada ley reitera los criterios de la Organización Internacional del Trabajo por los cuales se consideran esenciales los servicios sanitarios y hospitalarios, la producción y distribución de agua potable, energía eléctrica, gas y el control del tráfico aéreo.

Asimismo  una actividad que no esté comprendida en las figuras descriptas podrá ser calificada excepcionalmente como servicio esencial por una comisión independiente, previa apertura del procedimiento de conciliación previsto en la ley 14786.

a) Cuando por la duración y extensión territorial de la interrupción de la actividad, la ejecución de la medida pudiera poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de toda o parte de la población;

b) Cuando se tratare de un servicio público de importancia trascendental, conforme los criterios de control de la OIT.

Conforme el Decreto Nº  272/06 que la reglamenta, esta Comisión constituye un órgano de naturaleza arbitral no estatal —“independiente”, tal como exige la ley— que se integrará con cinco miembros titulares y otros tantos suplentes, que durarán 3 años en su cargo, pudiendo se reelectos por única vez (arts. 3º y 5º in fine, Decreto Nº 272/06). 

El reglamento dispone que la selección recaerá: “en personas de reconocida solvencia técnica, profesional o académica en materia de relaciones del trabajo, del derecho laboral o del derecho constitucional de destacada trayectoria.” 

No pueden integrar la Comisión: “los legisladores nacionales, provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y quienes ocupen otros cargos públicos electivos y aquellas personas que ejerzan cargos electivos de dirección o conducción en partidos políticos, en asociaciones sindicales o en organizaciones de empleadores” (art. 4º). 

           La Comisión de Garantías ha tenido ya  dos intervenciones:

La primera, correspondiente al conflicto colectivo que se ventiló en la Provincia de Mendoza y que involucró a la Asociación Mendocina de los Profesionales de la Salud. 

La segunda intervención, se trata de un conflicto colectivo que involucra a la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur y a la Asociación de Trabajadores del Estado –ATE-. 

Se adjunta como ANEXO la Resolución ST Nº 1747 de la Secretaria de Trabajo del 10 de noviembre del 2010 y Dictamen de la Comisión de Garantías referente al caso de marras y la Resolución ST Nº 1282 de la Secretaría de Trabajo del 27 de septiembre de 2011; Acta de la Reunión de la Comisión de  Garantías del 5 de octubre del 2011.



Artículo 9
El derecho a la seguridad social



-Estimación de asalariados sin seguridad social 



-Medidas para extender la seguridad social

Antes de comenzar el desarrollo del derecho a la seguridad social, se  informa que se incluyeron en el ANEXO datos actualizados sobre beneficios jubilatorios y pensiones, entre otros, proporcionados por la Secretaría de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación.

· Estimación de asalariados sin Seguridad Social

En nuestro país varias de las prestaciones de la seguridad social se han extendido y ahora no sólo llegan a los a los asalariados registrados, sino que también alcanzan también a aquellos trabajadores que no están registrados. Las asignaciones familiares fueron extendidas a todos los trabajadores a través de la Asignación Universal por Hijo y por Embarazo. Asimismo el sistema de salud Argentino cubre a todos los trabajadores dado que es universal.

En función de los datos obtenidos para diciembre de 2010 del Boletín Estadístico Laboral (BEL) y Boletín Estadístico de la Seguridad Social (BESS), se realizó una estimación de asalariados que no son alcanzados por todas las prestaciones la seguridad social (asalariados no registrados).

	DATOS A DICIMEBRE DE 2010

	ASALARIADOS REGISTRADOS (millones)
	11.701
	Fuente: BEL

	ASALARIADOS NO REGISTRADOS (millones)
	3.586
	Fuente: BEL y BESS


Para calcular los Asalariados Registrados se sumaron los conceptos de “Ocupados – Sector Público” y “Asalariados – Sector Privado” del BEL. Para estimar los Asalariados No Registrados” se sumaron los conceptos de “Asalariados – Sector Privado – No Registrados” y “Asalariados – Sector Privado – Servicio Doméstico” indicados en el BEL y se restaron los aportantes por Servicio Doméstico informados en el BESS.

· Medidas para extender la Seguridad Social:

Durante los últimos 2 años, es decir desde que el III Informe Argentino al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales fue escrito, se han tomado diversas medidas que buscaron extender la seguridad social a toda la población, entre ellas podemos destacar:

· Asignación Universal por Hijo para Protección Social

La Asignación Universal por Hijo para Protección Social –establecida por decreto 1602/2009- es una política de transferencia de ingresos ejecutada por el Poder Ejecutivo de la Nación destinada a los niños y niñas de familias cuyos adultos se encuentran en el mercado informal o desempleados, que no reciben otro beneficio social, y tienen hasta un máximo de cinco niños. Se trata de una  iniciativa del gobierno nacional, implementada por la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES), que beneficia actualmente a más de 3,5 millones de niños.

El otorgamiento de la Asignación Universal por Hijo para la Protección Social se somete a requisitos que deberán acreditarse para garantizar la universalidad y a la vez, preservar la transparencia, condicionándolo al cumplimiento de distintos controles entre los que se destacan los sanitarios y la concurrencia al sistema público de enseñanza.

Por su parte, el Estado debe prever normas para la implementación y el control para el pago de las prestaciones, que deben tener como objetivo, mantener una regularidad en la asignación de recursos, para que estos tengan efectos en el territorio nacional.

Como se ha destacado, una medida de tal naturaleza tiene una indudable relevancia en cuanto significa más recursos para los sectores más postergados, por lo que las personas que lo reciban deben demostrar una conducta regular respecto de su asiento en el país y con características definitivas.

Las normas establecen que para acceder a la Asignación Universal por Hijo para Protección Social, el titular y el niño, adolescente y/o persona discapacitada deberán residir en la república Argentina, ser argentinos, nativos o naturalizados, o con residencia legal en el país (extranjeros) no inferior a tres años previos a la solicitud.

Resta aclarar que esta asignación, no responde a los esquemas de asistencia social, sino que es un régimen de la seguridad social, y como tal da cobertura a una contingencia social determinada.

En ese ámbito, es que se le exige al extranjero una regularidad en la residencia, toda vez que la política pública implementada está orientada a satisfacer las necesidades de los niños que habitan en el territorio nacional, teniendo como objetivo dar cobertura a los grupos vulnerables radicados en el país.

Desde su implementación, en octubre de 2009, sus resultados han sido muy positivos. Así, tanto la matriculación en la enseñanza preescolar y la escuela primaria y secundaria como el cumplimiento del programa de vacunación y los controles de salud materno-infantil (Programa Nacer) han aumentado significativamente desde 2008, en ambos casos, en virtud de los requisitos de la Asignación Universal por Hijo (presentación del certificado de asistencia escolar y del certificado de vacunación).

· Asignación Universal por Embarazo para Protección Social

La Asignación Universal por Embarazo para Protección Social –establecida por decreto 446/2011- es una prestación monetaria, no retributiva, que se abona en forma mensual a la mujer embarazada desde la semana 12 de gestación hasta el nacimiento o interrupción del embarazo. Se trata de una prestación destinada a las embarazadas que estén “desocupadas o sean trabajadoras de temporada que se encuentren declaradas con “reserva de puesto” o bien sean monotributistas, o se desempeñen en la economía informal o en el servicio doméstico percibiendo, en estos dos últimos casos, una suma de dinero igual o inferior al Salario Mínimo, Vital y Móvil”. Se exige a la embarazada realizarse los controles que establece el Plan Nacer. Al igual que la Asignación Universal por Hijo para Protección Social, es una iniciativa del gobierno nacional que se puso en marcha el 1 de marzo de 2011 y que está destinada a cubrir el “cuidado durante el embarazo”. 

Por otro lado, cabe destacar que se desarrolla una mesa de trabajo sobre “adecuación normativa, acceso a derechos y lucha contra la xenofobia”  junto al Centro de Derechos Humanos de la Universidad Nacional de Lanús  y  UNICEF Argentina sobre la niñez migrante e hija de migrantes. Se trata de un ámbito en el que se discute junto a otros organismos del Estado y organizaciones de la sociedad civil sobre la necesidad de realizar modificaciones a normas que establecen prestaciones de la seguridad social para garantizar el acceso igualitario de las mismas a las personas migrantes.  

· Convenios de Corresponsabilidad Social:

Mediante la Ley N° 26.377 se dicta un nuevo régimen de Convenios de Corresponsabilidad Gremial. Estos convenios son acuerdo suscriptos entre asociaciones de trabajadores con personería gremial y empresarios de la actividad rural, que tienen por finalidad el acceso a la cobertura de los diferentes subsistemas de la seguridad social para el trabajador y su familia.

Existen en la actualidad 2 proyectos que cuentan con media sanción del Congreso Nacional que también buscan extender la seguridad social, el primero de ellos vinculado a los trabajadores de casas particulares y el segundo al régimen diferencial del trabajador rural. 

· Pueblos originarios

Con respecto a las medidas adoptadas para extender la seguridad social a los grupos más desfavorecidos y marginados, en particular los miembros de las comunidades indígenas, cabe especificar –preliminarmente- que no hay régimen diferenciado o particular en lo que respecta a Seguridad Social destinado a miembros de Pueblos o Comunidades Indígenas, debiendo atenerse en esta cuestión a lo legislado a nivel general. 

Con el objeto de extender los derechos de la seguridad social a aquella porción de la población que la fecha no había accedido a los mismos, y en el marco de políticas nacionales de índole general, los miembros de Comunidades y Pueblos Indígenas del país se encuentran incluidos entre aquel segmento de la ciudadanía que accedió en los últimos tiempos a beneficios como:

· La Asignación Universal por Hijo para Protección Social (Decreto N° 1602/09), Programa dependiente de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES).

· La posibilidad de ingresar en una categoría tributaria permanente, creada con el objeto de facilitar y promover la incorporación a la economía formal de aquellas personas en situación de vulnerabilidad que han estado históricamente excluidas de los sistemas impositivos y de los circuitos económicos. 

· La posibilidad de acceder a Pensiones no Contributivas, destinadas a promover el acceso a derechos de personas y familias en situación de vulnerabilidad social mediante la asignación de pensiones que no requieren de aportes para su otorgamiento. El Programa de Pensiones no Contributivas contempla tres tipos de pensiones (en todos los casos, los titulares de este derecho cuentan con cobertura médica integral administrada por el Programa Federal de Salud-PROFE- dependiente del Ministerio de Salud de la Nación), a saber: Pensiones a la vejez, por invalidez y a madres de 7 o más hijos, Pensiones graciables y Pensiones por Leyes Especiales. 

· A partir del reconocimiento de sus actividades y de su inclusión como contribuyentes, trabajadoras y trabajadores están en condiciones de emitir facturas oficiales, acceder a las prestaciones de las obras sociales del Sistema Nacional de Salud tanto para sí como para sus familias, y realizar aportes jubilatorios
.  

· La posibilidad de acceder a beneficios y derechos ya existentes, pero a los que no podían adherirse a raíz de la falta de Documento Nacional de Identidad, lo que fue subsanado mediante las campañas de documentación desarrolladas entre los años 2010 y 2011.  



Artículo 10
Protección de la familia, las madres y los niños





-Prevención del trabajo forzoso. 



-Información sobre lucha contra la explotación infantil.



-Información sobre lucha contra la trata de personas.



-Información sobre niños en situación de calle. 



· Cuerpo normativo de protección 

La República Argentina posee un cúmulo de leyes específicas para garantizar el ejercicio de los derechos y que ha permitido un avance normativo en varias materias, entre las que cabe citar las siguientes:

En primer lugar, en el año 2004 fue sancionada la ley N° 25.871 de Migraciones. Esta ley, obliga al Estado a asegurar en todas sus jurisdicciones, el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social.
Asimismo, es de suma importancia que esta ley tipifica el tráfico ilegal de personas entendido como la acción de realizar, promover o facilitar el cruce ilegal de personas por límites fronterizos nacionales con el fin de obtener directa o indirectamente un beneficio.

Por otro lado, en el año 2005 se sancionó la Ley  N° 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes que, en línea con la Convención de los Derechos del Niño, pone énfasis en la consideración del niño y la niña como sujetos plenos de derecho. Esta Ley inauguró una nueva etapa del accionar del poder público con respecto a la infancia, en concordancia con la Convención sobre los Derechos del Niño. Esta trascendente reformulación conceptual e institucional, ha exigido adecuar las estructuras públicas de protección de los derechos de los niños y niñas, tanto a nivel nacional como provincial, ejecutando políticas públicas que respondan a la concepción del niño como sujeto de derechos. 

El Sistema de Protección Integral de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, reúne a todos aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y municipal, destinados a la promoción, prevención, asistencia, protección, resguardo y restablecimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes, y establece los medios a través de los cuales se asegura. 

La Ley en su artículo 25 establece que “los Organismos del Estado deben garantizar el derecho de las personas adolescentes a la educación y reconocer su derecho a trabajar con las restricciones que imponen la legislación vigente y los Convenios Internacionales sobre erradicación del trabajo infantil, debiendo ejercer la inspección del trabajo contra la explotación laboral de las niñas, niños y adolescentes. Este derecho podrá limitarse solamente cuando la actividad laboral importe riesgo, peligro para el desarrollo, la salud física, mental o emocional de los adolescentes. Los Organismos del Estado, la sociedad y en particular las organizaciones sindicales coordinarán sus esfuerzos para erradicar el trabajo infantil y limitar toda forma de trabajo legalmente autorizada cuando impidan o afecten su proceso evolutivo”.
Por su parte, el artículo 26 garantiza el derecho de los adolescentes a obtener los beneficios de la Seguridad Social.  

La Argentina ratificó la Convención de los Derechos del Niño, la cual tiene jerarquía constitucional a partir de la reforma constitucional del año 1994 (art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional). A su vez ratificó en 1996 el Convenio Nº 138, sobre la edad mínima de admisión al empleo, y en 2001, el Convenio Nº 182, sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación, ambos de la Organización Internacional del Trabajo, a los cuales, a partir de la reforma constitucional del año 1994, se les reconoce jerarquía superior a las leyes.

Cabe mencionar también que el Estado nacional ha ratificado la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus dos Protocolos: el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños (Protocolo de Palermo), y el Protocolo contra el Tráfico de Migrantes por Tierra Mar y Aire.

Es importante destacar también la sanción en diciembre de 2006 de la Ley Nº 26.206 de Educación Nacional que, entre otras reformas sustantivas, da cumplimiento a trece años de educación obligatoria. Cabe señalar que esta ley fue complementada con la Ley de Financiamiento Educativo, que destina un alto porcentaje de presupuesto nacional. 

Asimismo, con la sanción de la Ley N° 26.485 de Protección Integral a las Mujeres, para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, desde la perspectiva de género, se desarrollan desde el Consejo de la Mujer estrategias para el abordaje comunitario, haciendo especialmente hincapié en la importancia de la difusión de la Ley y del trabajo en red de los diferentes actores sociales intervinientes, fortaleciendo de esta manera a las comunidades para la prevención de situaciones de explotación sexual y trata de personas.

También fue de gran importancia la sanción en el año 2008 de la Ley Nº 26.364 de Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a las Víctimas que tipifica el delito y establece mecanismos para la prevención y sanción de quienes lo cometan, y establece los derechos de las víctimas al implementar medidas para la asistencia. 

Esta ley significa un gran avance en materia de adecuación de la legislación interna a la normativa internacional de derechos humanos, y específicamente contribuye al cumplimiento de aspectos del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía.

El Estado, como principal garante de derechos, tiene la responsabilidad de generar de esta manera, estándares mínimos de procedimiento para prevenir, asistir y evitar la re victimización de quienes han resultado vulnerados en sus derechos, entre ellos las niñas y los niños víctimas de explotación sexual infantil y la trata de personas. 

La ley N° 26.364 tipifica las figuras relativas al delito de trata de personas de acuerdo a lo establecido en el Protocolo de Palermo, introduciendo al Título V relativo a los delitos contra la libertad del Código Penal de la Nación la tipificación del delito de trata de mayores y de menores dieciocho (18) años.

En esta ley se tipifica de manera explícita la trata como delito federal al incluir como modificación al Código Procesal Penal de la Nación entre las competencias del juez federal el conocer en los casos de ofrecimiento, captación, transporte y/o traslado -ya sea dentro del país, desde o hacia el exterior-, acogida o recepción de personas menores de dieciocho años de edad, con fines de explotación toda vez que frecuentemente el modus operandi de estos delitos abarcan varias jurisdicciones.

Asimismo considera a las víctimas de trata como sujetos no punibles por la comisión de cualquier delito que sea resultado directo de haber sido objeto de trata, especialmente a lo que hace referencia a su condición migratoria. 

La ley realiza una enumeración de los derechos que gozan las personas víctimas de trata, prohíbe su alojamiento en cárceles o en establecimientos penitenciarios, obliga a los representantes diplomáticos y consulares de la Nación en el extranjero a proveer asistencia a los ciudadanos argentinos que resultaren víctimas de este delito a fin de facilitar su retorno al país, si así lo pidieren e incorpora al Código Penal de la Nación este delito con penas privativas de la libertad.
Es importante también la ley N° 26.388, sancionada en junio de 2008, que tipifica como delitos, entre otros, la producción, la financiación, el ofrecimiento, la comercialización, la publicación, la facilitación, la distribución o la divulgación de la pornografía infantil.

Asimismo, es dable señalar el decreto Nº 936/11, que promueve la erradicación de la difusión de mensajes e imágenes que estimulen o fomenten la explotación sexual, en el marco de la lucha contra la trata de mujeres y en congruencia con las leyes 24632; 26364 y 26485.

Recientemente y sobre el tema de la referencia, el Ministerio de Seguridad de la Nación afirmó que el combate del delito de Trata de Personas es una "política de Estado" por lo cual dispuso unificar la información de los distintos organismos de seguridad, para un abordaje integral y completo de la problemática, que posibilite una nueva política criminal. La ministra de Seguridad, Nilda Garré, dispuso la creación del Sistema Integrado de Información Criminal del Delito de Trata de Personas (SisTrata), por Resolución 848/2011, publicada hoy en el Boletín Oficial, en la que destaca que es una política del estado nacional la prevención de esta problemática.


Precisa que el Sistema será administrado por el área de Política Criminal del Ministerio y estará conformado con bases de datos consolidadas de manera sistemática y uniforme, que contendrán información cuantitativa y cualitativa que deberá recabarse por parte de la Policía Federal, Prefectura Naval, Gendarmería y Policía de Seguridad Aeroportuaria, ante la posible comisión del delito de trata de personas y los ilícitos conexos.


Pone de relieve que es una política de Estado la protección de sus víctimas y la persecución de los autores de la Trata y destaca que a fin de cumplir con las obligaciones legales asumidas se requiere de herramientas idóneas para responder a las crecientes demandas de nuestra sociedad que reclama por mejores políticas coordinadas. Asimismo, aprobó mediante Resolución 742/2011 el Protocolo de Actuación de las Fuerzas Federales para el Rescate de Víctimas  de trata de Personas, estableciendo recaudos legales y técnicos que las Fuerzas Federales deben observar frente a la planificación del procedimiento que será dispuesto por el Juez/Fiscal interviniente.

· Recursos para los Niños, Niñas y Adolescentes

Junto a la sanción de leyes específicas, el Estado Nacional ha realizado un importante y sostenido avance en la inversión destinada a las políticas de niñez, adolescencia y familia. Dicha orientación presupuestaria ha sido reconocida recientemente por el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas
. Hasta la implementación de la Ley N° 26.061, el presupuesto del ex Consejo de Niñez, Adolescencia y Familia se encontraba vinculado principalmente con la asistencia directa en instituciones propias. De este modo, la mayor parte de sus acciones eran ejecutadas en el ámbito territorial correspondiente a la provincia de Buenos Aires y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dado que las instituciones propias se encontraban ubicadas en dichas jurisdicciones.

En el siguiente cuadro se detalla la inversión dirigida a garantizar los derechos de niñas y niños que ha ido avanzando año a año. Desde el año 2003 se acumula una expansión de casi $20.000 millones, pasando de representar un 1.9 a 2.5 del producto bruto interno nacional. 

Gasto Público Social Nacional dirigido a la Niñez, 2002-2009

[image: image12.emf]Año

En millones 

de $

En $ por niño

En % del 

GPTN

En % del 

GPSN

En % del PIB

2002 5.186,6            423,4               10,1                 15,1                 1,7                  

2003 7.048,2            575,6               10,8                 16,6                 1,9                  

2004 8.953,8            731,4               11,9                 17,5                 2,0                  

2005 11.132,5          909,6               11,1                 17,9                 2,1                  

2006 13.782,8          1.126,2            11,2                 17,5                 2,1                  

2007 17.998,2          1.470,8            10,8                 17,3                 2,2                  

2008 21.930,7          1.792,3            9,7                   16,2                 2,1                  

2009* 27.912,8          2.281,5            9,9                   15,9                 2,5                  


(*) Ejecución provisoria.

Fuente: Dirección de Análisis de Gasto Público y Programas Sociales. Ministerio de Economía y Finanzas Públicas.

· Condiciones de vida de niñas, niños y adolescentes

La inversión y la sanción de leyes para la protección de los derechos han repercutido en las condiciones de vida de niñas, niños y adolescentes. La reconstrucción de un país inclusivo con generación de empleo, en conjunto con un marco normativo específico y políticas dirigidas a reconstruir el tejido social, a la construcción de ciudadanía, han tenido un correlato en el combate a la pobreza, en la población en general y de manera particular en la población menor de 18 años. 

A continuación se presentan dos gráficos que dan cuenta de este proceso indicando la fuerte caída de los niveles de pobreza e indigencia en las niñas y niños.   

Población de 0-17 años bajo línea de pobreza según región geográfica
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Población de 0-17 años bajo línea de Indigencia según región geográfica. 
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Fuente: Elaboración propia en base a datos de Encuesta Permanente de Hogares
 (INDEC) 

Para los años 2003 y 2006 2° Semestre. Para el año 2010, segundo semestre 

Como se puede apreciar se ha logrado una importante baja tanto en la tasa de pobreza como en la indigencia referida a niñas y niños. Desde el año 2003 a la fecha se ha logrado sacar de la pobreza a más de 3.000.000 millones de niñas y niños y a más de 1.700.000 millones de la indigencia. 

· Información sobre lucha contra la explotación sexual infantil.

· Evolución de las políticas de protección de derechos para niñas, niños y adolescentes contra la explotación sexual infantil y la trata de personas

En Argentina, en particular en los 25 años anteriores al fin de siglo, se impusieron procesos económicos y sociales que llevaron a gran parte de la población a situaciones de exclusión y vulnerabilidad social, constituyéndose un campo propicio para el crecimiento y desarrollo de la explotación sexual infantil y la trata de personas, entre otras vulneraciones de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

El efectivo acceso de la niñez y la adolescencia al ejercicio de sus derechos está estrechamente vinculado al acceso del conjunto de la población a los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, sobre los que ha habido importantes avances en los últimos años en este sentido, tal y como se comunicara en el Informe presentado en 2009.

Construir, desde las políticas públicas, una sociedad con índices más elevados de inclusión y seguridad social, es la plataforma que permite ganar en eficacia, eficiencia y efectividad en la implementación de planes y programas para la prevención, persecución del delito y la asistencia tanto de la trata de personas como de la explotación sexual infantil. 

La generación e implementación de políticas públicas activas orientadas a los fines antes señalados, ha sido el eje fundamental e indispensable que se ha adoptado en los últimos años para el abordaje de esta temática. En ese sentido, los objetivos han sido:

1. Consolidar los sistemas de protección y promoción de derechos a nivel nacional, provincial y municipal, en particular el desarrollo de los servicios locales de protección
.
2. Fortalecer e instalar políticas públicas activas (procedimientos, servicios, redes, protocolos, etc.) de protección contra toda forma de explotación sexual y laboral.

3. Promover instancias educativas y de reflexión sobre la diversidad cultural y el cuidado del cuerpo.

4. Fortalecer las capacidades personales, familiares y comunitarias para la restitución y exigibilidad de los derechos, en especial en los sectores más vulnerables, mediante un abordaje integral.

5. Generar y facilitar las condiciones para la participación de los niños, niñas y adolescentes en espacios de la vida social, cultural, institucional, científica, recreativa y deportiva.

6. Garantizar la restitución familiar en un marco de retorno voluntario y asistido de los niños, niñas y adolescentes víctimas de situaciones de explotación sexual y/o trata.

7. Garantizar el derecho a la identidad mediante el otorgamiento de la documentación correspondiente. Y en los casos de trata internacional, para la regularización de la residencia temporal o para realizar el retorno a su país de origen en forma rápida y gratuita. 

8. Promover el desarrollo de políticas públicas activas y de integración regional, a nivel MERCOSUR y Estados Asociados, para el abordaje integral y transversal de las políticas dirigidas a la niñez y la adolescencia, respetando particularidades históricas, políticas y culturales.

Es así como consideramos que la mejor prevención para reducir el alcance de la trata y la explotación sexual pasa por el acceso de los niños y niñas y sus familias a los derechos básicos; por el intermedio de las políticas públicas de alcance masivo o universal, diseñadas con enfoque de género, generacional, de derechos humanos y territorial; por el respeto de las identidades culturales; y por la necesidad de abordar la temática, dada su diversidad, como condicionada por múltiples variables.

Por ello, amén de la función preventiva de las políticas sociales, de protección familiar, educativas o de salud pública, debe existir una adecuada política que permita limitar el accionar de individuos, grupos o redes que se dedican a la comisión de este tipo de ilícitos.

Lo cierto es que, aún en un escenario como el actual, en el que se vienen mejorando las acciones de promoción y acceso a derechos y de persecución penal de los delitos relacionados con la trata y la explotación sexual, los diferentes actores gubernamentales deben estar siempre preparados para la atención de las víctimas en forma articulada.

Las estrategias que se vienen desarrollando desde la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia -que se presentan como un marco operativo para la intervención en situaciones de explotación sexual infantil y trata de personas- y cuya flexibilidad permite la adecuación a las características particulares de cada jurisdicción, reconocen como principios articuladores los siguientes:

1) La asistencia debe ser integral, interdisciplinaria e interinstitucional.

2) El trabajo articulado en red es una estrategia óptima para brindar una asistencia efectiva a las víctimas.

Debe tenerse especialmente en cuenta que los derechos vulnerados en dichas situaciones son múltiples, entre ellos el derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la dignidad, a la integridad física y psicológica, a la salud, a la seguridad personal y a la identidad. Es importante destacar que, como en todo fenómeno complejo y multicausal, se impone un abordaje desde una perspectiva integral. 

Para garantizar la efectiva persecución penal sin revictimizar a las niñas, niños y adolescentes, se han establecido estándares mínimos denominados “Procedimientos amigos de los niños”. Los mismos tienen en cuenta la necesidad de que los profesionales, técnicos u operadores que intervengan en estos procesos adquieran ciertas habilidades que los hagan capaces de comprender las necesidades especiales de estas niñas, niños y adolescentes, tener empatía con los mismos y comprender los principios que rigen en materia de niñez en el derecho internacional de los derechos humanos. 

La asistencia a las víctimas implementada en la Argentina asegura el restablecimiento y ejercicio de los derechos de las mismas por medio de la implementación de estrategias integrales que involucren varias áreas: la médica, psicológica, social, jurídica, educativa y de generación de ingresos.

· Acciones para la Prevención

Tanto la prevención de la explotación sexual infantil, la compra-venta de niños y la trata de personas, como la asistencia a las víctimas de estos delitos, se llevan a cabo mediante la presencia de diferentes e integrales acciones del Estado. 

Desde nuestra perspectiva, el desarrollo de acciones de fortalecimiento a las familias, de acciones de capacitación, participación y construcción de sentido colectivo, son la base para la prevención de toda problemática social. 

Con esta premisa se generan diferentes estrategias en todo el territorio. Se ha promovido la construcción de más de 600 Centros Integradores Comunitarios, se implementa el Plan Ahí en lugares de difícil acceso y se desarrollan numerosas iniciativas específicas para niñas, niños y adolescentes. Todas constituyen políticas sociales que tienen en cuenta la construcción de metodologías de trabajo integrales, la equidad territorial, y la promoción de la organización y participación comunitaria. 

Sin dudas, la inclusión de jóvenes en el mundo del empleo y la capacitación, generando espacios para su participación, fortalece sus capacidades. Por ello, desde el Ministerio de Desarrollo Social implementamos políticas específicas destinadas a ellos. 

Podemos citar el Programa de Inclusión Social con Trabajo -Argentina Trabaja- de promoción del empleo para la inclusión social, la promoción de la producción, la recuperación de la cultura del trabajo y el empleo digno, y la generación de ingreso genuino para las familias. En lo que respecta a las personas que forman parte de las cooperativas del programa de inclusión social con trabajo, la mitad de los cooperativistas en todo el territorio nacional tienen menos de 30 años de edad. 

En cuanto a la participación, desde la Secretaría Nacional de Niñez se ejecuta el Programa Nacional para Adolescentes “Nuestro Lugar”. Este Programa convoca a participar a adolescentes entre los 14 y 18 años, organizados en grupos y en torno a una propuesta colectiva. Hay más de 53.000 adolescentes movilizados con esta propuesta. Se han realizados dos convocatorias, la primera durante el año 2009, se recibieron 1.754 proyectos de todo el país. En el transcurso del año 2010, se realizó una segunda convocatoria que contó con 1800 proyectos presentados. 

Desde la Dirección Nacional de Juventud se financian proyectos específicos de capacitación de oficios, proyectos productivos y socio comunitarios, con un total de destinatarios indirectos de 1.831.944, entre los 18 y los 25 años.

Acciones concretas frente a la vulneración de derechos. 

En el año 2006 se creó el Área para la Prevención de la Explotación Sexual Infantil en la órbita de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia. Dicha área realiza acciones de asistencia técnica, asistencia a víctimas de trata de personas, capacitación, jornadas de intercambio, congresos en ciudades gemelas, articulación con organismos gubernamentales, elaboración de documentos y campañas de difusión y sensibilización masiva sobre el tema. 

Asistencia Técnica 

Realiza asistencias técnicas en las distintas provincias del país, con la participación de equipos técnicos de las áreas de niñez provincial y municipal, otros ministerios, fuerzas de seguridad, migraciones y poder judicial. El resultado ha sido la conformación de áreas especializadas para la atención, y la participación activa de los actores convocados, de manera de privilegiar las capacidades instaladas en el territorio. 

Capacitaciones 

Las capacitaciones, destinadas a organismos gubernamentales, actores claves, estudiantes universitarios y secundarios, fuerzas de seguridad, organizaciones de la sociedad civil, poder judicial, se realizan a fin de entender en la temática tanto para la asistencia como para la prevención. Se han realizado convenios con Universidades Nacionales en todo el territorio para la capacitación trabajadoras y trabajadores de organismos de protección local de derechos para fortalecer las capacidades y la formación específica. La participación de actores gubernamentales y no gubernamentales en el proceso ha potenciado las redes sociales existentes para la prevención tanto de la explotación sexual como de la trata de personas. 

Una mención especial merece la participación de los jóvenes en estas actividades, en las que incorporaron nuevas herramientas de comunicación como internet, grafitis, mensajes de texto y otras, de manera de poder generar vías de información desprovistas de tabúes o de la distancia con la que la realizan los adultos. 

Campañas de difusión en territorios difíciles 

A través de agentes en el territorio, se elaboró material gráfico para Triple Frontera aprobado por el Grupo de Trabajo MERCOSUR Social, y realizado en español, portugués y guaraní. Asimismo se implementó la difusión de la temática con material gráfico para las ciudades gemelas La Quiaca-Villazón, también confeccionado en español, quechua y aymará. Los mismos se han distribuido en las zonas de frontera, especialmente en los puentes, oficinas de migraciones y lugares de tránsito de las ciudades implicadas. 

Estamos realizando un fuerte campaña de prevención y sensibilización. En el año 2010, se llevo a cabo un convenio entre la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, la Secretaría de Transporte de la Nación y UNICEF Argentina para la difusión de spots y afiches promoviendo el compromiso de todos ante está problemática, que se emiten en las estaciones de subtes y trenes, terminales de ómnibus, aeropuertos nacionales e internacionales de nuestro país, y se han remitido a los representantes provinciales del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia para su reproducción en todo el territorio. 

Elaboración de Documentación y Protocolos Estandarizados 

Se han elaborado Protocolos de Asistencia, Acción, Articulación y Procedimiento, con la activa participación de las autoridades de las 23 provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a través del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, en el camino de solidificar un Sistema Nacional de Asistencia de Explotación Sexual Infantil y Trata de Personas para niños, niñas y adolescentes. En particular, y en ocasión de la VII Reunión del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, se aprobaron las Directrices para la Aplicación del Protocolo de Asistencia a Personas Víctimas de Explotación Sexual Infantil y la Trata de Personas, que tiene como objetivo la implementación de estrategias integrales y coordinadas de asistencia a las víctimas de explotación sexual y trata de personas y cuya flexibilidad permite su adecuación a las características particulares de cada jurisdicción. El protocolo fue publicado en el Boletín Oficial de la República Argentina N° 31.561 del 29 de diciembre de 2008 y presentado en la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en materia de Trata de Personas, de la Comisión de Seguridad Hemisférica del Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos, realizada en marzo de 2009. 

El protocolo está orientado para que el abordaje posibilite “hacer surgir allí un Sujeto”. Es el pasaje de haber sido un “objeto” de reclutamiento, de traslado, de intercambio y de explotación a volver a ser protagonista de su vida, de su historia, de sus lazos afectivos y de su lugar como ciudadano. 

· Herramientas para la intervención y asistencia de personas sujetas a la explotación y la trata de personas

Asistencia a víctimas

Principios básicos o directrices en las intervenciones

1. Respeto a los derechos humanos. El principio fundamental de la asistencia a las víctimas es el respeto por los derechos humanos, entendidos como fundamentales para la dignidad, la integridad y el desarrollo pleno de la persona. Por lo tanto, ningún proceso, procedimiento o actividad durante cualquier momento de la asistencia puede vulnerar los derechos de las mismas.

2. No discriminación. No discriminar a ninguna persona en razón del sexo, edad, etnia, clase social, país de origen, preferencia sexual, tipo de ocupación o condición de salud.

3. Información a las víctimas sobre sus derechos y el proceso de asistencia. Durante las etapas de la asistencia se brindará a las víctimas información sobre sus derechos y las diferentes alternativas de ayuda o acompañamiento. La información que se les brinde debe estar en su idioma, en un lenguaje adecuado, sencillo y comprensible, no creando falsas expectativas. En caso de ser necesario se le facilitará un intérprete.

Asimismo, si la víctima decide iniciar acciones legales contra los tratantes/explotadores, se le deberá brindar información respecto a los procedimientos, alcances e implicaciones de interponer dicha acción.

4. Consentimiento informado. Asegurar que los servicios, acciones y/o procedimientos se realicen a través del consentimiento informado.

Además, brindar información completa y precisa sobre los beneficios e implicaciones de los procedimientos o servicios a los cuales pueden acceder las personas para facilitar el proceso de elección y velar por que sean ellas mismas quienes decidan autónomamente el tipo de asistencia que más reconozca sus necesidades e intereses.

Cuando la víctima es menor de edad, el consentimiento informado lo debe dar su representante legal o, en su defecto, la autoridad judicial correspondiente. Sin perjuicio de ello, se le debe explicar el tipo de servicio que va a recibir y tener en cuenta su opinión. En aquellas jurisdicciones que se encuentre establecido que el niño, niña o adolescente puede prestar el consentimiento por sí, teniendo en cuenta su grado de autonomía, se aplicará la regla que priorice el interés superior de niño. 

5. Confidencialidad y derecho a la privacidad. Los profesionales y operadores actuantes deben salvaguardar la reserva de la identidad de las víctimas y la información resultante de entrevistas, historias clínicas y toda otra documentación que surja como consecuencia de la asistencia. Las normas administrativas de los organismos intervinientes deben adecuarse para garantizar dicha confidencialidad.

Los diferentes medios masivos de comunicación (televisión, prensa, radio, Internet), así como estudios e investigaciones sobre la problemática de la explotación sexual infantil y la trata de personas, deben respetar la privacidad de las víctimas y no revelar ningún dato que permita identificarlas. Entre los datos que no deben ser revelados no sólo deben incluirse los nombres y las imágenes de las personas afectadas, sino también los de sus familiares, lugares de estudio o trabajo o domicilios particulares.

6. Seguridad y protección. Debido al tipo de organizaciones criminales que están involucradas en estos casos, se deben garantizar mecanismos efectivos para la seguridad y la protección de la víctima, ya que puede correr peligro su vida o la de su familia. Si ese fuera el caso, las víctimas que han prestado testimonio deben recibir información sobre la posibilidad de acceso a programas de protección de testigos en las condiciones previstas en la Ley 25.764.

Es indispensable para esta tarea que los organismos pertinentes coordinen acciones de cooperación previas al retorno de las víctimas a fin de garantizar su protección.

7. Evitar un daño mayor. Este lineamiento apunta a evitar la revictimización, que suele producirse cuando las instituciones del Estado, sus representantes o quien preste servicios, a través de omisiones, acciones directas o un trato discriminatorio, vuelven a vulnerar sus derechos, obrando en contradicción al mandato de proteger, respetar y garantizar los derechos humanos.

8. Asistencia individualizada. En la definición del plan de trabajo que se adoptará en cada etapa de la asistencia, se considerará las necesidades específicas de cada persona para definir las acciones y procedimientos más adecuados. Se tendrá en cuenta: el sexo, la edad, el nivel socioeconómico, la preferencia sexual, el tipo de explotación al que ha sido sometida, las condiciones específicas de salud, la existencia o no de redes familiares y sociales de apoyo y su opinión, entre otras.

La asistencia psicológica, social y legal prestada a las personas debe promover el fortalecimiento de su autonomía y su empoderamiento. 

9. Trato justo y acceso a la Justicia. Garantizar que las víctimas tengan acceso a la Justicia con el fin de restituir y reparar sus derechos vulnerados, sin ninguna discriminación.

10. Derecho a la asistencia jurídica. Deberá brindarse asistencia jurídica en los procesos judiciales en los que la víctima participe como testigo y en aquellos procesos penales o civiles que la persona decida promover. En los procesos judiciales y administrativos en los que se investiguen delitos sexuales o se adopten medidas de protección a las víctimas, todo niño, niña o adolescentes tiene derecho a: 

· Ser oído y a que se tenga en cuenta su opinión.

· La protección de su identidad e intimidad.  

· Contar con asesoramiento jurídico y con un defensor que lo patrocine.

· Prestar testimonio en condiciones especiales de protección.  

· En caso de pericias sobre su cuerpo, debe garantizarse que esté acompañado por una persona de su confianza y que las mismas se realicen una sola vez por profesionales especializados.

11. Permanencia en el país de destino y estatuto de residencia. Los países de destino, en el caso de trata de personas, deberán respetar los derechos de las víctimas. Asimismo se les brindará a las personas toda la información necesaria, a través de los organismos pertinentes, a fin de que accedan a la posibilidad de solicitar un permiso de residencia (temporal o permanente). 

· Protocolo Nacional de Asistencia a Víctimas de Trata y Explotación Sexual 

Asistencia Integral 

Esta primera etapa consiste en la asistencia, el apoyo y la protección brindada a la víctima desde el momento en que se conoce el caso hasta cuando se logra la restitución del derecho vulnerado.

La asistencia debe ser integral basada en el enfoque de derechos y fruto de un esfuerzo y acuerdo interinstitucional. A fin de obtener esta asistencia integral, es necesario contar con un sistema de urgencias disponible las 24 horas y los 365 días del año y un dispositivo de atención permanente que cubra, entre otras, las necesidades que se enumerarán a continuación:

• Alojamiento: se debe brindar un espacio físico contenedor que proteja la seguridad e intimidad de la víctima. El mismo debe contar con la provisión de alimentos, vestimenta adecuada, elementos de higiene, ropa de cama, lugar de descanso y todo otro componente que sea necesario para cubrir las necesidades que conlleva el albergue de las personas. Además debe encontrarse disponible para su uso en forma permanente y con personal técnico y profesional para la asistencia.

• Asistencia médica: incluye una valoración general del estado de salud y la atención de urgencia si existe alguna situación aguda que pueda poner en peligro a la victima. La asistencia médica tiene que lograr la estabilización de la salud física de la persona y, en caso de que vaya a retornar, se debe garantizar que la persona esté en condiciones óptimas para realizar el viaje a su país de origen.

Esta asistencia se brindará desde el comienzo de la intervención de las áreas concernidas al igual que en el lugar de alojamiento. Se debe contar con personal médico y sanitario idóneo en la temática.

• Atención psicológica: atención Individualizada, teniendo en cuenta las particularidades y singularidades de cada caso. Escuchar aquello que la víctima desee relatar, para dar lugar a que en sus propias palabras se pueda encontrar la determinación de la situación a la que ha llegado.

• Asistencia social: iniciar el reestablecimiento de los lazos familiares, sociales o comunitarios importantes para la víctima. Asistir económicamente a la víctima o a su familia en caso de ser necesario y generar informes estandarizados para poder coordinar con otros organismos intervinientes. 

• Espacios de recreación: se deben procurar espacios que le permitan a las personas la libre expresión artística, recreativa y toda otra que tienda a motivar el juego y el esparcimiento.

• Asesoramiento jurídico:

- Orientar a la víctima sobre sus derechos.

- Acompañamiento legal en el juicio en el cuál ella es víctima, a través de los órganos competentes.

- Asistencia letrada para el caso de que se la impute de delitos producto de su situación de explotación, a través de los órganos competentes.

- Asistencia letrada para extranjeras en todo asunto relacionado a su situación migratoria, a través de los órganos competentes.

- Asesoramiento letrado en todo aquello que demande.

• Provisión de documentación: en los casos que las víctimas no posean documentación personal, se implementarán a través de los organismos correspondientes.

De igual manera toda aquella documentación necesaria para la regularización de la residencia temporal o para realizar el retorno a su país de origen se deberá proveer de la misma en forma gratuita con la cooperación del órgano a cargo.

• Condiciones de seguridad: se debe garantizar la seguridad y protección para la víctima y su familia frente a posibles amenazas y represalias por parte de los tratantes/explotadores a través de los organismos correspondientes.

• Retorno voluntario asistido: se deben proveer los recursos materiales, económicos y humanos necesarios para el viaje de retorno al país o ciudad de origen.

Las niñas, niños y adolescentes víctimas tanto de trata interna como internacional deberán ser acompañados por un adulto responsable en los traslados internos o en el retorno a su país de origen.

Reconstrucción del proyecto de vida

La segunda etapa de la asistencia busca la reconstrucción del proyecto de vida de la víctima y el pleno ejercicio de sus derechos. Trabajar con su entorno, en el fortalecimiento familiar y/o impulsarla hacia un proyecto autónomo dependiendo la edad de las víctimas.

Se continuará, entre otras acciones, con:

• Atención médica.

• Atención psicológica.

• Atención social.

• Desarrollo de acciones recreativas, culturales, artísticas, etc.

• Asesoramiento jurídico.

• Reinserción educativa.

• Capacitación laboral.

• Actividades de generación de ingresos.

• Asistencia económica (subsidios, financiamiento para emprendimientos, etc.).

En el caso de la trata interna o de explotación sexual comercial infantil, esta asistencia se realizará a través de la articulación de los organismos cercanos al lugar de residencia de la víctima (hospital, escuela, órgano de infancia, desarrollo social, organizaciones sociales, etc.).

En el caso de la trata externa se deberá articular con el órgano de aplicación del país de origen de la víctima.

La asistencia a las víctimas debe asegurar el restablecimiento y ejercicio de los derechos de las mismas por medio de la implementación de estrategias integrales que involucren varias áreas: médica, psicológica, social, jurídica, educativa y de generación de ingresos. 

La asistencia a las víctimas se realiza en articulación con el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, como consecuencia de la aplicación de la ley Nº26.364 por parte de los Juzgados. La identidad de las personas en situación de trata, al igual que la ubicación exacta de su alojamiento o residencia, es reservada en resguardo de la privacidad de las mismas. 

La trata de personas se encuentra constituida por tres elementos principales: la captación o reclutamiento, el traslado y los fines de explotación. El traslado es usado para romper los lazos sociales y culturales de la personas; en el proceso de asistencia se verifica que la vuelta a casa significa, además de reparar las vulneraciones infringidas, volver a ser, a sentirse un sujeto con derechos y no una mercancía que fue traficada. El protocolo de atención a víctimas de trata, en el marco del sistema de protección integral, tiene por objetivo la restitución de los derechos vulnerados. Debemos tener especialmente en cuenta que los derechos vulnerados en dichas situaciones son múltiples, entre ellos el derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la dignidad, a la integridad física y psicológica, a la salud, a la seguridad personal y a la identidad. 

Por ello, la atención brindada es de carácter integral y comprende, en una primera etapa: el alojamiento, vestimenta, la asistencia social, atención médica, psicológica, orientación legal, provisión de documentación y la decisión o no, del retorno voluntario y asistido, y en una segunda etapa consiste en la continuación de la asistencia y la reconstrucción del proyecto de vida, procurando su autovalimiento a través de su inclusión en proyectos laborales o educativos.

Hasta la fecha se han asistido a 1074 personas víctimas de trata, entre las que se encuentran 354 niñas y niños. Del total de los casos asistidos se recabaron diferentes datos que permiten graficar la nacionalidad, edad, lugar de explotación, etc., como así también conformar mapas sobre las rutas de la explotación.

Cabe remarcar también que, en las provincias de Buenos Aires, Catamarca, Chaco, Córdoba, Corrientes, Entre Ríos, Formosa, Jujuy, La Rioja, Mendoza, Misiones, Neuquén, Salta, Santa Fe, San Juan, Tucumán y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se ha constituido la denominada Línea 102 que se ocupa de atender denuncias relativas a los diferentes tipos de violencia con el fin de orientar a los consultantes en relación con esta temática.

· Unidad Especial para la Promoción de la Erradicación de la Explotación Sexual Infantil (UEESI)
En el ámbito de la Dirección Nacional de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Secretaría de Derechos Humanos también se creó, en el año 2005, la Unidad Especial para la Promoción de la Erradicación de la Explotación Sexual Infantil (UEESI) y recientemente el “Programa de Seguimiento de la Implementación de Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos en materia de Niños, Niñas y Adolescentes”.
La UEESI tiene, entre sus funciones, promover políticas de promoción, protección, defensa y restitución de los derechos de niños, niñas y adolescentes víctimas de los delitos contra la integridad y libertad sexual, y lleva a cabo, entre otras actividades, talleres de formación, de capacitación y sensibilización sobre la temática, que se realizan en diversas provincias, tanto para funcionarios provinciales y municipales como así también para agentes comunitarios, efectores de salud, docentes, sectores sindicales, entre otros. 
Asimismo, la UEESI lleva adelante acciones de promoción de planificación de políticas públicas y acciones normativas para la lucha contra la trata, el tráfico, la venta de niños, niñas y adolescentes. 

· Información sobre lucha contra la explotación laboral infantil.

· Trabajo Infantil 

Puntualmente en lo que hace a la erradicación del trabajo infantil, se sancionó la Ley Nº 26.390 sobre Prohibición del Trabajo Infantil y Protección del Trabajo Adolescente, sancionada el 4 de junio de 2008, que en forma explícita y taxativa prohíbe el trabajo infantil y que eleva la edad de admisión al empleo a 16 años y a 18 cuando se trate de trabajo peligroso. Esta ley también amplió la protección respecto del trabajo adolescente, basándose en los postulados de la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que sostiene la Convención sobre los Derechos del Niño.

Cabe destacar que actualmente se encuentran en tratamiento parlamentario dos proyectos de ley: el primero tipifica como  delito del trabajo infantil. El otro modifica la ley vigente de trata de personas quitando el requisito de que no exista consentimiento de la víctima para configurar el delito y elimina en la tipificación del delito los vicios en el consentimiento, entre otras cosas. 

En cuanto a las políticas públicas, cabe mencionar que el MTEySS viene desarrollando acciones en pos de la erradicación del trabajo infantil. En la órbita de dicho Ministerio funciona la Comisión Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil (CONAETI). Esta Comisión tiene como función coordinar y articular las acciones tendientes a la prevención y erradicación del trabajo infantil. Es un organismo tripartito conformado por funcionarios y representantes gubernamentales, representantes sindicales y de organizaciones del sector empresario. En este ámbito se prioriza el seguimiento al cumplimiento del Convenio 182 de la OIT sobre Peores Formas de Trabajo Infantil. Asimismo, en el ámbito provincial existen las Comisiones Provinciales para le Erradicación del Trabajo Infantil (COPRETI). Se realizan Encuentros Nacionales de CONAETI y COPRETI para articular acciones en pos de la erradicación del trabajo infantil.

La Secretaría de Derechos Humanos ha sido designada por la Resolución 222/04 para coordinar las acciones relativas a la aplicación del Convenio 182 en la órbita del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, y para ejercer la representación de este Ministerio ante la CONAETI.  La Secretaría ha participado en la elaboración del Plan Nacional de Erradicación del Trabajo Infantil, que se encuentra en proceso de implementación, con el fin de promover el enfoque de derechos,  y en  la comisión que elaboró el anteproyecto de ley que eleva la edad mínima de admisión al empleo. 

Por otro lado, y dado que la República Argentina ha ratificado el Convenio 182 de la OIT, el Estado está obligado a adoptar medidas inmediatas y eficaces para conseguir su prohibición y eliminación con carácter de urgencia. 

El Ministerio de Trabajo de la Nación, ha iniciado capacitaciones a sus inspectores de trabajo, y la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, en su función de capacitadora y sensibilizadora, ha realizado talleres a funcionarios, operadores de infancia y agentes comunitarios en general, debido a que son quienes tienen que estar alerta para detectar esta situación e intervenir sin revictimizar nuevamente a los niños, favoreciendo la toma de conciencia de las graves consecuencias que el trabajo infantil ocasiona, para evitar la naturalización o justificación como estrategia de supervivencia familiar o personal. También se han elaborado cartillas de difusión sobre trabajo infantil urbano y rural, trabajo doméstico.

El Ministerio de Trabajo también ha elaborado un listado sobre trabajo peligroso el cual se encuentra en proceso de ser aprobado. 

Ampliando lo expresado anteriormente, la Comisión Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil (CONAETI) fue creada por el Decreto Nº 719 del 25 de agosto de 2000, en el ámbito del entonces Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos –actual Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación- con el objeto de coordinar, evaluar y dar seguimiento a los esfuerzos en favor de la prevención y erradicación del trabajo infantil. 

En el año 2002 se firmó un Convenio Marco entre la CONAETI, el Consejo Federal del Trabajo y el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, cuyo eje central es la creación de Comisiones Provinciales para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil (COPRETI), a los efectos de coordinar en forma conjunta actividades destinadas a la prevención y erradicación del trabajo infantil que se implementen en las jurisdicciones, con los organismos e instituciones que deban ser convocadas para tal fin.  Este convenio fue renovado en el 2004.

El trabajo infantil implica una vulneración de derechos de la niñez garantizados en la normativa internacional y nacional en la materia por lo que las políticas destinadas a su erradicación son un imperativo para el Estado.  

Cabe agregar que la erradicación del trabajo infantil es una de las metas nacionales dentro de los objetivos del milenio, específicamente el de Promover el trabajo decente.

Plan Nacional para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil 2006-2010.

Tal como se había expresado en el III Informe de la Argentina al Comité en el párrafo 397, durante el segundo semestre del 2005 y el primer trimestre del 2006, se redactó el Plan Nacional de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil 2006-2010, con participación de la mayoría de las provincias. El documento final fue presentado el 29 de junio del 2006, en el 3er Encuentro de Comisiones Provinciales de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil.  

Implicó en su momento un acuerdo entre la Nación y las provincias para arribar a una conceptualización común sobre la problemática y a la voluntad política de tender a la erradicación. En este sentido, el Plan permitió superar debates previos sobre los límites del concepto de trabajo infantil y establecer una postura clara en cuanto a considerar la problemática como una violación de los derechos de la niñez. 

El Plan constituye una herramienta fundamental para enmarcar las acciones que a nivel nacional, provincial o municipal emprendan tanto actores públicos como privados en materia de trabajo infantil y responde a compromisos previamente asumidos por el país. 

A fines del 2010 se realizó una evaluación de la que también participaron las provincias y en función de lo evaluado se redactó el Plan Nacional de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil 2011-2015.  El Plan 2006-2010 constó de un objetivo general y diez objetivos específicos: 

Objetivo General

Prevenir y erradicar el trabajo infantil, en todas sus formas, a través del desarrollo de acciones que favorezcan la participación de los diferentes actores sociales en todo el país.

Objetivos específicos

1.  Garantizar la permanente difusión, sensibilización, información y formación en materia de prevención y erradicación del trabajo infantil.

2. Promover, sostener y afianzar un sistema integral de información permanente sobre trabajo infantil.

3. Promover la creación de comisiones provinciales para la prevención y erradicación del trabajo infantil y fortalecer la institucionalización de las existentes (COPRETI).

4. fortalecer integralmente al grupo familiar de las niñas y los niños en situación o en riesgo de trabajo.

5. readecuar y fortalecer los sistemas de inspección del trabajo en materia de prevención y erradicación del trabajo infantil.

6. Implementar otros mecanismos de prevención y detección de trabajo infantil a partir de actores sociales involucrados en la problemática.

7. Impulsar en el marco de la prevención y erradicación del trabajo infantil, una educación que garantice la inclusión, reinserción y/o permanencia de todas las niñas y los niños en el sistema educativo formal, en el período que por ley se considera obligatorio.

8. Promover en el marco de la prevención y erradicación del trabajo infantil, la atención de la salud psicofísica de las niñas y los niños en situación de trabajo.

9. Propiciar la adecuación y armonización normativa nacional y provincial, vinculada a la problemática del trabajo infantil, para construir un marco jurídico acorde con la Convención de los Derechos del Niño y los tratados internacionales en la materia.

10. Promover la participación de los distintos actores sociales en la prevención y erradicación de las denominadas peores formas de trabajo infantil.

Importa agregar que en el año 2007 se aprobó el Programa Conjunto de Apoyo al Plan Nacional para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil en base a un acuerdo con las tres agencias internacionales UNICEF-OIT-PNUD. 
En el detalle de las acciones se especifica las que han recibido el apoyo previsto en dicho Programa. la información se organiza de acuerdo a cada uno de los objetivos del Plan Nacional.

Objetivos específicos

Objetivo 1: Garantizar la permanente difusión, sensibilización, información y formación en materia de prevención y erradicación del trabajo infantil.

Se logró un avance sustantivo en cuanto a la visibilidad del trabajo infantil como problemática social. La mayoría de las jurisdicciones incorporó la temática en la agenda de gobierno y nuevos actores sociales se sumaron al compromiso para colaborar en su prevención y erradicación. Se detallan las principales herramientas utilizadas para alcanzar este objetivo.

· Capacitaciones sostenidas en las distintas jurisdicciones a actores sociales diversos (Estado, empresas, sindicatos, organizaciones de la sociedad civil, organizaciones religiosas, medios de comunicación) 

· Realización y amplia distribución a actores institucionales y sociales de un video institucional sobre  “Trabajo infantil agrícola”.  

· Realización y distribución de materiales gráficos diversos sobre la temática del trabajo infantil, legislación específica, actores institucionales y texto del Plan Nacional.

· Conmemoración anual del 12 de junio como Día Mundial y Nacional contra el Trabajo Infantil

· Campaña gráfica y televisiva vinculada a la Copa del Mundo Sudáfrica 2010, con el lema “Metamos un Gol Contra el Trabajo Infantil” y un afiche con la leyenda “Tarjeta Roja Contra el Trabajo Infantil”, con participación de la Secretaría de Medios de la Nación y apoyo de la Organización Internacional del Trabajo.

Objetivo 2: Promover, sostener y afianzar un sistema integral de información permanente sobre trabajo infantil.

Logros de la gestión: se logró actualizar y refinar la información estadística vinculada a la problemática, mediante las acciones que, entre otras, se mencionan a continuación.

Encuesta de Actividades de Niños, Niñas y Adolescentes (EANNA): 

En el año 2004 se elaboró en el área de la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales la “Encuesta de Actividades de Niños, Niñas y Adolescentes” (EANNA), desarrollada en forma conjunta por este Ministerio, el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC) con apoyo de la OIT/IPEC. 

La EANNA es la primera encuesta específica que se realiza sobre la problemática del trabajo infantil en la Argentina, abarcando áreas rurales y urbanas.

Tiene una representatividad regional ya que cubrió tres provincias del NOA (Jujuy, Salta y Tucumán), dos del NEA (Formosa y Chaco), la provincia de Mendoza y el Área Metropolitana de Buenos Aires. El conjunto de la población cubierta representa aproximadamente el 50% de la población infanto adolescente residente en el país. El estudio abarcó el grupo de edad de entre 5 a 17 años, diferenciando la franja de 5 a 13 años como niños y la de 14 a 17 años como adolescentes.

En el año 2006 se realizó el segundo relevamiento de la EANNA en las provincias de Córdoba y Misiones. En este caso la población relevada  representa alrededor del 11% de la población infanto adolescente residente en el país.
Observatorios regionales sobre Trabajo Infantil y Adolescente: 

En el año 2009, en el marco del Programa Conjunto de Apoyo al Plan Nacional para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil (PNUD – OIT – UNICEF), se crearon el Observatorio Regional del NOA, con sede en Salta y el Observatorio Regional Cuyo, con sede en Mendoza. 

Los observatorios regionales constituyen una herramienta para abordar los desafíos con que se enfrenta la generación y difusión de la información sobre el trabajo infantil en cada provincia y en la propia región.
Mapeo del trabajo infantil rural: en el año 2007 las Comisiones Provinciales para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil (COPRETIS) presentaron un mapeo de trabajo infantil rural que sirvió como insumo para el diseño de acciones posteriores.

Objetivo 3: Promover la creación de Comisiones Provinciales para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil y fortalecer la institucionalización de las existentes.

Logros de la gestión: se logró que en 23 de las 24 jurisdicciones estén conformadas las Comisiones Provinciales para la Erradicación del Trabajo Infantil con una articulación sostenida a nivel nacional y regional.

Comisiones Provinciales para la Erradicación del Trabajo Infantil (COPRETIS) 

Desde su creación y teniendo en cuenta el sistema federal de gobierno vigente en el país, la CONAETI se propuso alentar la constitución de Comisiones Provinciales para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil (COPRETIS). 

Dichas comisiones tienen como objetivo aplicar la política nacional en la materia a nivel local y a su vez mantienen una dinámica de articulación nacional y federal que se traduce en dos encuentros nacionales por año y uno o dos encuentros regionales entre las provincias que integran el NOA, NEA, Cuyo, Centro y Sur. 

En esos encuentros se comparte información en relación con el estado de la cuestión, se intercambian experiencias y se acuerdan estrategias conjuntas para el abordaje de modalidades específicas de trabajo infantil comunes a más de una provincia. En el año 2010 se realizó el XI Encuentro Nacional. 

Objetivo 4: Fortalecer integralmente al grupo familiar de las niñas y niños en situación o en riesgo de trabajo.

Se logró implementar los proyectos de acción directa que se detallan a continuación para facilitar a las familias el alejamiento de los niños y niñas del trabajo y el fortalecimiento de la inclusión educativa.

Adjudicación de becas educativas a niños y niñas detectados en situación de trabajo:  

En el año 2007 se logró la firma por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y el Ministerio Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, CONAETI y el Consejo Federal del Trabajo del Convenio MECyT N° 388/07  y MTEySS N° 58/07  sobre Erradicación del Trabajo Infantil, por el cual se otorgaron 13684 becas educativas a niños y niñas detectados en situación de trabajo, para que abandonen la actividad y permanezcan en el sistema educativo formal,  a la vez que 653 madres, padres o adultos a cargo fueron incorporados al Seguro de Capacitación y Empleo. 

Importa aclarar que a la fecha dichos beneficios han sido absorbidos por la Asignación Universal por Hijo, que constituye una política superadora en relación con las mencionadas. 

Jardines de cosecha: 

En el marco del programa “Jardines de Cosecha” se inauguraron 7 jardines en la provincia de Salta destinados a  hijas e hijos de trabajadores tabacaleros. El mencionado programa es una iniciativa que surge de la alianza estratégica de la Red de Empresas contra el trabajo infantil. 

Está desarrollado por la Cámara del Tabaco de Salta y Sesa Select y Adecco, con apoyo de Massalin Particulares, Limpiolux, Mastellone Hnos., Celulosa Argentina, Pepsico, Telecom, Cooperativa de Productores Tabacaleros de Salta (COPROTAB). 

La implementación del programa está cargo de la Asociación Conciencia.  Cuenta con financiamiento del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación y asistencia técnica de CONAETI.

Objetivo 5: Readecuar y fortalecer los Sistemas de Inspección del Trabajo en materia de prevención y erradicación del trabajo infantil.

Se logró  involucrar en forma sostenida a la inspección de trabajo de todo el país en la erradicación del trabajo infantil y la protección del trabajo adolescente.

Capacitación a inspectores y relevamiento de niños y niñas en situación de trabajo infantil: 

Se realizaron capacitaciones continuas en las distintas jurisdicciones a cargo la Coordinación de Monitoreo de Inspección en Materia de Trabajo Infantil y Protección del Trabajo Adolescente, realizadas articuladamente con la CONAETI y el Consejo Federal del Trabajo.  

Esto dió como resultado la detección de 43042 niños  y niñas en situación o riesgo de trabajo entre noviembre del 2007 y noviembre del 2009, para ser posibles destinatarios de becas educativas, en el marco del Convenio MECyT Nº388 y MTEySS Nº58 ya mencionado.
Operativos conjuntos para la detección del trabajo infantil:

Se realizaron operativos nacionales conjuntos para la erradicación del trabajo infantil coordinados entre la Secretaría del Trabajo, el Consejo Federal del Trabajo y las administraciones provinciales.

Incorporación de la problemática en el Plan Nacional de Regularización del Trabajo (PNRT): en el marco del mencionado programa se releva información sobre trabajo infantil.

Objetivo 6: Implementar otros mecanismos de prevención y detección de trabajo infantil a partir de actores sociales involucrados en la problemática.

Se logró involucrar a distintos actores sociales – sindicatos, empresarios, agentes de salud, docentes -  en acciones de prevención y erradicación del trabajo infantil, mediante las capacitaciones y actividades de difusión ya mencionadas, a lo que se agregan las  acciones que se detallan.

Red de Empresas contra el Trabajo Infantil:

En el año 2006 fue creada la Red de Empresas contra el Trabajo Infantil, mediante Convenio Nº 59/07 suscripto entre Empresas, Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y la Comisión Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil, con el objetivo  de generar, dar apoyo y asistencia técnica a programas, planes y proyectos tendientes a la prevención y erradicación del trabajo infantil, tanto en sus ámbitos como en la cadena de valor. 

La red viene manteniendo una actividad continua entre cuyos productos puede mencionarse la realización de una campaña interna de comunicación; capacitaciones regionales para empresas y cadena de valor; una campaña externa de difusión y el Programa Jardines de Cosecha ya mencionado. 

Actualmente la red está integrada por 80  empresas. 

Asistencia técnica a programas y proyectos: 

A solicitud de las organizaciones involucradas, la CONAETI brindó capacitaciones y asistencia técnica a organizaciones sociales y empresariales para la implementación de los Programas Programa Porvenir Salta y Jujuy, Porvenir Misiones y Proniño. 

Objetivo 7: Impulsar en el marco de la prevención y erradicación del trabajo infantil, una educación que garantice la inclusión, reinserción y/o permanencia de todos las niñas y los niños en el Sistema Educativo Formal, en el período que por ley se considera obligatorio.

Como se menciona en el objetivo 4, en el marco del Convenio MECyT N°388  y MTEySS N°58 sobre Erradicación del Trabajo Infantil suscripto además por la CONAETI y  el Consejo Federal del Trabajo, se logró consolidar un sistema de intervención directa que articula dos Ministerios nacionales y jurisdicciones provinciales para acciones de fortalecimiento de la educación de niños y niñas y de inserción laboral de los adultos responsables del grupo familiar. A ello se agregan acciones previstas en el Programa Conjunto.

Relevamiento y adjudicación de becas educativas: se remite a lo mencionado en el objetivo 4 y 5.

Seminarios Regionales de Trabajo Infantil y Educación:

En el marco del Programa Conjunto de apoyo al Plan Nacional de Prevención y Erradicación del trabajo infantil suscripto por las agencias internacionales OIT, PNUD, UNICEF, se realizaron cinco Seminarios Regionales de Trabajo Infantil y Educación (NOA, NEA, Cuyo, Centro y Sur entre los años 2008 y 2009 donde se presentaron trabajos de investigación de investigadores locales y  experiencias de organizaciones de la sociedad civil).

Objetivo 8: Promover en el marco de la prevención y erradicación del trabajo infantil, la atención de la salud psicofísica de las niñas y los niños en situación de trabajo.

Se logró incorporar a las áreas de salud de las administraciones provinciales a las Comisiones Provinciales de Prevención y Erradicación del trabajo infantil e involucrar a agentes de equipos de salud en la prevención y erradicación de la problemática.

Convenio con la Sociedad Argentina de Pediatría: 

En diciembre de 2009 la CONAETI junto con el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación  suscribieron un nuevo convenio marco con la Sociedad Argentina de Pediatría (SAP) para el desarrollo de acciones conjuntas. 

Las acciones que tienden a la toma de conciencia y posibilidades de intervención de estos actores claves en la atención de niñas, niños y adolescentes en los centros de salud, se concretan a través de articular a las filiales de la SAP con las COPRETI y la organización de talleres destinados a la comunidad médica y demás miembros del equipo de salud.
Capacitaciones específicas: 

Durante el año 2009 se realizaron seis talleres en seis jurisdicciones del país con agentes de los equipos de salud que atienden a niños, niñas y adolescentes en que realizan actividades laborales y/o se encuentran en situación de trabajo. 

Objetivo 9 Propiciar la adecuación y armonización normativa nacional y provincial, vinculada a la problemática del trabajo infantil, para construir un marco jurídico acorde con la Convención de los Derechos del Niño y los tratados internacionales en la materia.

Se logró la elevación de la edad mínima de admisión al empleo en consonancia con los compromisos asumidos a nivel internacional. 

Ley nacional N° 26.390: 

El 4/06/08 se sancionó la Ley Nacional N° 26.390 de Prohibición del Trabajo Infantil y Protección del trabajo adolescente, modificatoria de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744, Ley Nº 22.248 -Régimen Nacional de Trabajo Agrario-, Ley Nº 23.551 -Asociaciones Sindicales-, Ley Nº 25.013 y Decreto Ley Nº 326/56 -Servicio Doméstico-. 

Por la misma se elevó la edad de admisión al empleo a dieciséis (16) años a partir del 25 de mayo del 2010 y se regula el trabajo en empresas familiares, entre otras modificaciones.

Objetivo 10: Promover la participación de los distintos actores sociales en la prevención y erradicación de las denominadas peores formas de trabajo infantil.

Se logró la articulación con organismos competentes.

En abril de 2008, se sancionó la Ley Nº 26.364 sobre Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas, adecuando la normativa nacional a la Convención de Nacional Unidas contra el Crimen Organizado Transnacional y dos de sus Protocolos Ratificados, contra la trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, respectivamente. 

Si bien la trata y tráfico de niños, niñas y adolescentes con fines de explotación sexual y laboral, es considerada por la OIT como una de las peores formas de trabajo infantil, análoga a la esclavitud y al trabajo forzoso (art. 3º Convenio 182), la competencia en la materia corresponde al Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación y la Secretaria de Niñez Adolescencia y Familia, del Ministerio de Desarrollo de la Nación. 

La CONAETI articula acciones en la materia con estas unidades de gobierno y con el recién creado Ministerio de Turismo que está elaborando un Código de Conducta destinado a las empresas del ramo. 

Política de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil a nivel regional en el MERCOSUR: 

Ampliando lo expresado en el párrafo 430 del informe presentado por el gobierno Argentino en el año 2009 en lo referido a las acciones en el ámbito regional, los presidentes de los Estados Parte del MERCOSUR han firmado la Declaración de los Presidentes sobre Erradicación del Trabajo Infantil, en el año 2002, en donde acuerdan que es necesario avanzar en la definición de políticas comunes en el ámbito de la erradicación del trabajo infantil, en consonancia con lo establecido en el artículo 6º de la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR, adoptada en Río de Janeiro el 10 de diciembre de 1998. 
Asimismo, el día 11 de Marzo de 2004 los países del MERCOSUR realizaron el lanzamiento de la Campaña Gráfica y Televisiva “Trabajar es cosa de adultos”; en la cual oficializaron su compromiso en continuar  la lucha por la erradicación del trabajo infantil, tal lo acordado por los presidentes del Bloque.

También se elaboró, la Guía para la implementación de un Sistema de Inspección y Monitoreo del Trabajo Infantil en los países del MERCOSUR y Chile de 2003.

Tal como se había expresado, en el seno del SGT10 se ha elaborado un Plan Regional para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil en el MERCOSUR, aprobado por la resolución del GMC N°36/06 en la ciudad de Córdoba el día 18 de Julio de 2006.

El objetivo del mismo, es desarrollar una política regional para la prevención y erradicación del trabajo infantil en el MERCOSUR, a través de sucesivas fases donde se irán alcanzando los objetivos específicos establecidos, a saber:

- Armonización de la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR con las normas internacionales que garantizan los derechos de la niñez;

 - Conocer de manera fehaciente la dimensión, alcance y diversidad de la problemática del trabajo infantil en la región.

   - Fortalecer mecanismos institucionales de cooperación horizontal para dar cumplimiento a la normativa nacional y regional para la prevención y erradicación del trabajo infantil. 

Es así, que con la puesta en marcha de este Plan, el MERCOSUR contará con una experiencia propia en materia de implementación de políticas públicas a nivel regional dirigidas a prevenir y combatir el trabajo infantil.

  Por otra parte, es importante resaltar, que hasta el momento se han realizado tres reuniones de la Unidad Ejecutora de este Plan Regional y un taller sobre Buenas Prácticas para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil en el MERCOSUR, el cuál dio comienzo a la implementación del mencionado Plan Regional. 

· Programa Nacional de Prevención de la Sustracción y Tráfico de Niños y de los Delitos contra su Identidad
Asimismo, cabe destacar el Programa Nacional de Prevención de la Sustracción y Tráfico de Niños y de los Delitos contra su Identidad. Este programa tiene a su cargo el Registro Nacional de Información de Personas Menores Extraviadas, cuyo objeto es organizar y entrecruzar la información de todo el país en una base de datos sobre personas menores de edad de quienes se desconozca el paradero, así como de aquellos que fueran localizados o se encuentren en establecimientos de atención, resguardo, detención o internación, en todos los casos en que desconociesen sus datos filiatorios o identificatorios.

El registro cuenta con una línea gratuita (0800-122-2442) que, desde el 24 de septiembre de 2004, se encuentra habilitada las 24 horas los 365 días del año, conforme a lo dispuesto por la ley 25.746, para facilitar la comunicación permanente. La habilitación de esta línea gratuita permite recibir la denuncia de los afectados directamente por la desaparición o extravío de un niño y, en caso de que no se hubiera efectuado previamente, orientar hacia la correspondiente denuncia ante las autoridades policiales, siendo además, una herramienta fundamental para coordinar operativamente las acciones de búsqueda, hallazgo y restitución.

Además, dentro de los objetivos principales del Programa Nacional de Prevención de la Sustracción y Tráfico de Niños y de los Delitos contra su Identidad se encuentra el de diseñar políticas nacionales de prevención de la sustracción y tráfico de niños, coordinar y articular sus acciones con las de todos aquellos organismos e instituciones de la Administración Pública Nacional, centralizada y descentralizada, que intervienen en cualquier instancia de la problemática de la desaparición de niños, con el fin  de elaborar y establecer prácticas y procedimientos a aplicar en cada caso, y diseñar programas tendientes a la concientización de la comunidad, a la orientación a mujeres embarazadas y a la protección y fortalecimiento de los vínculos familiares (o materno-filial), que promuevan la permanencia del niño en su núcleo de origen y la oportunidad de su desarrollo armónico a nivel psicofísico y social, entre otros.

· Programa “Las Víctimas contra las Violencias”

Además, en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos funciona el Programa “Las Víctimas contra las Violencias”, que tiene por objeto la atención a las víctimas de abusos o malos tratos causados por el ejercicio de violencias cualquiera fuese su naturaleza. Incluye, además, la lucha contra el maltrato y la explotación infantil. El fin principal es la atención, acompañamiento y asistencia a las víctimas de violencia familiar y sexual. También se ha implementado en el marco de este programa, la Brigada Niñ@s y la Brigada Móvil de Intervención en Urgencias con Víctimas de Delitos Sexuales, cuya tarea principal es brindar atención a víctimas en situación de explotación sexual o de trata de personas, y prevenir, en articulación con fuerzas de seguridad, esta modalidad delictiva. 

· Programa Primeros Años
También resulta importante destacar la existencia del Programa Primeros Años. Se trata de un programa que tiene alcance nacional e integra recursos y acciones entre los ministerios de Desarrollo Social, de Educación, de Salud, de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. Su objetivo es instalar como política pública el abordaje integral del desarrollo de niñas y niños de 0 a 4 años en su contexto familiar y comunitario, desde una perspectiva de integración social, institucional y territorial de las acciones de gobierno. Desde este programa, se intenta impulsar el acompañamiento a la familia para fortalecer su rol protagónico en la atención y cuidado de niñas y niños en su contexto comunitario. El programa se propone avanzar hacia un cambio de paradigma, a través de la sensibilización de niveles políticos, organizacionales y comunitarios para la atención integral de la infancia en edades tempranas y de la capacitación a técnicos y a profesionales de distintas disciplinas, a referentes de instituciones y organizaciones, como así también a facilitadores comunitarios a lo largo de todas las provincias y de los municipios más pequeños del país.

En este sentido, mediante su participación activa en el programa Primeros Años, la Secretaría de Derechos Humanos cumple con uno de sus objetivos prioritarios, al realizar un seguimiento de la observancia y cumplimiento de las responsabilidades y compromisos a los que están obligados los distintos niveles gubernamentales, y hace un aporte fundamental al instalar el enfoque de derechos humanos en las acciones cotidianas que llevan adelante los actores correspondientes
· Cooperación internacional e integración regional

La Iniciativa Niñ@Sur
En el año 2004, por decisión del Consejo del Mercado Común del Sur, se crea la Reunión de Altas Autoridades Competentes en Derechos Humanos y Cancillerías del Mercosur y Estados Asociados (RAADDHH), con el objetivo de velar por la plena vigencia de las instituciones democráticas, el respeto, la promoción y la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales. 

En el año 2005, en la  RAADDHH, se aprobó la Iniciativa Niñ@Sur, cuya finalidad y objetivos son promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y otros instrumentos jurídicos universales y regionales sobre derechos humanos. Asimismo, busca estimular el diálogo y cooperación entre los Estados para el seguimiento y cumplimiento de los derechos de la infancia y la adolescencia.

La Comisión Permanente de la Iniciativa Niñ@Sur se conformó con el objeto de institucionalizar la temática de derechos humanos de niños, niñas y adolescentes en el ámbito de la región, como así también para darle continuidad independientemente de los cambios a los que obliga la rotación de presidencias pro-témpore por países. 

Se detallarán a continuación aquellas acciones desarrolladas por la Comisión Permanente Niñ@Sur relativas a explotación de niñas, niños y adolescentes:

-Se elaboraron y aprobaron  las  Recomendaciones sobre Derechos y Asistencia a las Niñas, Niños y Adolescentes Víctimas de Trata, Tráfico, Explotación Sexual y/o Venta, con el objeto de establecer pautas comunes en los procedimientos de intervención, como así también de establecer estándares comunes de protección de los derechos de las víctimas y de exteriorizar el compromiso de asistencia para que las éstas puedan denunciar sin temor a represalias.


-En marzo de 2007, se presentó, en el ámbito de la RAADDHH, durante la presidencia pro témpore de Paraguay, un análisis comparativo de la legislación de los Estados parte y asociados del Mercosur. A partir de dicho análisis, se hicieron observaciones y aportes a la adecuación normativa en relación con los instrumentos internacionales de derechos humanos referidos a la infancia de cada uno de los Estados parte y asociados del Mercosur.  El resultado de dicho estudio se encuentra disponible en la página www.mercosur.int/niniosur

-En el marco de la Iniciativa Niñ@Sur, Brasil presentó un proyecto de financiamiento, aprobado por el BID, como bien público regional, con el objetivo de construir una estrategia conjunta para combatir la trata de niñas y niños con fines de explotación sexual.  El Proyecto Pair–BID–Organización de la red regional de combate a la trata de niñas/os y adolescentes con fines de explotación sexual en el Mercosur involucra quince ciudades de frontera, “ciudades gemelas”, de los países miembros de Mercosur, y toma como experiencia piloto las siguientes ciudades de la Argentina: Puerto Iguazú (Misiones), Santo Tomé y Paso de los Libres (Corrientes).

-El programa de acciones de esta estrategia gira en torno a la metodología impulsada por la Universidad Federal de Mato Grosso del Sur en convenio con los municipios locales. Incluye la realización de diagnósticos participativos locales y planes operativos locales, la capacitación de los principales actores, la preparación de sistemas de monitoreo y evaluación, y la sistematización y publicación de las actividades desarrolladas y consensos alcanzados.


-Los países involucrados en este proyecto son Brasil, a través de la Secretaría Especial de Derechos Humanos de la Presidencia de la República; la Argentina, a través de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación; Uruguay, a través del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), y la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura y la República de Paraguay, a través de la Secretaría Nacional de la Niñez y Adolescencia y su cancillería. 


-La Iniciativa Niñ@Sur ha promovido desde su creación la elaboración y aprobación de un Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño que establezca un procedimiento de comunicaciones individuales
. 


En todas las sesiones el Bloque MERCOSUR presentó una posición conjunta de apoyo a la elaboración del Protocolo Facultativo, entendiendo que el sistema de comunicaciones individuales refuerza los mecanismos democráticos para acceder a la defensa y protección de los derechos de la infancia.


En el mes de febrero de 2011 concluyeron los trabajos del Grupo con la adopción ad referendum del proyecto de Protocolo, el cual fue aprobado en el 17° Período de Sesiones del Consejo de Derechos Humanos de la ONU, que tuvo lugar del 30 de mayo al 17 de junio de 2011.


Durante todo este proceso, cabe destacar la activa participación del Bloque MERCOSUR, apoyando la elaboración de este nuevo instrumento internacional de derechos humanos que amplía el sistema de protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes.


Asimismo con fecha 6 de julio de 2011 los Estados que integran la Iniciativa Niñ@sur han solicitado un pedido de Opinión Consultiva ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos mediante el cual se busca que dicho organismo establezca estándares de protección de los derechos de niños migrantes.

Articulación con otros ámbitos del Mercosur

En junio de 2008, con los objetivos de promover el intercambio de información sobre los avances y/o acuerdos realizados en las diferentes reuniones especializadas del Mercosur y Estados Asociados que garanticen los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, así como de intercambiar visiones sobre las particularidades de las zonas de frontera y la erradicación del trabajo infantil, se realizó el seminario “La protección de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes en zonas de frontera”.
Respecto de la articulación con otros ámbitos del Mercosur, se dio comienzo al diálogo con representantes del subgrupo 10 de los órganos sociolaborales, que expusieron el Plan Regional de Erradicación del Trabajo Infantil.

Se  llevó a cabo un seminario conjunto entre los GT Niñ@Sur y el GT DESC con la presidencia pro témpore del Uruguay, bajo el título de “Trabajo infantil, realidad y medición desde una perspectiva de derechos”.

· Información sobre niños en situación de calle. 

· Niños en situación de calle
A fin de garantizar mayor eficacia y agilidad, por aplicación del art. 4 inciso b) de la Ley Nacional 26.061 de Protección Integral de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes, el cual prevé la descentralización de los planes y programas específicos de las políticas de protección de derechos, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se encuentran facultadas para crear programas específicos dirigidos a niños, niñas y adolescentes que se encuentran en situación de calle con el objetivo de reinsertarlos en el ámbito familiar/comunitario y en el sistema educativo.

En el marco de las políticas públicas de niñez y adolescencia, cada jurisdicción local crea, ejecuta e implementa sus propios programas de acción positiva y de atención integral para la restitución de los derechos de los niños en situación de calle articulando con las diversas áreas involucradas.

Sobre este punto y con la firme decisión del Estado Nacional de continuar instalando el enfoque de protección de Derechos en todos los ámbitos (funcionarios, técnicos, profesionales, sociedad civil, comunidad, legisladores, la justicia, organizaciones de la comunidad) y de cambiar prácticas tutelares arraigadas en todas las estructuras institucionales, incluidos obviamente los sistemas administrativos y jurídicos, se propone el Programa de Articulación Institucional (PAI). En este contexto, y enmarcándose en las políticas nacionales que se vienen implementando desde el 2003 a la fecha, de neto corte inclusivo, es que las condiciones materiales de vida de muchas familias han mejorado sustancialmente. Estas políticas de inclusión han sido encaradas desde el trabajo conjunto de distintos organismos del Estado, Ministerio de Trabajo, de Educación, de Desarrollo Social, de Justicia y Derechos Humanos, en un esfuerzo mancomunado que lleva a la posibilidad de pensar y poner en práctica este Programa de Articulación Institucional, destinado a la población infantil en situación de calle. En los 90, la calle fue el lugar de los niños, niñas y adolescentes excluidos. Hoy, en muchos casos, hay una familia a la que volver, y, en caso de no haberla, hay organismos de protección de derechos de la infancia que velan por la integridad y la dignidad de esos niños, niñas y adolescentes, en tanto sujetos de derecho.

El Estado Nacional ha vuelto a ocupar un rol activo en la promoción del crecimiento económico, la distribución del ingreso, y la inclusión social. Hoy la Argentina se encuentra en un momento histórico único por su recuperación política, social y económica; el crecimiento económico ininterrumpido se tradujo en una notable recuperación del empleo; amplios sectores de la población se han reintegrado al mercado de trabajo y han salido de la situación de pobreza e indigencia, fruto de los años de la dictadura y de las políticas neoliberales. Al respecto cabe mencionar la implementación de un conjunto amplio e integral de políticas sociales activas, entre las cuales se encuentra la Asignación Universal por Hijo, que se refuerzan entre sí, y constituyen el fundamento de este proceso de recuperación y de inclusión. 

A partir de estas consideraciones sostenemos que el lugar de los niños, las niñas y los adolescentes no es la calle, y para aquéllos que se encuentran en situación de calle, y han desarrollado estrategias de supervivencia en ese ámbito, el eje de nuestra política pública es el regreso a casa, fortaleciendo y acompañando tanto desde lo material como desde lo simbólico a esas familias y a esas niñas y niños, con recursos ya existentes en los gobiernos municipales, provinciales y nacional, oportunamente otorgados para la implementación políticas sociales inclusivas, que son el eje de las políticas que lleva adelante este Gobierno Nacional.

Este Estado lleva adelante con firmeza y convicción una política de integralidad en la temática de la infancia, y será entonces desde las acciones integrales, que se pueda garantizar la plena vigencia de esos derechos de los niños, por ser éstos indivisibles, universales y abarcativos de todos los aspectos que hacen a la vida misma del ser humano. El desafío consiste en continuar profundizando el trabajo con la comunidad y las familias, con el objetivo de que sus integrantes –niños, niñas, adolescentes y adultos- se constituyan en sujetos históricos, que asuman protagónicamente el proceso de transformación de las relaciones sociales.

Los organismos de protección de derechos descentralizados en el territorio, según se establece en la Ley Nacional 26.061 de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes, serán los encargados de velar por la plena vigencia de los derechos de esos niños y niñas, a la vida, a la libertad, al juego, a la educación, a la salud, a la identidad, a tener una vivienda digna, a expresar su opinión libremente, tomando respecto de esos niños, niñas y adolescentes, las medidas de abrigo necesarias y pertinentes de protección, sin judicializar la pobreza, ni agravando su situación de vulnerabilidad, producto de la exclusión de la que han sido víctimas a raíz del establecimiento de políticas neoliberales en décadas pasadas.

En lo atinente a las medidas adoptadas para evitar que niños, niñas y adolescentes lleguen a las calles, y para protegerlos/as contra la explotación económica y social y contra su utilización en actividades nocivas para su moral o para su salud, o en los cuales peligrare su vida, consideramos que el apoyar y fortalecer el trabajo de las organizaciones de la comunidad y del Estado, con competencia específica en la problemática de niños, niñas y adolescentes en situación de calle, es un punto crucial en la prevención de esta problemática. La articulación, tendiente a  la integralidad de acciones, desde distintos estamentos y teniendo como referencia el Paradigma de la Protección Integral, en el marco de la Ley de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes (Ley 26.061) y la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, son medidas que en el mediano plazo contribuirán a atenuar la presencia de la población infantil en calle. 

Debido a las particulares circunstancias que les plantea el circuito de calle, se hallan en graves situaciones de fragilidad (familiar, educativa, psicosocial), que los obligan a desarrollar un conjunto de estrategias callejeras de subsistencia (venta ambulante, mendicidad, prostitución; ya sea en soledad o con sus pares, ya sea acompañados por adultos o no). En este sentido, el aporte consiste en instalar en la agenda pública, como eje prioritario, la terrible situación en la que se encuentran estos niños, niñas y adolescentes, y en contribuir, desde las instancias gubernamentales, a desnaturalizar una situación de hecho alarmante. 

Un niño, niña, adolescente con experiencia de vida en calle necesita de protección, afecto, alimento, cuidado y de un hogar. Muchos de los niños, niñas y adolescentes que a diario vemos deambular por las calles de distintas ciudades del país, no viven en la vía pública, sino que frecuentan habitualmente a su familia o grupo de pertenencia; se encuentran con ella en la calle e, incluso, muchos retornan cada noche a dormir a sus casas. Con respecto a esta franja de la población en situación de calle, la vinculación con el sistema de salud, el asesoramiento legal si mediare intervención judicial, el operar las gestiones necesarias para reinsertarlos en el sistema educativo (con instancias que valoren y tengan en cuenta su situación particular), son medidas que pueden evitar su alejamiento definitivo del hogar, y que se configuran como responsabilidad del Estado, de este Estado Nacional que, desde el 2003, está en condiciones de ejercerla. 

Los que verdaderamente son considerados “niños de la calle” en la bibliografía especializada, son aquéllos que sólo tienen la calle como único hogar; son muchos menos de los que usualmente se ve transitar por ellas, por largos períodos de tiempo. En este caso la complejidad de la situación habitual por la que atraviesan, vuelve mucho más problemática la adopción de medidas de protección, pero confiamos en la necesidad de articular estrategias de trabajo conjuntas y sostenidas en el tiempo con todos los actores y organismos intervinientes. El hecho de centralizar información sobre sus recorridos de calle e historias de vida, contribuirá a evitar el continuo ingreso a un circuito de intervenciones sistemáticas, pero sin coordinación entre sí, que sólo aumenta la victimización de la que son objeto por la sobreintervención desarticulada de instituciones (gubernamentales y no gubernamentales), de las cuales se evaden en una sucesión de ingresos, abandonos y retornos, sin que en nada cambie su situación concreta y a largo plazo. 

El recorrido cíclico e indefinido por las diversas y heterogéneas instancias institucionales, evidencia la imposibilidad del sistema para ofrecer alternativas adecuadas a la legislación vigente (en un marco de protección de derechos), a la situación de vulneración de derechos de niños, niñas y adolescentes en situación de calle. Esto se debe, en gran medida, a la dinámica propia de las políticas públicas, con multiplicidad de temas de agenda que se deben abordar.

· Programa de Articulación Institucional

El Programa de Articulación Institucional se propone instaurar instancias de trabajo pluralistas, inclusivas, democráticas, transversales e innovadoras que permitan articular el universo de lo jurídico, los movimientos sociales que hacen de la problemática su campo de acción, las políticas gubernamentales, los organismos con competencia específica y los diversos aportes  profesionales.

En este sentido se formulan un conjunto de estrategias que, en el mediano y en el largo plazo, puedan contribuir a evitar situaciones de conculcación de derechos, ya restituirlos inmediatamente, de ser necesario. Buscamos revertir situaciones que llevan décadas, décadas de destrucción de los tejidos sociales y de solidaridad entre pares y con los más desprotegidos, y que se originan en las políticas de la dictadura y de los años 90.

Los objetivos del Programa de Articulación Institucional, que ha comenzado a implementarse, en el ámbito de la Dirección Nacional de Asistencia a Sectores en Situación de Vulnerabilidad son:

· Propiciar acuerdos sobre las competencias específicas, reales y factibles de cada actor e institución involucrada en la temática. 

· Evitar la superposición de recursos y acciones, y la sobreintervención en niños, niñas, adolescentes, y sus familias. 

· Articular acciones y recursos entre las diversas políticas públicas del Estado que tienen competencia específica en la temática. 

· Posibilitar espacios de acercamiento con los niños y niñas en situación de calle en los lugares que frecuentan diariamente, evitando intervenciones iatrogénicas. 

· Efectuar el reconocimiento, relevamiento y actualización de la cantidad de la población que constituye el  objetivo del Programa, con experiencia de vida en calle.

· Revisar conjuntamente con las instancias locales, municipales y provinciales,la adecuación de las políticas públicas de infancia, con el enfoque de Protección de Derechos vigente en nuestro país, con fuerza de ley. 

· Construir y monitorear en forma consensuada en los diversos niveles y con todos los actores intervinientes, protocolos de actuación con definición de estándares mínimos para la exigibilidad y efectivización de derechos, que guíen el trabajo en calle con la población infantil. 

· Dar mayor visibilidad a la problemática que enfrentan los niños, niñas y adolescentes en situación de calle, comprometiendo los medios de información necesarios. 

· Contribuir desde la asistencia técnica, la formación específica y el intercambio de experiencias en todo el país, al proceso de adecuación de las provincias a la legislación vigente, mediante la capacitación en servicio. 

· Propiciar la creación, el funcionamiento y la consolidación de los sistemas de protección local de Derechos. 

· Mapear los recursos e instituciones existentes, las diversas modalidades de intervención, los organismos (públicos, privados y organizaciones de la comunidad) con competencia en la temática. 

Las medidas propuestas requerirán la articulación en dos instancias paralelas y simultáneas: 

La primera instancia corresponde al nivel político, mediante la generación de acuerdos entre diversas instancias del Estado, en sus distintos niveles: Nacional, Provincial, Municipal, Local. Para esto, se conformará un Equipo de Coordinación Institucional, a fin de planificar, monitorear y evaluar estrategias de acción conjunta (la capacitación de los recursos humanos, el intercambio de información estadística, la comunicación y la difusión de las acciones programadas). En este nivel de decisión, se proyecta la firma de acuerdos y convenios de cooperación, entre la multiplicidad de actores y referentes involucrados. 

Se contempla la posibilidad de actuar como interlocutor y articulador entre las diversas organizaciones de la comunidad o movimientos sociales que realicen acciones e intervenciones en este campo de trabajo; brindarles información centralizada; aportarles bibliografía y propiciar el trabajo en modalidades acordes con la legislación vigente

La segunda instancia se corresponde con el nivel técnico-profesional-operativo, a partir del cual se prevé generar espacios de abordaje conjunto que permitan trabajar junto con los niños, niñas y adolescentes en situación de calle, a partir de su condición de sujetos de Derecho y no de objetos de intervención. 

El programa, a través de los diversos y heterogéneos equipos de operadores de calle existentes, se propone construir lazos de confianza con niños, niñas y adolescentes con experiencia de vida en calle, favoreciendo su acercamiento a espacios institucionales preparados para brindar los servicios requeridos. Se harán las gestiones en los organismos pertinentes para facilitar su inclusión y su permanencia en instituciones educativas, recreativas, y culturales, contactando y comprometiendo las instituciones de salud para brindarles la atención médica y psicológica que pudieren requerir. 

En este sentido, se contempla el establecimiento de distintas estrategias de abordaje: 

El contacto directo en la calle con los operadores formados en la temática; la elaboración de estrategias conjuntas con las organizaciones de la comunidad, a partir del conocimiento pormenorizado de cada niño, niña o adolescente, evaluando conjuntamente la posibilidad de generar espacios significativos para ellos, teniéndolos como protagonistas, y no meros receptores de intervenciones aisladas y parcializantes. 

Se concibe la articulación institucional desde la revalorización de la visión del niño, niña o adolescente, como sujeto de derecho, renunciando a intereses sectoriales, evitando continuar considerándolos como un objeto de pertenencia, disputa,  rivalidad o campo de batallas de intereses profesionales o políticos, mezquindades de todo tipo.

El objetivo final lo constituye el contribuir desde una política pública integral a la reconstrucción de la situación individual, familiar e institucional a través de distintos referentes institucionales, y, a partir de allí, brindar aportes concretos y viables a quienes se contactan cotidianamente con la problemática específica de cada niño, niña o adolescente con experiencias de vida en calle. 

Será necesario instrumentar instancias de acompañamiento institucional basadas en el asesoramiento, orientación y facilitación de información que contribuya a fortalecer la dinámica de la tarea, desde una concepción basada en un enfoque de Derechos. De este modo, entre el trabajo que realiza el equipo de operadores de calle, los equipos profesionales y el equipo de coordinación nacional, se conjugan distintos elementos que permiten abarcar la problemática globalmente, es decir, teniendo en cuenta los aspectos subjetivos, relacionales, institucionales, políticos, inclusivos y promocionales requeridos. 

Esta concepción de trabajo fundamentada en el niño, la niña y el adolescente como sujeto de derecho, tanto desde el equipo de operadores como desde el equipo de coordinación, permite atravesar las estructuras institucionales que tradicionalmente parcializan la vida de los mismos, desde la perspectiva de una política inclusiva que los contemple en todos sus aspectos, y no sólo desde la carencia, la asistencia y la necesidad, sino atendiendo a sus fortalezas y capacidades para modificar su situación. 

De los casos ingresados al Registro, que constituyen la población objeto de intervención del Programa de Articulación Institucional (P.A.I.), se puede establecer que 113 niños, niñas o adolescentes se encuentran (o se encontraron) viviendo experiencias de vida en calle, a partir de las referencias surgidas en el seguimiento. Esto se evidencia en distintos hechos: faltar recurrentemente de su casa, en una conducta repetida;  abundante historial de alojo en instituciones de abrigo, de las que salen y entran, o referencias explícitas a vida en calle o en circuito de calle, claramente establecidas en los informes de los profesionales que trabajan la temática, a partir de testimonios de los mismos niños o niñas,  o de otras instituciones intervinientes.

A partir del abordaje del Equipo Psicosocial de este Registro, se observa que esta problemática no se presenta como un fenómeno lineal de pasaje del hogar a la calle; se verifica en general un proceso de alternancia entre el hogar, la calle y las diferentes instituciones asistenciales (paradores, institutos, hogares, hospitales, etc.), en lo que se da en llamar “circuito de calle”. 

El 71% de estos sujetos son varones, siendo la franja etaria predominante de 10 a 15 años, que aglutina el 65% de esta población, específicamente en los que se relacionan con experiencias de vida en calle. Esto estaría en concordancia con las características generales del fenómeno de niños, niñas y adolescentes con experiencia de vida en calle, donde existiría una mayor presencia masculina.

La Región del país que concentra mayoritariamente esta problemática es la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, siendo las localidades de origen de estos niños, en su mayoría, las del Conurbano Bonaerense, y las del segundo cordón del interior de la provincia de Buenos Aires, que representan el 62% de los casos. El 22% de los niños, niñas y adolescentes provienen de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el 7% de las provincias de Córdoba, Santa Fe y Entre Ríos, y el 9% restante de Mendoza, San Juan, La Pampa, Chubut y Tierra del Fuego.

Ver adjunto XI sobre información estadística. 

Asimismo, en el Anexo se amplía información sobre los resultados de la EANNA 2004 (párrafos 418 y siguientes del informe presentado por el Gobierno Argentino al Comité) y se adjunta información de un Censo realizado por el Gobierno de la Ciudad en el año 2008. 

· Información sobre lucha contra la trata de personas.

Mas allá de todo lo dicho en los puntos anteriores sobre trata de personas, corresponde agregar información sobre la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.
Conforme fuera sancionada en el año 2008 la ley N° 26.364 “Prevenir y Sancionar de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas”, se creó en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el delito de Trata
, cuya función principal es la de centralizar toda actividad referida a la prevención e investigación del delito de Trata de Personas, como así también el acompañamiento, asistencia psicológica, médica y jurídica a las personas damnificadas por el mismo, desde el momento del allanamiento conjuntamente con las fuerzas de Seguridad intervinientes hasta el momento en que se lleva a cabo la declaración testimonial en el juzgado competente.

La Oficina de Rescate ejerce la coordinación del equipo interdisciplinario, conformado por psicólogas, trabajadoras sociales, médicos y abogadas/os, e interviene desde el primer contacto que se tiene con la víctima cuando esta es rescatada por las divisiones específicas de las Fuerzas Federales de Seguridad (creadas por Resolución del ex Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación
), hasta el momento en que las mismas presten declaración testimonial ante los estrados competentes. 

Una vez que las víctimas han prestado la referida declaración testimonial, son derivadas a los programas estatales especializados en asistencia a víctimas. Los profesionales que se desempeñan en la misma se ocupan de la asistencia integral de las víctimas, ofreciendo para el caso de víctimas no nacionales, la posibilidad de retornar voluntariamente a su país de origen.
En otro orden de ideas, es dable mencionar, que se ha avanzado de manera significativa para prevenir situaciones de trabajo forzoso. Un reflejo de ello son  los acuerdos de cooperación y capacitación, que se han firmado entre este Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. En este sentido, cabe mencionar que dichos acuerdos, establecen acciones mancomunadas en lucha contra la Trata de Personas. En tal sentido, es dable destacar el Convenio Marco para la “Cooperación en Políticas Públicas en materia de Prevención y Erradicación de la Trata de Personas del Mundo del Trabajo”.

Asimismo, y bajo esta línea de trabajo se está elaborando un proyecto, entre ambos Ministerios,  que complementa al referido Convenio-Marco, el cual procura la inclusión de víctimas de Trata de Personas en el “Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo” y el “Seguro de Capacitación y Empleo”. El objetivo de dicho proyecto es generar el mecanismo institucional para incorporar a las víctimas rescatadas por la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata a los distintos programas de inserción laboral existentes en el marco de la Secretaría de Empleo, y al subsidio correspondiente. La Secretaría de Empleo cuenta con dos programas que permitirían incorporar a la mayoría de las víctimas. El primero, “Jóvenes con Más y Mejor Trabajo” está dirigido a jóvenes de 18 a 24 años. El “Seguro de Capacitación y Empleo” cubre a la población mayor de 24 años. De esta manera se procura una integración social de la víctima.

Ver adjunto XII. Datos estadísticos de la Oficina de Rescate. 


Artículo 11
El derecho a un nivel de vida adecuado



-Datos sobre reducción de la pobreza.



-Información sobre políticas de vivienda.-Información sobre personas con discapacidad y pueblos originarios. 



-Información sobre desalojos.



-Información sobre acceso al agua.



-Información sobre el derecho a la alimentación

· Medidas sobre reducción de la pobreza

Desde el año 2003, el Gobierno Nacional fue reconstituyendo y consolidando un Estado Nacional presente, activo y promotor de las políticas públicas en permanente articulación con los gobiernos provinciales y locales, con las organizaciones sociales del territorio y de la región, desarrollando iniciativas reparadoras de las desigualdades sociales en un trabajo permanente de inclusión, creando oportunidades para el acceso universal e igualitario a la educación, la salud y la vivienda, promoviendo el progreso social en el esfuerzo y el trabajo de cada uno de los argentinos y argentinas.

Esto implica necesariamente una concepción de las personas, las familias y las comunidades como portadoras de derechos, y requiere de un abordaje integral de las políticas a fin de optimizar las estrategias de intervención. 

Teniendo esto en cuenta, desde el Ministerio de Desarrollo Social, se han instrumentado nuevas políticas sociales - superando la fragmentación y los programas “enlatados” que se aplicaron durante la década del 90- que se articulan en dos grandes ejes tendientes a erradicar la pobreza extrema a través del desarrollo de las fuerzas productivas y de la inclusión, a saber: 

· Familia Argentina

> Fortalecimiento de las familias y las comunidades como integradores sociales

> Promoción y Protección de los Derechos

> Participación ciudadana


Herramientas: bienes y servicios de calidad para el ejercicio de los derechos.


Estrategias: “Plan Nacional de Seguridad Alimentaria”; “Plan Nacional de Deportes”; “Plan de Abordaje Local – AHÍ”; “Pensiones No Contributivas”; “Niñez, Adolescencia y Familia”; “Asistencia Directa a las Familias”.

· Argentina Trabaja 
> Promoción del empleo para la inclusión social

> Promoción de la producción

> Recuperación de la cultura del trabajo y el empleo digno para la generación de ingreso genuino para las familias

> Desarrollo Local y Economía Social


Herramientas: emprendimientos socio-productivos, cooperativos. 


Estrategias: “Plan Nacional de Desarrollo Local y Economía Social MANOS A LA OBRA”; “Marca Colectiva”; “Efectores”; “Monotributo Social”; “Programa Ingreso Social con Trabajo”; “Microcrédito”; “Talleres Familiares”.

Teniendo en cuenta esta mirada de las políticas sociales, la República Argentina posee un cúmulo de leyes específicas para garantizar el ejercicio de los derechos y que ha permitido un avance normativo en varias materias, entre las que cabe citar las siguientes:

En primer lugar, en el año 2004 fue sancionada la ley N° 25.871 de Migraciones. Esta ley, obliga al Estado a asegurar en todas sus jurisdicciones, el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social.
Con respecto a los datos actualizados sobre pobreza, se incluye en el Anexo, información estadística elaborada por el INDEC. 
Ver adjunto XIII. Datos estadísticos del INDEC sobre Incidencia de la Pobreza y de la Indigencia
· Información sobre políticas de vivienda. -Información sobre personas con discapacidad y pueblos originarios. 

En relación al tema de la vivienda, cabe destacar que la República Argentina enfrentó en el año 2001 una depresión económica y social que no registraba antecedentes históricos comparables, suponiendo una drástica reducción del producto bruto nacional, que significó el desplome socioeconómico con fuertes incrementos en las tasa de desempleo y en los índices de pobreza e indigencia. Cabe destacar que a comienzos del 2003 la tasa de desocupación afectaba casi al 19 % de la población activa y el 42% de los hogares estaban por debajo de la línea de pobreza.
Ante esta realidad el Gobierno Nacional incorporó como uno de los temas centrales de su agenda, el diseño de una política integral de vivienda orientada simultáneamente al mejoramiento del hábitat y a la reactivación productiva. Desde esta perspectiva se entiende que la inversión en vivienda tiene múltiples impactos superadores de una situación económica recesiva.

En efecto, una política activa en vivienda social permite simultáneamente:

· generar empleos.

· distribuir ingresos a través del otorgamiento en propiedad de la vivienda a familias de bajos ingresos.

· superar una situación habitacional desfavorable, produciendo una mejora sustancial en la calidad de vida familiar.

Para alcanzar estos objetivos el Gobierno Nacional implementó diferentes acciones orientadas a un mismo propósito:

· Propiciar el fortalecimiento del Organismo Nacional de Vivienda concentrando en su estructura todos los programas cuyas acciones están referidas al mejoramiento del hábitat, a través de la construcción y mejoramiento de la vivienda, la infraestructura y el equipamiento social comunitario, dotándola de los recursos necesarios para desarrollar su gestión. La evolución del presupuesto ejecutado por la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda desde el año 2003 es la siguiente:

	AÑO
	PRESUPUESTO (EN $)

	2003
	691.574.852

	2004
	1.030.161.597

	2005
	2.935.078.852

	2006
	3.900.430.849

	2007
	4.596.683.471

	2008
	5.860.000.160

	2009
	6.825.433.681

	2010
	6.996.111.320


· Desarrollar un trabajo en conjunto con las diferentes áreas gubernamentales y no gubernamentales, del ámbito nacional, provincial y municipal, que tienen relación directa con el mejoramiento del hábitat, la generación de empleo y la reactivación productiva.

· Buscar el fortalecimiento del Sistema Federal de Vivienda canalizando a través de los Organismos Provinciales de Vivienda, los nuevos programas e incorporando un importante volumen de recursos nacionales a los del Fondo Nacional de la Vivienda.

Desde el primer momento se partió de una visión integral de la realidad sociohabitacional a fin de ir generando la diversa gama de operatorias que permitiera, en forma masiva, cubrir el amplio espectro de la demanda habitacional, atendiendo con la respuesta adecuada las distintas necesidades habitacionales de los hogares argentinos.

· Características Generales de los Programas Federales de Vivienda.

Los programas federales implementados han sido diseñados con un modelo de gestión descentralizado. La Subsecretaria de Desarrollo Urbano y Vivienda ejerce un rol de organismo financiador, con funciones para auditar la correcta aplicación de los recursos; la ejecución queda a cargo de los organismos provinciales o en su defecto de organismos municipales o entidades intermedias sin fines de lucro, quienes diseñan el proyecto, contratan y certifican el avance de las obras y son responsables de su calidad constructiva.

Desde el año 2003 la Subsecretaría de Vivienda fue sucesivamente iniciando distintos Programas Federales destinados a atender las diversas necesidades habitacionales, atendiendo los principios del derecho a una vivienda adecuada.  Los programas fueron diseñados como parte de un sistema integral que contempla el concepto de “solución habitacional”, esto es: seguridad jurídica de la tenencia, disponibilidad de servicios e infraestructura, habitabilidad de las viviendas, acceso a la vivienda a grupos en situación más vulnerable, adecuación cultural hacia las poblaciones objetivos.

Los primeros que se pusieron en marcha en ese año 2003, fueron los Programas Federales de Reactivación de Obras Fonavi I y II, dirigidos a continuar obras iniciadas con recursos precisamente del Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI) , que como consecuencia de la crisis se encontraban paralizadas.

Los segundos Programas implementados se orientaron a atender dos de las situaciones más apremiantes, tanto por los niveles de desocupación como por las carencias habitacionales que caracterizan a las áreas pobres de las grandes ciudades. Surgieron así el Programa Federal de Emergencia Habitacional dirigido a la construcción de viviendas mediante Cooperativas de Trabajo a fin de generar una política que simultáneamente resuelva los problemas habitacionales y de pleno empleo y producción y el Programa Federal de Solidaridad Habitacional destinado originalmente a paliar los grandes desequilibrios regionales que históricamente han caracterizado a nuestro país, de ahí que se focalizara en las Provincias del Noreste Argentino (NEA) y del Noroeste Argentino (NOA). Asimismo, a partir del año 2004 a través de este Programa se dio respuesta a varias jurisdicciones que habían sufrido distintas emergencias climáticas para la reconstrucción o reparación de las viviendas dañadas. En el marco de este Programa, durante el 2005 se abrió una nueva línea de acción destinada a resolver en algunas provincias la situación habitacional de la población rural y de las comunidades aborígenes. 

La Subsecretaría mencionada cuenta también con el Programa Federal de Vivienda y Mejoramiento del Hábitat de Pueblos Originarios y Rurales. Los objetivos de este Programa son:

· Atender, mediante la construcción, ampliación y/o mejoramiento de viviendas e infraestructura apropiada, a pueblos originarios y rurales en situación de criticidad, económicamente excluidos, con factores bio-ambientales desfavorables y en situación de riesgo, donde la pobreza y las condiciones del hábitat reducen las capacidades de la población para enfrentar o superar los efectos perjudiciales de su situación.

· Promover procesos de consolidación territorial y productiva de las comunidades.

· Impulsar niveles de autosuficiencia económica que mejore la calidad de vida de la población y garantice la sostenibilidad y la sustentablidad de las acciones comunitarias en el tiempo.

· Potenciar las capacidades de organización y autogestión de generar capacidades decisionales y organizativas; y habilidades  individuales y comunitarias para convertirse en movilizadores de condiciones de cambio y desarrollo.

· Consolidar las acciones de coordinación en las variables vivienda-producción ampliándolas al campo de la educación y la salud, complementando de ese modo el desarrollo integral de la población en cuestión.

· Incorporar mano de obra de los pobladores beneficiarios conocedores de los usos y costumbres regionales con el fin de respetar sus pautas culturales, fortalecer su patrimonio familiar y evitar la migración rural. 

Respecto a la población rural, esta también es atendida mediante el Programa de Desarrollo Social en Áreas Fronterizas del Noroeste y Noreste Argentino (PROSOFA). Su objetivo principal es asegurar el acceso a servicios básicos a la población de pequeñas comunidades fronterizas del NOA y NEA en situación de pobreza extrema, a través de asistencia técnica y financiamiento de proyectos para la construcción, ampliación, refacción y equipamiento de servicios de agua potable, saneamiento básico, salud y educación. Asimismo, el Programa de Provisión de Agua Potable, Ayuda Social, y Saneamiento Básico (PROPASA) tiene como objetivo principal  brindar asistencia técnica y financiera para la provisión de servicios de abastecimiento de agua potable, desagües cloacales y erradicación de letrinas en comunidades rurales concentradas o dispersas, o núcleos urbanos periféricos que se encuentren en situación de carencia, precariedad, o bajo contingencias extraordinarias de riesgo ambiental.

A fines del 2004, la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda dio inicio a dos nuevos programas: por un lado el Programa Federal de Construcción de Viviendas que tuvo como finalidad, mediante la construcción de 120.000 viviendas en todo el país, fortalecer el proceso de reactivación económica del sector habitacional y consolidar la evolución decreciente del déficit habitacional registrada en la última década y por el otro el Programa Federal de Mejoramiento de Viviendas “Mejor Vivir” destinado a resolver mediante el mejoramiento de 140.000 viviendas deficitarias, una situación tanto tiempo postergada como es la del 80% de los hogares con problemas habitacionales que no necesitan una nueva vivienda, sino que su actual vivienda sea completada y/o mejorada.

A comienzos del 2005, se pusieron en marcha dos nuevos subprogramas orientados a complementar las acciones implementadas en los Programas Federales de Construcción y Mejoramiento de Viviendas: el Subprograma de Urbanización de Villas y Asentamientos Precarios destinado a atender la grave situación social de la población que puebla las villas y asentamientos precarios del conurbano bonaerense y el Subprograma para el Mejoramiento del Hábitat Urbano, Obras de Infraestructura y Complementarias dirigido a financiar en forma parcial o total las obras de este tipo que resultan imprescindibles para la habilitación de las viviendas que se construyen a través de los Programas Federales de Construcción y Mejoramiento de Vivienda, como así también de los otros programas federales vigentes y de los que implementen en futuro.

En agosto del año 2005 se firmó el Convenio Marco correspondiente al Programa Federal Plurianual de Construcción de Viviendas, diseñado con el objeto de brindar al sector construcciones un marco de previsibilidad que mejorara las condiciones del mercado, de ahí su carácter  plurianual y su volumen de 300.000 viviendas nuevas.

Finalmente en noviembre del 2006 se inició una Segunda Etapa del Subprograma de Villas y Asentamientos Precarios cuya finalidad es el mejoramiento urbano de las villas y asentamientos precarios localizados en las cuencas del Riachuelo –Matanza y del Río Reconquista.

Impacto en la situación habitacional de los hogares

El impacto de las acciones que el Gobierno Nacional ha desarrollada a través de todos los Programas hasta ahora implementados es posible visualizarlo en el siguiente cuadro, en el cual se consigna para cada Programa y cada jurisdicción, el total de viviendas que fueron construidas o mejoradas o están actualmente en ejecución.

	PROGRAMA
	VIVIENDAS
	MEJORAMIENTOS

	
	Terminadas
	En ejecución
	Terminadas
	En ejecución

	REACTIVACIÒN IYII
	28.630
	3.121
	
	

	SOLIDARIDAD
	21.438
	2.711
	10.867
	4.607

	SOLIDARIDAD (ABORIGENES) /CONSTRUCCION (ABORIGENES Y RURALES)
	914
	825
	124
	240

	CONSTRUCCIÒN I Y II/

CARITAS
	152.570
	83.342
	3.306
	

	MEJOR VIVIR
	
	
	68.093
	33.689

	EMERGENCIA HABITACIONAL
	17.087
	5.831
	
	

	PROMHIB 

	3.690
	1.782
	4.508
	1.016

	ROSARIO HABITAT

	1.142
	52
	2.541
	630

	PROSOFA I Y II
	
	
	46.724
	5.611

	PROPASA
	
	
	4.107
	1.927

	PROMEBA

	1.232
	310
	61.270
	55.720

	FONAVI
	84.162
	20.005
	53.456
	14.984

	TOTAL
	310.865
	117.979
	254.996
	118.424


De acuerdo con esta información unas 802.264 familias han mejorado o están en vías de mejorar su situación habitacional a través del acceso a una nueva vivienda o el mejoramiento de la que actualmente habitan.

Dado que aun no está disponible la información relevada en el operativo censal del 2010, se ha utilizado la información proporcionada por la Encuesta Permanente de Hogares a fin de verificar los efectos que la acción de vivienda ha tenido sobre la situación habitacional de las familias. A tal efecto se ha realizado un análisis comparativo de la situación habitacional de los hogares urbanos a partir de la explotación de las bases de datos de las ondas correspondientes a los años 2003 y 2010.

Si se analiza la calidad de los materiales con las que están construidas las viviendas se constata que ha aumentado la proporción de viviendas que tienen una calidad satisfactoria (categoría I y han disminuido las correspondientes a las viviendas irrecuperables (categoría III).

	Viviendas según Calidad material. Años 2003-2010

	
	
	
	

	Calidad material de la vivienda (1)
	Año

	
	2003
	2010

	Categoría I (1)
	Absoluto
	  4.964.305 
	     5.875.863 

	
	%
	73,3
	76,4

	Categoría II **
	Absoluto
	  1.122.759 
	     1.214.480 

	
	%
	16,6
	15,8

	Categoría III ***
	Absoluto
	    624.251 
	        541.782 

	
	%
	9,2
	7,0

	Ignorado
	Absoluto
	      62.868 
	          62.320 

	
	%
	1
	0,8

	Total
	Absoluto
	  6.774.183 
	     7.694.445 

	
	%
	100
	100

	Fuente: elaboración de la Dirección de Políticas Habitacionales sobre base de microdatos de la EPH 2003-2010, INDEC, www.indec.gov.ar

	(1) Categorías: 
	
	
	

	I:  Viviendas de calidad satisfactoria
	

	II: Viviendas recuperables
	
	

	III: Viviendas irrecuperables
	
	


Esta mejora también se constata si se considera las condiciones sanitarias de las viviendas: instalación y procedencia de agua, tipo de desagüe y tenencia de instalación de baño.

	Hogares según condición de acceso al agua. Año 2003-2010
	

	
	
	
	
	
	

	Condición de acceso al agua (1)
	Año
	
	

	
	2003
	2010
	
	

	Con instalación de agua
	Absoluto
	   6.785.130 
	   7.714.778 
	
	

	
	%
	98,7
	99,3
	
	

	Sin instalación de agua
	Absoluto
	       75.300 
	       49.450 
	
	

	
	%
	1,1
	0,6
	
	

	Ignorado
	Absoluto
	       15.679 
	         2.574 
	
	

	
	%
	0,2
	0,0
	
	

	Total
	Absoluto
	   6.876.109 
	   7.766.802 
	
	

	
	%
	100
	100
	
	

	Fuente: elaboración de la Dirección de Políticas Habitacionales sobre base de microdatos de la EPH 2003-2010, INDEC, www.indec.gov.ar
	
	

	(1) Categorías: 
	
	
	
	
	

	Con instalación de agua: provisión de agua por cañería dentro de la vivienda o dentro del terreno

	Sin instalación de agua: provisión de agua fuera del terreno
	
	

	Hogares según procedencia del agua. Año 2003-2010

Procedencia del agua 

Año

2003

2010

Red pública (agua corriente)

Absoluto

   5.928.387 

   6.955.290 

%

86,2

89,6

Preforación con bomba a motor

Absoluto

     861.114 

     781.308 

%

12,5

10,1

Preforación con bomba manual

Absoluto

       49.164 

       15.856 

%

0,5

0,1

Otras fuentes

Absoluto

       34.242 

       11.399 

%

0,5

0,1

Ignorado

Absoluto

            225 

         2.949 

%

0,0

0,0

Total

Absoluto

   6.876.109 

   7.766.802 

%

100

100

Fuente: elaboración de la Dirección de Políticas Habitacionales sobre base de microdatos de la EPH 2003-2010, INDEC, www.indec.gov.ar

Hogares según Servicio sanitario: tipo de desagüe. Año 2003-2010

	
	
	
	
	

	Tipo de desagüe
	Año
	

	
	2003
	2010
	

	Desagüe a cloaca
	Absoluto
	   4.232.908 
	   5.055.263 
	

	
	%
	61,6
	65,1
	

	Desagüe a pozo ciego con cámara séptica
	Absoluto
	   1.645.043 
	   1.880.233 
	

	
	%
	23,9
	24,2
	

	Sin Servicio Sanitario
	Absoluto
	     996.212 
	     824.297 
	

	
	%
	14,5
	10,6
	

	Ignorado
	Absoluto
	1946
	7009,0
	

	
	%
	0,0
	0,1
	

	Total
	Absoluto
	   6.876.109 
	   7.766.802 
	

	
	%
	100
	100
	

	Fuente: elaboración de la Dirección de Políticas Habitacionales sobre base de microdatos de la EPH 2003-2010, INDEC, www.indec.gov.ar
	

	
	
	
	
	

	
	
	

	Instalación de baño

	
	2003

	Inodoro con botón /mochila/cadena y arrastre de agua
	Absoluto
	 6.000.268 

	
	%
	87,3

	Inodoro sin botón/cadena y con arrastre de agua 
	Absoluto
	   711.619 

	
	%
	10,3

	Sin cuarto de baño o cuarto de baño con letrina (sin arrastre de agua)
	Absoluto
	   163.983 

	
	%
	2,4

	Ignorados
	Absoluto
	          239 

	
	%
	0,0

	Total
	Absoluto
	 6.876.109 

	
	%
	100


En cuanto a la condición de tenencia, también se verifica una evolución favorable. En efecto, entre el 2003 y el 2010 han aumentado las condiciones de tenencia regular (propietario de la vivienda y el terreno, inquilino y ocupante en relación de dependencia) y han disminuido las situaciones irregulares (propietario solo de la vivienda, ocupante gratuito o de hecho).

	Hogares según situación y régimen de tenencia. Año 2003-2010
	

	
	
	
	
	
	

	Situación de tenencia 
	Régimen de tenencia
	Año 2003
	Año 2010

	
	
	% Tipo régimen tenencia
	% Tipo situación de tenencia
	% Tipo régimen tenencia
	% Tipo situación de tenencia

	Tenencia regular
	Propietario de la vivienda y el terreno
	68,3
	86,8
	65,1
	87,9

	
	Inquilino o arrendatario de la vivienda
	18,1
	
	22,3
	

	
	Ocupante con relación de dependencia
	1,0
	
	0,9
	

	Tenencia irregular
	Propietario de la vivienda solamente
	4,2
	12,5
	4,1
	11,7

	
	Ocupante gratuito
	6,6
	
	6,3
	

	
	Otra  situación
	1,7
	
	1,3
	

	No corresponde
	0,8
	0,4

	Total situación de tenencia
	100
	100
	100
	100

	Total hogares
	6,876,109
	                               7.766.802 

	Fuente: elaboración de la Dirección de Políticas Habitacionales sobre base de microdatos de la EPH 2003-2010, INDEC, www.indec.gov.ar


Finalmente, cabe destacar que se observa en las áreas urbanas una disminución respecto al déficit habitacional cuantitativo, ya que el porcentaje de viviendas faltantes para que cada hogar pueda acceder a una vivienda adecuada ha variado del 10,6% en 2003 al 7.9% en 2010. 

En síntesis puede afirmarse que si bien persisten aún situaciones deficitarias el gobierno de la República Argentina ha desarrollado una política integral de vivienda orientada a lograr que paulatinamente y en forma creciente, tenga vigencia el derecho consagrado en nuestra Constitución Nacional, de que todas las familias argentinas puedan disponer de un lugar que les permita vivir dignamente.

· Información sobre vivienda relacionada con personas con discapacidad y pueblos originarios. 

· Personas con discapacidad.

La Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda ha establecido, a partir del Programa Federal Plurianual de Construcción de Viviendas en agosto de 2005, que por lo menos el 5% de las 300.000 unidades nuevas que se prevé construir con el Programa sean destinadas a discapacitados motrices. Para ello, el proyecto arquitectónico deberá cumplir con lo establecido por la propia Subsecretaría en sus “Directrices para la Accesibilidad al Medio Urbano” y “Directrices de Accesibilidad para Viviendas de Interés Social”. Para estas viviendas se reconoce además en el financiamiento un sobre costo del 10%.
Hasta el 31 de diciembre de 2009, se han entregado 19.767 viviendas correspondientes a dicho programa, de las cuales 1.151 lo han sido a familias con algún integrante discapacitado, o sea un 6%, superando el porcentaje previsto.
· Pueblos originarios, posesión de la tierra y desalojos

Entre las políticas generadas desde el Estado para afrontar el déficit de viviendas en zonas de asentamiento de Comunidades Indígenas, y directamente vinculada a la “Seguridad jurídica de la tenencia” mencionada en la Observación General N° 4, y a la consulta sobre desalojos forzados, se informa que desde el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas se implementa (desde el año 2007) la Ley N° 26.160 de Emergencia en materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan las comunidades indígenas originarias del país (prorrogada mediante Ley N° 26.554, sancionada el 18 de noviembre de 2009). La Ley N° 26.554, prorroga la Ley N° 26.160 hasta el año 2013 y dispone asignar para cada uno de los tres (3) ejercicios presupuestarios que se aprueben con posterioridad a la sanción de la presente ley un crédito de PESOS DIEZ MILLONES ($ 10.000.000) destinados a la atención del Fondo Especial creado por la Ley N° 26.160. 

Las mencionadas leyes disponen en su artículo segundo la suspensión (por el plazo inicial de cuatro años, hoy prorrogado hasta el día 23 de noviembre de 2013) “…la ejecución de sentencias, actos procesales o administrativos, cuyo objeto sea el desalojo o desocupación de las tierras contempladas en el artículo 1º.” Asimismo se crea un Fondo Especial para la asistencia de las Comunidades Indígenas del país, por un monto de pesos treinta millones ($ 30.000.000), con el objeto de  afrontar los gastos que demanden: a) El relevamiento técnico —jurídico— catastral de las tierras que en forma tradicional, actual y pública ocupan las comunidades indígenas. b) Las labores profesionales en causas judiciales y extrajudiciales .c) Los programas de regularización dominial.

Con esto se ha logrado detener -ante casos de posesión comunitaria actual, tradicional y pública de los territorios- la emisión de órdenes de desalojo o la suspensión de las mismas hasta tanto el Programa Nacional Relevamiento Territorial de Comunidades Indígenas (Resolución INAI N° 587/07) realice el abordaje de los territorios en cuestión. En aquellos casos en que el Relevamiento ya fue aplicado, los desalojos se encuentran suspendidos. 

Siendo política del INAI el sostenimiento y fortalecimiento de la posesión territorial de las Comunidades, evitando (más allá de los desalojos), los traslados impuestos o voluntarios, en el marco del Anteproyecto de Ley de Propiedad Comunitaria Indígena elaborado por la Comisión de Análisis e Instrumentación creada por el Decreto N° 700/10 del Poder Ejecutivo Nacional, se incluyen disposiciones orientadas a viabilizar la ejecución de obras de infraestructura social en territorios en los que se encuentre reconocida la posesión comunitaria (independientemente a la situación registral de los mismos), cumplimentándose previamente las correspondientes instancias de consulta y participación, adaptando los proyectos a las condiciones que culturalmente se consideren apropiadas. 

El objetivo final de este tipo de medidas es optimizar las condiciones de asentamiento habitacional, los servicios disponibles, etc. de manera de mejorar (conforme los intereses de las respectivas Comunidades poseedoras) las condiciones generales de vida de los Pueblos y Comunidades en sus respectivos territorios. Con idéntico objetivo, desde la Dirección de Desarrollo de Comunidades Indígenas se continúan implementando Proyectos destinados al mejoramiento de viviendas.

En relación con lo indicado en la Observación General N° 4, Punto N° 17, se ha avanzado (por medio de los Proyectos generados en el marco del Programa de Fortalecimiento Comunitario, Resolución INAI N° 235/04) en la implementación de acciones tendientes a eliminar o reducir el pago de determinados cánones que se imponían a las Comunidades (generalmente aquellas asentadas en zonas rurales) en concepto de pastaje, talaje, locaciones o usufructos por temporada -en los casos de uso de veranadas o invernadas-, etc. Este tipo de acciones se desarrollan en el marco de Programas de Asistencia Legal, Programas de Servicio Jurídico Permanente, etc
.

· Pueblos originarios y tierras adquiridas por empresas 

En el caso de la Argentina, si bien generalmente las transferencias a nivel registral no repercuten directamente en las posesiones detentadas por las Comunidades sobre el territorio, en aquellos casos en que esto sí ocurre, desde el INAI se procura mantener la posesión pacífica e inalterable (en cuanto a tipos de uso, extensión, etc.), implementando para estos Proyectos destinados a generar instancias de mediación, y, en caso de que esto fracasara, la apertura de instancias judiciales con el objeto de defender la posesión comunitaria de los territorios. 

No son usuales en nuestro país los traslados forzosos de Comunidades (a los que hace referencia, entre otros, el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo en su artículo 16). En aquellos casos excepcionales en que los territorios de ocupación indígena se destinan a obras de interés público, generando la necesidad de reubicaciones, el Instituto tiene como política generar Mesas de Diálogo y Articulación orientadas a conciliar los intereses de las partes, facilitando un ámbito de expresión y arribo a acuerdos, con directa participación de las Comunidades afectadas y sus asesores de confianza. 

· Derecho a una alimentación suficiente

Desde fines del siglo XIX la Argentina es un país con excedente alimentario, por lo que no posee la problemática de la producción o la distribución. Los problemas de acceso están originados en cuestiones de ingreso y de distribución de la riqueza. Es por ello que la problemática no constituye un problema en términos sanitaristas.

La disponibilidad de alimentos de la Argentina, medida a través de las hojas de balance de alimentos de la organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), históricamente presentó valores muy cercanos o superiores a las 3.000 kcal. diarias por habitante. En el período más reciente (2001-2006) la disponibilidad calórica ha sido de 2.941 calorías por habitante, cifra que supera en un 30% al requerimiento medio de la población. 

El consumo aparente de proteínas también es alto (más de 93,2 gramos diarios por persona) y el calcio es uno de los pocos nutrientes con valores de disponibilidad inferiores a la recomendación media.

El suministro de alimentos, además de ser suficiente, presenta una marcada estabilidad a lo largo de los años. Por otra parte, el coeficiente de dependencia calórica de importaciones (menor al 5%) resulta marginal.

Así, puede entenderse que en la Argentina la vulnerabilidad e inseguridad alimentaria de ciertos grupos de población es más bien atribuible a sus limitaciones en el acceso y consumo de alimentos. En los últimos años los indicadores de pobreza e indigencia han ido disminuyendo, ampliándose el porcentaje de población que accede a la Canasta Básica de Alimentos.

· Encuesta Nacional de Nutrición y Salud

La sinergia entre los procesos de pérdida del empleo y aumento de la pobreza e indigencia ha sido un fuerte determinante de las limitaciones en el acceso y el consumo de alimentos generando condiciones de inseguridad alimentaria que luego se traducen en diferentes manifestaciones nutricionales.

La Argentina presenta un estadío avanzado de transición demográfica, epidemiológica y nutricional dentro del contexto de América Latina. La situación se caracteriza por un moderado crecimiento vegetativo, un persistente proceso de envejecimiento de la población y un alto porcentaje de población urbana. Esta última condición refuerza la importancia de los ingresos, los precios de los alimentos y el funcionamiento del mercado como condicionante de los patrones alimentarios y de la situación de seguridad alimentaria de los hogares, particularmente los pobres. 

La transición nutricional se caracteriza por un alto consumo de carnes, otras grasas saturadas y azúcares refinados y un relativamente bajo consumo de fibras e hidratos de carbono complejos. Estas características de la dieta promedio han sido asociadas con altas tasas específicas de enfermedades del sistema circulatorio y tumores, en países con patrones de mortalidad similares al argentino. El otro hecho característico de la transición argentina es la gran heterogeneidad existente en todas las variables indicativas entre las diferentes provincias y regiones del país.

La anemia por deficiencia de hierro constituye la patología nutricional más prevalente en los niños pequeños (30% de los menores de 2 años, 16 % menores de 5 años,). El hierro, el zinc y el cobre comparten las fuentes alimentarias, por lo que la deficiencia de hierro puede considerarse un marcador de otros déficits de micronutrientes.

En los últimos 15 años se han realizado varios estudios con diagnóstico antropométrico en la población infantil de 0 a 5 años. Las representatividades territoriales son variables, así como las otras dimensiones del estado nutricional que fueron incluidas. Sin embargo, todos los estudios presentan un patrón común:

a) Muy baja prevalencia de índices compatibles con desnutrición aguda moderada a severa;

b) Moderada prevalencia de retardo del crecimiento lineal (baja talla para la edad);

c) Aparición del sobrepeso como problema de salud pública.

Los esfuerzos de políticas públicas parten de ese presupuesto, por lo que las acciones de refuerzo alimentario a grupos específicos son dirigidas, en tanto distintos organismos convergen en su accionar para las problemáticas de agua segura, tratamiento de residuos cloacales y desarrollo de las economías locales.

Entre los años 2004-2005, el Ministerio de Salud de la Nación realizó la Encuesta Nacional de Nutrición y Salud (ENNyS). 

Se ha adoptado la utilización de las Tablas de OMS   a la normativa del Plan Nacer y Plan Nacional  Alimentario en la evaluación de los niños. Estas nuevas tablas son prescriptivas del patrón de  crecimiento, describiendo la forma en que los seres humanos crecen si tienen una buena alimentación, condiciones socios ambientales y seguimiento medico adecuado. De esta forma la utilización de estas tablas comparan  a los niños con un patrón que tiende a garantizar sus derechos, tales como el derecho a la  alimentación y el desarrollo adecuado.

La información de la ENNyS describe la situación nutricional de los diferentes grupos humanos a nivel nacional, regional y provincial refiere a la salud y la nutrición de los niños menores de 6 años y las mujeres de 10 a 49 años de edad,  en especial las embarazadas.

Los resultados de la encuesta utilizando las Tablas de OMS para analizar los datos, pàra niños menores de 6 años son: emaciación 1, 3%, bajo peso 2,2%, baja talla 8%, sobrepeso y obesidad 10, 4%. En Embarazadas la anemia es de 30% y el sobrepeso y obesidad 43%;   y en mujeres de 19 a 49 años el sobrepeso y obesidad supera el 43 %.

· Programas federales para garantizar el derecho a la alimentación suficiente de la Subsecretaría de Políticas Alimentarias – Plan Nacional de Seguridad Alimentaria

Objetivos

Asegurar el acceso de la población vulnerable a una alimentación adecuada, suficiente y acorde a las particularidades y costumbres de cada región del país.

Sujetos de Derecho

Población en situación de riesgo nutricional. Se prioriza a los pueblos originarios, familias con niños menores de 14 años, mujeres embarazadas, discapacitados, personas en riego nutricional (sacaría situación de desnutrición), adultos mayores de 70 años que viven en condiciones socialmente desfavorables, personas en situación de vulnerabilidad nutricional.

Objetivos especificos

Los objetivos del Plan son:

a) Fomentar la comensalidad familiar;

b) Brindar asistencia alimentaria a las familias en situación de vulnerabilidad

social en el marco de la Ley Nº 25724;

c) Desarrollar acciones específicas dirigidas a grupos vulnerables;

d) Facilitar la Autoproducción de Alimentos a las familias y redes prestacionales (comedores, centros comunitarios, jardines maternales, escuelas y otros);

e) Promover el fortalecimiento de las instituciones efectoras a través de la cooperación técnica, capacitación y financiamiento;

f) Impulsar la integración de recursos nacionales, provinciales, municipales y facilitar la participación del tercer sector, con el fin de que cada provincia implemente el Plan de acuerdo a sus necesidades y recursos;

g) Fomentar un enfoque integral de la problemática alimentaria nutricional jerarquizando el cuidado de la salud, la provisión de una alimentación adecuada y la educación alimentaria nutricional con plena participación de la comunidad;

h) Realizar acciones integrales en materia de educación alimentaria nutricional, cuidado de la salud y fortalecimiento de las familias;

i) Desarrollar acciones específicas dirigidas a grupos focalizados de riesgo.

Estructura del Plan

El Plan esta compuesto por diversos abordajes y componentes en tres áreas de trabajo: a) con gobiernos, b) con la sociedad civil y c) transversalmente a través de capacitación y asistencia técnica:

a) Con gobiernos:

i) Proyectos Federal, 

ii) Proyectos Especiales;

iii) Complemento Alimentario;

iv) Refuerzo Alimentario al Servicio Alimentario Escolar.

b) Con la comunidad:

i) Abordaje Comunitario – PNUD ARG/06/001;

ii) Prohuerta.

c) Área de Transversal de capacitación y Asistencia Técnica:

i) Programa Familias y Nutrición;

ii) Actividades de Capacitación y Asistencia Técnica;

iii) Actividades de Educación Alimentaria y Nutricional (EAN);

iiii) Programa Primeros Años.

a) Plan Nacional de Seguridad Alimentaria – Área gobiernos

Proyectos Federales

Fortalecen la gestión a través de la descentralización de fondos, asistencia técnica a las jurisdicciones y el impulso de la integración de recursos nacionales, provinciales y municipales, facilitando la participación del tercer sector. 

La nación transfiere fondos a organismos gubernamentales provinciales (OGP),  y ambos co-financian la tarjeta Alimentaria, esta modalidad  orienta y prioriza apoyar  la comensalidad familiar y el desarrollo de las economías locales. Un 90% de la población alcanzada por el Plan (asistencia alimentaria familiar), reciben el aporte a través de tarjeta alimentaria. El resto se cubre mediante la entrega de módulos o tickets alimentarios, teniéndose presente en estos casos situaciones  geográficas o de infraestructura tecnológica que impiden la inserción de la modalidad tarjetas.

Proyectos Especiales 

La nación aporta fondos destinados a proyectos especiales, destinados a grupos sociales o a  territorios determinados como de alto riesgo y vulnerabilidad social que requieran un abordaje específico e integral, incluyendo acciones de asistencia alimentaria, capacitación  auto producción de alimentos, entre otros. Esta  operatoria se puede realizar con gobiernos provinciales, locales (OG) y Organizaciones Sociales de la Comunidad (OSC).

Complemento Alimentario

En el Complemento Alimentario se realiza una compra centralizada de los alimentos, los cuales se distribuyen en situaciones especiales, como por ejemplo dificultades de acceso geográfico, catástrofes climáticas o problemáticas sociales emergentes, a través de organismos gubernamentales (OG) como con organizaciones sociales de la comunidad (OSC).

Refuerzo a los servicios alimentarios escolares

Objetivos

El componente de Servicios Alimentarios Escolares (SAE) se propone lograr condiciones de nutrición y desarrollo adecuado de los niños que asisten a las escuelas en situación de mayor riesgo socioeducativo, de los niveles Inicial, EGB y rural, con el refuerzo de los servicios de alimentación provinciales para la entrega de un servicio alimentario integral de calidad y gratuito. Capacitar a los docentes en el tema alimentario nutricional y de seguridad alimentaria.

Sujetos de Derecho

Alumnos que asisten a escuelas hogares, con albergues anexos y rurales, de los primeros ciclos de la EGB ubicadas en zonas críticas escuelas y/o de educación especial de gestión pública estatal. El universo de escuelas es revisado periódicamente con los gobiernos y equipos técnicos de cada provincia.

Prestaciones

Refuerzo para complementar los fondos provinciales con los que se brinda los SAE.

Modalidad de ejecución

Se transfieren fondos a las provincias con el fin de complementar el presupuesto provincial y garantizar que las prestaciones alimentarias sean las adecuadas. La selección de escuelas se realiza conjuntamente con cada jurisdicción de acuerdo a criterios generales que define el nivel nacional.

b) Plan Nacional de Seguridad Alimentaria – Área Sociedad Civil

Abordaje Comunitario 

Este programa promueve el desarrollo y fortalecimiento de las organizaciones comunitarias que brindan servicios alimentarios, a fin de mejorar y ampliar sus servicios sociales y aumentar la capacidad de gestión basada en metodologías participativas. De este modo, contribuye a la transformación de la política alimentaria con una perspectiva de integración social, institucional y territorial. 

Financiada con recursos nacionales a través de un Proyecto de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD-ARG/06/001), la iniciativa está dirigida principalmente a menores de 18 años, mujeres embarazadas o madres de niños lactantes, mayores de 60 años y adultos en situación de abandono o con algún tipo de discapacidad, que concurren a estas organizaciones de la sociedad civil. 

El financiamiento brindado por el programa está destinado a la prestación de servicios alimentarios, así como a la adecuación de espacios físicos, equipamiento, asistencia técnica y capacitación de las instituciones a cargo de esta tarea o de otras complementarias.

Objetivos

Grupos Sociales sujeto  de derechos

Organizaciones de la Sociedad Civil con servicios alimentarios que atienden a Población en situación de riesgo de todo el país, con énfasis en los menores hasta 18 años, mujeres embarazadas y con niños lactantes, mayores de 60 años y adultos en situación de riesgo o con algún tipo de discapacidad.

Prestaciones

Asistencia técnica y financiera a organizaciones de la sociedad civil (OSC) para brindar servicios alimentarios.

Modalidad de ejecución

A través de convocatorias realizadas, de carácter público a redes, organizaciones de segundo grado y otras organizaciones de la sociedad civil para la presentación de proyectos de prestaciones alimentarias comunitarias.

Prohuerta

Objetivos

El Prohuerta se ejecuta a través de un convenio entre el Ministerio de Desarrollo Social (MDS) y el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA). Tiene como objetivo mejorar la condición alimentaria de la población en situación de pobreza, mediante la autoproducción de alimentos frescos en pequeña escala que permita complementar la alimentación; mejorar la calidad de la dieta; mejorar el gasto familiar en alimentos; promover la participación comunitaria en la producción de alimentos; generar tecnologías apropiadas para la autoproducción de alimentos; y promover pequeñas alternativas productivas agroalimentarias. Opera con los gobiernos provinciales, locales, con OSC, escuelas y familias.

Sujetos de Derechos

Familias Urbanas y Rurales de sectores socialmente vulnerables.

Prestaciones

Asistencia técnica y financiera para la creación de huertas y granjas familiares, escolares y comunitarias, proyectos especiales de herramientas y acceso al agua, recuperación de semillas autóctonas y otras propuestas innovadoras.

Modalidad de ejecución

La operatoria se centraliza en dos campañas anuales, otoño-invierno y primavera - verano.

Su acceso es voluntario y se requiere como condición necesaria para acceder al programa: a) disponer de la superficie mínima necesaria para la implantación de una huerta la que deberá estar delimitada y cercada, b) Asistir a la capacitación que brindan los equipos técnicos del Pro-Huerta. Asimismo, previo la entrega de semilla, se verificará que el beneficiario, cumpla con las tareas de preparación del predio (cama de siembra, cercado, provisión de agua, etc.), como condición para acceder a dicha prestación.

c) Abordaje Transversal de capacitación y asistencia Técnica

Proyecto Familia y Nutrición 

Proyecto realizado en cooperación con UNICEF, que tiene como objetivo fortalecer a las familias en su función básica de sostén y crianza de sus hijos, alimentación-nutrición y cuidado de la salud. Desde un enfoque integral, que promueve la concreción de los derechos de niños y niñas en situaciones de la vida cotidiana, el trabajo enlaza la alimentación y nutrición con la atención temprana del desarrollo infantil en el ámbito familiar y comunitario. 

Se desarrollan acciones que tienen como premisa la concepción de la nutrición en un sentido amplio. Esto implica el posicionamiento frente a la problemática alimentario-nutricional desde la complejidad, lo cual trasciende el estricto acto de ingerir nutrientes para mantener la salud.  Se requiere de un enfoque integral que tenga en cuenta la salud, aspectos culturales, económicos, vinculares y la participación comunitaria desde la perspectiva de Derechos, haciendo especial hincapié en la identidad, la participación comunitaria y el fortalecimiento de lazos solidarios. 

Siguiendo esta línea de trabajo, se seleccionan, elaboran y distribuyen diversos materiales. Entre ellos: módulos de libros para niños, literarios y de divulgación científica,  para quienes aún no leen convencionalmente, primeros lectores y lectores con mayor autonomía; juegos y juguetes de construcción, dramatización, de mesa y para bebés; nutrijuegos de educación alimentaria y nutricional, diseñados especialmente para compartir en familia. 

Asimismo, se busca promover el acceso a diversos bienes culturales como  la música y el cine, generando nuevos espacios encuentro familiar que posibiliten el fortalecimiento de vínculos a partir de experiencias creativas e innovadoras en la comunidad.

Todos los materiales se utilizan en diversas actividades culturales, jornadas y espacios de encuentro, especialmente creados para compartir experiencias, fortalecer la identidad, los vínculos y las redes comunitarias. 

El desafío propuesto por este proyecto, consiste en la implementación de estrategias que promuevan acciones de fortalecimiento familiar con información, capacitación y recursos que impulsen la autonomía alimentaria y la comensalidad familiar en entornos protectores de la infancia. 

Su modalidad de trabajo ha permitido consolidar las actividades con niñas, niños y familias en diversos espacios sociales de sostén, dar visibilidad a las propuestas; fortalecer la conformación de redes,  involucrando y  comprometiendo  a otros actores de la comunidad, que dan mayor sustentabilidad a las acciones en desarrollo.

Educación Alimentaria Nutricional (EAN)/Capacitación

Objetivo general

El objetivo fundamental de la educación alimentaria nutricional es desarrollar en las personas la capacidad de identificar sus problemas relacionados con alimentación y nutrición, sus posibles causas y soluciones y actuar en consecuencia con el fin de mejorar el estado nutricional personal, familiar y de la comunidad, con un espíritu de autorresponsabilidad, de autocuidado y de autonomía.

También es respetar el derecho de la población de recibir información actualizada y correcta.

Marco teórico

Consta de:

a) Guías Alimentarias para la Población Argentina, Guías Alimentarias para la Población Infantil;

b) Manual de Multiplicadores. Normas de Buenas Prácticas. Normas Sanitarias. Ley de rotulado de alimentos;

c) Material específico de Ministerios Nacionales.

Ejecución

Se acuerda con los organismos locales los diagnósticos y visualización de necesidades y se programan acciones de EAN que acompañan a otras acciones del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria, atravesando las ejecuciones federales y focalizadas como estrategia de superación.

La formación de multiplicadores en todo el ámbito nacional está orientado a la construcción de conocimientos nutricionales que se expresen en hábitos alimentarios saludables. Estas acciones son articuladas del Ministerio de Desarrollo Social y el Ministerio de Salud en el marco del Programa Nacional de Educación Alimentaria.

En todas las actividades que realiza la Subsecretaría de Políticas Alimentarias se entrega el material educativo-informativo sobre Alimentación y Nutrición que se elabora. Se promueve el desarrollo de hábitos saludables permanentes para la producción, selección, compra, manipulación y utilización biológica de los alimentos mediante la educación alimentaria nutricional como herramienta imprescindible para el ejercicio de la autonomía, el autocuidado y la responsabilidad.

Desde esta perspectiva, se hace necesaria la participación activa de los destinatarios, puesto que el proceso de aprendizaje parte de sus saberes previos y preconceptos para estimular la capacidad crítica y la reflexión sobre las propias necesidades, tanto individuales como grupales. Así, los conocimientos pueden transformase en conductas alimentarias saludables respetando la libertad en la elección de lo que cada quien considera bueno para sí y para su familia. 

La iniciativa está dirigida tanto a profesionales técnicos y promotores, como a los destinatarios directos e indirectos de las distintas líneas de acción del plan.

Obras de teatro que tienen como objetivos centrales promover correctos hábitos de Alimentación; estimular a la población docente a tomar la temática nutricional durante el período lectivo y acercar a los niños a una actividad teatral.

La propuesta contempla la participación en las obras, donde se desarrollan ejes temáticos relacionados con conceptos básicos de alimentación y nutrición y cómo hacer del lugar y el momento de la comida un espacio acogedor y agradable. Para el diseño del espectáculo se trabajó a partir de los contenidos de las Guías Alimentarias Argentinas y se tuvieron en cuenta las diversas costumbres y hábitos regionales.

Obras: Teatro Negro “¿Qué te pasa Calabaza?  De la huerta  a la cocina” , “la laucha gaucha y el misterio del árbol tenebroso”, “Narices rojas: un cuento rico para comer despacio y con amigos”,  “Narices rojas: el tren de los alimentos”

Programa Nacional de Desarrollo Infantil Primeros Años

La ley 25.724 en su Artículo 5° plantea la realización de actividades de promoción, destinadas al fortalecimiento de las capacidades de las familias en torno a temas tales como lactancia materna, apoyo nutricional, estimulación temprana del desarrollo infantil; asegurando el acompañamiento y orientación a las familias en lo referente a la atención de sus hijos/as y el cuidado durante el embarazo. 

Al respecto, el Plan Nacional de. Seguridad Alimentaria articula recursos y acciones con los Ministerios de Salud, Educación, Empleo Seguridad Social y Trabajo, y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en el ámbito del Consejo Nacional de Coordinación de Politices Sociales para la gestión del Programa Nacional de Desarrollo Infantil Primeros Años, que inició sus actividades en el año 2006. 

Primeros Años se constituye en una instancia para dar cumplimiento a la Convención Internacional de los Derechos del Niño y la Ley N° 26.061 de Protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, sancionada el 28 de septiembre de 2005. Por lo cual se inscribe en las políticas públicas integrales hacia la primera infancia, destinadas a garantizar los derechos y garantías reconocidos en la mencionada ley.

En ese sentido, Primeros Años se propone instalar como política pública el abordaje integral del desarrollo de niñas y niños de 0 a 4 años, en su contexto familiar y comunitario, desde una perspectiva de integración social, institucional y territorial de las acciones de gobierno. Además, promueve el acompañamiento de la familia para fortalecer su rol protagónico en la atención y cuidado de niños y niñas en sus comunidades.

Objetivos específicos:

Incluir en la agenda pública la necesidad de impulsar acciones que garanticen el Desarrollo Infantil.

Promover la articulación intersectorial en todos los niveles para orientar las acciones y optimizar los recursos existentes.

Generar instancias de planificación conjunta, asistencia técnica y capacitación en los niveles Nacional, provinciales y locales.

Difundir y sensibilizar a toda la población acerca de la importancia de los primeros años para el desarrollo de las niñas y niños.

Desarrollar acciones que acompañen y fortalezcan las capacidades de las familias para la crianza de niñas y niños.

Promover la participación y organización comunitaria para favorecer un entorno protector de derechos y mejorar la calidad de vida de las niñas, los niños y las familias.

Estructura: Primeros Años está constituido por espacios interministeriales de distintos niveles (Mesa de Planificación Estratégica y Coordinación Programática Nacional y Mesas Provinciales), por espacios interinstitucionales de nivel local (Mesas Locales constituidas por instituciones y organizaciones dedicadas al desarrollo infantil en cada localidad), Equipos Técnicos (Nacional y Provinciales) y por Facilitadoras/es (miembros de la comunidad, con experiencia en trabajo barrial, pertenecientes a instituciones u organizaciones de la localidad que son capacitados en el marco del Programa para acompañar a las familias, en su rol protagonico de crianza).  

Actividades con las Familias:

El territorio argentino reúne diversidad de ambientes y formas de vida por eso  desde Primeros Años se prioriza e incentivan  el reconocimiento y el respeto por las identidad individual y colectiva. 

Las Facilitadoras/es y las instituciones llevan a cabo con las familias distintos tipos de actividades que tienen como objetivo el fortalecimiento de las familias en  el cuidado y atención  de sus hijas e hijos más pequeños.

Se promueven: la realización de controles médicos y hábitos saludables, los aprendizajes tempranos, poner a los niños y las niñas en el centro de las acciones como sujetos de derecho. Junto a la familia se  trabaja para  lograr una mayor democratización en las responsabilidades domésticas y de crianza.

Se impulsa la organización  de espacios comunitarios para las familias, con énfasis en los intereses que aportan al desarrollo infantil temprano, como espacios de juego y de lectura para los más chiquitos, Primerísimos Lectores Porque Leer, contar historias y jugar amplía su mundo de palabras y significados

3. Otras iniciativas dependientes del Ministerio de Salud de la Nación

a.-Programa Materno - infantil

La Dirección Nacional de Salud Materno Infantil se encuentra dentro del ámbito de la Secretaría de Programas Sanitarios, y es el órgano de formulación y aplicación de las políticas maternoinfantiles. Allí se desarrolla el Programa Materno Infantil, que se financia con fondos nacionales y externos.

Su principal objetivo es la reducción de la morbimortalidad materna e infantil. No obstante, sus actividades abarcan un complejo abanico que comprende temas como la calidad de la atención que proporcionan los equipos de salud, y los cuidados prenatales y pediátricos; el desarrollo infantil y los problemas de la adolescencia; la nutrición; la capacitación permanente en servicio del personal y la comunicación social al servicio de la salud materno infantil; la infraestructura y el equipamiento.

El Programa Materno Infantil de la Nación entrega en todo el país leche entera fortificada con Hierro, Zinc y Vitamina C, en cumplimiento de la Ley nacional Nº 25459/01.

Para cada grupo se sugiere:

a) Embarazadas: 2 kg/mes desde el quinto mes de embarazo y hasta el momento del parto: (10 kg/año);

b) Nodrizas (madres que amamantan): la madre recibirá durante 6 meses: 2 kg/mes (12 kg/año);

c) Niños de 6 meses a 1 año: para complementar la alimentación: 2 kg/mes (12 kg/año);

d) Niños de 1 a 2 años: mínimo 1 kg/mes durante todo el año por cada niño vulnerable (12 kg/año);

e) Niños desnutridos de 0 a 6 años: 3 kg/mes de leche fortificada con hierro, vitaminas y minerales durante 5 meses (15 kg/tratamiento).

La sanción de la Ley Nº 25724 en el mes de enero de 2003 establece una nueva instancia en lo que se refiere a políticas públicas de alimentación y nutrición, a partir de la creación de un Programa Nacional de Nutrición y Alimentación. Este Programa tiene como objetivo "propender a asegurar el acceso a una alimentación adecuada y suficiente, coordinando desde el Estado las acciones integrales e intersectoriales que faciliten el mejoramiento de la situación alimentaria y nutricional de la población".

La ejecución del Programa depende de la Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación, integrada por representantes de los Ministerios de Salud y Ambiente y Desarrollo Social de la Nación. La población beneficiaria del Programa incluye a mujeres embarazadas, niños de 0 a 5 años y adultos mayores a partir de los 70 años sin cobertura social y que están bajo la línea de indigencia, incorporándose progresivamente a otros sectores de la población bajo la línea de pobreza.

b.- EXENCIONES Impuesto al valora agregado (IVA) de alimentos:

En la Ley Nac.PL23349- IAVA-7-300706-030324, en su art. 7 quedan exentas del impuesto establecido por la presente ley -que es del 21% sobre el valor-  las ventas, las locaciones indicadas:  El agua ordinaria natural, el pan común, la leche fluida o en polvo, entera o descremada sin aditivos, cuando el comprador sea un consumidor final, el Estado nacional, las provincias, municipalidades o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires u organismos centralizados o descentralizados de su dependencia, comedores escolares o universitarios, obras sociales o entidades comprendidas .

c.- Ley de Enfermedad Celiaca

Se promulgó en diciembre del año 2009 la Ley Celiaca Argentina Ley 26.588 “Declárase de interés nacional la atención médica, la investigación clínica y epidemiológica, la capacitación profesional en la detección temprana, diagnóstico y tratamiento de la enfermedad celíaca. Fue promulgada de Hecho: Diciembre 29 de 2009, y su cumplimiento se da por parte del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria, quien arbitra los medios de provisión de alimentos especiales   a las personas que diagnosticas con enfermedad celiaca

d.- Incorporación al Código Alimentario Argentino de la restricción de grasa saturada y sodio de los alimentos.

Se incorporó en el Artículo 155 al Código Alimentario Argentino el que quedará redactado de la siguiente manera: El contenido de ácidos grasos trans de producción industrial en los alimentos no debe ser mayor a: 2% del total de grasas en aceites vegetales y margarinas destinadas al consumo directo y 5% del total de grasas en el resto de los alimentos. Estos límites no se aplican a las grasas provenientes de rumiantes, incluyendo la grasa láctea”

e.- Ley  de prevención y control de trastornos alimentarios

En agosto del año 2008 se promulga la ley N° 26396 de Trastornos alimentarios Prevención y control de los trastornos alimentarios. objeto: a) Instrumentar campañas informativas relativas a los trastornos alimentarios, en particular: 1. Sobre las características de los mismos y de sus consecuencias; 2. Sobre sus aspectos clínicos, nutricionales, psicológicos y sociales y de las formas apropiadas e inapropiadas de su tratamiento; 3. Sobre el derecho y promoción de la salud, y sobre los derechos del consumidor; b) Disminuir la morbimortalidad asociada con estas enfermedades; c) Formular normas para la evaluación y control contra los trastornos alimentarios; d) Propender al desarrollo de actividades de investigación; e) Promover, especialmente entre los niños y adolescentes, conductas nutricionales saludables; f) Promover en la comunidad espacios de reflexión y educación para contención de quienes padecen estas enfermedades; g) Proponer acciones tendientes a eliminar la discriminación y la estigmatización en el ámbito laboral, educacional y/o social, frente al padecimiento de los trastornos alimentarios; h) Promover la participación de organizaciones no gubernamentales (ONG's) en las acciones previstas por el presente programa; i) Promover y coordinar, con las autoridades provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la implementación de programas similares a nivel local; j) Desarrollar actividades de difusión, televisivas, radiales y gráficas, dirigidas a la población en general y a grupos de riesgo en particular, a fin de concientizar sobre los riesgos en la salud que ocasionan las dietas sin control médico y de instruir a la población sobre hábitos alimentarios saludables y adecuados a cada etapa de crecimiento.  Quedan incorporadas en el Programa Médico Obligatorio, la cobertura del tratamiento integral de los trastornos alimentarios según las especificaciones que a tal efecto dicte la autoridad de aplicación. 

f.- Ley fortificación de harinas con hierro

Se promulgó la Ley Nº 25.630 de fortificación la harina de trigo y derivados para consumo humano con hierro (sulfato ferroso) 30 mg/kg,  Acido fólico (vitamina B9), Tiamina (vitamina B1),  Riboflavina vitamina B2) y Niacina (vitamina B3).



Artículo 12
El derecho a la salud física y mental



 -Información sobre salud mental



-Información sobre derechos sexuales y reproductivos 

· Información sobre Salud Mental

· Gasto público destinado a la atención de la salud mental

El 25 de noviembre de 2010 se sancionó la ley nacional de salud mental N° 26.657, que presenta un enfoque de derechos humanos y tiene como eje principal la des-institucionalización, la rehabilitación y la reinserción del paciente en la comunidad.  En cuanto al presupuesto destinado a la salud mental, el artículo 32 de la mencionada ley establece: “En forma progresiva y en un plazo no mayor a TRES (3) años a partir de la sanción de la presente ley, el Poder Ejecutivo debe incluir en los proyectos de presupuesto un incremento en las partidas destinadas a salud mental hasta alcanzar un mínimo del DIEZ POR CIENTO (10 %) del presupuesto total de salud. Se promoverá que las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires adopten el mismo criterio”.

Actualmente la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación está realizando aportes para la reglamentación de dicha norma, proceso que se realiza de un modo abierto y participativo entre organismos del Estado y organizaciones de la sociedad civil. Para todo lo referido a la implementación de la ley de salud mental se sugiere solicitar información al Ministerio de Salud de la Nación, que es la autoridad de aplicación de la ley. 

· Programa “Salud Mental y Discriminación”(INADI)

Dentro de la estructura del INADI se enmarca el programa “Salud Mental y Discriminación” cuyo objetivo es el de realizar en provincias del territorio nacional, relevamientos, diagnósticos y propuestas, con el fin de propiciar cambios en las representaciones, prácticas y políticas de salud mental desde una perspectiva de igualdad y no discriminación, a partir del trabajo articulado con organizaciones gubernamentales y de la sociedad civil.

Asimismo, el programa busca promover la igualdad y no discriminación de las personas usuarias de los servicios de salud mental (PUSSAM) o personas con discapacidad psicosocial (PCDPS), en los ámbitos del poder ejecutivo, legislativo y judicial y en las instituciones de la comunidad en su conjunto, atendiendo especialmente a las situaciones de discriminación que estas personas experimenten o puedan experimentar basadas en una discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.

El Programa Discriminación y Salud Mental elabora e implementa líneas de acción conjuntamente con la Dirección Nacional de Salud Mental y Adicciones y con la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación.

Desde el programa se han llevado a cabo diversas actividades en pos del objetivo. A modo de ejemplo, cabe citar las siguientes:

· Actualizaciones en la temática en la modalidad de cursos, principalmente en la Provincia de Salta, en los cuales se trabajó conjuntamente con Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación, la Dirección Nacional de Salud Mental y Adicciones de la Nación, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, la Defensoría General de la Nación, el Juzgado de Familia N° 1 de Mar del Plata, la Secretaria de Salud Mental y Abordaje Integral de las Adicciones de la provincia de Salta, la Dirección del Hospital Ragone de la citada provincia y el Colegio de Psicólogos de Salta.

· Participación en el COFESAMA (Consejo Federal de Salud Mental y Adicciones). Reunión bimestral de las autoridades provinciales de salud mental y adicciones. Participantes: Dirección Nacional de Salud Mental y Adicciones, directores provinciales de salud mental, Jefatura de Gabinete, INADI. (12 y 13 de mayo de 2011).

· Participación en 15 reuniones mensuales ordinarias de la Mesa Federal de Salud Mental, Justicia y Derechos Humanos.

En relación a la reciente Ley Nacional de Salud Mental sancionada, el INADI implementó acciones de apoyo como la realización de un material de difusión (díptico sobre el proyecto de ley de salud mental) conjuntamente con la Secretaria de Derechos Humanos de la Nación, la OPS-OMS, el CELS y la Red de Familiares, Usuarios y Voluntarios.

Asimismo se elaboró un documento de Apoyo a los efectos de expresar adhesión a los proyectos CD-60/09, sobre Régimen de Salud Mental y CD-109/09, sobre Plan Nacional de Asistencia Pública de las adicciones en el ámbito del Ministerio de Salud de la Nación.

También se instaló una mesa organizada conjuntamente con la Dirección  de Prevención e Investigación, con participación permanente de promotores INADI, instalada durante los meses de septiembre y octubre, en las inmediaciones del Senado de la Nación.

Finalmente se confeccionó un material informativo para difundir en la comunidad sobre las propuestas incluidas en los proyectos de Ley de Salud Mental y de Programa Nacional de Asistencia Pública.

Realización de la Campaña piloto por el derecho a votar de las PUSSAM que se encuentran en centros de internación públicos y privados
.

Elaboración, conjuntamente con la Dirección de Prevención e Investigación de la Nación, un cuadernillo sobre discriminación y salud mental en el marco del proyecto de trabajo sobre Buenas Prácticas en la Comunicación Pública.

· Derechos sexuales y reproductivos

· Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable
En cuanto a los derechos sexuales y reproductivos, la sanción de la Ley N° 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, reglamentada por decreto 1282/2003, representa un avance significativo,  en tanto que, si bien está destinada a la población en general, plantea como finalidad explícita “potenciar la participación femenina en la toma de decisiones relativas a su salud sexual y procreación responsable”. 
Esta ley claramente incluye y alcanza a la población de mujeres y jóvenes migrantes, cualquiera sea su origen. 

En el mismo sentido, significa un avance importante la sanción de ley N° 26.150, que crea el Programa Nacional de Educación Sexual Integral.  Esta ley, que fue sancionada en octubre de 2006, plantea entre sus objetivos el logro de la igualdad de trato entre mujeres y varones, el desarrollo de actitudes responsables hacia la sexualidad y la promoción de la salud sexual y reproductiva.

Es destacable también la sanción de Ley N° 25.929, conocida como Ley de Parto Humanizado, promulgada en septiembre de 2004 y reglamentada por decreto 1231/2004, que reconoce el derecho de las mujeres a una asistencia adecuada e integral de su salud, respetuosa de sus decisiones durante el embarazo y el parto, a través de medidas que la protegen, específicamente, de la violencia médica y obstétrica.

· Educación Sexual Integral

Desde el año 2007 el Ministerio de Educación viene llevando a cabo el Programa Nacional Educación Sexual Integral (ESI). El mismo viene desarrollando acciones con la finalidad de implementar la Educación Sexual Integral en todas las escuelas según la Ley Nacional de Educación Sexual Integral, sancionada durante el año 2006, y los Lineamientos Curriculares, aprobados por el Consejo Federal de Educación en el año 2008. 

Las principales acciones son:

1- Capacitaciones a docentes, directivos, supervisores y equipos técnicos provinciales y de OSCs, presenciales y virtuales.

 A la fecha, la cantidad de personas capacitadas por el Programa Nacional de ESI alcanzan las 33.200 personas capacitadas. A esta cifra, debería sumársele la de las instancias de capacitación que cada jurisdicción viene implementando. 

2- Producción y distribución de material educativo:

Materiales de sensibilización

 Materiales para familias
 

Material de formación docente y recursos didácticos para docentes de los tres niveles

 Material audiovisual

Cantidad total de material realizado:

	Distribución de materiales de ESI 
	Cantidad total

	Lineamientos Curriculares para la Educación Sexual Integral
	290.000

	Poster de sensibilización
	60.000

	Trípticos de sensibilización
	1.200.000

	Serie de cuadernos ESI (para nivel inicial, primario y secundario)
	300.000

	Laminas didácticas gigantes (para nivel inicial, primario y secundario)
	274.000

	Revista “Educación Sexual Integral, para charlar en familias”
	6.000.000

	Laminas en Braile de ESI
	8.000

	Cd´s Con contenidos del Curso Virtual de educación Sexual Integral
	46.200


· Programa de Educación Sexual no Discriminatoria

Asimismo, cabe destacar que el INADI ha llevado a cabo el Programa de Educación Sexual no Discriminatoria.

El programa tiene como objetivos Promover que el Programa Nacional de Educación Sexual Integral (PNESI) -creado por la ley nacional 26101- se implemente sin contenidos discriminatorios, sensibilizando y concientizando a los y las docentes y especialistas en educación de nivel nacional, provincial y local para que su implementación respete el marco de los derechos sexuales y reproductivos, con amplia garantía de los derechos humanos y el derecho a la salud.

Actividades realizadas: 

Años 2009: Firma de convenio con CTERA Nacional, a los efectos de facilitar su implementación.

Implementación en CABA y en las provincias de Tierra del Fuego, Entre Ríos, Salta y Provincia de Buenos Aires. 

Año 2010-Implementación del Proyecto con la realización de dos talleres –de una jornada cada uno- en la ciudad de Quilmes, en articulación con la Dirección de Equidad de Género e Igualdad de Oportunidades de la Municipalidad y la Secretaría de Educación. 

Año 2011: Dictado curso de Capacitación para docentes en la Universidad Nacional de Salta, en colaboración entre dicha Universidad y la Delegación Salta del INADI. 

- Implementación del Proyecto a través de la realización de un Taller en la Provincia de San Juan, en articulación con la CTERA, la Universidad Nacional de San Juan y las delegaciones provinciales del PNSSyPR y DDHH.

· Proyecto sobre Migración, Salud y Derechos Humanos
Asimismo la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación participa en el Proyecto sobre Migración, Salud y Derechos Humanos, que se lleva a cabo en la frontera entre Argentina y Bolivia ejecutado en forma conjunta por Dirección Nacional de Migraciones, UNFPA, Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), CAREF (Servicio Ecuménico de Apoyo y Orientación a Migrantes y Refugiados), INADI, el Programa de Salud Comunitaria y Salud del Ministerio de Salud de la Nación y esta Secretaria de Derechos Humanos. Este proyecto forma parte de un acuerdo regional realizado por la Oficina Regional para América Latina y el Caribe del Fondo de Población de las Naciones Unidas y la Agencia Española de Cooperación Internacional en el año 2008, para trabajar en 10 países y 5 fronteras de la región sobre acceso a la salud y derechos de mujeres y jóvenes migrantes, a partir de un enfoque que articula actividades binacionales y nacionales. En términos generales, el proyecto busca mejorar la información disponible sobre la población migrante en el país receptor, con especial énfasis en sus características socio-demográficas y la protección del derecho a la salud de mujeres y jóvenes y diseña acciones de intervención basadas en la evidencia recogida.

Las líneas de acción sobre las cuales se trabaja son el fortalecimiento de los conocimientos de sus derechos humanos y, en particular, la garantía del acceso a la salud sexual y reproductiva de mujeres migrantes. En términos generales, el proyecto busca mejorar la información disponible sobre la población migrante en el país receptor, con especial énfasis en sus características socio-demográficas y la protección del derecho a la salud de mujeres y jóvenes y acciones de intervención basadas en la evidencia recogida.

En el marco del mencionado Proyecto, la Secretaria de Derechos Humanos de la Nación ha realizado numerosas actividades:

-Elaboración e impresión de materiales de difusión, particularmente afiches y dípticos destinadas a la difusión y el  fortalecimiento de los conocimientos de los  derechos  de los migrantes desde una perspectiva de DDHH, y en particular el acceso a la salud sexual y reproductiva de mujeres migrantes. 

-Elaboración de un curso de capacitación destinado a agentes públicos de salud y asociaciones de colectividades y ONG's en el marco de trabajo articulado con la organización social CAREF (Servicio Ecuménico de Apoyo y Orientación a Migrantes y Refugiados).  Dicho curso tuvo como objetivos contribuir a dejar capacidad instalada en los servicios de salud y otras áreas de la administración pública que reciben demandas de la población migrante, en términos de desarrollo de recursos humanos capacitados para su atención, adecuada y efectiva, en el marco de respeto por los derechos humanos y la legislación nacional vigente, aportando elementos para la comprensión y el abordaje de los procesos de salud-enfermedad-atención vinculados a la salud sexual y reproductiva desde una perspectiva  de género e interculturalidad. El curso fue expresión de una experiencia de articulación intersectorial generada en el marco del proyecto “Fortalecimiento del ejercicio de derechos sexuales y derechos reproductivos de mujeres migrantes bolivianas en el área metropolitana de Buenos Aires”, que llevó adelante CAREF desde el año 2009 con el apoyo del Fondo de Población de las Naciones Unidas. 

Por otro lado, se están articulando acciones con distintas áreas del Ministerio de Salud de la Nación para realizar talleres con mujeres indígenas en diferentes puntos del país para abordar los derechos de las mujeres y los derechos sexuales y reproductivos.

· Derecho a la salud física

· Plan Nacional de Deporte Social

El “Plan Nacional de Deporte Social” establece los lineamientos de la política deportiva nacional en el área de incumbencia. Incluye Programas y Proyectos, basándose para su diseño e implementación en un modelo político nacional y popular.

Partiendo de lo expuesto, para el diseño de los Programas, se han considerado no solamente la “Ley del Deporte (Nº 20.655)” y la “Ley de Educación Nacional (Nº 26.206)”, sino también la “Convención sobre los Derechos del Niño”, los “Objetivos del Milenio” y la “Ley de Protección Integral de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes (Nº 26.061)” y la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad  (Ley Nº 26.378).

La Ley Nº 26.061 en su Artículo 20, establece el Derecho al Deporte y Juego Recreativo: “Los Organismos del Estado con la activa participación de la sociedad, deben establecer programas que garanticen el derecho de los niños, niñas y adolescentes a la recreación, juegos recreativos y deportes, debiendo asegurar programas específicos para aquellos con capacidades especiales”. No concibe a la niñez y adolescencia como un objeto a proteger, sino como sujetos titulares de derechos. 

La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad establece en su artículo 30, Ley 26.378 (Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y  el deporte), que reconoce los derechos de las personas con discapacidad a participar en igualdad de condiciones de la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte, como un feedback, pues no solo abarca la propia de cada persona en lo creativo, artístico,  intelectual  y condicional, sino también como indica dicho documento, para el enriquecimiento de la conciencia de la sociedad.
Deporte Social. Definición.

Entendemos el Deporte Social como la práctica de actividades físicas y deportivas orientada a la población en su conjunto, sin discriminación de edad, sexo, condición física, social, cultural o étnica, diversa en sus manifestaciones, generadora de situaciones de inclusión, entendiendo al Deporte como un ámbito propicio para el desarrollo humano integral.

Programas y Proyectos

Programa Nacional Juegos Nacionales Evita

1- Proyecto Deportistas Convencionales

2- Proyecto Deportistas con Discapacidad

3- Proyecto Adultos Mayores

Programa Nacional Deporte e Inclusión Social

1- Proyecto Formación de Promotores Deportivos

2- Proyecto Deporte y Pueblos Originarios

3- Proyecto Deporte como Vehículo para el Cambio

Programa Nacional Fomento del Deporte 

1- Proyecto Jornadas de Deporte y Recreación 

2- Proyecto Congreso Nacional de Deporte Social

3- Proyecto Deporte e Identidad Territorial

4- Proyecto Centros de Fomento Deportivo

Programa Nacional Deporte y Educación

1. Proyecto Centros Deportivos Escolares

2. Proyecto Congreso Nacional de Deporte en la Escuela

3. Proyecto de Campamentos Educativos

4. Proyecto Juegos Sudamericanos Escolares

5. Proyecto Deporte Universitario

6. Proyecto Concurso de Investigaciones y Proyectos de Deporte Social

Programa Nacional Deporte y Salud

1- Proyecto Deporte y Adultos Mayores

2- Proyecto Deporte y Asma

3- Proyecto Deporte y Diabetes

4- Proyecto Deporte y Sedentarismo

5- Proyecto Deporte para Trasplantados

6- Proyecto Deporte y Obesidad

7- Proyecto Deporte y Cardíacos

Programa Nacional Deporte y Discapacidad

1- Proyecto Deporte para personas con discapacidad intelectual (NACER)

2- Proyecto Deporte para personas con discapacidad motriz

3- Proyecto Deporte para personas con discapacidad visual

4- Proyecto Deporte para personas con parálisis cerebral

Programa Nacional Nuestro Club

1- Proyecto Registro Nacional de Clubes

2- Proyecto Acciones Interinstitucionales

3- Proyecto Mejoramiento de Instalaciones Deportivas y/o Material Deportivo

Centro Recreativo Nacional 

a) Centro Nacional de Desarrollo Deportivo (Ce.Na.D.De.)

b) Centro de Actividades y Deportes en la Naturaleza (CADEN)

Dentro del Programa Nacional de Deporte y Discapacidad las acciones que se llevan a cabo en cada uno de los Proyectos incluyen:

· Jornadas de Actividad Física y Deportiva sistemáticas, en las instalaciones del CeNARD y del Ce.Re.Na., con una frecuencia de 1 a 3 estímulos semanales.

· Implementación en todas las provincias, de “Centros Deportivos”, coordinados por el equipo técnico de la Secretaría.

· Capacitación específica por patología.

· Producción de conocimiento a través de trabajos de campo e investigación.

En los Juegos Nacionales Evita está incluida la modalidad de competencia para deportistas con discapacidad  mental, motriz, visual y parálisis cerebral, en las tres categorías, Sub-14, Sub-16 y Sub-18.

Compiten niños y jóvenes de todo el país en las etapas zonales, municipales y provinciales en las 24 jurisdicciones y los ganadores viajan a la Final Nacional que se lleva a cabo en la ciudad de Mar del Plata.

Para esta Final Nacional se establece una “clasificación funcional” que permite igualdad de posibilidades de competencia entre los deportistas. Esta clasificación está basada en parámetros internacionales y es el punto de partida de una importante tarea de capacitación a los RR.HH especializados en todo el país que permite ampliar día a día los conocimientos en el área específica.

En lo que refiere a la discapacidad mental y el deporte social existe el Programa Nacer, que es un proyecto dirigido en forma inclusiva y exclusiva a personas con discapacidad intelectual. 

Inclusiva por que tiene en cuenta la integración a partir de las distintas actividades propuestas, y exclusiva en tanto se adaptan metodologías pedagógicas y se contemplan las necesidades de los apoyos requeridos por cada uno de los participantes.

Se dedica al entrenamiento sistemático para participar en pruebas de calle y desde el año 2008 se amplia a las carreras de aventura en la modalidad de postas. 

Dentro de este circuito son los primeros en competir con las mismas reglas que los atletas convencionales y obteniendo resultados promedios.

Esta actividad permite integrar a los atletas con discapacidad mental y a sus familias, dándoles además la posibilidad de participar en el amplio calendario de competencias locales y del interior del país.



Artículos 13 y 14
     El derecho a la educación 



-Información sobre Tasas de repetición de cursos.



-Información sobre programas de inclusión socio-cultural. 

· Información sobre Tasas de repetición de cursos

En relación a las tasas de repetición de cursos y de estudiantes, se adjunta en Anexo dos cuadros con información estadística sobre la tasa de sobreedad de los años 2008 y 2009 provista por Dirección Nacional de Información y Evaluación de la Calidad Educativa. 

Ver Adjunto XIV Indicadores Educativos. 

· Estrategias del Estado Nacional para acceder, asistir, permanecer y terminar la escuela 

Entre las diversas estrategias que están siendo llevadas a cabo por el Ministerio de Educación de la Nación, vale mencionar las siguientes:

· Información sobre programas de inclusión socio-cultural. 

Mas allá de lo afirmado en artículos anteriores sobre programas de educación, en lo que hace a los programas de inclusión sociocultural, es destacable la puesta en marcha del Programa Conectar Igualdad. El Programa Conectar Igualdad es una iniciativa que busca recuperar y valorizar la escuela pública con el fin de reducir las brechas digitales, educativas y sociales en toda la extensión de nuestro país.

Se trata de una Política de Estado creada a partir del Decreto 459/10, e implementada en conjunto por Presidencia de la Nación, la Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES), el Ministerio de Educación de la Nación, la Jefatura de Gabinete de Ministros y el Ministerio de Planificación Federal de Inversión Pública y Servicios
.

Conectar Igualdad, como una política de inclusión digital de alcance federal, recorre el país distribuyendo 3 millones de netbooks en el período 2010-2012, a cada alumno y docente de educación secundaria de escuela pública, educación especial y de institutos de formación docente. 

Paralelamente se desarrollarán contenidos digitales que se utilicen en propuestas didácticas y se trabajará en los procesos de formación docente para transformar paradigmas, modelos y procesos de aprendizaje y enseñanza. El Programa contempla el uso de las netbooks tanto en el ámbito escolar como también en la casa de modo tal que se logre un impacto en la vida diaria de todas las familias y de las más heterogéneas comunidades de la Argentina.

En este sentido es imprescindible trabajar para lograr una sociedad alfabetizada en las nuevas Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC), con la posibilidad de un acceso democrático a recursos tecnológicos e información sin distinción de grupo social, económico ni de densidades poblacionales ni de las más diversas geografías tanto rurales como urbanas. En las últimas décadas, las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) han modificado sustancialmente las relaciones sociales en todos sus aspectos llegando a redefinir la manera de interactuar con el medio. Formar parte de esta nueva sociedad, no estar excluido, implica cada vez más poder participar activamente a través de las nuevas tecnologías.

En una sociedad con fuertes desigualdades se entiende que la escuela es el medio privilegiado para que el acceso al conocimiento pueda democratizarse. Esta situación le otorga al Estado una nueva responsabilidad, la de preparar al sistema educativo para que forme a sus estudiantes en la utilización comprensiva y crítica de las nuevas tecnologías. Educación con TIC no es solamente el uso instrumental de las nuevas tecnologías sino que implica el aprendizaje de competencias de gestión de información, comunicación, intercambio con otros en un mundo global, capacidad de innovación y actualización permanente. 

Educación con TIC debe incluir por lo tanto un conjunto de propuestas didácticas como el aprendizaje por proyectos, la resolución de problemas, el trabajo mancomunado, la construcción de conocimientos, que apuntan a formar a los estudiantes para un escenario en el que el volumen y el dinamismo de la información se transforman en forma continua y acelerada.

Ante la necesidad del Estado Nacional de brindar una respuesta efectiva para abordar el uso y conocimientos de las TIC es que se crea el Programa Conectar Igualdad.com.ar, el cual tiene como objetivo proporcionar una computadora a alumnas, alumnos y docentes de educación secundaria de escuelas públicas, de educación especial, y de instituto de formación docente de todo el país, capacitar a los docentes en el uso de dicha herramienta y elaborar propuestas educativas con el objeto de favorecer la incorporación de las mismas en los procesos de enseñanza y aprendizaje. De esta manera se busca reducir la brecha digital existente, introduciendo nuevas tecnologías como así también los métodos para aplicarlas en el contexto escolar, creando la posibilidad de inserción tanto del estudiantado como de la comunidad en el conocimiento de las TIC promoviendo valores tales como integración e inclusión social.

Para llevar a cabo esto se ha dispuesto la creación de un Comité Ejecutivo del programa el cual es presidido por el Director Ejecutivo de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) e integrado por un representante de la Jefatura de Gabinete de Ministros, un representante del Ministerio de Educación, un representante del Ministerios de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y un representante de ANSES. Dicho Comité tendrá como misión determinar las condiciones para ejecutar el Programa, proponiendo las acciones a efectos de lograr todos los objetivos del mismo.

· Secundaria para todos

La determinación de la  obligatoriedad de la educación  secundaria en Argentina, a partir de la la sanción de la Ley de Educación Nacional (N°26.206 de 2006), generó la necesidad de establecer acuerdos entre todas las jurisdicciones del país de modo de determinar criterios comunes.

La Resolución 84-09 aborda los “lineamientos políticos y estratégicos de la educación secundaria obligatoria”, la Resolución 88-09 se refiere a “Institucionalidad y fortalecimiento de la Educación Secundaria Obligatoria – Planes Jurisdiccionales y Planes de Mejora Institucional” y la Resolución 93-09 determina “Orientaciones para la organización pedagógica e institucional de la educación secundaria obligatoria”. Sobre la base de estos acuerdos federales cada jurisdicción va definiendo los procesos de transformación de la educación secundaria.

· Finalización de estudios para jóvenes y adultos (FinEs)

El Plan FinEs es de alcance nacional, funcionará en todas las jurisdicciones. Se está implementando la primera etapa, destinada a jóvenes y adultos mayores de 18 años que terminaron de cursar, como alumnos regulares, el último año de la educación secundaria (bachiller, técnica, comercial, polimodal, de adultos), y adeudan materias.

Desde el 2009, además de continuar con la primera, se implementará la segunda etapa del Plan, destinada a los jóvenes y adultos mayores de 18 años que no iniciaron o no terminaron la primaria o la secundaria.

El plan se desarrolla en dos etapas. La primera, que se llevó a cabo durante el 2008, se dirigió a:

· Jóvenes de entre 18 y 25 años que terminaron de cursar, como alumnos regulares, el último año de la educación secundaria y adeudan materias.

· Jóvenes adultos mayores de 25 años que terminaron de cursar, como alumnos regulares, el último año de la educación secundaria y adeudan materias.

Los jóvenes de entre 18 y 25 años que lo deseen recibirán acompañamiento de tutores y profesores que guiarán a los estudiantes en este proceso de preparación de materias. Las tutorías se realizarán en las escuelas sede del Plan FinEs.

Los estudiantes deberán rendir los exámenes en la escuela donde cursaron el último año de la educación secundaria, en los turnos de examen fijados por el calendario escolar de la jurisdicción.

Los jóvenes adultos mayores de 25 años también contarán con el apoyo de tutores y profesores para la preparación y evaluación de las materias adeudadas. Pero, a diferencia del grupo de menores de 25, la evaluación de las materias se realizará a través de diferentes estrategias, tales como: monografías, trabajos prácticos parciales y finales, investigaciones aplicadas al sector de la producción donde se estén desempeñando laboralmente, etc.

     Artículo 15
Derechos culturales



-Información sobre educación intercultural bilingüe

· Educación Intercultural Bilingüe:

Antecedentes: 

· Constitución Nacional de 1994, Artículo 75, inciso 17, el cual brinda reconocimiento a los derechos de los  Pueblos Indígenas en nuestro país. “Artículo 75. Corresponde al Congreso: Inciso 17
· Resolución Nº 107/99 del Consejo Federal de Cultura y Educación recoge este importante antecedente jurídico nacional y reconoce  a la Argentina como un país multicultural, pluriétnico y multilingüe, debido tanto a la presencia de población indígena como a migrantes hablantes de diversas lenguas y de orígenes culturales distintos.

a) 2004 – 2007: Programa Nacional de Educación Intercultural Bilingüe (PNEIB)

· Resolución Nº 549/2004 del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación: crea el Programa Nacional de Educación Intercultural Bilingüe el cual asumió la responsabilidad de avanzar en la gestión de respuestas educativas a los derechos de los Pueblos Indígenas reconocidos por la legislación argentina. La concepción de este Programa fue resultado de distintos procesos de consulta con los Pueblos Indígenas -sus representantes y organizaciones- especialistas y trabajadores de la educación con vasta experiencia en procesos de educación en contextos indígenas, así como la sistematización de distintas experiencias en las escuelas que fueran sistematizadas en el año 2004 por el PNEIB
. 

· Ley de Educación Nacional Nº 26.206/2006: instaura a la Educación Intercultural Bilingüe –EIB- como una de las ocho modalidades del sistema educativo; de acuerdo con ello, se entiende que: 

“La Educación Intercultural Bilingüe es la modalidad del sistema educativo de los niveles de Educación Inicial, Primaria y Secundaria que garantiza el derecho constitucional de los pueblos indígenas, conforme al Art. 75, inc. 17 de la Constitución Nacional, a recibir una educación que contribuya a preservar y fortalecer sus pautas culturales, su lengua, su cosmovisión e identidad étnica; a desempeñarse activamente en un mundo multicultural y a mejorar su calidad de vida. Asimismo, la Educación Intercultural Bilingüe promueve un diálogo mutuamente enriquecedor de conocimientos y valores entre los pueblos indígenas y poblaciones étnica, lingüística y culturalmente diferentes, y propicia el reconocimiento y el respeto hacia tales diferencias.” Cap. XI, Art.52

b) 2008 – 2011: Modalidad de Educación Intercultural Bilingüe (MEIB) en el Sistema Educativo. 

La inclusión de la modalidad EIB, como una de las ocho modalidades del Sistema Educativo Nacional, implicó retomar lo andado en este sentido desde las instancias del Programa Nacional de EIB –PNEIB-; ampliando, tal cual lo demanda la Ley, la participación de los pueblos indígenas y tomando además el desafío de incluir la Interculturalidad en todo el Sistema Educativo Nacional.

Políticas, estratégicas y acciones pedagógicas

Desde el Ministerio de Educación, a través de la MEIB, se ha convocado a los diversos actores que participan de la EIB - responsables ministeriales de EIB, representantes indígenas del Consejo Educativo Autónomo de Pueblos Indígenas- a los fines de lograr avanzar en la institucionalización de esta Modalidad en cada provincia (2008-2009) para dar luego lugar a la reflexión con el conjunto de los actores del sistema educativo en cada uno de los niveles educativos a través de Mesas Regionales que tienen como objetivos la reflexión y el debate acerca de las posibilidades de implementación curricular de la EIB en las aulas (2010/2011). Este trabajo conjunto y articulado ha sido plasmado en el Documento La Modalidad de EIB en el sistema educativo nacional el cual tuvo sus instancias de discusión en el marco del Consejo Federal de Educación, habiendo sido aprobado a través de la Resolución Nº 119 del 30 de setiembre de 2010. Esta Resolución establece la necesidad de contar con definiciones político técnicas a los fines de avanzar en la instalación e implementación de esta Modalidad, los desafíos planteados apuntan a: 

1. La consolidación y el fortalecimiento institucional de la MEIB en cada una de las jurisdicciones.

2. La gradual y progresiva incorporación de la EIB en la política curricular de los distintos niveles y modalidades del sistema educativo, así como en la formación docente.

3. La búsqueda de acuerdos y consensos entre los Estados Nacional, Provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires, que permita generar, desde el planteamiento y fortalecimiento de la EIB, relaciones duraderas con los pueblos originarios. 
Principales líneas de trabajo

a. Fortalecimiento de la Gestión Institucional

Entre 2009 y 2010 esta Modalidad se abocó a la gestión y ejecución de acciones relacionadas con el fortalecimiento de la Gestión Institucional, tanto con los Responsables provinciales de EIB como con los representantes de Pueblos Indígenas, en particular con los miembros del Consejo Educativo Autónomo de Pueblos Indígenas.

· Participación indígena 

La Modalidad de Educación Intercultural Bilingüe, considera prioritario incluir la participación real y efectiva de los Pueblos Indígenas a través del sostenimiento de un diálogo mutuamente enriquecedor entre los pueblos indígenas y el Estado. En ese marco apoya el reconocimiento, fortalecimiento e institucionalización del Consejo Educativo Autónomo de Pueblos Indígenas –CEAPI-, con acciones que promueven dicho mecanismo de participación. la Resolución ME Nº 1119/10 reconoce al Consejo Educativo Autónomo de Pueblos Indígenas –CEAPI- en tanto mecanismo consultivo ante el Ministerio de Educación Nacional, promoviendo y poniendo en acción la participación indígena establecida en la Ley de Educación Nacional.

b. Diagnostico de la situación sociolingüística y socioeducativa 
En 2011 se ha dado inicios a esta línea de acción con el objetivo de obtener información sustantiva para la visibilización de los Pueblos Indígenas al interior del sistema educativo, que permita brindar herramientas para la toma de decisiones relativas a la gestión de la EIB en cada una de las jurisdicciones y en el nivel nacional. 

c. Adecuación curricular

Los aspectos pedagógico-curriculares vinculados al desarrollo de una propuesta de Educación Intercultural Bilingüe merecen atención específica ya que plantean el desafío de construir espacios curriculares donde se replantee y enriquezca la relación entre conocimientos propios de los pueblos indígenas y los contenidos curriculares comunes. Para ello es preciso trabajar en conjunto y en forma coordinada con las respectivas áreas provinciales a fin de evaluar los impactos de la puesta en marcha de proyectos pedagógicos en estrecha vinculación con la producción y edición de materiales didácticos. 

Acciones de Desarrollo Profesional Docente
Las propuestas en este sentido,  apuntan a la elaboración de estrategias que den respuesta a la legítima necesidad de contar con docentes indígenas formados profesionalmente así como docentes no indígenas capacitados y, en algunos casos, sensibilizados en la temática indígena. 

Distribución de materiales para la enseñanza

La producción de materiales didácticos que aborden situaciones específicas de diversidad sociocultural y lingüística se constituye en un recurso fundamental en las posibilidades de implementación efectiva y de continuidad de la Educación Intercultural Bilingüe en todos los niveles educativos como también en la formación docente adecuada y continua. En la Argentina, el proceso de publicación de estos materiales se ha caracterizado por una amplia heterogeneidad debido a la diversidad de situaciones socioculturales y lingüísticas de los diferentes pueblos indígenas del país. 

	Título
	Destinatarios


	Ejemplares

	Lo`onactacpi na qom Derquiècpi. Materiales del Taller de Lengua y Cultura Toba. (Elaborado por equipo de lingüistas UBA y la Comunidad Toba de Derqui, pcia de Buenos Aires.
	Alumnos EGB3 / Media
	 

 

 18.000

	Te Contamos de Nosotros. Narraciones de niños aborígenes salteños. Organización de Derechos Humanos Chaguar. 
	Alumnos EGB1 y 2
	 18.000

	CD Nº 9 "Educación Intercultural: debates, experiencias y recursos. Educ.ar
	Docentes
	 

 150.000

	Hacia una Educación Intercultural en el Aula. Equipo "Elaboremos entre todos una escuela para todos" de la Escuela Normal N°1 Eduardo Casanova de Tilcara, pcia de Jujuy.
	 Docentes
	10.000

	M’ek tä n’ ämen’ amehen tä n’alewuhu. Equipo docente del C.E.N.M. Nº 2 de El Potrillo, provincia de Formosa. 
	Alumnos EGB 3 / Media
	 

 10.000

	Voces de nuestra cultura.  Equipo docente del C.E.N.M. Nº 2 de El Potrillo, provincia de Formosa.
	Alumnos EGB 3 / Media
	 

 

 8.000

	Puna de Jujuy. Más de 10.000 años de Historia. Equipo "Elaboremos entre todos una escuela para todos" de la Escuela Normal N°1 E. Casanova de Tilcara, Jujuy.
	Alumnos EGB 3 / Media
	 

 

 5.000

	CEAPI. Consejo Educativo Autónomo de Pueblos Indígenas. Folleto Difusión.
	 Público en general
	 

  

4.300

	Educación Intercultural Bilingüe en Argentina. Sistematización de Experiencias. Programa Nacional de Educación Intercultural Bilingüe (Comp.)
	 Público en general
	 

 5.000

	TOTAL
	
	228.300


· Programa “Apoyo a la Educación Intercultural Aborigen”

El acceso a los  derechos de niños y jóvenes en el marco del Derecho a la Preservación de la Identidad  están contemplados en el Programa “Apoyo a la Educación Intercultural Aborigen” la cual se enmarca en la legislación vigente que reconoce entre otros derechos, la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas de la Argentina, que establece la garantía del respeto a su identidad y a una educación bilingüe e intercultural. 

El Programa “Apoyo a la Educación Intercultural Aborigen” tiene como prioridad la participación indígena que es una constante en la formulación de proyectos educativos, en su seguimiento, en la detección de problemas, la búsqueda de soluciones y en el aporte de ideas innovadoras provenientes de las tradiciones, costumbres y culturas ancestrales.

Para esto es necesario impulsar la promoción comunitaria desde una concepción intercultural que reafirme la vigencia de la identidad indígena en el sentimiento, pensamiento y accionar de la misma, replanteando la visión de determinados acontecimientos históricos, sociales, económicos, creaciones literarias, manifestaciones artísticas, espirituales, etc., eliminando todo tipo de discriminación y marginación. 

El acceso a las becas estudiantiles por parte de los alumnos indígenas y el apoyo de tutores interculturales en lo pedagógico y en los valores propios de las culturas de los pueblos contribuyó a la retención y promoción escolar en el sistema educativo. 

La educación es uno de los factores claves del desarrollo y crecimiento de las personas y del país y tiene que propiciar iguales oportunidades de acceso al conocimiento y a la información. Para esto el Programa impulsa la posibilidad de implantar una Educación Intercultural Bilingüe a nivel nacional revalorizando y potenciando la cultura, la lengua materna y la cosmovisión de las comunidades para promover su incorporación en los contenidos curriculares de la educación formal.

Los componentes del Programa son; Becas para Estudiantes Indígenas de Nivel Medio, Tutorías Interculturales, Alfabetización, Recuperación y Fortalecimiento del Conocimiento Ancestral en Comunidades Indígenas, Apoyo para Estudiantes Indígenas de Nivel Terciario, Apoyo para Estudiantes Universitarios, Apoyo Intercultural al Nivel Inicial y Primario, Edición de Materiales elaborados por los miembros de las comunidades a través de los distintos proyectos pedagógicos, Apoyo a los Proyectos Educativos Institucionales (PEI) de los Establecimientos Educativos Nacionales hacia la Interculturalidad.

La participación indígena en la gestión y evaluación de los proyectos de educación del INAI es de fundamental importancia para lograr una educación intercultural bilingüe. Estos proyectos surgen de la necesidad y urgencia de las comunidades para fortalecer su identidad cultural y acceder al conocimiento y a la tecnología, propias de la cultura occidental.

· Primeras Jornadas sobre Políticas Públicas e Interculturalidad. Seminario Regional “Políticas Públicas Interculturales”.
La Secretaría de Derechos Humanos de la Nación impulsa, convoca y participa en diversos ámbitos interinstitucionales promoviendo la transversalización del enfoque de derechos humanos y la perspectiva intercultural, contribuyendo a la eliminación de los obstáculos que impiden el pleno goce de los derechos económicos, sociales, culturales y de incidencia colectiva a personas y grupos en situación de vulnerabilidad, con especial referencia las mujeres, LGTB, adultos mayores, pueblos originarios, migrantes y personas con discapacidad.

Se están impulsando diversas acciones para avanzar en el desarrollo de políticas públicas interculturales que contengan y enriquezcan a toda la sociedad en su conjunto. Para ello, se han realizado en noviembre del 2010 las Primeras Jornadas sobre Políticas Públicas e Interculturalidad y en Junio del 2011 el Seminario Regional “Políticas Públicas Interculturales” con invitados latinoamericanos de Ecuador, Brasil, Perú, Colombia, Guatemala, Bolivia y expertos españoles, con el apoyo de la Agencia de Cooperación Española y UNICEF. 

El 25 de noviembre de 2010, la Dirección Nacional de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Secretaría de Derechos Humanos, organizó las Primeras Jornadas de Políticas Públicas Interculturales. Dicho encuentro se constituyó como un espacio abierto al debate entre funcionarios del Estado, académicos y organizaciones sociales, a fin de iniciar una reflexión conjunta sobre la concepción de integración de los habitantes de la Nación Argentina a partir de políticas públicas monoculturales, concepción que prevaleció durante todo el proceso histórico de conformación del país. Dichas políticas públicas tuvieron como efecto la invisibilización de la diversidad cultural de la sociedad en los distintos rincones del país. Por ello, en tales jornadas se buscó discutir en torno a un tema que históricamente significó para nuestro país una verdadera asignatura pendiente. En las últimas décadas se han ido revalorizando las diferencias culturales en América Latina, en consonancia con los procesos de democracias populares que se están llevando a cabo en gran parte de los países de la región, que en muchos casos implica una creciente visibilización de los pueblos originarios y los afrodescendientes, y sus cosmovisiones alternativas. A la diversidad étnica existente en cada uno de ellos, cabe agregar el incesante crecimiento de las migraciones entre países, causada por los efectos devastadores de las políticas neoliberales de la década del ’90 en el desempleo y la pobreza. 

En este sentido, es importante destacar que la Asociación Caboverdiana, hizo una reseña de la presencia africana en Argentina, que es parte de nuestra multiculturalidad concreta, porque no puede seguir sosteniéndose que no hay negros en Argentina. El primer paso para la aplicación de políticas públicas interculturales es el reconocimiento de su existencia. Como el 2011 fue declarado el “Año de los afrodescendientes”, dicha Asociación propuso trabajar dos líneas para el próximo seminario: en primer lugar, el diseño de una teoría política de la diversidad; y, en segundo lugar, propuso incorporar realmente la mirada multicultural en el ámbito educativo. 

El Seminario Regional de Políticas Interculturales realizado el 23 y 24 de junio del 2011, por su parte, tuvo como objetivo generar un espacio de debate a nivel nacional y regional sobre la Interculturalidad y su articulación con las políticas públicas referidas al ámbito de la salud, la educación y la justicia. En cuanto al derecho a la educación en particular se propuesto una mesa especifica referida al tema, en el entendimiento de que es fundamental impulsar políticas públicas en educación que visibilicen y legitimen la diversidad cultural que caracteriza a nuestra sociedad es clave para lograr el respeto y la no discriminación de las personas migrantes, indígenas y afrodescendientes,  se propuso,  a partir del diálogo y el intercambio entre funcionarios del Estado, académicos y organizaciones de la sociedad civil, impulsar el diseño de políticas públicas en educación que, acordes a la normativa vigente, avancen en la transformación de las instituciones y en la modificación de las prácticas desde una perspectiva de interculturalidad. 

Por otro lado, se ha acordado la articulación con la Dirección Nacional de Política Cultural y Cooperación Internacional de la Secretaría de Cultura de la Nación para el fortalecimiento de temas de interés común. En este momento se están realizando acciones en pos de la divulgación de la Convención sobre la Diversidad Cultural (UNESCO, 2007), a partir de talleres con funcionarios de gobierno y con mujeres indígenas de diversas zonas del país. En este segundo semestre del año se está organizando uno de ellos en Tartagal (Salta) y otro en Neuquén. En los mismos se reflexionará también sobre los derechos de las mujeres  y sobre la comunicación con identidad.   

----------------
� Estos expertos son: colegas de la Dirección de Encuesta Permanente de Hogares, de la Dirección de Metodología Estadística, de la Dirección Nacional de Cuentas Nacionales y de la Dirección Nacional Estadísticas Sociales y de Población;  titulares y profesionales de las Direcciones Provinciales de Estadística; expertos extranjeros Minezo Fujita, consultor de la Oficina de Estadística de Japón; Jacques Freyssinet, presidente del Comité Científico del Centre d’ Etudes de l’Emploi de Francia; Dominique Goux, (chef de mission - animation de la recherche) de la Direction de l’Animation de la Recherche, des Etudes et des Statistiques (DARES, Ministerio de Trabajo de Francia); Giulio Barcaroli, Marco Di Zio, Gianluca Giuliani, Federica Pintaldi, Paolo Consolini y Silvano Vitaletti del ISTAT de Italia; Juan Carlos Feres, Fernando Medina, Marco Galván y Carlos Howes de la División de Estadística y Proyecciones Económicas de la CEPAL


� Teléfono: 54 11 4349-9655. Horario: lunes a viernes de 9.30 a 16.00.


� Horario: lunes a viernes de 9.30 a 16.00. Teléfono: 54 11 4349-9625. Correo electrónico: biblioteca@indec.mecon.gov.ar 


� Teléfono: 54 11 4349-9646 / 9652. Correo electrónico: � HYPERLINK "mailto:ces@indec.mecon.gov.ar" �ces@indec.mecon.gov.ar�. Horario: lunes a viernes de 9.30 a 16.00


�Teléfono: 54 11 4349-9660/62. Fax: 54 11 4349-9621. Correo electrónico: ventas@indec.mecon.gov.ar


� Teléfono: 54 11 4349-9654. Correo electrónico: � HYPERLINK "mailto:trabajos-especiales@indec.mecon.gov.ar" �trabajos-especiales@indec.mecon.gov.ar�. Horario: lunes a viernes de 9.30 a 16.00.


� Teléfono: 54 11 4349-9814. Correo electrónico: � HYPERLINK "mailto:prensa@indec.mecon.gov.ar" �prensa@indec.mecon.gov.ar�. 


� Teléfono: 54 11 4349-9655. Correo electrónico: comunidadeducativa@indec.mecon.gov.ar Horario: lunes a viernes de 9.30 a 16.00


� Conforme surge del Decreto Nº 1755/2008


� Ver Anexo I. Convenios firmados con otros organismos desconcentrados y descentralizados.


� Las actividades con estos jóvenes se iniciaron en el mes de julio del corriente año y desde entonces desempeñan sus tareas de manera permanente en los CAJ, con una dedicación de TREINTA (30) horas semanales. En la actualidad, se encuentran realizando las siguientes actividades: recepción de los consultantes y registro de datos, acompañamiento de personas (ancianos o discapacitados) en la gestión de trámites ante otros organismos públicos, gestión de turnos (para la realización de certificados de pobreza y turnos de trámites diversos en Migraciones), promoción y asesoramiento respecto de requisitos y gestión de formularios para la TV Digital, administración de turnos para RENAPER, seguimiento de trámites, realización de estadísticas y otras tareas administrativas vinculadas con el quehacer cotidiano de los CAJ.   


Por su parte, el Proyecto de Entrenamiento, prevé que SEIS (6) horas semanales se destinen exclusivamente a un programa de capacitación. Este programa, diseñado específicamente para estos jóvenes, está estructurado en dos módulos que se desarrollan de manera consecutiva en cada uno de los encuentros. El primero de ellos, apunta a brindarles a éstos jóvenes la formación política y jurídica necesaria para entender en profundidad qué fundamentos y qué implicancias tiene la política de acceso a justicia y el resto de políticas públicas implementadas por el Gobierno Nacional que se gestionan en los CAJ. Obviamente, ello requiere el desarrollo de nociones como Estado, democracia, representación, hechos históricos destacados de la argentina contemporánea, por mencionar algunos temas.


El otro módulo apunta a desarrollar determinadas habilidades sociales, esenciales para el trabajo que desempeñan en los CAJ, principalmente vinculadas con la comunicación, la empatía, la solidaridad, la participación, el compromiso y la motivación por proyectos solidarios que tiendan al bienestar colectivo; ello se trabaja fundamentalmente desde lo lúdico, apelando a actividades del campo de las disciplinas de la comunicación corporal, de expresiones audiovisuales, periodísticas y basadas en debates. 


� Ello a pesar que el mecanismo fundamental de difusión de la existencia de los CAJ es el boca a boca, con lo que la cantidad de consultas e intervenciones se va incrementando a medida que transcurre más tiempo desde la apertura del centro.


� Organismo dependiente del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación


� El destacado es nuestro.


� idem. 


� �HYPERLINK "http://www.indec.mecon.ar/principal.asp?id_tema=167"��http://www.indec.mecon.ar/principal.asp?id_tema=167�


� La cantidad de establecimientos relevados hasta el RER III (inclusive) fue obtenida del Manual del Censista 2009 (DINIECE, Ministerio de Educación de la Nación, 2009). Este documento proyectaba que el RER IV incluiría 3300 establecimientos en la última etapa de relevamiento; sin embargo en la página web se indica que los mismos fueron finalmente 3700 (datos obtenidos de http://www.mapaeducativo.edu.ar.).


� Fuente: Elaboración propia en base a datos del RER 2.006- 2.009, Subsecretaría de Planeamiento Educativo, Ministerio de Educación. Nota: Sin desconocer las diferencias de estructura adoptadas por las distintas jurisdicciones, para la información correspondiente a los indicadores de matrícula y rendimiento por nivel educativo, se ha adoptado la estructura de años de estudio 7-5 correspondientes a los niveles primario y secundario respectivamente, a lo fines de contar con un criterio común de comparabilidad. 





� Fuente: Elaboración propia en base a datos del RER 2.006- 2.009, Subsecretaría de Planeamiento Educativo, Ministerio de Educación. Nota: Para el cálculo de matrícula y repitencia se consideró el último año de relevamiento por establecimiento, utilizando el mismo año para el cálculo tanto de matriculados como de repetidores


� Fuente: Elaboración propia en base a datos del RER 2.006- 2.009, Subsecretaría de Planeamiento Educativo, Ministerio de Educación. Nota: Para el cálculo de matrícula y abandono se consideró el último año de relevamiento por establecimiento, utilizando el mismo año para el cálculo tanto de matriculados como de abandonadores.


� Es importante aclarar que el dato tal como se releva en el cuadernillo del RER se encuentra agrupado en las categorías Primaria y Secundaria. Esto contempla diferencias según  las estructuras de nivel correspondientes a cada provincia y establecimiento. Tal como se presenta el dato, se tomaron estas categorías sin posibilidad de modificación, y por lo tanto, no necesariamente coincide con la estructura considerada para los datos de matrícula, repitencia y abandono analizados con anterioridad.


� Fuente: Elaboración propia en base a datos del RER 2.006- 2.009, Subsecretaría de Planeamiento Educativo, Ministerio de Educación.





� Publicado en el B.O. 09/03/07.


� �HYPERLINK "http://www.comfer.gov.ar/web/ley26522"�http://www.comfer.gov.ar/web/ley26522�


� �HYPERLINK "http://www.cnm.gov.ar/ovcm/"�http://www.cnm.gov.ar/ovcm/�


� Concurso Literario “María Elena Walsh “ www.cnm.gov.ar


� www.encuentro.gov.ar/nota-3757-Boletin-Encuentro-Nº-69


� Capítulo 1: Campesinas La realidad de las mujeres rurales argentinas. Son pequeñas productoras que viven alejadas de los centros urbanos, con un limitado acceso a la salud, la educación, la comunicación, pero se organizan para luchar por su derecho a la propiedad de la tierra, el acceso al agua potable, y el cese de la contaminación. 


Capítulo 2: Como soy Los derechos conquistados por las mujeres en el área de la salud sexual y procreación responsable a través de las experiencias reales de pacientes y profesionales de la salud, en un hospital público. 


Capítulo 3: Imagen de mujer Los medios audiovisuales refuerzan estereotipos sexistas, sin embargo el cine puede ser una herramienta para cuestionar las desigualdades. El capitulo aborda la problemática del acceso a la cultura de las mujeres, a través de la experiencia del Cine Móvil del INCAA en una cárcel de mujeres. 


Capítulo 4: Investigadoras El capítulo aborda la participación y las problemáticas cotidianas de las mujeres argentinas en el campo de la tecnología y la investigación científica. Las barreras que deben atravesar para hacer carrera en investigación, las estrategias para hacer convivir la vida familiar y la profesional.


� El Consejo orienta las políticas de los siete establecimientos para mujeres, distribuidos en el territorio nacional, que dependen del Servicio Penitenciario Federal. No  tiene jurisdicción sobre la situación de las personas alojadas en cárceles de dependencia provincial.


A la fecha, en los siete establecimientos señalados, con capacidad para alojar a 1095 internas, se albergan 801 mujeres, de las cuales 309 cumplen condena y 492 se encuentran procesadas. Esta población total, representa el 9% del total de la población carcelaria del sistema federal. 


� Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo-AECID, Consejo Nacional de la Mujer, Fundación Alicia Moreau de Justo, Ministerio de Desarrollo Social. Ministerio de Educación de la Nación, Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Ministerio de Salud de la Nación, PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo), Secretaría de Medios, Sistema Nacional de Medios Públicos, UNFPA (Fondo de Población de las Naciones Unidas), UNIFEM (Fondo de Naciones Unidas para la Mujer) Presidencia de la Nación


� La página Web �HYPERLINK "http://www.vivirsinviolencia.gov.ar/"�www.vivirsinviolencia.gov.ar� fue creada con el propósito de brindar información de interés sobre el tema. Incluye los micros de radio y televisión, recursos educativos, así como también un mapa de centros de atención de todo el país, otro de instituciones que trabajan las temáticas de género en educación, comunicación, salud, entre otros, enlaces a sitios de interés y una propuesta para la participación.


� Se ampliará la información al dar información acerca del cumplimiento del artículo 9 del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Derecho a la Seguridad Social).


� Se profundizará al respecto al hacer referencia a las cuestiones solicitadas en el artículo 9.


� Se hace referencia al mencionado Programa en diversas partes del presente informe. 


� El mencionado Boletín s encuentra disponible en: http://www.trabajo.gov.ar/left/estadisticas/descargas/genero/Boletin%20de%20genero.xls


� Tal como se mencionara en el párrafo 129 del III Informe Periódico Argentino (E/C.12/ARG/3) presentado en el año 2009,


� A continuación se incorporan datos proporcionados por la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, correspondientes al IV cuatrimestre de 2010, que da cuenta de la proporción de trabajo doméstico sobre la totalidad de ocupados y su distribución por género.


� Entidad autárquica en jurisdicción del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación creada por art. 35 de la Ley de Riesgos del Trabajo Nº 24557, norma citada en el párrafo 279 del informe presentado por el gobierno argentino al Comité (2009).


� La Corte Suprema de Justicia de la Nación es el último y más genuino intérprete de la Carta Fundamental y, por ende, la exégesis que hace de ella es como la Constitución misma, expandiéndose en forma vinculante para los demás judicantes, en los tópicos federales. En los temas no federales tiene efecto de vinculación moral para los demás judicantes, sin perjuicio de que en estos casos los inferiores pueden apartarse, si así lo consideran conveniente según las circunstancias peculiares de la causa. Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires 10-3-98; "Pacholezuk, Wladimiro c/treinta de Agosto SRL s/ Accidente, DJBA 154-367.


� �HYPERLINK "http://www.desarrollosocial.gov.ar/monotributosocial/118"�http://www.desarrollosocial.gov.ar/monotributosocial/118�


� ARTICULO 10. — Incorpórase como artículo 145 bis del Código Penal, el siguiente: Artículo 145 bis: El que captare, transportare o trasladare, dentro del país o desde o hacia el exterior, acogiere o recibiere personas mayores de dieciocho años de edad, cuando mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación o coerción, abuso de autoridad o de una situación de vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre la víctima, con fines de explotación, será reprimido con prisión de TRES (3) a SEIS (6) años.


La pena será de CUATRO (4) a DIEZ (10) años de prisión cuando:


1. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín en línea recta, hermano, tutor, persona conviviente, curador, encargado de la educación o guarda, ministro de algún culto reconocido o no, o funcionario público;


2. El hecho fuere cometido por TRES (3) o más personas en forma organizada;


3. Las víctimas fueren TRES (3) o más.


ARTICULO 11. — Incorpórase como artículo 145 ter del Código Penal, el siguiente: Artículo 145 ter: El que ofreciere, captare, transportare o trasladare, dentro del país o desde o hacia el exterior, acogiere o recibiere personas menores de DIECIOCHO (18) años de edad, con fines de explotación, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) años. La pena será de SEIS (6) a QUINCE (15) años de prisión cuando la víctima fuere menor de TRECE (13) años. En cualquiera de los supuestos anteriores, la pena será de DIEZ (10) a QUINCE (15) años de prisión, cuando: 1. Mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación o coerción, abuso de autoridad o de una situación de vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre la víctima; 2. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín en línea recta, hermano, tutor, persona conviviente, curador, encargado de la educación o guarda, ministro de algún culto reconocido o no, o funcionario público; 3. El hecho fuere cometido por TRES (3) o más personas en forma organizada; 4. Las víctimas fueren TRES (3) o más.


� Ver Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas (CRC/C/ARG/CO/3-4)


� Nota Metodología: Los cuadros de pobreza e indigencia para los niños que se presentaron en el III Informe fueron calculados incorporando a las personas con 18 años cumplidos. Aquí se ha subsanado el error calculando la tasa incorporando exclusivamente a los menores de 18 años, es decir aquellas personas de 0 a 17 años. Asimismo se informa que las zonas geográficas presentadas aquí corresponden a la definición realizada por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos. (INDEC)  


� La Encuesta Permanente de Hogares (EPH) es un programa nacional de producción permanente de indicadores sociales cuyo objetivo es conocer las características socioeconómicas de la población. Es realizado en forma conjunta por el INDEC y las Direcciones Provinciales de Estadística (DPE). Se realiza en 32 conglomerados urbanos y representa aproximadamente a un 75% de la población urbana. 


� En ese sentido resultan de particular interés las previsiones contenidas en la Ley 26.061, arts. 4 inc. b),  9, 32 y 33 y art. 9 del Anexo I del Decreto Reglamentario 415/2006.


� Al respecto, cabe destacar que en mayo de 2005 se celebró en la Ciudad de Asunción, la primera Reunión de Altas Autoridades de Derechos Humanos y Cancillerías del MERCOSUR (en adelante RAADDHH), en la cual los Estados acordaron “Impulsar y apoyar el estudio de un eventual Protocolo a la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas consagrando el Sistema de Comunicaciones Individuales para el caso contravención a los derechos incluidos en la citada Convención”. 





� Resolución del ex MJSyDDHH de la Nación N° 2149/08


� Resolución 1679 (del 26 de junio de 2008)


� PROMHIB: Programa de Mejoramiento Habitacional E Infraestructura Básica. Su objetivo principal es brindar mejores condiciones de habitabilidad, de higiene y de salud a la población, con serias carencias en el desarrollo de infraestructura habitacional, mediante la asistencia financiera para el mejoramiento de las condiciones del hábitat. a través de la construcción de Viviendas, Mejoramiento de Viviendas, Equipamiento Comunitario, Obras de Infraestructura Básica. 


� ROSARIO HABITAT: Programa Integral de Recuperación de Asentamientos Irregulares. Su objetivo principal es mejorar la calidad de vida de la población de los asentamientos irregulares e informales en la ciudad de Rosario, promoviendo su integración física y social a la ciudad formal.


� PROMEBA: Programa de Mejoramiento de Barrios. El mismo busca transformar la calidad de vida de las familias con necesidades básicas insatisfechas y bajos ingresos, asentadas en barrios con carencia de infraestructura social básica. Persigue el fortalecimiento de la organización comunitaria a través del acceso de la propiedad de la tierra, la provisión de servicios básicos y la solución de problemas ambientales y sociales. 


� ver información detallada bajo Artículo 1.


� La campaña está impulsada por ADESAM (Asociación por los Derechos en Salud Mental), APUSSAM (Asamblea Permanente de Usuari@s y sobrevivientes de los Servicios de Salud Mental), CELS (Centro de Estudios Legales y Sociales), CISP (Comité Internacional para el Desarrollo de los Pueblos), La Colifata, Proyecto Suma,  RADAUD (Red Argentina por los Derechos y asistencia de los usuarios y las usuarias de drogas), Red sobre Buenas Prácticas en Salud Mental, REDI (Red sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad) y RED FUV (Red de Familiares, Usuarios y Voluntarios) con el apoyo técnico de Asesoría General Tutelar de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Dirección Nacional de Salud Mental y Adicciones, el INADI (Instituto Nacional contra la Discriminación, Xenofobia y Racismo), Programa Nacional de Atención al Interno con enfermedad mental grave  -Secretaria de Justicia de la Nación, Secretaria de Derechos Humanos de la Nación, CONADIS (Comisión Nacional Asesora para la Integración de Personas con Discapacidad), Comité Científico Asesor en materia de control del tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas y criminalidad compleja y Defensoría General de la Nación.


� Trípticos para familias:  � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/familias.pdf" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/familias.pdf�


 - Trípticos para docentes:  � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/docentes.pdf" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/docentes.pdf�


 - Trípticos para chicos y chicas:  � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/adolescentes.pdf" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/adolescentes.pdf�


 - Póster institucional para Inicial: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/inicial_msens_p.htm" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/inicial_msens_p.htm�


- Póster institucional para primaria: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/primario_msens_p.htm" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/primario_msens_p.htm� 


- Póster institucional para secundaria: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/sec_msens_p.htm" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/sec_msens_p.htm�


- Póster institucional para formación docente: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/docente_msens_p.htm" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/docente_msens_p.htm�


- Póster institucional para especial: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/docente_msens_p.htm" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/docente_msens_p.htm�


� - Revista Educación Sexual Integral para charlar en familia. Apunta a fortalecer el vínculo de las escuelas con las familias en el marco de la enseñanza de la Educación Sexual Integral. � HYPERLINK "ftp://ftp.me.gov.ar/vs/EducacionSexualEnFamilia.pdf" \t "_blank" �ftp://ftp.me.gov.ar/vs/EducacionSexualEnFamilia.pdf�


- Spot de la revista de ESI: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=DN6drIpDyf0" \t "_blank" �http://www.youtube.com/watch?v=DN6drIpDyf0�


� - Cds con contenidos del Curso Virtual de Educación Sexual Integral que se impulsa todos los años desde el Programa. 


- Láminas didácticas para inicial: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi.html?mnx=inicial&mny=_laminas&carpeta=esi" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi.html?mnx=inicial&mny=_laminas&carpeta=esi� 


- Láminas didácticas para primaria. � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi.html?mnx=primario&mny=_laminas&carpeta=esi" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi.html?mnx=primario&mny=_laminas&carpeta=esi�


 - Láminas didácticas para secundaria: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi.html?mnx=sec&mny=_laminas&carpeta=esi" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi.html?mnx=sec&mny=_laminas&carpeta=esi�


 - Cuadernos de ESI inicial: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/esi_inicial.pdf" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/esi_inicial.pdf� 


 - Cuadernos de ESI primaria: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/esi_primaria.pdf" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/esi_primaria.pdf�


 - Cuadernos de ESI secundaria: � HYPERLINK "http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/esi_secundaria.pdf" \t "_blank" �http://www.me.gov.ar/me_prog/esi/doc/esi_secundaria.pdf�


� Videos de ESI y Cortos realizados junto con el canal Encuentro. Hemos producido 13 cortos que abordan distintos temas de la Educación Sexual Integral. Estos cortos formaron parte de la programación de dicho canal y son utilizados por el equipo en distintas acciones de sensibilización y formación que lleva adelante:


 - Embarazo y adolescencias � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=GgrOxvYdZRo" \t "_blank" �http://www.youtube.com/watch?v=GgrOxvYdZRo�


- Sexualidad y escuela � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=Qj3Izfi8zRQ" \t "_blank" �http://www.youtube.com/watch?v=Qj3Izfi8zRQ�


 - Diversidad � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=ckp-sv_YpbM" \t "_blank" �http://www.youtube.com/watch?v=ckp-sv_YpbM�


 - Relaciones entre pares � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=Vm3srHA-X6o" \t "_blank" �http://www.youtube.com/watch?v=Vm3srHA-X6o�


 - Primera vez � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=s7FKfBuVW5I" \t "_blank" �http://www.youtube.com/watch?v=s7FKfBuVW5I�


 - Cuerpo � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=sr9BwHfQbog" �http://www.youtube.com/watch?v=sr9BwHfQbog�


- Sexualidad y derechos: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=0IGgx8_R5MI" �http://www.youtube.com/watch?v=0IGgx8_R5MI�


- Género: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=PVQOPLPkHLc" ��http://www.youtube.com/watch?v=PVQOPLPkHLc�


- Sexualidad y genitalidad: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=-e9r9Nz01sk" ��http://www.youtube.com/watch?v=-e9r9Nz01sk�


- ITS: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=GTDWxNnUfwo" ��http://www.youtube.com/watch?v=GTDWxNnUfwo�


- Mitos: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=tvMeYDrYYVc" ��http://www.youtube.com/watch?v=tvMeYDrYYVc�


- Nuevas familias: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=AjnLyQbqcNY" �http://www.youtube.com/watch?v=AjnLyQbqcNY�


- VIH: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=9-x_95Hnvyc" �http://www.youtube.com/watch?v=9-x_95Hnvyc�


� La información que a continuación se detalla se puede obtener de la página web http://www.conectarigualdad.gob.ar/


� http://portal.educacion.gov.ar/finalizacion-de-estudios-para-jovenes-y-adultos/


� Educación Intercultural Bilingüe en Argentina. Sistematización de experiencias, Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, Bs. As. 2004.







